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7.1	 Equidad de género

7.1.1	 Introducción
Construir una sociedad más equitativa, humana y justa, supone garantizar la total in-

clusión de mujeres y hombres en la dinámica social y desarrollar estrategias específicas 
para que las personas o los grupos de la población que se encuentran en condiciones pre-
carias o en situación de desventaja, puedan mejorar su situación actual. 

Construir equidad entre mujeres y  hombres requiere impulsar acciones que compen-
sen o moderen las discriminaciones que afectan a unas y otros; avanzar hacia la igualdad 
hace necesario introducir, de manera transversal y/o eje conductor, el enfoque de género 
como categoría de análisis social y como método de identificación y corrección de des-
igualdades, en las políticas públicas de equidad, y en los planes, programas, proyectos 
y mecanismos de trabajo de la administración pública. Así mismo, demanda establecer 
un marco de colaboración, coordinación y concertación entre todas las ramas del poder 
público, para desarrollar una agenda de país en materia de equidad de género, acorde con 
los mandatos constitucionales, legales y los compromisos internacionales adquiridos por 
el Estado colombiano. 

Todos los esfuerzos que el país realice, orientados a mejorar la situación de la pobla-
ción colombiana en general, deben afectar[sic] positivamente tanto a hombres como a 
mujeres; en esta medida, se irán cerrando las brechas de género, las brechas sociales y las 
brechas regionales. 

El concepto de género hace referencia al tipo de relaciones que se establecen entre 
hombres y mujeres de una sociedad particular, con base en las características, los roles, 
y las oportunidades que el grupo social asigna a cada uno de aquellas y aquellos. En este 
sentido, la categoría de género identifica diferencias y relaciones determinadas cultural-
mente, susceptibles de ser transformadas, y no particularidades biológicas determinadas 
por el sexo. 

Por su parte, el concepto de equidad de género hace referencia a la construcción de rela-
ciones equitativas entre mujeres y hombres –desde sus diferencias–, tanto como a la igual-
dad de derechos, al reconocimiento de su dignidad como seres humanos y a la valoración 
equitativa de sus aportes a la sociedad. Por tanto, esta categoría de análisis permite incluir 
tanto las inequidades que afectan a las mujeres como las que afectan a los hombres. 

Sin embargo, cuando se habla de género, se hace énfasis en la mujer, en razón a que, 
pese a los avances alcanzados por este grupo poblacional en las últimas décadas, algunos 
indicadores muestran la persistencia de graves discriminaciones que influyen negativa-
mente sobre el desarrollo pleno de las mujeres, y que se reflejan en altos índices de vio-
lencia intrafamiliar, serias desigualdades en el mercado laboral y baja participación en los 
cargos de poder y de toma de decisiones. Así mismo, se considera que potenciar el papel 
de la mujer en la sociedad, supone hacer de la equidad de género y la equidad social uno 
de los compromisos centrales del Estado colombiano.

Es por esto que los esfuerzos del próximo cuatrienio para la superación de las con-
diciones de desigualdad se enmarcan en el cumplimiento de la Constitución Política y 
en el propósito de afianzar un modelo de desarrollo con equidad de género e igualdad 
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de oportunidades y derechos entre hombres y mujeres. La discriminación positiva hacia 
las mujeres de nuestro país, no debe tampoco desconocer la necesidad de prestar aten-
ción particular a las dificultades que también enfrentan los hombres para lograr el pleno 
ejercicio de sus derechos (reducir la deserción escolar de los hombres o los efectos de la 
violencia en sus esperanza de vida, se mencionan como ejemplos).

Otra de las razones que tiene el Gobierno para desarrollar un política que garantice la 
equidad de género e igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, es el compromi-
so adoptado a través del documento Conpes 91 de 2005, que, en el marco de los Objetivos 
del Milenio, se propone disminuir gradualmente fenómenos como la violencia intrafami-
liar, especialmente contra la pareja, sobre todo en ciudades grandes donde el fenómeno 
se ha incrementado en los últimos años; las desigualdades en materia salarial y de calidad 
del empleo; y las relativas a la participación de la mujer en los niveles decisorios de las 
diferentes ramas y órganos del poder público.

7.1.2	 Situación actual
Pese a que en Colombia las mujeres han logrado avances significativos en el campo 

de la educación253 y en algunos indicadores de salud254, aún persisten desigualdades que 
sobresalen al conjunto de carencias que caracterizan las condiciones de vida de mujeres 
y hombres. 

En primer lugar, un estudio realizado por la Misión para el Diseño de una Estrategia 
de Reducción de la Pobreza y la Desigualdad (MERPD) encontró entre el grupo de las 
mujeres rurales una incidencia de pobreza e indigencia más elevada. “Por sexo, la inci-
dencia de la pobreza e indigencia no muestra importantes diferencias a nivel nacional 
(mujeres: 55,5% en pobreza, 19,6% en indigencia; hombres: 55,1% en pobreza, 19,4% en 
indigencia). No obstante, en las zonas rurales, se ven diferencias más marcadas, tanto 
entre hombres y mujeres (69,4% vs. 72,5% en pobreza, respectivamente; 29,8% y 32,2% 
en indigencia, respectivamente), como, en especial, entre hogares con jefatura femenina 
y masculina (pobreza: 68,8% vs. 61,5%; indigencia: 32,6% vs. 24,6%, ambos respectiva-
mente)” (MERPD, 2006). 

Así mismo, 42% de las mujeres mayores de 15 años no tiene ingresos individuales, 
mientras que esta situación sólo la experimenta el 20% de los hombres. Ese porcentaje es 
mayor para las mujeres pobres (especialmente si son cónyuges) y, sobre todo, en el caso 
rural. En 2003, el ingreso global devengado por las mujeres fue 46% más bajo que el de 
los hombres. Esta brecha de género, es más pronunciada para las mujeres pobres (49% en 
el caso urbano; 73% en el rural). Para las jefas de hogar, la brecha de género es también 
mayor para las pobres, sobre todo en el caso rural (49% vs. 25% para las no pobres rurales) 
(MERPD, 2006, p. 26).

	253	  En Colombia la cobertura en educación primaria es elevada y guarda la misma proporción para hombres y mujeres. En 
niveles más altos (secundaria y superior), las tasas de cobertura de hombres y mujeres son similares pero aún muy bajas. Para 
2005, las mujeres mayores de 15 años tenían en promedio 7,9 años de educación y los hombres 7,8. Igualmente en términos 
de analfabetismo la situación de las mujeres [sic]ha mejorado en el tiempo al pasar de 9,6% en 1992 a 6,6% en 2005. Para los 
hombres en este último año la tasa asciende a 6,8%. 

	254	  Por ejemplo, según la Encuesta Nacional de Demografía y Salud de 2005 la prevalencia de IRA y/o fiebre para las niñas menores 
de 5 años es menor que para los niños de la misma edad, igualmente para el indicador de prevalencia de diarrea. 
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En el campo de la salud, se mantienen indicadores negativos asociados con la ma-
ternidad, como la mortalidad materna, embarazos no deseados, abortos complicados y 
embarazo adolescente; así como incrementos significativos de mujeres afectadas por el 
VIH/Sida (DNP et al., 2006).

Según la Encuesta Nacional de Demografía y Salud, en 2005 los esposos del 65,7% de 
las mujeres alguna vez unidas ejercían situaciones de control contra ellas; porcentaje un 
poco más elevado que el encontrado en el año 2000. Por el contrario, la violencia física y 
sexual ejercida por los esposos sobre estas mismas mujeres, disminuyó 2 puntos porcen-
tuales pasando de 41,1% en 2000 a 39% en 2005. Sin embargo, el porcentaje de mujeres 
que han sido víctimas de violencia sexual por parte de sus esposos se ha mantenido. En 
general, la violencia intrafamiliar es más elevada en la zona urbana y por regiones, Bogotá 
tiene índices muy elevados tanto de experiencias de control (70,7% de las mujeres) como 
de violencia física y verbal (46,8%).

En cuanto a la participación política de las mujeres, a partir de la Ley 581 del 2000 
conocida como “Ley de Cuotas”, que establece un mínimo de 30% de mujeres en cargos 
directivos del sector público, hay evidencia suficiente para señalar que en algunos casos, 
este porcentaje se ha, incluso, superado. Sin embargo, en algunos organismos del orden 
territorial el grado de cumplimiento de la Ley sigue siendo mínimo. El mayor rezago se 
evidencia en los cargos de elección popular, donde la participación es todavía muy limi-
tada. En las asambleas departamentales apenas llega al 15%, en los demás estamentos 
políticos es inferior (DNP et al., 2006).

Según la información de la Registraduría Nacional del Estado Civil, el porcentaje de 
mujeres gobernadoras fue de 6,3% en los períodos 1999-2002 y 2003-2006. Las alcaldesas 
representaron el 7,3% en el primer período, y el 7,5% en el segundo. En los organismos 
legislativos de elección popular, el Senado y la Cámara de Representantes, y en las cor-
poraciones regionales (Asambleas y Concejos) se presenta una situación relativamente 
mejor, aunque no se percibe una tendencia al incremento de la participación: la más baja 
es se produce en la Cámara de Representantes con 11,1%, le sigue el Senado con 12% y los 
Concejos Municipales con 13% (DNP et ál., 2006).

Frente al mercado laboral, las mujeres presentan marcadas características aunque 
se evidencia leve tendencia a igualar en resultados a los hombres, las diferencias toda-
vía son importantes. En primer lugar, la mujer colombiana, al igual que en el resto de 
América Latina, recibe entre 20% y 30% menos del monto salarial que es percibido por 
los hombres en condiciones de trabajo similar, aunque las diferencias han descendido 
desde comienzos de los años noventa. Cuando se considera el ingreso promedio en las 
zonas urbanas, este diferencial se reduce desde 32% en el período 1991-1994, a 23% 
en el período 1997-1999; nivel que se mantiene para 2002 (Cepal, 2005, p. 304-307)255. 
Cuando solo se comparan los ingresos de los asalariados, el diferencial oscila entre 17% 
y 23% durante los años 90. En el 2002 el diferencial prácticamente ha desaparecido.

	255	  Con respecto a América Latina, Colombia presenta los menores diferenciales con Costa Rica, Honduras, Panamá y 
Venezuela; diferenciales superiores a 35% se presentan en Argentina, Bolivia, Chile, Guatemala y México (Cepal, 2005, 
citado en DNP et al., 2006).
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Una tasa de desempleo para mujeres más elevada que para hombres es otra de las 
características destacadas del mercado laboral colombiano. Aunque en el año 2005 esta 
diferencia es cercana a los 7 puntos porcentuales, podría ser más alta si la participación de 
las mujeres en el mercado laboral fuese similar a la de los hombres. Actualmente la tasa de 
ocupación de las mujeres es muy baja: 26 puntos porcentuales por debajo de la masculina. 
Si la participación de las mujeres crece constantemente y el mercado laboral no reacciona 
creando empleos, la tasa de desempleo seguirá en incremento. 

7.1.3	 Estrategias [sic]
Teniendo en cuenta el anterior diagnóstico y el Acuerdo Nacional por la Equidad entre 

Mujeres y Hombres, que expresa el compromiso de las entidades del Gobierno Nacional, 
la Rama Judicial, y el Poder Legislativo, de incorporar la dimensión de género en sus pro-
gramas, proyectos y presupuestos, el Gobierno se compromete a :
1.	 A través del Observatorio de Asuntos de Género, adscrito a la Consejería Presidencial 

para la Equidad de la Mujer (CPEM), hacer seguimiento con perspectiva de género a 
las acciones que en el desarrollo de esta política se adelanten, y de formular recomen-
daciones para adoptar medidas correctivas. 

2.	 Adelantar la Política Afirmativa “Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo” median-
te el desarrollo de planes estratégicos y programas específicos a favor de las mujeres, 
que contribuyan a superar las inequidades que afectan a este grupo de la población, 
particularmente a las mujeres cabeza de familia, emprendedoras, maltratadas, en si-
tuación de pobreza o vulnerabilidad social y económica. 

3.	 Impulsar estrategias que conduzcan a incorporar el enfoque de género de manera 
transversal en las políticas, planes, programas, proyectos, presupuestos y demás inicia-
tivas que desarrollen las entidades del sector público. 
Las políticas para lograr la equidad de género están estrechamente relacionadas con 

el desarrollo de la política social en general; sin embargo, a continuación se resaltan los 
compromisos del Gobierno Nacional con el fin de lograr la igualdad de oportunidades 
entre hombres y mujeres. 

Pobreza: En el desarrollo de la Red de Protección Social para la Superación de la Po-
breza Extrema (Conpes 102 de 2006), y especialmente en la dimensión de dinámica fami-
liar, los logros básicos a alcanzar por las familias y el seguimiento que se realizará a través 
de los gestores sociales, pondrá énfasis en el respecto por las diferencias de género y en el 
acceso igualitario de hombres y mujeres a las oportunidades del desarrollo. La CPEM se 
encargará de coordinar el proceso de concertación con las entidades públicas, a fin de que 
se incorpore la dimensión de género en los programas incluidos en el Red. 

Empleo y desarrollo Empresarial: bajo este aspecto programático, el objetivo es adop-
tar políticas proactivas que promuevan la generación de ingresos, la creación de empleos 
y el fortalecimiento de la capacidad emprendedora de las mujeres, asegurando el pleno 
respeto de sus derechos laborales e individuales. 

Con este propósito, la CPEM evaluará y ajustará el Programa de Apoyo Integral a 
Mujeres Cabeza de Familia Microempresarias, Urbanas y Rurales y el Plan Nacional de 
Capacitación Empresarial para mujeres; continuará con el diseño y ejecución de la Feria 
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Nacional de la mujer empresaria, y desarrollará actividades de concienciación entre el em-
presariado colombiano para eliminar los prejuicios y discriminaciones en la contratación 
de mujeres.

Adicionalmente, se plantea incluir en el observatorio de mercado laboral, creado por 
el Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio de la Protección Social, el seguimien-
to y la evaluación del empleo desagregado por género.

Con el fin de fortalecer el autoempleo y la habilitación ocupacional para la población 
más vulnerable, inicialmente se plantea que el Sena asesore en la formulación de planes de 
negocio dando prioridad a la atención de las madres cabeza de familia seleccionadas me-
diante el programa Familias en Acción, quienes también serán integradas a las actividades 
desarrolladas por el Banco Agrario que actuará como operador financiero.

El MPS, desarrollará procesos de capacitación y asistencia técnica permanente a los 
entes territoriales (departamentales y municipales) en el diseño de programas de genera-
ción de empleo con perspectiva de género, para poblaciones en condiciones de vulnerabi-
lidad, tales como población desplazada, personas con discapacidad y jóvenes en el marco 
de la política de protección social. 

Salud, Salud Sexual y Reproductiva: este aspecto resulta de singular importancia en 
la promoción y realización de la equidad de género. En tal las estrategias contemplan:
•	 Acciones dirigidas a romper el circulo vicioso “rezago demográfico-pobreza”, asociado 

al truncamiento de las trayectorias educativas por el impacto que ejerce la maternidad 
temprana en la deserción educativa. 

•	 Garantizar el acceso a métodos modernos de planificación, y eliminar las barreras de 
acceso a los servicios de orientación en planificación familiar por parte de la pareja, 
promoviendo el ejercicio de una sexualidad responsable, con especial énfasis en la 
población adolescente. 

•	 Lograr la meta de reducción de la mortalidad materna, el incrementó del porcentaje de 
mujeres con 4 o más controles prenatales, y el incremento de la cobertura de atención 
institucional del parto (reduciendo las diferencias entre regiones).

•	 La CPEM difundirá la política y los programas de salud que implemente el Gobierno 
Nacional, apoyará procesos de orientación y formación en salud sexual y reproductiva 
dirigidos a adolescentes, y establecerá agendas y alianzas con entidades gubernamen-
tales y no gubernamentales a fin de incidir sobre acciones específicas para la salud de 
la población femenina.
Violencia contra las mujeres: en el proceso de articulación intersectorial de la Política 

Nacional de Violencia Intrafamiliar y el Plan Nacional de Construcción de Paz y Convi-
vencia Familiar, se profundizará en la detección temprana y la atención interinstitucional 
de las personas y familias víctimas de las diferentes formas de violencia de género, siendo 
para esto necesario:
•	 Desarrollar, con una periodicidad de al menos cinco años, la medición de la magnitud y 

características de la violencia de pareja en el país, y definir las metas anuales de reducción. 
•	 Implementar y mantener en operación una estrategia intersectorial de vigilancia en 

salud pública de la violencia intrafamiliar, y específicamente de la violencia de pareja 
contra la mujer.  
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Participación Política: se impulsarán acciones que propicien efectiva participación 
de las mujeres como ciudadanas, y el fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad 
civil que representan. Para ello:
•	 La CPEM, junto con el Ministerio del Interior y Justicia, apoyará mecanismos para 

la promoción de la Ley 581 de 2000, de manera que todas las entidades territoriales 
rindan información oportuna sobre el cumplimiento de la ley.

•	 La CPEM adelantará acciones con el fin de renovar el “Pacto para una inclusión efecti-
va de las mujeres en la política”, buscando resultados más incluyentes en las próximas 
elecciones de gobernadores, alcaldes y concejos[sic] (año 2008); así como en la elec-
ción de Senadores y Representantes a la cámara en el año 2010.
Justicia: con el fin de establecer las condiciones para un mejor funcionamiento del 

sector justicia en la perspectiva de género, se desarrollarán algunas de las recomenda-
ciones del Plan Estratégico para la Defensa de los derechos de la Mujer ante la Justicia en 
Colombia, trabajo elaborado por la Consejería Presidencial Para la Equidad de la Mujer 
y otras organizaciones, en el ámbito del Proyecto de Cooperación de la Comunidad de 
Madrid con el Gobierno Colombiano en colaboración con el Ilustre Colegio de Abogados 
de Madrid. 

Mujer rural: la CPEM y el Ministerio de Agricultura realizarán seguimiento al cum-
plimiento de la Ley 731 de 2002, promoviendo el desarrollo de la mujer rural, y dinami-
zando el tema a través del Observatorio de Asuntos de Género (OAG).

Adicionalmente, durante los próximos 4 años se avanzará en las siguientes estrategias: 
•	 Tal como lo establece la Ley 1009 de 2006, por la cual se crea de forma permanente 

el OAG, la CPEM y las instituciones que componen el Comité Directivo del OAG, 
diseñarán la estrategia de información para hacer seguimiento a la condición de las 
mujeres en Colombia. A fin de lograr mayor calidad en la información, todas las insti-
tuciones partícipes mejorarán la calidad de los datos que producen, discriminando por 
género cuando ello sea pertinente y/o requerido.

•	 La CPEM, concertará con las entidades de Gobierno Nacional, regional y local, la in-
corporación de la dimensión de género en sus planes, políticas, programas, proyectos 
y presupuestos.

•	 Así mismo, iniciará un proceso de sensibilización de funcionarios(as) del nivel direc-
tivo y medio de los diferentes Ministerios, y de sus entidades adscritas y vinculadas, 
sobre la importancia de formular políticas y estrategias con perspectiva de género. En 
este proceso de sensibilización, se promoverá el uso de metodologías e instrumentos 
que posibiliten la planeación y ejecución de planes, programas y proyectos con enfo-
que de género, y estrategias inclusivas de la equidad entre mujeres y hombres en las 
políticas públicas. 

•	 El DNP apoyará a la Consejería en el diseño e implementación de una metodología de 
seguimiento y evaluación a la Política Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo.

7.2	  Juventud
La juventud está compuesta por una franja de población con unas necesidades y unas 

capacidades particulares que le confieren un potencial importante para convertirse en un 
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actor importante en el diario discurrir del país. La política de juventud debe reconocer a 
los jóvenes y a las jóvenes como un elemento activo en la participación política de la vida 
nacional y como un grupo clave para la generación de una sociedad democrática con un 
mayor grado de equidad y de armonía.

Con esta perspectiva, se implementarán acciones de fortalecimiento del Sistema Na-
cional de Juventud coordinado por el Programa Presidencial Colombia Joven en concer-
tación con todas las agencias del Estado y las demás organizaciones sociales, civiles y pri-
vadas. Dicho Sistema contará con un comité intersectorial de juventud en el cual existirá 
una representación del Vicepresidente, de los ministros y los directores de programas, 
consejerías y entidades descentralizadas que desarrollen programas a favor de la pobla-
ción joven del país.

La política del cuatrienio ha permitido definir los lineamientos de política relaciona-
dos con este tema y los esfuerzos subsiguientes deben tener como enfoque la articulación 
del Sistema Nacional de Juventud con las iniciativas regionales. De esta manera, el Progra-
ma Presidencial Colombia Joven brindará asistencia técnica a las entidades territoriales 
en la formulación de políticas públicas, planes decenales de juventud, en el cumplimiento 
de las funciones establecidas en la Ley Nacional de Juventud (Ley 375 de 1997) y en el 
fortalecimiento de los consejos de juventud, y coordinará la implementación del Sistema 
Nacional de Información sobre Situación y Prospectiva de la Niñez y la Juventud (SIJU).

Para la implementación del SIJU, el Programa Presidencial Colombia Joven realizará la 
encuesta nacional de juventud; el levantamiento de información especializada y actualiza-
da, pertinente a la situación del joven en el país y la inversión en política pública a favor del 
tema juvenil; y articulará con el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 
Dane, el procesamiento de información que mida los impactos y hagan seguimiento a las 
políticas de juventud, sus programas y acciones en la población juvenil.

Finalmente, se desarrollará la estrategia nacional de productividad juvenil en articula-
ción con las alcaldías, gobernaciones y entidades del orden nacional.

7.3	 Grupos étnicos y relaciones interculturales

7.3.1	 Diversidad étnica
Si bien la Constitución Política define un conjunto de derechos para la totalidad de 

la población colombiana, de manera específica en su artículo 7º establece el reconoci-
miento y protección por parte del Estado de la diversidad étnica y cultural de la Nación 
y adicionalmente incorpora otros preceptos particulares en diferentes materias para los 
grupos étnicos.

En efecto, una de las características importantes de la Nación colombiana, en cuanto a 
su dinámica social, es su diversidad étnica, representada, particularmente, en los grupos: 
indígenas, afrocolombianos, palenquero, raizal y Rom.

Los indígenas son la manifestación de pervivencia de culturas que han existido en el 
territorio desde épocas precolombinas. Los grupos palenquero, afrocolombiano y raizal 
se conforma a partir de su ascendencia africana y de su aglutinamiento, posterior, en co-
munidades con una historia compartida, tradiciones y costumbres propias. Tal es el caso, 
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de la población raizal y de la comunidad palenquera de San Basilio. Estos grupos étnicos 
comparten algunas características, pero también presentan sus propias particularidades.

Indígenas
En el país existen 84 etnias o pueblos indígenas que cuentan con una población de 

1.378.884 personas (Dane, 2005) los cuales representan el 3,3% del total nacional. La ma-
yor parte de esta población habita en el área rural (78%). En los 32 departamentos del país 
se encuentra ubicada población indígena, aunque en 25 de ellos se presenta una clara pre-
sencia de comunidades que habitan en su mayoría en resguardos (707), en 214 municipios 
y en 12 corregimientos departamentales.

Esta población se concentra principalmente en los departamentos de La Guajira, Cau-
ca, Nariño y Córdoba (60% de los indígenas de Colombia). Por su parte, los departa-
mentos en los cuales la población indígena representa un alto porcentaje del total de su 
población son Guainía (61,5%), Vaupés (58,1%), La Guajira (42,4%), Amazonas (39,8%) y 
Vichada (39,6%). En la Figura 7.1 se muestran municipios de alta concentración indígena 
y el Cuadro 7.1 muestra los datos por departamento.

Figura 7.1
Distribución de la población indígena

Fuente: Dane Censo 2005, Elaboración DNP-SODT- DDTS.



Capítulo 7
Dimensiones especiales del desarrollo

451

  
Cuadro 7.1

Población indígena de Colombia, por departamento

Departamento Población
Total

Indígenas
cabeceras

Indígenas
resto

Indígena
total

Pobl. 
Indígena 
resto (%)

Pobl. 
Indígena 

Depto. (%)

La Guajira 655.943 31.060 247.194 278.254 89 42,4

Cauca 1.182.787 17.214 230.773 247.987 93 21,0

Nariño 1.498.234 20.409 134.367 154.776 87 10,3

Córdoba 1.462.909 41.736 109.328 151.064 72 10,3

Sucre 762.263 38.285 44.641 82.926 54 10,9

Tolima 1.312.304 18.042 37.849 55.891 68 4,3

Cesar 878.437 5.316 39.517 44.833 88 5,1

Chocó 388.476 1.679 39.535 41.214 96 10,6

Caldas 898.490 8.447 29.822 38.269 78 4,3

Putumayo 237.197 13.745 24.151 37.896 64 16,0

Antioquia 5.601.507 6.247 21.766 28.013 78 0,5

Atlántico 2.112.001 24.231 3.742 27.973 13 1,3

Risaralda 859.666 4.791 19.876 24.667 81 2,9

Valle de Cauca 4.052.535 12.459 9.386 21.845 43 0,5

Amazonas 46.950 2.106 16.567 18.673 89 39,8

Vichada 44.592 2.204 15.437 17.641 88 39,6

Bogotá, D.C. 6.778.691 15.017 16 15.033 0 0,2

Vaupés 19.943 6.293 5.288 11.581 46 58,1

Guainía 18.797 4.780 6.779 11.559 59 61,5

Huila 1.000.711 1.692 8.642 10.334 84 1,0

Magdalena 1.136.819 1.896 7.149 9.045 79 0,8

Meta 713.772 2.234 6.164 8.398 73 1,2

Cundinamarca 2.228.478 3.282 4.117 7.399 56 0,3

Norte de Santander 1.208.520 5.382 1.807 7.189 25 0,6

Estos pueblos poseen manifestaciones culturales variadas, relacionadas con las carac-
terísticas lingüísticas, organización social y política, relaciones económicas y de produc-
ción, y manejo e interacción con el ambiente. Se cuenta con 64 lenguas diferentes perte-
necientes a 14 familias lingüísticas; diversidad de formas de organización social basadas 
en relaciones de parentesco y comunitarias con multiplicidad de estructuras que determi-
nan condiciones específicas como el tipo de alianzas, residencia, descendencia y filiación; 
variadas formas de Gobierno con autoridades tradicionales de carácter ancestral y otras 
adecuadas a los procesos de interacción con la sociedad nacional; formas de producción, 
con mano de obra familiar y comunitaria, predominantemente destinadas a la autosub-
sistencia o al intercambio en pequeña escala con manejos generalmente equilibrados en 
cuanto al uso y apropiación de recursos naturales.
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Departamento Población
Total

Indígenas
cabeceras

Indígenas
resto

Indígena
total

Pobl. 
Indígena 
resto (%)

Pobl. 
Indígena 

Depto. (%)

Boyacá 1.211.186 956 4.820 5.776 83 0,5

Caquetá 337.932 1.547 3.171 4.718 67 1,4

Casanare 281.294 734 3.326 4.060 82 1,4

Arauca 153.028 184 3.066 3.250 94 2,1

Santander 1.913.260 1.608 773 2.381 32 0,1

Quindío 518.691 1.581 564 2.145 26 0,4

Bolívar 1.836.640 1.667 375 2.042 18 0,1

Guaviare 56.758 621 1.369 1.990 69 3,5

San Andrés 59.573 40 22 62 35 0,1

Total 41.468.384 297.485 1.081.399 1.378.884 78 3,3
Fuente: Censo Dane, 2005.
 
Afrocolombianos

Según los datos del Censo 2005, el porcentaje de población que se autoreconoció como 
negra o afrocolombiana, incluyendo palenquera y raizal, es de 4.261.996 personas que 
representan el 10% de la población total del país. Es importante señalar, que esta[sic] cifra 
corresponde a la población censada y no a la población ajustada. 

Cuadro 7.1a [sic]
Población afrocolombiana/negra, raizal y palenquera por departamento 

Departamento
Pobla-

ción 
cabecera

Población 
Resto 
total

Población 
total

Afro-
colombiano 

cabecera

Afro-
colombiano 

Resto

Afro-co-
lombia-
no Total

Población
Afro-co-
lombiana 

(%)

Amazonas 24.984 21.966 46.950 812 62 874 2
Antioquia 4.340.744 1.260.763 5.601.507 419.883 171.147 591.030 11
Arauca 135.014 18.014 153.028 4.832 1.127 5.959 4
Atlántico 2.008.162 103.839 2.112.001 204.756 22.535 227.291 11
Bogotá 6.763.325 15.366 6.778.691 97.862 23 97.885 1
Bolívar 1.406.807 429.833 1.836.640 379.616 117.238 496.854 27
Boyacá 632.836 578.350 1.211.186 7.423 7.562 14.985 1
Caldas 646.728 251.762 898.490 12.860 9.804 22.664 3
Caquetá 227.813 110.119 337.932 6.112 5.561 11.673 3
Casanare 196.508 84.786 281.294 3.261 743 4.004 1
Cauca 479.365 703.422 1.182.787 126.468 129.574 256.042 22
Cesar 625.775 252.662 878.437 61.890 43.522 105.412 12
Chocó 208.842 179.634 388.476 181.066 105.223 286.289 74
Córdoba 743.886 719.023 1.462.909 90.085 101.966 192.051 13
Cundinamarca 1.442.121 786.357 2.228.478 57.584 16.067 73.651 3
Guanía 10.891 7.906 18.797 180 9 189 1

Cuadro 7.1 (continuación)
Población indígena de Colombia, por departamento
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Departamento
Pobla-

ción 
cabecera

Población 
Resto 
total

Población 
total

Afro-
colombiano 

cabecera

Afro-
colombiano 

Resto

Afro-co-
lombia-
no Total

Población
Afro-co-
lombiana 

(%)

Guaviare 44.905 11.853 56.758 2.335 548 2.883 5
Huila 600.801 399.910 1.000.711 5.815 5.722 11.537 1
La Guajira 340.587 315.356 655.943 38.557 7.737 46.294 7
Magdalena 785.999 350.820 1.136.819 69.508 40.841 110.349 10
Meta 575.373 138.399 713.772 13.401 4.600 18.001 3
Nariño 703.636 794.598 1.498.234 125.789 144.913 270.702 18
N. de Santander 946.305 262.215 1.208.520 18.494 3.631 22.125 2
Putumayo 124.315 112.882 237.197 6.215 5.912 12.127 5
Quindío 449.161 69.530 518.691 11.420 1.324 12.744 2
Risaralda 665.104 194.562 859.666 34.716 8.668 43.384 5
San Andrés 42.641 16.932 59.573 20.687 13.174 33.861 57
Santander 1.410.071 503.189 1.913.260 40.374 19.564 59.938 3
Sucre 488.210 274.053 762.263 66.093 55.645 121.738 16
Tolima 887.689 424.615 1.312.304 11.278 4.555 15.833 1
Valle 3.516.179 536.356 4.052.535 966.252 125.978 1.092.230 27
Vaupés 13.977 5.966 19.943 259 11 270 1
Vichada 18.687 25.905 44.592 793 334 1.127 3
Total Deptos. 9.960.943 41.468.384 3.086.676 1.175.320 4.261.996 10

Fuente: Censo Dane, 2005.

El 26% del total de la población afrocolombiana en el país se concentra en los muni-
cipios de Cali, Cartagena y Buenaventura (13%, 7% y 6% respectivamente). Los demás 
municipios, presentan porcentajes menores al 3%. Cabe destacar que el 72% del total de la 
población afrocolombiana del país está ubicada en las cabeceras municipales.

Cuadro 7.2
Población afrocolombiana

Municipio Población total 
municipio

Población 
cabecera Afro

Población 
resto Afro

Población 
total Afro

% Cabecera 
Afro vs 

total país

% Resto 
Afro vs 

total país

% Total 
Afro vs 

total Afro 
país

Cali 2.075.380 535.874 7.062 542.936 17 1 13

Cartagena 895.400 281.436 37.940 319.376 9 3 7

Buenaventura 324.207 248.652 22.575 271.227 8 2 6

Barranquilla 1.112.889 145.930 648 146.578 5 0 3

Medellín 2.223.660 136.029 1.989 138.018 4 0 3

Tumaco 161.490 80.582 48.991 129.573 3 4 3

Quibdo 109.121 94.418 5.610 100.028 3 0 2

Turbo 122.780 41.455 57.819 99.274 1 5 2

Cuadro 7.1a [sic] (continuación) 
Población afrocolombiana/negra, raizal y palenquera por departamento 



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

454

Municipio Población total 
municipio

Población 
cabecera Afro

Población 
resto Afro

Población 
total Afro

% Cabecera 
Afro vs 

total país

% Resto 
Afro vs 

total país

% Total 
Afro vs 

total Afro 
país

Bogotá, D.C. 6.778.691 97.862 23 97.885 3 0 2

Subtotal 
municipios 13.803.618 1.662.238 182.657 1.844.895 54 16 43

Total pobla-
ción Afro país 3.086.676 1.175.320 4.261.996 72 28 100

Fuente: Censo Dane, 2005.

Figura 7.2
Población afrocolombiana

Cuadro 7.2 (continuación)
Población afrocolombiana

Fuente: Dane Censo 2005, Elaboración DNP-SODT- DDTS.
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De otra parte, 107 municipios del país tienen población mayoritariamente afro-
colombiana256. El 68% de éstos hacen parte de las regiones Pacífica y Caribe (43% y 
25% respectivamente).   

El Chocó es el departamento en donde la población es mayoritariamente afrocolom-
biana. En efecto, de 388.476 habitantes el 74% (286.289) se autoreconoce como afroco-
lombiano. La población afrocolombiana de este departamento, junto con Cauca, Nariño y 
Valle asciende a 1.905.263, lo cual representa el 44,7% del total de la población afrocolom-
biana del país. La región del Caribe, tiene una población afrocolombiana de 1.194.077, lo 
cual representa el 25% del total afro del país.

La Constitución de 1991 y la Ley 70 de 1993, determinaron la titulación colectiva de las 
tierras tradicionales de las comunidades negras que habitaban la Cuenca del Pacífico, con el 
objeto de reconocer y proteger la diversidad étnica y cultural, fortalecer los procesos orga-
nizativos y, garantizar la participación y autonomía. Así mismo, asegurar la protección am-
biental de los recursos naturales existentes y estimular el desarrollo productivo alternativo 
orientado a mejorar las condiciones de vida de estas comunidades. En este contexto, se fijó la 
meta de titular colectivamente 5.600.000 hectáreas para las comunidades negras. 

Entre 1996-2006 se han otorgado 155 títulos colectivos (5.177.602 has) beneficiando a 
62.474 familias de Antioquia, Valle, Nariño, Chocó, Cauca, Risaralda. Para cumplir con la 
meta, el Incoder viene tramitando 29 solicitudes de titulación colectiva que comprende un 
área aproximada de 288.329 hectáreas, para beneficiar 5.465 familias.

Raizales
El grupo étnico raizal tiene como hábitat ancestral el Archipiélago de San Andrés, Pro-

videncia y Santa Catalina. Sus costumbres, prácticas religiosas y su lengua creole constitu-
yen características específicas de esta etnia. Sobre este grupo, se han emitido sentencias de 
la Corte Constitucional (454/99 y 530/99) que reconocen y protegen sus particularidades 
culturales y procuran por la garantía de sus derechos.

Según datos del Censo 2005, el total de la población que se reconoce como raizal a 
nivel nacional es de 30.377 personas, de las cuales el 77% vive en el Archipiélago (19.256 
en la isla de San Andrés y 3.634 en Providencia). Un alto porcentaje de los raizales que han 
migrado hacia el Continente están ubicados en Bogotá y los departamentos de Bolívar, 
Atlántico, Antioquia, Santander y Córdoba. De otra parte, la población del Archipiélago 
que se reconoce como Raizal corresponde al 39,5% de los habitantes del Departamento.

Rom o gitanos
Los Rom o gitanos que habitan en Colombia son representativos de una cultura de 

carácter milenario que existe actualmente en diversos lugares del mundo. De acuerdo con 
el Censo 2005, la población Rom en el país es de 4.832 personas (0,012% de la población). 
El 85% de éstos se encuentran localizados en las ciudades de Barranquilla (40,5%), Car-
tagena (18,8%), Cali (14,6%), y Bogotá (10,8%); en Cúcuta y Girón habitan 244 personas 
que representan el 5,35%. Los gitanos se agrupan en pequeñas comunidades denominadas 

	256	 Con base en ejercicio realizado por el Dane. 
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Kumpanias, sin jefes centralizados, donde prevalece la endogamia, con mecanismos de resolu-
ción interna de conflictos a partir de su derecho consuetudinario definido como Kriss.

7.3.2	 Reconocimiento y protección de la diversidad étnica
En los 15 años de desarrollo de la nueva Constitución se evidencian avances en cuanto 

al reconocimiento normativo de la diversidad étnica y en la concreción de acciones ten-
dientes a superar condiciones de inequidad, lo cual se ha materializado en la expedición 
de normas en aspectos sociales, económicos y políticos, en la definición de estrategias ge-
nerales y específicas en los Planes de Desarrollo y en la realización de acciones sectoriales 
conducentes al mejoramiento de condiciones de vida de estos grupos poblacionales.

Uno de los logros más importantes es la consolidación de espacios territoriales co-
lectivos que permiten, entre otros, proteger la identidad cultural de estas comunidades, 
a través de la asignación de tierras de resguardos para las comunidades indígenas y terri-
torios colectivos a comunidades afrocolombianas.

Entre otros logros se destacan: la implementación de proyectos para la protección del 
ambiente y los recursos naturales en los territorios étnicos, desarrollo de planes y acciones 
en comunicaciones, cultura, justicia, y Derechos Humanos. Así mismo, se han expedido 
normas y se han adelantado actividades que han permitido ampliar las coberturas en edu-
cación, salud, protección a niños y, el impulso a proyectos etnoeducativos.

En cuanto a la participación se han generado e institucionalizado espacios de inte-
racción tales como la Mesa Nacional de Concertación, la Comisión Nacional de Terri-
torios y la Comisión de Derechos Humanos para los pueblos indígenas; la Comisión 
Consultiva de Alto Nivel, las Consultivas Distrital, departamentales y regionales y los 
Consejos Comunitarios para la Población Negra o Afrocolombiana. Igualmente, algu-
nas entidades nacionales han creado escenarios específicos que posibilitan la relación, 
discusión y concertación de políticas y propuestas dirigidas a estas comunidades, tales 
como el Comité Interétnico del Proyecto Evaluación de Necesidades de Capacidad y 
Procesos de Información para la implementación del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica, orientado entre otros a la protección de los conocimientos tradicionales. 
Así mismo, se ha avanzado en el desarrollo y adecuaciones institucionales a nivel 
territorial para la atención de estos grupos, como gerencias de negritudes y de indí-
genas y direcciones étnicas.

No obstante, existen algunos retos. En relación con los pueblos indígenas, fortalecer 
su participación en instancias territoriales de decisión; clarificación y legalización de la 
propiedad de la tierra; adquisición, ampliación y saneamiento de resguardos. Adicional-
mente, enfretar problemas relacionados con el ejercicio de la autonomía en sus territorios 
y el alto grado de vulnerabilidad y riesgo de desaparición de algunas comunidades, debido 
a bajas condiciones de calidad de vida, enfermedades, desnutrición, hechos de violencia 
generados por grupos armados ilegales, entre otros fenómenos.

En cuanto a la población negra o afrocolombiana, a diferencia de los grupos indígenas, 
se tiende a identificarlos como un sólo grupo homogéneo, obviando que –a pesar de una as-
cendencia común–, existen dinámicas y procesos históricos, sociales, culturales, económicos 
y territoriales que los configuran de manera distinta. En consecuencia, es necesario diseñar, 
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implementar y evaluar políticas diferenciales que permitan dar respuestas de mayor perti-
nencia para atender las problemáticas de esta población de acuerdo a su diversidad; las 
cuales reconozcan el aporte afrocolombiano a la Nación y mejoren sus condiciones de 
vida, fortalezcan sus procesos organizativos e institucionales, generen alternativas econó-
micas y permitan superar condiciones de pobreza y marginalidad 

En el caso de la población raizal, se deben orientar políticas que permita solucionar 
diversas problemáticas tales como: la pérdida de elementos esenciales de su cultura, de-
terioro de las condiciones de vida; problemas ambientales y de los recursos naturales; de-
pendencia externa de recursos básicos; incremento de la pobreza, escasas oportunidades, 
de empleo y de alternativas para los jóvenes. Por otro lado, la densidad poblacional en el 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, según datos del Censo 2005, 
es de 1.354 habitantes por km2, situación que la ubica como una de las islas más densa-
mente pobladas del Caribe. Al mismo tiempo, los procesos migratorios están generando 
en el contexto del Archipiélago, un fenómeno de conversión de la población ancestral en 
minoría dentro de su propio territorio.

Para los Rom o gitanos uno de los retos es avanzar en la realización de estudios espe-
cíficos que den cuenta de su situación socioeconómica; que permitan un mayor conoci-
miento de su realidad y particularidades y se constituyan en referentes en la definición de 
políticas tanto nacionales como territoriales para esta población y promover la visibiliza-
ción de esta etnia y la no estigmatización de sus actividades. De otra parte, es necesario 
promover la expedición de un marco normativo que permita avanzar en el reconocimien-
to de los derechos de este grupo étnico.

De manera general para los diferentes grupos étnicos, se requiere garantizar tan-
to el acceso como la calidad de los servicios básicos y promover la formulación e 
implementación de planes de seguridad alimentaria que permitan superar proble-
mas de desnutrición y brinden autosuficiencia alimentaria. Así mismo, fortalecer su 
participación y el reconocimiento en diferentes ámbitos institucionales y avanzar en 
sistemas de información que involucren la variable étnica con el fin de detectar los 
cambios cuantitativos y cualitativos en sus condiciones de vida y orientar políticas 
que reconozcan sus particularidades.

7.3.3	 Interculturalidad
Es importante no sólo reconocer que somos diversos, se requiere el respeto a los dere-

chos de los diferentes sectores y grupos poblacionales, así como el fomento de su interac-
ción, independientemente de su pertenencia, de tal forma que se avance en la construc-
ción de un proyecto colectivo nacional a partir de la riqueza que representa su diversidad 
étnica y sociocultural.

En este sentido, tanto a las instituciones estatales como a las organizaciones étnicas en 
general, les corresponde fomentar procesos interculturales, que conduzcan al reconoci-
miento de la diversidad y al desarrollo de propósitos de fortalecimiento pluricultural. En 
este contexto, la interculturalidad, se enriquece al compartir conocimientos, prácticas, y 
formas de organización propias, que contribuyen a garantizar la existencia y la convivencia 
de sociedades diferentes en medio de la unidad.
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7.3.4	 Estrategias
Con el fin de propiciar el reconocimiento y protección de los grupos étnicos y las rela-

ciones interculturales se adelantarán las siguientes estrategias:

Estrategias generales
•	 Fortalecer en lo político, social, económico y cultural a los diferentes grupo étnicos.
•	 Fomentar la participación y coordinación institucional con los representantes de los 

grupos étnicos.
•	 Mejorar la capacidad institucional para la atención de los grupos étnicos a nivel nacio-

nal y territorial.
•	 Fortalecer los procesos de seguimiento y articulación de políticas, planes y programas 

orientados a las poblaciones étnicas.
•	 Desarrollar y fortalecer sistemas de información, para garantizar una adecuada ejecu-

ción y seguimiento a las acciones y recursos dirigidos a estos grupos.
•	 Desarrollar procesos interculturales que permitan la articulación de planes, progra-

mas y proyectos de mejoramiento de condiciones de vida según particularidades.
•	 Diseñar e implementar políticas afirmativas.
•	 Definir criterios de diferenciación territorial y étnica e inclusión de la temática juvenil, 

que sirvan para diseño e implementación de políticas, programas y proyectos.

Estrategias específicas
Indígenas. Se formulará de manera participativa una política integral para los pueblos 

indígenas, la cual incluirá aspectos relacionados con territorialidad, identidad, autonomía y 
Gobierno, y planes de vida, entre otros. Esta formulación, será coordinada por la Dirección 
de Etnias de Ministerio del Interior y de Justicia y tendrá en cuenta otras políticas, planes y 
procesos en los cuales se establecen lineamientos o estrategias de carácter regional. 
En materia de territorialidad, se identifican acciones prioritarias tales como:
•	 Formular un programa nacional de adquisición de tierras y mejoras, con base en los 

estudios existentes a la fecha y las solicitudes realizadas por las comunidades, el cual será 
definido por el Gobierno Nacional en conjunto con las organizaciones indígenas.

•	 Fortalecer financiera y administrativamente al Incoder con el fin de seguir avanzando 
en la constitución, ampliación y saneamiento de resguardos.

•	 Realizar, en conjunto con las organizaciones indígenas, un estudio de caracterización 
territorial que incluya lo acordado en la Comisión de Territorios Indígenas en 2006, 
el cual servirá de base para el diseño e implementación del Plan Nacional de Tierras, 
concertado entre las comunidades indígenas y el Gobierno Nacional.

•	 Implementar mecanismos que permitan la solución concertada de los problemas de 
jurisdicción sobre territorios indígenas con las instancias pertinentes, en casos como 
el traslape con parques y reservas naturales.

•	 Apoyar el desarrollo de proyectos de conservación, recuperación y uso sostenible de 
los recursos naturales, ejecutados por los pueblos indígenas, y fortalecimiento de la 
capacidad de gestión ambiental de las autoridades indígenas a través de acciones de 
capacitación y financiamiento de proyectos.
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En materia de derechos sociales y fortalecimiento de la identidad, se apoyará:
•	 La formulación e implementación de programas de construcción y mejoramiento de 

vivienda, agua potable y saneamiento básico acordes con las condiciones ecológicas y 
culturales de cada pueblo.

•	 El desarrollo de programas de salud que partan del conocimiento ancestral para ar-
ticularlos al Sistema General de Seguridad Social en Salud. Se brindará una cobertura 
total en el Sistema de Salud y se llevarán a cabo acciones para garantizar una atención 
efectiva y oportuna.

•	 La ampliación en el cubrimiento de programas de apoyo y atención a poblaciones 
especiales como ancianos, discapacitados, niños y mujeres gestantes y lactantes.

•	 El fortalecimiento de la educación indígena mediante la definición concertada de pro-
gramas de etnoeducación que se articularán con el sistema educativo garantizando 
ampliación de coberturas en los diferentes niveles y el mejoramiento de la calidad.

•	 Garantizar el ejercicio de derechos a los indígenas que están en proceso de reconstrucción 
sociocultural, previo reconocimiento por parte de las instancias competentes.

En la búsqueda de una mayor autonomía y fortalecimiento de sus gobiernos, se requiere:
•	 Una mayor participación de las comunidades y organizaciones en la definición de nor-

mas legales, medidas administrativas y proyectos que los afecten.
•	 El fortalecimiento de las capacidades de las autoridades indígenas en el ejercicio del 

Gobierno propio, apoyo y reconocimiento de los planes de vida dentro de la dinámica 
de planeación en todos los niveles.

•	 El apoyo al proceso autónomo de fortalecimiento de los gobiernos propios y de la Ju-
risdicción Especial Indígena y de su coordinación con el sistema judicial nacional.

•	 El desarrollo de un programa orientado a la capacitación para el buen uso y manejo de los 
recursos del Sistema General de Participaciones así como su seguimiento y evaluación.

Con el fin de fortalecer el desarrollo económico y productivo:
•	 Se apoyarán proyectos piloto ajustados a los planes de vida y sistemas de producción 

propios, los cuales tendrán en cuenta las propuestas que se vienen formulando para las 
comunidades indígenas en alto grado de vulnerabilidad y riesgo de desaparición.

Adicionalmente, en otros temas de trascendencia para las comunidades en situaciones 
especiales por su ubicación o condiciones de vulnerabilidad:

•	 Se promoverá en las zonas de frontera una mayor coordinación de las entidades nacio-
nales y territoriales con las de los países vecinos, orientadas a desarrollar programas 
de mejoramiento de las condiciones de vida de las comunidades que allí habitan. En la 
formulación de planes y proyectos para estas áreas, se contará con la participación de 
los pueblos indígenas asentados en estas. 

•	 En materia de Promoción, y Protección de los Derechos Humanos y en el marco del 
Plan Nacional de Acción de Derechos Humanos, se incorporará la perspectiva de los 
pueblos indígenas; particularmente, en prevención del desplazamiento y atención a la 
población desplazada o en riesgo de supervivencia grupal.
Afrocolombianos. El Gobierno Nacional, en cumplimiento de la Ley 70 de 1993 

y el Conpes 3310 de 2004, adelanta el proceso de formulación del Plan Integral de 
Largo Plazo para la Población Negra, Afrocolombiana, Palenquera y Raizal; el cual ha 
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servido de referencia para la definición de estrategias que reconocen la diversidad étnica 
y promueven su desarrollo.

Una de las principales estrategias es dar continuidad al proceso de formulación del 
Plan Integral, para tal fin, el Gobierno Nacional a través del Ministerio del Interior y de 
Justicia –Dirección de Etnias-, estructurará un proyecto que garantice la participación a 
nivel regional. Dicho proceso incorporará las visiones y las particularidades etno-cultu-
rales de esta población y tendrá en cuenta las características territoriales. Adicionalmente 
con base en el citado proyecto, la Dirección de Etnias en coordinación con la Agencia 
Presidencial para la Acción Social, gestionará recursos de cooperación internacional que 
permitan un mayor fortalecimiento del proceso del Plan Integral. 

De otra parte, es necesario avanzar en la implementación de acciones afirmativas para 
la población negra, palenquera, afrocolombiana y raizal en las diferentes iniciativas, pro-
yectos, programas y políticas que adelanta el Gobierno Nacional, en particular, lo relacio-
nado con la Estrategia para la Reducción de la Pobreza y la Desigualdad. Adicionalmente, 
en la dotación de un sistema de información que permita la identificación, caracterización 
y registro de esta población de acuerdo con lo establecido en el Conpes 3310 de 2004.

En materia de fomento del desarrollo económico y etno-desarrollo se promoverán 
acciones orientadas a:
•	 Reglamentar los capítulos IV, V y VII de la Ley 70 de 1993, promoviendo modelos 

agro-ecológicos, procesos de desarrollo económico y etnodesarrollo, aprovechamien-
to de bienes y servicios ambientales y el acceso a las nuevas tecnologías de información 
y comunicación, entre otros aspectos; teniendo en cuenta parámetros de sostenibili-
dad ambiental, evitando la fragmentación y pérdida de la diversidad biológica de los 
territorios y respetando las características poblacionales.

•	 Promover el intercambio de experiencias de planeación tanto territorial como secto-
rial que permitan concretar mecanismos, programas y proyectos para el desarrollo 
social y económico de esta población.

•	 Promover procesos de desarrollo económico dirigidos a garantizar la seguridad alimen-
taria, involucrando la utilización de semillas nativas, e impulsar procesos productivos de 
mayor escala, teniendo en cuenta los límites de cambio aceptables de los ecosistemas. 

•	 Generar alternativas económicas a partir del aprovechamiento sostenible de la bio-
diversidad terrestre y marina de territorios como el Pacífico y el Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, a través de actividades tales como el ecoturismo, 
mercados verdes, venta de bienes y servicios ambientales.

•	 Promover procesos asociativos e incubadoras, orientados a la promoción de industrias 
alternativas tales como las culturales, farmacológica, zoocría u otras derivadas de acti-
vidades económicas como la pesca y la minería, entre otras.

Con el fin de mejorar los niveles de desarrollo social se promoverán estrategias orientadas a:
•	 Mejorar las condiciones de vida y oportunidades, superando situaciones de inequidad, 

a través de la ampliación de coberturas y mejoramiento de la calidad en los sectores 
sociales de salud, educación, vivienda, agua potable y saneamiento básico. Así mismo, 
promover la inclusión de la población afrocolombiana en las políticas definidas para el 
logro de los Objetivos y Metas del Milenio.
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•	 Ampliar la cobertura del Programa de Familias en Acción a la región Pacífico, dada su 
alta densidad poblacional afrocolombiana. y las condiciones de pobreza. 

•	 Fomentar la formación del capital humano afrocolombiano, a través de: ampliación de 
cobertura en el ciclo educativo, generando condiciones, incentivos o subsidios condicio-
nados que contribuyan a evitar la deserción escolar; fortalecer la calidad y pertinencia de 
la educación, y consolidar procesos de etno-educación.

•	 Garantizar el acceso a la educación superior mediante instrumentos tales como el 
fortalecimiento del programa de créditos condonables y la promoción de CERES; 
la formación para el trabajo, el emprendimiento y las competencias laborales. Así 
mismo, fortalecer la implementación de la Cátedra de Estudios Afrocolombianos, 
particularmente en los municipios y/o departamentos de mayor presencia de pobla-
ción afrocolombiana.

•	 Definir e implementar una política pública de protección social, particularmente en el 
área de prevención, promoción y atención de la salud.

•	 Impulsar en lo territorial, la participación comunitaria como un componente clave 
para la gestión integral de los servicios públicos o ambientales en las zonas rurales, 
urbanas e insulares, retomando y adecuando algunas prácticas culturales del manejo 
de los recursos y de satisfacción de sus necesidades básicas.

•	 Investigar e implementar métodos de bajo costo para la recolección de aguas lluvias y 
uso de otras fuentes naturales de agua, en comunidades dispersas y de difícil acceso, a 
través de las CAR y otras entidades pertinentes.

•	 Diseñar programas específicos para la construcción y mejoramiento de vivienda de la 
población negra, afrocolombiana, palenquera y raizal, acorde con sus particularidades 
territoriales, étnicas y culturales.

Con el objetivo de afianzar tradiciones culturales, se propone:
•	 Continuar con el proceso de construcción colectiva y participativa del Plan Nacional de 

Cultura de la población negra, palenquera, afrocolombiana y raizal, enfatizando en las es-
trategias tendientes al afianzamiento de la identidad, autoreconocimiento, la valoración, 
promoción y preservación de la cultura en todas sus manifestaciones y componentes.

En materia de territorialidad, ambiente y diversidad biocultural:
•	 Explorar las posibilidades de titulación colectiva, en el marco de la Ley 70 de 1993, 

de tierras baldías en regiones tales como la cuenca del Caribe, el Putumayo, zonas de 
colonización, valles interandinos, entre otras.

•	 Diseñar un programa de diversificación y reconversión económica local, atendiendo a 
la biodiversidad, aprovechando el potencial alimenticio, cultural, farmacológico, me-
dicinal, ornamental, ecoturístico, pesquero, entre otros, especialmente en el Pacífico 

•	 Poner en marcha un proceso con autoridades marítimas, de pesca y ambientales con el pro-
pósito de definir mecanismos para el reconocimiento de derechos sobre aprovechamiento de 
recursos costeros y marítimos por las poblaciones ubicadas en estos territorios.

•	 Coordinar entre el Mavdt y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, una mesa 
de trabajo con las entidades pertinentes nacionales y locales y los consejos comuni-
tarios, para analizar la problemática de tierras en zonas tales como: Barú, Islas del 
Rosario, Tierra Bomba, Hato Viejo, entre otras.
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•	 Conformar un equipo de trabajo con los representantes de los Consejos Comunitarios 
y reservas de la Biosfera tales como la de SEAFLOWER en el Archipiélago de San An-
drés, Providencia y Santa Catalina que permita intercambiar experiencias y promover 
procesos de planificación para el desarrollo sostenible.

En el fortalecimiento de la gobernabilidad y sostenibilidad institucional:
•	 Diseñar e implementar un programa de fortalecimiento institucional, para las regiones 

de mayor concentración de población negra o afrocolombiana y raizal, con un compo-
nente específico para la región del Pacífico colombiano, el cual se oriente, entre otros, a 
mejorar la capacidad institucional de las administraciones y autoridades territoriales y 
étnicas y su articulación con las organizaciones sociales y comunitarias para un mejor 
desempeño de la gestión pública y el cumplimiento adecuado de sus competencias.

•	 Fortalecer modelos de gestión territorial y la interacción de la institucionalidad am-
biental, con las entidades territoriales y las comunidades afrocolombianas y raizal para 
garantizar la protección de los territorios, el acceso a diferentes programas y proyectos 
y el conocimiento de la normatividad y el cumplimiento de la misma a través de la 
gestión y la rendición de cuentas.

•	 Fortalecer los procesos organizativos, los Consejos Comunitarios y las instancias de 
representación mediante:
-	 Acompañamiento a sus dinámicas y estímulos a las iniciativas de asociatividad con 

las entidades territoriales.
-	 Impulso a procesos de formación; y
-	 Generación de procesos participativos incluyentes y representativos de amplios 

sectores de las comunidades.
En materia de fortalecimiento y protección de Derechos Humanos.
•	 Formular, en el marco del Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y DIH, 

programas diferenciados que respondan a dar solución a las problemáticas que en esta 
materia están afectando a las comunidades afrocolombianas.

•	 Ejecutar programas de retorno para la población negra o afrocolombiana en situación 
de desplazamiento. De igual manera, desarrollar programas de atención diferenciada 
para esta población desplazada en las ciudades de recepción.

•	 Construir indicadores de evaluación y seguimiento con pertinencia para valorar 
la efectividad y eficacia de las acciones estatales en materia de prevención, protec-
ción y ejercicio de los derechos individuales, sociales y colectivos de la población 
afrocolombiana y raizal en su condición de grupo étnico desde las perspectivas de 
género y generacional.

•	 Incluir la variable étnica en los informes, planes y programas de Derechos Humanos 
y de Derecho Internacional Humanitario de las entidades nacionales y organismos 
internacionales.
Raizales. En el marco de la propuesta del Gobierno Nacional “Visión Colombia II 

Centenario 2019”, el DNP ha promovido la realización de ejercicios preliminares con la 
población Raizal orientados a identificar su visión de desarrollo de largo plazo y propuestas 
para aprovechamiento sostenible del territorio marítimo. Con base en dichas propuestas y 
las formuladas en el Proceso del Plan Integral, se promoverán las siguientes acciones:
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En desarrollo y fortalecimiento organizacional e institucional:
•	 Fortalecer espacios de participación, representación e interlocución de la población 

raizal con el Gobierno Nacional y otros actores. Así mismo, promover instrumentos 
jurídicos conducentes a consolidar derechos socioculturales y económicos, en concor-
dancia con los artículos 7º y 310 de la Constitución.

En el mejoramiento de sus niveles de desarrollo social y económico:
•	 Fomentar el desarrollo social con liderazgo y participación de la comunidad acorde 

con sus tradiciones en las áreas de salud, recreación, deporte, participación comunita-
ria, educación y formación integral, y recuperación y promoción de la cultura raizal.

•	 Fomentar al desarrollo económico a través de proyectos productivos que generen em-
pleo para los nativos.

•	 Diseñar [sic] programas de recuperación y protección del entorno natural insular y 
marítimo.

•	 Coordinar entre el Gobierno Nacional y Departamental la adopción de políticas e ins-
trumentos tendientes a la solución de la problemática de los servicios públicos en el 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.

•	 Formar docentes en etnoeducación, educación intercultural y multilingüe para la pobla-
ción de las islas e incentivar programas de investigación e intercambio de experiencias y 
de docentes con estados insulares angloparlantes especialmente del área del Caribe.

•	 Promover acciones de política fronteriza con países de Centroamérica y el Caribe apro-
vechando la condición geopolítica y afinidades culturales, a través de acuerdos binacio-
nales para facilitar intercambios culturales, educativos, deportivos y comerciales

En cuanto a la población palenquera, se proponen las siguientes estrategias.
•	 Diseñar e implementar el Plan de Acción para la Población Palenquera en desarrollo 

de los compromisos adquiridos con la Unesco.
•	 Avanzar en la formalización de consejos comunitarios en el Palenque de San Basilio y 

explorar las posibilidades de titulación colectiva.
•	 Desarrollar[sic] un plan especial e integral para el mejoramiento de las condiciones de 

vida de la población palenquera.
Rom o gitanos. Con el fin de promover el reconocimiento del pueblo Rom como in-

tegrante de la Nación colombiana y la protección de sus características y particularidades 
socioculturales, se desarrollarán las siguientes acciones:
•	 Difundir en las instituciones de los niveles nacional y territorial y, entre la población 

en general, información sobre la existencia de este pueblo y la riqueza sociocultural de 
sus formas de vida, en el marco del Plan Nacional de Cultura 2001-2010.

•	 Consolidar información y estadísticas para realizar diagnósticos que permitan tener 
un mayor conocimiento de sus formas y condiciones de vida para la definición de 
políticas y programas, en materia de educación, salud, formación para el trabajo y 
vivienda.

•	 Promover en las entidades territoriales donde existen asentamientos o grupos gitanos, 
la participación de estos en los procesos de planificación, de tal forma que se fortalez-
can como organización de la sociedad civil y como generadores de propuestas para el 
mejoramiento de sus condiciones de vida.
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•	 Desarrollar un proceso participativo con las organizaciones Rom reconocidas legal-
mente, con el propósito de definir líneas de acción de mediano y largo plazo, en edu-
cación, salud, vivienda; acceso a mecanismos de apoyo económico como el crédito y 
subsidios para la población más pobre; y avanzar en desarrollo legislativos que reco-
nozcan procesos internos de organización y resolución de conflictos.

•	 Implementar a través del Sena y del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 
programas de capacitación y formación técnica para el trabajo en ramas como la arte-
sanía, las artes y oficios.

•	 Apoyar la conformación de empresas asociativas alrededor de grupos familiares y 
Kumpanias.

Estrategias regionales
Región del Pacífico. La región natural del Pacífico ha estado habitada ancestralmente 

por comunidades negras e indígenas, para quienes “la tierra y sus recursos constituyen su 
territorio, el cual tiene un gran valor social y cultural que debe ser preservado y no puede 
ser considerado como un inmueble de intercambio comercial”. 

Esta región es mundialmente [sic] reconocida como uno de los mayores ecosistemas 
con elevado endemismo de especies y alta diversidad biológica de flora y fauna y como 
paso obligado para las especies que migran entre los hemisferios norte y sur (ballenas y 
aves)257. Entre sus actividades productivas se encuentran la agrícola, comercial, pesquera, 
forestal, turística, minera, pecuaria y ambiental, esta última compartida con las comuni-
dades étnicas de los países vecinos de Panamá y Ecuador.

Las particularidades de la región ameritan un tratamiento diferencial y políticas orien-
tadas a buscar equilibrio entre la pervivencia y mejoramiento de las condiciones de vida de 
las comunidades étnicas asentadas ancestralmente, la conservación y aprovechamiento de la 
biodiversidad y riqueza natural y la integración de ésta región al comercio internacional.

Para ello se requiere, entre otras acciones, fortalecer procesos de interculturalidad, 
modelos de ordenamiento acordes con las particularidades territoriales, naturales, étnicas 
y funcionales; modelos de gestión del desarrollo asociativos que involucren tanto a las 
autoridades de las entidades territoriales municipales y departamentales como a las auto-
ridades de Consejos Comunitarios, de comunidades negras y de cabildos indígenas. Así 
mismo, acuerdos binacionales con los países vecinos para promover la integración regio-
nal y el mejoramiento de las condiciones de vida de las poblaciones étnicas que comparten 
las zonas fronterizas.

En este sentido, se viene avanzando en la formulación de una Política de Estado para 
el Pacífico, para promover el desarrollo de dicha región reconociendo sus particularida-
des. Este proceso ha contado con la participación de las entidades nacionales, y sus discu-
siones se han dado en el marco del insumo propuesto por la región recogido en la Agenda 
Pacífico 21 y de la propuesta nacional Visión Colombia II Centenario 2019. El Gobierno 
Nacional culminará la formulación de la política y propenderá por su implementación. Se 
buscará promover el desarrollo regional considerando la visión de las comunidades, las 

	257	 Chocó biogeográfico.
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vocaciones subregionales, incorporando conocimiento y educación pertinente, atendiendo 
las problemáticas de derechos humanos y de pobreza, y procurando el mejoramiento de 
los sistemas multimodales de transporte amigable con el medio ambiente. Así mismo, se 
propiciará un modelo de gestión asociativo que permita articular a los actores y autori-
dades locales y regionales. Esta política reconocerá las particularidades de una región de 
gran riqueza ambiental y natural, habitada mayoritariamente por población étnica, posee-
dora de tierras colectivas las cuales son consideradas por estas comunidades como factor 
determinante en el desarrollo y la cohesión social.

De otro lado, la política tendrá en cuenta los aspectos relacionados con el desarrollo fron-
terizo, marítimo y la apertura hacia la Gran Cuenca del Pacífico, de tal forma que atienda las 
perspectivas regionales y que se promuevan las capacidades para la gestión del desarrollo. 
En el marco de esta política se fortalecerá e impulsará la Política de Estado para mejorar las 
condiciones de vida de la población de Buenaventura, y otras propuestas subregionales.

Región de la Amazonia. La Amazonia colombiana constituye aproximadamente el 35% 
del[sic] territorio nacional y comprende áreas de los departamentos de Amazonas, Caquetá, 
Guainía, Guaviare, Vaupés y Putumayo. En su mayoría es un ecosistema de bosque húmedo 
tropical y como región selvática posee una amplia riqueza en diversidad de especies de flora 
y fauna y a la vez una gran fragilidad dadas las características de sus suelos.

El territorio amazónico tradicionalmente ha sido ocupado por pueblos indígenas, hoy 
habitan allí 50 etnias258 (mas del 50% de los existentes en el país) con una población esti-
mada en algo más de 87.000 habitantes (DNP, 2006). Estos grupos poseen una gran rique-
za cultural que se traduce, entre otros aspectos, en su conocimiento y manejo del medio 
selvático. De otra parte y producto de los procesos de ocupación del territorio, en especial 
de áreas urbanas y ribereñas por parte de población proveniente de diversos lugares del País, 
hoy se cuenta con una dinámica de interacción poblacional y de confluencia sociocultural y 
de relaciones interétnicas que tiene diversos impactos sobre los procesos culturales, apro-
piación territorial, manejo y uso de los recursos y visiones de desarrollo.

Dichas características y el reconocimiento de la riqueza natural y sociocultural de la 
Amazonia, hacen necesario que mediante la confluencia de los diversos actores territoria-
les entre ellos los grupos étnicos se definan lineamientos para el desarrollo de esta región 
acordes con sus particularidades étnicas, naturales, requerimientos sociales y sostenibili-
dad ambiental.

Para la definición de estrategias regionales en la Región de la Amazonia, se tendrán 
en cuenta mecanismos de participación y concertación, entre ellas la “Mesa Permanente 
de Coordinación Interadministrativa” que se ha venido desarrollando en el departamento 
del Amazonas.

Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina. El Archipiélago hace 
parte de la región insular de Colombia. Ancestralmente ha sido habitado por el grupo ét-
nico raizal. El mar tiene para este grupo una gran representación simbólica y hace parte de 
su vocación en relación con la navegación, la pesca artesanal y el manejo de las principales 
especies (langosta espinosa, caracol pala y cangrejos).

	258	 Fuente: “Pueblos indígenas de Colombia: en el umbral del nuevo milenio”. El Instituto Sinchi reporta 58 grupos en la región 
natural de la Amazonía. 
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La región insular es reconocida mundialmente como Reserva de la Biósfera y es con-
siderada un hito fronterizo de Colombia en el mar Caribe. Sus particularidades señalan la 
necesidad de elaborar políticas dirigidas a la pervivencia y mejoramiento de las condiciones 
de vida de la comunidad raizal, la conservación y aprovechamiento de la reserva de biosfera 
y de los recursos marítimos y la integración de esta región a las posibilidades que ofrece 
la Cuenca del Gran Caribe. De otra parte, dada la interacción de diferentes culturas en el 
territorio insular, se requiere fortalecer procesos de convivencia e interculturalidad, con 
propósitos de mejoramiento de condiciones de vida para el conjunto de la población y en 
particular para los raizales. 

Sierra Nevada de Santa Marta. La Sierra Nevada de Santa Marta (SNSM) es la for-
mación montañosa litoral más alta del mundo, declarada como Reserva de la Biosfera 
por parte del programa del Hombre y la Biosfera de la Unesco. Se encuentra ubicada en 
jurisdicción de los departamentos de Magdalena, Cesar y La Guajira.

Constituye el hábitat de los pueblos indígenas Arhuaco, Kogui, Wiwa y Kankuamo, y 
además del significado cultural que representa para estos pueblos, tiene gran importancia 
a nivel nacional y regional por su gran riqueza biológica y paisajística, así mismo, cumple 
un papel de reguladora climática, proveedora de bienes y servicios ambientales, fuente 
abastecedora del agua para la región ya que de ella depende el abastecimiento de las capi-
tales de los departamentos mencionados, de otros 14 municipios adyacentes, y de zonas 
campesinas, agrícolas y ganaderas de la región.

Pese a que en existen algunos desarrollos normativos que buscan generar procesos de 
articulación e integración institucional259, son muchos los actores –institucionales, sector 
privado, cooperación internacional, ONG, etc.– que adelantan acciones y ejecutan recur-
sos en la SNSM, las cuales ameritan mayor coordinación con el fin de garantizar una 
planificación integral del desarrollo sostenible de dicha zona. 

Teniendo en cuenta el interés del Gobierno Nacional de consolidar un esquema de 
coordinación institucional y social adecuado que permita que confluyan los diferentes 
intereses y esfuerzos para el desarrollo sostenible de la región, de acuerdo con lo estableci-
do en la Ley 344 de 1998 y en los acuerdos del Gobierno Nacional con actores regionales, 
particularmente con los pueblos indígenas, es necesario fortalecer los mecanismos de co-
ordinación, planificación y ordenamiento territorial.

En consecuencia, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial pro-
moverá con los representantes de las entidades territoriales, autoridades ambientales, 
organizaciones indígenas, comunidades campesinas, sector privado, entre otros, los pro-
cesos necesarios para la estructuración de un Plan de Desarrollo Sostenible y proponer 
un modelo de ordenamiento territorial, considerando la propuesta de “Visión Ancestral 
Indígena para el Ordenamiento Territorial de la Sierra Nevada de Santa Marta” que fue 
propuesta por el Consejo Territorial de Cabildos, y que contempla aspectos relacionados 
con el fortalecimiento y permanencia cultural de los grupos indígenas que allí habitan.

	259	 Decreto 1593 de 1997, que reglamenta el Consejo Ambiental Regional de la Sierra Nevada de Santa Marta (CARSNSM), y 
Resolución 621 de 2002 del MAVDT, que determinó que los acuerdos que surjan del CARSNSM deben incorporarse a los 
procesos de planificación y gestión ambiental por parte del MAVDT-UAESPNN, Corpocesar, Corpoguajira, y Corpamag.
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La Guajira. Esta situada en el extremo norte de Colombia siendo la parte más sep-
tentrional de América del Sur. La población indígena del departamento según datos del 
Censo 2005 es de 278.254 personas, los que constituyen el 20% del total de la población 
indígena nacional y en relación con el total departamental es del 42,4%. Existen en esta 
entidad territorial los grupos étnicos, Wiwa, Arhuaco, Kogui y Wayúu. Los tres primeros, 
hacen parte del complejo sociocultural de la Sierra Nevada de Santa Marta.

La mayor parte del departamento esta constituido por la Península de La Guajira, la 
cual es una región semidesértica habitada mayoritariamente por indígenas Wayúu. A pe-
sar de la existencia de numerosos caseríos o rancherías en las cuales se ubican los miem-
bros de esta etnia, una de sus características principales, es su movilidad dada su condi-
ción seminómada.

Con el fin de lograr el mejoramiento de las condiciones de vida de la población y el apro-
vechamiento de las potencialidades territoriales, buscando el equilibrio en el manejo y uso 
de los recursos naturales, económicos, sociales y culturales se avanzará en la generación de 
políticas y estrategias concertadas, que respondan a sus particularidades y prioridades. 

Cauca. El departamento del Cauca se caracteriza por su riqueza biológica, represen-
tada en ecosistemas tan importantes como el Macizo Colombiano estrella fluvial por ex-
celencia, el Pacífico y Piedemonte Amazónico; paisajística, cultural y étnica. En relación 
con este último aspecto, en el Cauca se encuentran asentadas nueve etnias indígenas260, así 
como población negra o afrocolombiana y mestiza.

El Cauca es el segundo departamento con mayor población indígena y el sexto en po-
blación negra o afrocolombiana; según cifras del Censo 2005 la población perteneciente 
a grupos étnicos (indígena y negra o afrocolombiana) asciende a aproximadamente 504 
mil personas las cuales representan el 42,6% del total de la población del Cauca261. La 
población indígena, esta asciende a 247.987 habitantes (20,9% del total del departamento) 
y la población negra o afrocolombiana con 256 mil personas que representa el 21,6% del 
total departamental.

En el Cauca se han adelantado distintos procesos participativos que involucran a la 
institucionalidad, a los grupos étnicos y a campesinos, e igualmente se han sucrito dife-
rentes acuerdos con comunidades campesinas, indígenas y negras, los cuales han genera-
do espacios de diálogo y concertación. Entre los procesos más recientes se encuentra la 
Hoja de Ruta para el Cauca, la cual es una iniciativa que busca la construcción conjunta 
de soluciones definitivas e integrales que permitan superar el problema de tierras en el 
Departamento, no solo con comunidades indígenas sino con población campesina y afro-
colombiana, para ello, el Gobierno Nacional y la Gobernación del Cauca262, en coordina-
ción con algunas organizaciones indígenas263, vienen avanzando en la construcción de un 
diagnóstico general en materia de tierras que sirva de base para definir un Plan de Acción 
incluyente para ser implementado en el corto, mediano y largo plazo.

	260	 Coconuco, Embera, Eperar Siapidara, Guambiano, Guanaca, Inga, Nasa, Totoró y Yanacona ([79] 2004).

	261	 Según los resultados del Censo 2006, el Cauca cuenta con una población total de 1.182.787 habitantes.
	262	 En cabeza de las instituciones que hacen parte de la Hoja de Ruta: Ministerios del Interior y Justicia y Agricultura, Incoder y 

Departamento Nacional de Planeación.
	263	 Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC) y Autoridades Indígenas de Colombia (AICO).
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Con base en lo anterior, se promoverá que la formulación e implementación de polí-
ticas para el Cauca, reconozcan sus particularidades y contribuyan a ordenar los planes, 
políticas y procesos para el mejoramiento de las condiciones de vida y fortalecimiento de 
las relaciones de convivencia en este Departamento. 

Nariño. Nariño cuenta con una población de 1.531.777 habitantes, y su territorio se lo-
caliza tanto en la zona andina, caracterizado por el microfundio y las relaciones bilaterales 
con el Ecuador, como en la zona pacífica, contando en ella con una gran riqueza en recursos 
ambientales y en la cual habitan grupos campesinos, afrocolombianos e indígenas.

El departamento presenta grandes potencialidades representadas en sus tierras fértiles 
en donde se desarrollan actividades agropecuarias tradicionales, así como una significati-
va variedad de recursos marinos (posibilidades en pesca tanto industrial como artesanal) 
y una gran biodiversidad. 

En cuanto a la población indígena, en Nariño habitan siete etnias (Pastos, Awa, Quilla-
singas, Embera, Eperara Siapidara, Inga y Cofán), con una población de 154.776 personas 
(el 10,3% del total departamental), en su mayoría ubicados en 61 resguardos, de los cuales 
48 han sido creados por el Incora-Incoder con un área aproximada a las 363.557 hectáreas. 
Las comunidades Pastos, Awas y Cofanes habitan en área de frontera, y comparten, con 
las comunidades del mismo origen en el Ecuador, usos, costumbres y territorios. Los afro-
colombianos autorreconocidos corresponden a 144.913 personas organizadas en 56 con-
sejos comunitarios, contando con 36 títulos colectivos que cubren un área de 1.023.730 
hectáreas, compartiendo origen y prácticas sociales con sus similares del Ecuador.

Por otra parte, Nariño viene presentando dificultades de diferente orden, entre las que 
se destacan: de orden económico (deterioro del sector agropecuario, baja productividad, 
expansión de cultivos de uso ilícito, etc.); social (NBI e ICV por encima de los promedios 
nacionales); incremento del desplazamiento y alteración del orden público, lo cual agu-
diza las situaciones propias de las zonas fronterizas como la ilegalidad de los pasos fron-
terizos, entre otros. Así mismo, en materia ambiental, el departamento presenta riesgos 
generados por erupciones volcánicas, particularmente en el área de influencia del Galeras; 
deslizamientos, sismos, tsunamis (Tumaco), sequías e incendios forestales.

Debido a las condiciones económicas y sociales descritas, el Gobierno Nacional apro-
bó, en agosto de 2004, el Conpes 3303, el cual definió estrategias de apoyo para promover 
el desarrollo integral del departamento de Nariño, entre ellas, la promoción del desarrollo 
económico y social, la sostenibilidad ambiental y el ordenamiento territorial. En relación 
con el fortalecimiento étnico para las comunidades indígenas y los afrocolombianos, las 
estrategias específicas se orientaron a la integración fronteriza, la sostenibilidad ambien-
tal, el ordenamiento territorial y el desarrollo económico. En el marco de esta estrategia, 
el Gobierno Nacional bajo la coordinación del Departamento Nacional de Planeación y 
con el apoyo de los Ministerios sectoriales involucrados, viene apoyando la formulación 
del Plan Estratégico Binacional para el fortalecimiento cultural, natural y ambiental del 
Nudo de los Pastos, el cual tiene como propósito mejorar las condiciones de vida de la 
población indígena que habita los páramos y los corredores biológicos, así como, proteger 
los recursos naturales que son el sustento de la población tanto indígena como campesina 
que habita esta región fronteriza con la República de Ecuador. 
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7.4	 Dimensión regional

7.4.1	 Introducción
La incorporación de la dimensión regional en el Plan Nacional de Desarrollo busca 

articular políticas, programas y recursos de los diferentes niveles de Gobierno, a partir 
del reconocimiento de las particularidades y capacidades diferenciales de desarrollo de 
los territorios, procurando que dichas acciones gubernamentales y las alianzas público-
privadas potencien las fortalezas locales y aprovechen las oportunidades, procurando un 
desarrollo socioeconómico regional equilibrado. 

La diversidad territorial que caracteriza al país se podrá constituir en una fortaleza 
para alcanzar un crecimiento sostenido, en la medida que se disponga de estrategias que 
logren integrar esfuerzos y aprovechar las ventajas comparativas de cada territorio es-
tructurando un país de regiones competitivas, sustentables y con niveles de desarrollo 
socioeconómico más equilibrados.

El modelo de descentralización territorial del país crea las condiciones básicas para 
que departamentos y municipios contribuyan al desarrollo y al mejoramiento de las con-
diciones de vida de la población y la reducción de la pobreza. No obstante, es conveniente 
realizar algunos ajustes al modelo, en el marco de las reglas de juego existentes, para lo 
cual es necesario realizar un conjunto de acciones en materia de mejoramiento institucio-
nal, gestión fiscal y control.

Si bien la descentralización ha traído avances importantes en el desarrollo territorial, es ne-
cesario definir una serie de políticas encaminadas a reconocer las particularidades regionales y 
a promover el desarrollo local y regional, posibilitando que las diversas acciones sectoriales in-
corporen la dimensión territorial en sus políticas y consiguiendo, en conjunto, una asignación 
y uso más eficiente de los recursos públicos y una mayor contribución de las políticas naciona-
les para reducir desequilibrios, al igual que para aprovechar los potenciales económicos, con 
los cuales alcanzar mejores niveles de desarrollo, sólo así la descentralización será un mecanis-
mo efectivo para que el desarrollo regional se convierta en motor del desarrollo nacional.

La mayor eficiencia y eficacia de las políticas nacionales para promover el desarrollo de 
las diversas zonas y sectores del país depende en gran medida de la forma como dichas po-
líticas incorporen las particularidades regionales, evitando adelantar acciones homogéneas 
que desconozcan las diferentes condiciones de las entidades territoriales para impulsar su 
desarrollo. Los planes y las políticas públicas cada vez hacen más evidente la necesidad de 
considerar la dimensión territorial del desarrollo. En este Plan se propone incorporar de ma-
nera más directa, en su diseño e implementación, criterios de regionalización que posibiliten 
actuar con base en las condiciones diferenciales de productividad y competitividad, de desa-
rrollo social, ambiental, étnica y cultural, entre otras, buscando coherencia en el conjunto de 
los criterios regionales, el dinamismo de las diversas regiones, un crecimiento sostenido y la 
reducción de los desequilibrios en los niveles de desarrollo.

7.4.2	 Algunos logros
La descentralización y otras políticas del Gobierno Nacional, han permitido avanzar 

en varios aspectos del desarrollo territorial, entre los cuales, se destacan los siguientes.
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En competencias y recursos, se ha avanzado en la clarificación de competencias en 
educación y salud y se ha garantizado el crecimiento sostenible del Sistema General de 
Participaciones (SGP) de $12,9 billones en 2002 a $17,5 billones en 2007. Se destaca la 
asignación en educación y salud por población atendida, los efectos redistributivos en la 
fórmula de asignación del SGP, los premios por esfuerzo fiscal y eficiencia administrativa, 
y la asignación transparente de recursos del Presupuesto General de la Nación a las enti-
dades territoriales.

A su vez, gracias a las medidas de saneamiento fiscal y a la recuperación de la econo-
mía, en general, los gobiernos territoriales han mejorado el desempeño en sus finanzas, en 
particular, la racionalización del gasto de funcionamiento, la sostenibilidad de sus finan-
zas y las posibilidades de incrementar la inversión.

Por su parte, el número de beneficiarios de los bienes y servicios públicos ha aumen-
tado. En efecto, en educación se han generado 1,4 millones de nuevos cupos en básica y 
media; en salud se han creado ocho millones de nuevos cupos en régimen subsidiado y se 
han reestructurado 128 hospitales; en vivienda, se han creado 390.000 soluciones nuevas; 
en acueducto, se han logrado 3,1 millones de nuevos vinculados; y en alcantarillado, se 
han favorecido 3,8 millones de usuarios.

En cuanto a la gestión pública territorial, se ha avanzado en el mejoramiento de la 
formulación y seguimiento a planes de desarrollo y en el acompañamiento a procesos 
territoriales de gestión –presupuesto, plan indicativo, plan de acción, marco fiscal de me-
diano plazo, procesos financieros, fiscalización, programas de saneamiento fiscal y finan-
ciero, etc.– y se han producido guías y metodologías de apoyo a la gestión de los alcaldes 
y gobernadores.

El desarrollo de la descentralización también ha permitido avanzar en la evaluación y 
control social de la gestión pública territorial, para lo cual, se ha evaluado, desde el 2000, 
el desempeño fiscal de municipios y departamentos y la viabilidad fiscal de los departa-
mentos. A su vez, se ha evaluado, de manera integral, la gestión pública de los munici-
pios, en particular, en los temas de cumplimiento de las metas de los planes de desarrollo 
–eficacia–, la eficiencia en el manejo de los recursos de inversión municipal, la capacidad 
administrativa y fiscal y el grado de cumplimiento de los requisitos legales del SGP. En 
este campo, el Gobierno Nacional ha hecho seguimiento exhaustivo a los compromisos 
territoriales señalados en varios documentos de política (Conpes).

En el tema de ordenamiento y desarrollo territorial, si bien no se ha expedido una Ley 
Orgánica de Ordenamiento Territorial, se ha logrado una retroalimentación de políticas 
y procesos como fruto del reconocimiento y articulación de las dinámicas de desarrollo 
nacional y regional.

Derivado de lo anterior, han surgido propuestas para la formulación de políticas de 
ordenamiento y desarrollo territorial y para regiones estratégicas como la del Pacífico co-
lombiano. Así mismo, se han diseñado instrumentos para promover el desarrollo econó-
mico y mejorar la gestión territorial, tales como agendas internas para la productividad 
y la competitividad, alianzas estratégicas público-privadas, asociaciones entre entidades 
territoriales y con organizaciones étnicas, agencias de desarrollo local y regional, entre 
otras. Adicionalmente, el Gobierno Nacional y algunos departamentos y regiones avanzan 
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en la definición de visiones y planes estratégicos de largo plazo, los cuales facilitan el diálogo 
y la articulación de propuestas y una planeación más participativa y representativa de la 
diversidad regional en términos geográficos, económicos, sociales, culturales y étnicos.

Sin embargo, los logros en materia de descentralización y ordenamiento territorial no 
son suficientes y persisten problemas estructurales que ameritan su consideración, en temas 
como el desarrollo económico y social, gestión pública, normativa para el ordenamiento 
territorial, competencias, participación ciudadana y rendición de cuentas. En esencia, se 
evidencia desarrollo desigual entre las regiones, diferencias en pobreza, capacidades fiscales 
diversas, desarticulación de los instrumentos de planificación, debilidad en la asociatividad, 
problemas de capacidad institucional y avances en la planificación territorial, orientados ha-
cia la planificación física y regulación de los usos del suelo, se necesita entonces ajustarla 
como instrumento para la promoción del desarrollo local y regional.

Por lo anterior, se avanzará en incorporar el desarrollo territorial en la agenda de Go-
bierno, diseñando conjuntamente políticas para fortalecer la capacidad organizativa del 
territorio, impulsando acciones de planificación anticipativa, de articulación y coordina-
ción intersectorial e interterritorial, en el marco de escenarios de desarrollo con perspec-
tiva de futuro, y teniendo en cuenta el continuo y acelerado cambio global. Así mismo, se 
impulsará el proceso de socialización de la visión de desarrollo Colombia 2019, con el fin 
de retroalimentarla frente a las perspectivas territoriales para que se constituya en la co-
lumna vertebral de políticas y estrategias de largo plazo que integren esfuerzos nacionales, 
de las entidades territoriales, las organizaciones sociales y del sector privado.

Las estrategias de desarrollo territorial que se trazan en este Plan, aprovecharán las 
dinámicas locales y regionales existentes en favor de un desarrollo socioeconómico inclu-
yente, que genere oportunidades para las diferentes zonas del país, contemplando tanto el 
territorio continental, y la interacción con el territorio marítimo, costero e insular, como 
las zonas fronterizas. El Gobierno propenderá por un crecimiento económico sustentable 
e incluyente, basado en la articulación de esfuerzos públicos y privados, y entre la Nación 
y las entidades territoriales, alrededor de visiones compartidas sobre los reglones de acti-
vidad económica más competitivos, promoviendo una organización territorial innovado-
ra y flexible que propicie la reducción de los desequilibrios en el desarrollo territorial, la 
cual, a la vez debe integrar armónicamente la riqueza cultural y étnica del país.

Las acciones que se adelantarán durante el período 2006-2010 se dirigirán hacia el 
fortalecimiento de las capacidades departamentales, con base en una caracterización para 
el desarrollo territorial, se fortalecerá su financiamiento, se asegurará la sostenibilidad del 
Sistema General de Participaciones, se consolidará el saneamiento financiero de los go-
biernos territoriales y el fortalecimiento de la capacidad de gestión pública territorial y de 
fomento del desarrollo económico. Igualmente, se promoverá el desarrollo fronterizo y la 
integración regional, así como el aprovechamiento del territorio marítimo y sus recursos, 
para generar un mejor desarrollo regional y nacional.

7.4.3	 La caracterización para el desarrollo regional
Con el fin de incorporar en el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 estrategias que 

reconozcan la diversidad regional del país para aprovechar óptimamente las potencialidades 
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locales, se identificaron conjuntos de departamentos con características similares que po-
drán servir de referentes comunes para definir las estrategias y acciones de desarrollo 
territorial desde la perspectiva nacional, derivadas del reconocimiento de las capacidades 
internas de las diversas entidades territoriales y procurando articular las iniciativas y di-
námicas que las entidades territoriales ya adelantan en tal sentido264.

Para aprovechar las dinámicas de crecimiento que experimenta el país y transformar-
las en desarrollo sostenible, un factor clave es la creación y movilización de los factores 
que posee el territorio como sus recursos naturales e infraestructuras y, especialmente los 
que permiten agregar valor, como la formación de capital humano, la incorporación de 
tecnologías y conocimiento, la innovación, la información, el desempeño gerencial público 
y privado, y las instituciones eficientes. De esta manera, se busca promover el desarrollo 
endógeno, lo cual implica que las organizaciones gubernamentales logren estructurar 
un ambiente favorable a la inversión, generando entornos innovadores y facilidades para 
practicar una cultura asociativa y formar redes productivas locales y regionales.

La caracterización se efectuó atendiendo tres tipos de criterios: visión estratégica de 
desarrollo, desempeño económico y capacidades endógenas. La caracterización desde la 
visión estratégica, permite identificar los avances respecto al posicionamiento estratégico 
y frente al futuro, tomando como referencia las declaraciones de visiones de desarrollo, 
especialmente las elaboradas o adoptadas con ocasión de la preparación de las Agendas 
Internas de Productividad y Competitividad. Entre tanto, la revisión del desempeño eco-
nómico de las entidades territoriales, permite identificar agrupamientos departamentales, 
con base en el análisis de su base económica, reflejando su capacidad productiva relativa 
y las dinámicas alcanzadas. La caracterización de las capacidades endógenas identifica 
grupos de entidades territoriales con diferentes potenciales de desarrollo para asumir di-
rectamente sus procesos de desarrollo. La mirada conjunta de la perspectiva estratégica, el 
desempeño económico y las condiciones de desarrollo endógeno evidencia las etapas o fa-
ses de desarrollo en que se encuentran los agrupamientos departamentales delimitados.

La integración de los anteriores criterios da como resultado grupos de departamentos 
en función de sus homogeneidades y de sus condiciones y capacidades para el desarrollo 
socioeconómico. El ejercicio identificó grupos de departamentos en fases de desarrollo 
similar –formación, de despegue, de expansión, y de consolidación–. La hipótesis de 
trabajo, es que con estrategias focalizadas hacia la creación y consolidación de los fac-
tores endógenos, y teniendo en cuenta la situación de los factores propios de cada fase 
de desarrollo del territorio265, será posible avanzar en la reducción de los desequilibrios 
regionales (ver Figura 7.3).

	264	 La caracterización que se presenta a continuación busca ilustrar las particularidades de las diferentes zonas del país y constituye 
un ejercicio que sugiere la necesidad de regionalizar las políticas públicas y criterios para establecer estrategias diferenciales 
conforme a las fases de desarrollo y que contribuyan a reducir los desequilibrios regionales.

	265	 La capacidad territorial se puede entender como un potencial que genera determinados niveles de competencias para crear 
ventajas competitivas sustentables. Estas se estimaron según el nivel de algunas variables estructurales como: Formación 
del recurso humano, grupos de investigación, captaciones financieras, cobertura de telecomunicaciones, vías troncales 
pavimentadas, vulnerabilidad hídrica, desempeño fiscal e institucional, cobertura de seguridad social, nivel de homicidios, y 
nivel de urbanización.
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Para efectos de precisar criterios de política pública respecto al desarrollo territorial, 
los resultados del análisis de capacidades endógenas para el desarrollo socioeconómico 
se cruzan con cuatro tipos de desempeño: la apuesta productiva estratégica; el desem-
peño fiscal; el desempeño en salud, educación, agua y saneamiento básico; y el nivel de 
capacidad administrativa y de gestión. A partir de los resultados en mención, se obtienen 
elementos de diagnóstico para cada grupo de departamentos según su fase de desarrollo, 
tal y como se describe a continuación:
•	 Grupo 1 Fase de formación. Este conjunto de departamentos se encuentra en la fase 

inicial de constitución de sus factores de desarrollo; sustenta su economía en las ven-
tajas comparativas de sus recursos naturales, comprenden extensas zonas de reserva 
ambiental y biodiversidad que se constituyen en un recurso natural invaluable para la 
sostenibilidad. Son territorios con bajos niveles de ocupación, fronteras de colonización 
en expansión y están habitados, en una extensión importante, por culturas indígenas y 
afrocolombianas. Las apuestas productivas provenientes de las Agendas Internas de Pro-
ductividad y Competitividad se dirigen, en general, hacia el aprovechamiento sostenible 
de sus recursos naturales y ambientales, en las cuales los productos agropecuarios y el 
turismo son el eje principal. En general, son departamentos desarticulados o con difícil 

Figura 7.3
Agrupamientos departamentales según etapas de desarrollo

Fuente: DNP-DDTS-SODT.
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acceso a las áreas de mayor desarrollo y esto dificulta la formación de encadenamientos 
productivos. Se trata de departamentos con una tasa de crecimiento del PIB inferior al 
promedio departamental, con bajo PIB per cápita (excepto entidades dinámicas como 
Vaupés, Vichada, Putumayo) y con primacía en su estructura económica del sector 
primario (Vaupés, Vichada, Guaviare, Putumayo[sic]), y de la administración pública 
(Guainía, Chocó y Amazonas). Su desempeño fiscal es medio-bajo, con algunas ex-
cepciones, al igual que los desempeños evaluados por niveles de cobertura, inversión 
y asignación de recursos en salud, educación, agua, y saneamiento básico. Finalmente, 
el nivel de capacidad administrativa o de gestión pública es bajo aunque, al igual que 
los anteriores índices de desempeño se presentan excepciones.

•	 Grupo 2 Fase de despegue. Son departamentos con un grado avanzado de expansión de 
la frontera agrícola –especialmente Arauca, Casanare, Meta y Caquetá– y con dinámi-
cas agroindustriales y ganaderas destacadas. La densidad de ocupación es media y los 
vínculos y accesibilidad con los núcleos de mayor desarrollo urbano e industrial están 
mejorándose, aunque se identifican necesidades adicionales en sectores de transporte, 
logística y algunos servicios que faciliten la movilidad y propicien la formación de 
encadenamientos productivos. Las apuestas productivas estratégicas de este grupo de 
departamentos también se centran en vocaciones productivas de tipo agropecuario y 
de turismo. En términos de desempeño económico, se caracterizan por ser departa-
mentos principalmente dinámicos, con un alto PIB per cápita (excepto Caquetá, Mag-
dalena y Norte de Santander) y que basan su estructura económica en el sector prima-
rio (Arauca, Caquetá, Meta, Nariño, Magdalena, Sucre, Córdoba), la administración 
pública (Boyacá y Norte de Santander), la minería (Cesar, Casanare, La Guajira), y la 
industria (Bolívar y Cauca). En promedio, los niveles de desempeño fiscal son altos, en 
buena parte debido al volumen importante de regalías que manejan algunos de estos 
departamentos, mientras los de desempeño en cobertura, inversión y asignación de 
recursos en salud, educación, agua, y saneamiento básico muestran un rango con alta 
heterogeneidad. La capacidad administrativa departamental se considera de un nivel 
medio pero nuevamente con altas heterogeneidades hacia ambos extremos. Adicional-
mente, en este grupo se ubican la mayoría de los departamentos costeros del país, lo 
cual amerita un tratamiento diferenciado para este tipo de entidades.

•	 Grupo 3 Fase de expansión. La mayoría de departamentos de este grupo –Caldas, Ri-
saralda, Quindío, Tolima, Huila y Cundinamarca– están ubicados sobre el corredor 
andino de desarrollo más interconectado y con mayor interacción respecto al triángu-
lo de los principales polos de desarrollo nacional –Bogotá-Medellín-Cali–, lo cual les 
posibilita un destacado acceso a los principales mercados nacionales. Este grupo de 
departamentos sigue el patrón nacional de identificar apuestas productivas estratégi-
cas basadas en la explotación de ventajas comparativas en recursos naturales, agrope-
cuarios y turismo, incluyendo además, servicios y manufacturas, buscando la genera-
ción de valor agregado local. Al igual que el grupo 2, en general se considera que poseen 
algunas ventajas competitivas los cuales con posibilidades de vincularse ventajosamente 
en los mercados internacionales. Se caracterizan por ser departamentos principalmente 
dinámicos, con un alto PIB per cápita (excepto Risaralda y Quindío), y con primacía en 
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su estructura económica del sector primario (Quindío, Caldas, Cundinamarca, Tolima 
y Huila) y de la industria (Santander, Risaralda y Atlántico), con excepción de San 
Andrés, en cuyo caso el principal sector corresponde a comercio, hoteles y restauran-
tes. El nivel de desempeño fiscal es muy heterogéneo, desde el precario índice de San 
Andrés hasta el sobresaliente de Santander. El desempeño en los niveles de cobertura, 
inversión y asignación de recursos en salud, educación, agua, y saneamiento básico, 
es de tipo medio con extremos, y existe una alta heterogeneidad en la capacidad ad-
ministrativa departamental. Especial atención amerita el caso de San Andrés por sus 
características insulares y como reserva de biosfera.

•	 Grupo 4 Fase de consolidación. Las apuestas productivas de este grupo de entidades te-
rritoriales siguen la pauta de destacar la vocación agropecuaria y turística de las regio-
nes de Colombia. No obstante, su estructura económica tiende a especializarse en los 
servicios (intermediación financiera en los casos de Bogotá y Valle) y las manufacturas 
(Antioquia), lo cual facilita la formación de encadenamientos productivos. Aunque se 
caracterizan por tener un alto PIB per cápita, el ritmo de crecimiento económico ha 
estado por debajo del promedio nacional, con lo cual se evidencia que estos depar-
tamentos y la capital de la República experimentaron un fuerte impacto de la crisis 
económica de mediados de los años noventa. Dos de los tres entes territoriales tienen 
limitantes importantes en materia de desempeño fiscal, y este es su principal cuello de 
botella. Por el contrario, el desempeño en los niveles de cobertura, inversión y asigna-
ción de recursos en salud, educación, agua, y saneamiento básico es alto, así como la 
capacidad administrativa y de planificación de las entidades territoriales que se ubican 
en este grupo.
Cabe señalar que el ejercicio de caracterización permite definir criterios para el diseño 

y aplicación de instrumentos de desarrollo territorial, ajustados a las fases de desarrollo 
en las cuales se encuentran los diversos departamentos, procurando reducir los desequi-
librios intra e interregionales. Entre los principales instrumentos que se utilizarán figuran 
los siguientes:
•	 Políticas para el mejoramiento de la planificación y la gestión pública
•	 Políticas de fortalecimiento institucional y financiero
•	 Políticas de desarrollo económico local y regional
•	 Estrategias para implementación de apuestas productivas
•	 Regionalización de metas sectoriales
En este sentido, se definirán acciones con el propósito de:
•	 Promover y fortalecer la capacidad fiscal de los territorios a través de estímulos para 

aumentar el esfuerzo fiscal, disminuir la dependencia del Sistema General de Parti-
cipaciones y monitorear una línea sana de endeudamiento, buscando, en general, un 
desarrollo territorial equilibrado.

•	 Impulsar esquemas de organización y gestión acordes con los niveles y fases de de-
sarrollo en que se encuentran los diferentes grupos de departamentos, procurando 
reducir los desequilibrios regionales.

•	 Potenciar las competencias de los territorios en materia de desarrollo económico local 
y regional.
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•	 Fomentar la cooperación para el desarrollo económico entre entes territoriales, me-
diante la definición y fortalecimiento de instrumentos institucionales y legales.

7.4.4	 Estado descentralizado
El Plan Nacional de Desarrollo reconoce la descentralización como uno de los avances 

fundamentales de Colombia en su propósito de consolidar un Estado estructurado, orga-
nizado y efectivo que garantice, articuladamente con las políticas nacionales, la atención 
apropiada de las demandas de la ciudadanía, el desarrollo territorial, la consolidación de 
la democracia y la recuperación de la legitimidad y gobernabilidad del Estado.

La descentralización territorial en Colombia es un modelo integral que combina as-
pectos políticos, administrativos y fiscales, y crea las condiciones básicas para que las enti-
dades territoriales desempeñen un papel importante en el cumplimiento de las finalidades 
del Estado, en especial en la política social y en la reducción de la pobreza. La experiencia 
colombiana ha sido destacada internacionalmente como un esquema sólido que se ha 
desarrollado gradualmente, realizando los ajustes pertinentes, todo lo cual ha conducido a 
que Colombia sea dentro del conjunto de estados unitarios de América Latina, el país con 
mayor nivel de descentralización, incluso superior a muchos países federales.

Sin embargo, se requiere ajustar el modelo de descentralización para mejorar la efica-
cia y eficiencia del Estado en el cumplimiento de los objetivos de las políticas de desarrollo 
y el mejoramiento de los niveles de bienestar. También se considera esencial incluir una 
definición clara de políticas de desarrollo territorial que coadyuven a la erradicación de 
la pobreza, a la generación de empleo, a la infraestructura para el desarrollo económico y 
a la consolidación del Estado Comunitario, para lo cual, es inmediata la responsabilidad 
de las entidades territoriales en materia de inclusión social, equidad, empleo y desarrollo 
económico local, dados los avances en la entrega de competencias, recursos y atribucio-
nes, la relación directa con su ciudadanía, el marco institucional del Estado unitario y los 
principios constitucionales de concurrencia, complementariedad y subsidiariedad.

El Plan Nacional de Desarrollo profundizará los siguientes elementos que orientarán 
las acciones del Gobierno en materia de desarrollo territorial y descentralización: com-
petencias, recursos financieros –Sistema General de Participaciones, recursos propios y 
regalías–, saneamiento financiero, gestión pública territorial y control y evaluación de la 
gestión pública territorial.

Competencias
A falta de una ley orgánica de ordenamiento territorial, la distribución de competencias en 

la práctica se ha establecido por la vía del desarrollo legislativo del artículo 356 y sus normas 
reglamentarias. La distribución de competencias entre la Nación, los departamentos, distritos y 
municipios y la garantía de financiación de los servicios a cargo de las entidades territoriales con 
el Sistema General de Participaciones, fue desarrollada por la Ley 715 de 2001, pero diversas nor-
mas sectoriales han asignado funciones a cada uno de los tres niveles de Gobierno, sin que exista 
una norma que regule de manera integral el tema de la distribución de competencias.

En términos generales, la Nación tiene a su cargo la formulación de política pública 
marco en todos los sectores, al departamento, además de sus responsabilidades en materia 
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de educación y salud, le corresponde el papel de articulador de los niveles de Gobierno, de 
apoyo a la gestión municipal y de eje central para la planificación del desarrollo económi-
co y social tanto a nivel departamental como regional. Los municipios son los ejecutores 
básicos de los principales servicios que demanda la ciudadanía.

Por la vía del diseño, ejecución y financiación de programas especiales y de confinan-
ciación de proyectos territoriales, la Nación concurre en el logro de las metas territoriales y 
en la atención a la ciudadanía, con énfasis en la perteneciente a grupos vulnerables. Incluso 
en algunos casos, atendiendo criterios redistributivos, su presupuesto se dirige a subsidiar 
a los municipios y/o departamentos de menores recursos en el cumplimiento de las com-
petencias a su cargo. De esta manera la Nación juega un papel importante de complemento 
de la acción de los departamentos, de los distritos y de los municipios, para el desarrollo de 
programas y proyectos estratégicos que demandan para su ejecución de capacidades de co-
ordinación, priorización, diseño institucional, y recursos adicionales a los de que disponen 
las entidades territoriales, especialmente las de menor nivel de desarrollo.

En relación con el departamento, se requiere concretar estrategias para que este nivel 
de Gobierno asuma de manera efectiva su papel primordial en el Estado colombiano. 
Es necesario incrementar la capacidad político-administrativa de las administraciones 
departamentales para que asuman su papel coordinador de la política sectorial en el te-
rritorio y de gestor del desarrollo regional, lo que implica un nuevo modelo de régimen 
departamental ajustado a las realidades económicas, técnicas, fiscales y a las necesidades 
del desarrollo local.

En el caso de los municipios se ha evidenciado que buena parte de ellos no ha contado 
con las capacidades fiscales, administrativas, técnicas y económicas para la asunción de 
las competencias asignadas y existen casos donde no hay compatibilidad y pertinencia de 
algunas competencias frente a su vocación productiva. Así mismo, las competencias son 
asumidas con un enfoque netamente sectorial, no han logrado una gestión integral del 
desarrollo. Es por ello que aún no han obtenido avances significativos en su contribución 
a la reducción de la pobreza y la indigencia, ni en su deber de asumir eficientemente la 
atención de los derechos básicos de la infancia, la juventud, etc.

De otra parte, no se están abordando desde el nivel local acciones relacionadas con el 
diseño de programas y proyectos que permitan la atención de nuevos fenómenos sociales 
que la dinámica del país ha ocasionado como el desplazamiento, la necesidad de sustituir 
cultivos ilícitos por proyectos lícitos productivos, etc. Lo anterior conduce a situaciones 
en las cuales, a pesar de la consistencia del modelo de descentralización, no es posible 
lograr los resultados esperados e incluso los municipios se ven limitados en su capacidad 
de cumplimiento de sus compromisos de Gobierno.

A su vez, la asociatividad, como estrategia voluntaria de las entidades territoriales para 
mantener su autonomía y asegurar eficacia y eficiencia en la prestación de servicios a su 
cargo, ha tenido un desarrollo precario.

Es claro que un modelo de descentralización tiene como punto de partida la delimita-
ción clara y eficiente de competencias y, especialmente en un Estado Unitario, la garantía 
de flujos y procedimientos expeditos para lograr la articulación de la acción de cada uno 
de los niveles de Gobierno que intervienen en la prestación de un servicio; por ello en 
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su propósito de profundizar el proceso de descentralización y con el fin de avanzar en la 
clarificación de las competencias, este Gobierno revisará y ordenará el régimen de dis-
tribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales, tanto en lo que 
queda pendiente de los sectores de educación y salud, como en otros sectores. El logro de 
este propósito se hará mediante la expedición de un estatuto de la descentralización, el 
cual definirá los principios, criterios, estrategias, condiciones de gradualidad para dis-
tribuir competencias; establecerá instrumentos para articular los planes y programas, la 
asignación y ejecución de recursos complementarios; establecerá procesos claros para 
el seguimiento y control de las competencias asignadas y brindará orientaciones para 
evaluar el efecto del cumplimiento de las competencias de los gobiernos territoriales 
en la lucha contra la pobreza y la desigualdad. Se espera igualmente que el Estatuto 
de descentralización establezca estrategias más efectivas para garantizar gradualidad y 
heterogeneidad en la entrega de competencias, que establezca las diferentes opciones 
para asumir la gestión de competencias –alianzas estratégicas, asociatividad, delegación 
hacia arriba, etc.

Adicionalmente, se evaluarán los procesos –competencias misionales, contexto es-
tratégico, procesos, mapas de riesgo, etc.– de las entidades territoriales para hacer más 
viables y efectivos las instancias, mecanismos e instrumentos de articulación entre ni-
veles de Gobierno y para superar duplicidades y vacíos en el espectro general de gestión 
de una competencia.

Como complemento a este estatuto, se requiere actualizar los modelos de régimen 
departamental y municipal para hacerlos más flexibles y acordes con las realidades 
políticas territoriales.

Finalmente, para asegurar el cumplimiento de los fines del Estado y garantizar los 
objetivos del proceso de descentralización, el Gobierno Nacional diseñará instrumentos 
que le permitan realizar procesos efectivos de control y evaluación de la gestión y del gasto 
territorial, lo cual incluye acompañamiento a la gestión de los municipios que lo necesiten; 
brindar asistencia técnica y legal en los casos que se requiera; identificar situaciones de 
amenaza grave a la descentralización y tomar medidas que permitan su superación opor-
tuna en el marco de las normas constitucionales.

Recursos financieros
El Plan Nacional de Desarrollo reconoce la importancia de las rentas propias terri-

toriales como fuente de financiación del desarrollo y la heterogeneidad en la capacidad 
fiscal entre municipios y departamentos, que se traduce en que la gran mayoría de ellos 
tiene una base tributaria reducida, de manera que la importancia de los recursos del SGP 
se hace aún mayor y se convierte en el principal instrumento de la política nacional con 
relación a la política social. A su vez, en unas pocas entidades, las regalías son la principal 
fuente de financiación del gasto público territorial.

Los estudios del DNP y del Ministerio de Hacienda demuestran que en Colombia la 
dependencia de las trasferencias nacionales se ha mantenido en niveles alrededor del 50%, 
aunque en municipios de categorías cuarta a sexta, dicho porcentaje puede llegar a niveles 
superiores al 60% hasta un 95%.
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Cuadro 7.3
Transferencias nacionales y SGP

Dependencia de las trans-
ferencias y el SGP 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005

Municipios 43,66 44,68 29,59 34,93 37,85 35,14 44,10 42,05 45,26 51,51 50,88 47,70

Departamentos 10,88 15,80 35,59 43,03 46,53 51,53 44,54 52,01 57,65 49,95 53,11 49,60

Fuente: cálculos DNP-GAFDT-DDTS-, con base en las ejecuciones presupuestales reportadas por las entidades a 
la CGR y al DNP.

Los estudios también muestran la importancia del gasto descentralizado en el país. 
Mientras que en 1990 el gasto de municipios y departamentos representaba casi el 27% 
del gasto consolidado del país en el nivel de gobiernos centrales, para 2005 dicha cifra 
fue del 35,3%. Este resultado refleja el avance en la descentralización en materia de gasto 
descentralizado, gracias a los mayores recursos del Sistema General de Participaciones, a 
las regalías y al esfuerzo fiscal propio.

Dado lo anterior, en Colombia se requiere avanzar aún más en la descentralización 
fiscal, para que las entidades territoriales asuman mayor autonomía y responsabilidad en 
la financiación de su desarrollo. En este sentido, en materia fiscal territorial se brindarán 
las herramientas garantizar que estas cuenten con un flujo de recursos que les permita 
cumplir de manera oportuna y eficaz sus metas de desarrollo y para una estructura fiscal 
sana de las entidades territoriales.

Para el logro de dicho objetivo se tiene previsto: garantizar el crecimiento sostenible 
del SGP y avanzar en criterios que mejoren su efecto redistributivo; dotar a las entidades 
territoriales de instrumentos para el fortalecimiento y modernización de sus estructuras 
tributarias, y establecer orientaciones de política para las fuentes que complementan la 
inversión territorial (regalías, crédito, cofinanciación).

Sistema General de Participaciones. Dado el esquema tributario del país, en el cual el 
nivel nacional recauda el 80% de los ingresos tributarios, con el fin de aplicar medidas de 
redistribución, el SGP constituye la fuente fundamental de la financiación del desarrollo 
para la mayor parte de entidades territoriales. Por ello, su diseño, los criterios para su cre-
cimiento y su distribución deben lograr un balance entre los siguientes propósitos:[sic]
1.	 Garantizar un nivel creciente y sostenible de participaciones para cada una de las enti-

dades territoriales.
2.	 Permitir un flujo de recursos suficientes para lograr las metas de Estado definidas para 

los principales sectores de atención a la ciudadanía.
3.	 Mejorar la distribución para contribuir a disminuir las brechas fiscales y por consi-

guiente el desarrollo entre las entidades territoriales.
4.	 Establecer incentivos a la eficiencia por parte de las entidades territoriales, en el uso 

sectorial de los recursos de la participación, en la generación de recursos propios adi-
cionales y en el privilegio a los gastos de inversión que beneficien a la comunidad, 
bien sea mediante la prestación focalizada de servicios o mediante la financiación de 
proyectos de interés y beneficio general.
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5.	 Garantizar para el nivel nacional y para la economía del país en su conjunto sostenibi-
lidad macroeconómica y estabilidad de las finanzas públicas.
Desde 2002 y hasta 2008, el crecimiento del SGP está desligado de la dinámica de los 

ingresos corrientes de la Nación, lo que ha garantizado seguridad y estabilidad a los go-
biernos territoriales para la financiación de sus metas en los sectores básicos, fruto de lo 
cual, se han obtenido los siguientes logros.

Cuadro 7.4
Logros en sectores básicos

  2001 2005 Cambio
(%)

Matrícula oficial educativa  7.231.310  8.887.628 22,9

Afiliados al régimen subsidiado  11.069.182  18.581.410 67,9

Cobertura en acueducto (%) 86,7 88,3 1,9

Cobertura en alcantarillado (%) 73,2 74,1 1,2

Fuente: DNP-DDTS.

Respecto al efecto del SGP para reducir las brechas entre entidades territoriales cabe men-
cionar los resultados del estudio realizado por la Contraloría en el cual concluye “Desde el 
punto de vista regional, persisten grandes desigualdades en la situación socioeconómica, aun 
cuando en los últimos años los diferentes departamentos han avanzado hacia mejores están-
dares de vida. En materia de convergencia regional para los indicadores de PIB per cápita y de 
los índices de esperanza de vida y de logro educativo, se observa que en el primero no se han 
cerrado las brechas en materia de la actividad económica departamental; en los segundos, a 
pesar de las diferencias existentes, hubo un proceso de convergencia entre los departamentos 
hacia niveles más altos y homogéneos de esperanza de vida y logro educativo”266.

En cuanto al efecto del SGP en la generación de mayores recursos propios territoriales 
y mayor inversión267, este ha sido positivo; entre 2002 y 2005 los ingresos tributarios de los 
1.040 municipios que reportaron información se incrementaron en un 17% y la inversión 
con ingresos corrientes de libre destinación registró un crecimiento del 40%. Gracias a 
estos esfuerzos, 1.081 municipios se han beneficiado en uno o en varios de los años del 
período, por uno o ambos de los premios establecidos para la distribución del SGP.

Se puede concluir a este respecto que los incentivos a la eficiencia fiscal y administrati-
va previstos en la fórmula de distribución del SGP tienen un efecto doble en el volumen de 
recursos y de inversión por parte de los municipios, el mayor recaudo y el monto adicional 
obtenido como premio del SGP, los cuales han redundado en beneficio de la inversión.

	266	 Evaluación de las transferencias intergubernamentales y del Sistema General de Participaciones 1994-2005. Contraloría General 
de la República. p.2.

	267	 Dentro de los criterios de distribución de los recursos de la participación de propósito general se incluyen el de eficiencia 
fiscal que premia el esfuerzo municipal por incrementar el recaudo tributario y el de eficiencia administrativa que premia el 
privilegio a la inversión en la utilización de recursos de libre destinación. Estos dos factores tienen un peso del 20% en el total 
de la distribución.
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A pesar del balance positivo del SGP en cuanto a su efecto en los propósitos menciona-
dos, aún hay ajustes que se deben realizar para hacer el sistema más efectivo y para facilitar 
las dinámicas y procesos necesarios para avanzar en un Estado unitario y descentralizado 
cuyos resultados sean efectivos, oportunos y pertinentes. El principal y más urgente ajuste 
es la definición a partir de 2009 de la dinámica de crecimiento del SGP. De acuerdo con 
las normas constitucionales el período de transición termina en 2008, por lo tanto a partir 
de 2009 el monto del Sistema General de Participaciones se incrementará anualmente en 
un porcentaje igual al promedio de la variación porcentual que hayan tenido los ingresos 
Corrientes de la Nación durante los cuatro (4) años anteriores, incluida la correspondiente 
al aforo del presupuesto en ejecución.

Lo anterior significa que el crecimiento de las participaciones se vuelve a ligar a la 
dinámica de los ingresos corrientes de la Nación, con los efectos negativos que ello genera 
y que se pueden resumir así:[sic]
1.	 Inestabilidad en el monto de recursos por girar porque depende del ciclo económico.
2.	 Incertidumbre y posible reducción de los recursos necesarios para que las entidades 

territoriales puedan financiar las metas de sus planes de desarrollo, especialmente las 
relacionadas con educación, salud y agua potable, sectores en los cuales el Estado co-
lombiano tiene el compromiso de llegar rápidamente a coberturas universales.

3.	 Asimetría del ingreso y el gasto que genera desequilibrio fiscal que incide en un manejo 
fiscal sostenible, y por lo tanto, la estabilidad macroeconómica de la Nación. Esto afecta la 
dinámica de crecimiento de los ingresos tributarios, generando menores participaciones.

4.	 Elevación de las tasas de interés, debido a las mayores presiones fiscales, reduciendo la 
inversión y la afluencia de flujos de capital externo, lo cual se traduciría en desacelera-
ción de la tasa de crecimiento económico y en un mayor nivel de endeudamiento.

5.	 Aumento en los riesgos de elevar los niveles de pobreza y los índices de desigualdad, 
por efecto de posibles ciclos de recesión económica.
Para superar las dificultades en la sostenibilidad del SGP, el Gobierno Nacional tramita 

ante el Congreso de la República una reforma a los artículos 356 y 357 de la Constitución 
que tiene como propósitos: garantizar un flujo de recursos suficientes para lograr cober-
turas universales de salud y educación en 2009 y avanzar significativamente en las de agua 
potable y saneamiento básico; mantener estable y predecible la estructura del Sistema Ge-
neral de Participaciones a las regiones que garantice la estabilidad del gasto en los sectores; 
y asegurar sostenibilidad macroeconómica y estabilidad de las finanzas públicas.

Adicional a este ajuste que requiere reforma constitucional, se ha planteado la necesi-
dad de realizar otros, tal y como se presentan a continuación:
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Cuadro 7.5
Ajustes legales requeridos al SGP

Ajuste requerido Objeto del ajuste Mecanismo

Crear una bolsa de recursos indepen-
diente para el sector agua potable y 
saneamiento básico.

•	 Garantizar certidumbre en el volu-
men de recursos.

•	 Dar destinación específica para el 
sector.

•	 Distribuir los recursos con variables 
que incentiven el buen desempeño 
de esta competencia.

•	 Reforma constitucional

Modificar los criterios de distribución 
de la asignación especial para alimen-
tación escolar.

•	 Garantizar criterios de distribución 
acordes con el objeto de gasto. En 
la actualidad los criterios son los 
mismos de la Participación de Pro-
pósito General.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Precisar los sectores y conceptos de 
gasto financiables con cargo a los re-
cursos de la asignación especial para 
los Resguardos Indígenas.

•	 Identificar con claridad cuántos y 
cuáles son los sectores y conceptos 
de gasto financiables con cargo a 
esta asignación especial.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Delimitar la destinación de los recursos 
de la asignación para los municipios 
ribereños del río Magdalena, para que 
estos sean utilizados con exclusividad 
en la protección del río.

•	 Garantizar que esta asignación es-
pecial cumpla el cometido con el 
cual se previó inicialmente, el de 
disponer de recursos para la protec-
ción del río Magdalena.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Incorporar nuevos criterios de dis-
tribución que incentiven la buena 
gestión de las entidades territoriales, 
especialmente en áreas relacionadas 
con los servicios de educación, salud 
infraestructura vial terciaria, y garan-
tizar un mayor nivel de recursos para 
este efecto.

•	 Incentivar, vía la asignación de re-
cursos, las buenas prácticas de las 
entidades territoriales.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Revisar la periodicidad evaluada para 
efectos de calcular los criterios de es-
fuerzo fiscal y eficiencia administra-
tiva de la Participación de Propósito 
General.

•	 Garantizar la adecuada asignación 
de recursos en función de los nive-
les de eficiencia.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Precisar las competencias en materia 
de salud pública y, de ser necesario, 
asignarlas a un solo nivel territorial.

•	 Garantizar la debida prestación de 
servicios de salud pública.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Redefinir los porcentajes de recursos 
correspondientes a municipios y depar-
tamentos, para la atención de las com-
petencias de prestación de servicios a 
la población pobre no asegurada.

Dada la política de universalización 
de la afiliación al Régimen Subsidia-
do, es necesario precisar la validez de 
asignar un 41% de los recursos del 
componente de prestación de servi-
cios a la población pobre no asegura-
da a los municipios.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Precisar los conceptos de gasto financia-
bles en cada uno de los sectores de com-
petencia de las entidades territoriales.

Garantizar el uso adecuado de los 
recursos y facilitar su seguimiento y 
control.

•	 Reforma a la Ley 715 de 2001

Recursos propios de las entidades territoriales. Para el Gobierno es claro que el éxito de 
la descentralización requiere, entre otros factores, que los gobiernos territoriales fortalezcan 
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la generación de recursos propios, de tal manera que la dependencia de los recursos del 
SGP no determine en gran parte la financiación de los bienes y servicios públicos a su 
cargo. El fortalecimiento de las rentas propias territoriales contribuye a tener municipios 
y departamentos con una situación financiera sólida y sostenible frente a las competencias 
asignadas, de manera que la asignación de competencias y de los esquemas de financia-
miento, estén basados en una mayor responsabilidad fiscal territorial.

Dentro del reparto de fuentes tributarias del país, le corresponde a la Nación los 
impuestos de renta, al valor agregado y al comercio exterior, que en conjunto han re-
presentado históricamente alrededor del 80% de la recaudación tributaria del país. Los 
departamentos dependen fundamentalmente de los impuestos a la cerveza, tabaco y 
licores, y los municipios del impuesto predial, el impuesto de industria y comercio y de 
la sobretasa a la gasolina. Los impuestos territoriales han representado históricamente 
alrededor del 20% de los recaudos del país. Durante el proceso de descentralización, 
aunque no se ha promulgado un estatuto tributario territorial, la Nación ha expedido 
algunas medidas para incrementar o mejorar las rentas territoriales, como es el caso de 
la sobretasa a la gasolina, la cual, pasó de representar el 7,7% de los ingresos tributarios 
territoriales en 1996 al 13,9% en 2005. Las medidas implementadas también han forta-
lecido los recaudos de cerveza y licores, cuyos recaudos han crecido en términos reales 
en más del 6% y el 2,6%, respectivamente, entre 2001 y 2005.

Los estudios del Gobierno Nacional señalan que los recaudos tributarios se concentran 
en unas pocas ciudades y departamentos, precisamente donde se concentra la actividad 
económica y la población. En cifras, la tributación territorial sigue estando concentrada 
en Bogotá y otros 40 municipios, y en departamentos como Antioquia, Cundinamarca, 
Valle del Cauca, Atlántico y Santander. Los primeros recaudan más del 80% de los impues-
tos municipales y los últimos más del 60% de las rentas propias departamentales, factor 
que los caracteriza por ser las entidades de mayor capacidad fiscal y por tener mejores 
posibilidades de cofinanciar el desarrollo. A su vez, en el 80% de los municipios el Sistema 
General de Participaciones pesa más del 60% de los ingresos totales, siendo en algunos 
casos los niveles de dependencia superiores al 90%.

A su vez, existen problemas asociados a algunos impuestos, como lo señalan los estudios 
del DNP y el Ministerio de Hacienda. En el caso de los municipios, los problemas asocia-
dos al recaudo de predial se resumen en:
1.	 Concentración: el recaudo por predial se encuentra concentrado en 14 ciudades, las 

cuales, recaudan el 70% del impuesto agregado nacional; tan sólo Bogotá recauda el 
30% del recaudo nacional. 

2.	 Bajas tarifas: pese a tener un rango legal de tarifas de entre 1 y 16 por mil, la tarifa 
efectiva promedio es de 5 pesos por cada 1.000 pesos de avalúo, aunque en la mayoría 
de los departamentos, los municipios no aplican tarifas superiores a $3,6 por mil. De 
hecho, el 63% de los municipios aplica una tarifa efectiva entre $0,1 y $4 por mil.

3.	 Desactualización catastral: en la zona rural se presenta una actualización catastral del 
43%, una desactualización del 53% y una ausencia de formación catastral del 4%; por 
su parte, para la zona urbana, la situación es más favorable ya que se encuentra actua-
lizado el 77% de los predios urbanos, desactualizado, el 23%; y sin formar, el 0,2%, esto 
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como resultado de la política de actualización urbana implementada por el Gobierno 
Nacional.

4.	 Exenciones y exclusiones; y
5.	 Debilidad en la sistematización del cobro del impuesto y problemas administrativos 

para la recuperación de cartera morosa.

Figura 7.4
Situación catastral a 1 de enero de 2006

El recaudo por sobretasa a la gasolina está concentrado en 90 entidades que recaudan 
el 80% del tributo. Los municipios de Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Bucaramanga, 
Cartagena, Pereira y Villavicencio y los departamentos de Antioquia, Valle del Cauca, Cun-
dinamarca y Nariño, recaudan el 50%. La dinámica de este impuesto está atada a las fluctua-
ciones del precio del petróleo lo cual ha generado en los últimos años mayores recaudos para 
los municipios donde está concentrada la población y la actividad económica del país.

En el caso de los departamentos, la situación es más compleja por diversos factores. En 
primer lugar, sus recaudos tributarios son inelásticos al ingreso de los individuos, ya que 
la mayoría de las rentas de estas entidades provienen de impuestos al consumo de licores, 
cerveza, cigarrillos y tabaco. En segundo lugar, el sistema impositivo departamental no 
resulta adecuado a las nuevas realidades fiscales, por cuanto los procedimientos legales re-
sultan engorrosos y su administración es compleja. A ello se añade que el nivel de recaudo 
se ve afectado por fenómenos como el contrabando.

Dado lo anterior, la continuación del ajuste de las finanzas territoriales estará orien-
tada a fortalecer la capacidad fiscal de las entidades territoriales y a estimular su esfuerzo 
fiscal. Este desarrollo implica dos tipos de procesos: uno que conlleve a la expedición de 
un régimen procedimental y sancionatorio de los tributos territoriales, de manera que se 
haga más sencilla la gestión fiscal territorial y otro que conduzca a fortalecer la capacidad 
institucional para el recaudo de impuestos.

Fuente: IGAC, con corte a 1 de enero de 2006.
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El Gobierno Nacional impulsará un régimen procedimental y sancionatorio para los tri-
butos territoriales, que unifique los procedimientos de cobro y gestión de cartera, de manera 
que la gestión tributaria se realice bajo un marco normativo único, claro y sencillo.

Al mismo tiempo, se pondrá en marcha un programa de fortalecimiento institucional 
que mejore la capacidad de recaudo de las rentas propias endógenas territoriales y poten-
cie su gestión fiscal. El programa estará encaminado a mejorar los procesos de fiscaliza-
ción y cobro tributario garantizando la apropiación y manejo por parte de las entidades 
territoriales de todo el conjunto de tareas, acciones y medidas que la administración debe 
desarrollar, tendientes a exigir del contribuyente por la vía coactiva o persuasiva, el cum-
plimiento íntegro, cabal y oportuno de sus obligaciones tributarias, ya sean ellas sustan-
ciales o formales. También, el Gobierno evaluará periódicamente el fortalecimiento fiscal 
territorial, en particular, las mejoras en eficiencia en la administración tributaria, aumen-
tos racionales en las bases tributarias, tarifas, evasión, contrabando, sistematización, etc.

De otro lado, se adelantarán acciones para fortalecer el recaudo del impuesto predial, 
a partir de modificaciones legales al rango tarifario, actualización catastral, actualización 
periódica del avalúo catastral, implementación legal del Índice de Valoración Predial para 
referenciar el comportamiento de los precios de mercado de los bienes inmuebles, la am-
pliación de las fuentes de financiación de los costos de actualización y formación catastral 
y el apoyo a la sistematización y consulta del impuesto para mejorar la gestión de cobro.

Regalías. Si bien las regalías son una fuente importante de financiación para el desa-
rrollo territorial y su orientación debe seguir los principios de transparencia, eficiencia 
impacto, equidad y sostenibilidad, también se constituyen en un ingreso temporal de-
bido al carácter no renovable de los recursos naturales. El cómo el comportamiento de 
las regalías ha sido fluctuante en los últimos años debido a variaciones en los niveles de 
producción y precios especialmente en el sector de hidrocarburos, hecho que genera in-
certidumbre respecto a la continuidad de las inversiones, toda vez que se presenta una 
tendencia decreciente en el monto de estos recursos a futuro.

También se ha observado la atomización del gasto en múltiples sectores, cuya sosteni-
bilidad y continuidad no ha sido asegurada. Por otra parte, los indicadores de desarrollo 
departamentales de las principales entidades receptoras de regalías han estado, en algunas 
vigencias, por debajo del promedio nacional, y se evidencia una tendencia decreciente de 
su recaudo tributario en comparación con los ingresos de regalías.

Estas circunstancias exigen que el Gobierno Nacional adelante varias gestiones, parte 
de ellas con el concurso de las propias entidades territoriales y el Congreso de la República, 
orientadas a potenciar el sistema de regalías en los siguientes frentes:
1.	 En la inversión de los recursos de regalías y com pensaciones, será objetivo funda-

mental la solución de necesidades básicas insatisfechas de la población; además los 
recursos del Fondo Nacional de Regalías estarán dirigidos a financiar proyectos de in-
versión, cuya asignación consultará criterios de equilibrio regional con fundamento en 
las necesidades básicas insatisfechas; el desarrollo armónico del país y de las distintas 
regiones que lo conforman, y el impacto ambiental, social y económico de estos, con 
el fin de obtener resultados en el alcance de las metas de desarrollo social propuestas 
para el próximo cuatrienio.
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2.	 Los recursos de regalías y compensaciones estarán orientados al cumplimiento de 
las coberturas en agua potable, alcantarillado, educación, salud y mortalidad infantil, 
atendiendo los indicadores que establezca el Gobierno Nacional para alcanzar las me-
tas de cada sector. De otro lado, los recursos del Fondo Nacional de Regalías se desti-
narán a proyectos orientados a la Promoción de la Minería, Preservación del Medio 
Ambiente y a financiar Proyectos Regionales de Inversión definidos como prioritarios 
en los planes de desarrollo de las respectivas entidades territoriales.

3.	 De los recursos destinados a Proyectos Regionales de Inversión del Fondo Nacional de 
Regalías, tendrán prioridad en la asignación los proyectos dirigidos a la recuperación 
del canal navegable y atención de inundaciones en el bajo Magdalena, a través de Cor-
magdalena y de las entidades territoriales ribereñas; a la atención de desastres natura-
les o situación de calamidad pública en el ámbito nacional y en especial para la región 
de La Mojana; a la recuperación del macizo colombiano [Comentario: se armoniza 
con el texto del artículo 128 ajustado por el Congreso] y al sector educativo orientados 
a programas de ampliación de cobertura para la población de los estratos más pobres.

4.	 La actual reglamentación de regalías busca la unificación de criterios, con el fin de op-
timizar el uso y control de estos recursos, de tal forma que se alcancen las coberturas 
previstas en salud, educación, agua potable y mortalidad infantil, las que serán certifi-
cadas por las instancias nacionales especializadas. Así mismo, se ajustarán las medidas 
preventivas y correctivas dentro de la función de vigilancia y control que le correspon-
de al Departamento Nacional de Planeación, y se agilizarán y reducirán términos en la 
asignación y giro de recursos del Fondo Nacional de Regalías. En coordinación con los 
ministerios de Minas y Energía y del Interior y Justicia, y demás instancias nacionales 
en sus competencias, con la participación de las entidades territoriales y comunidades 
indígenas, se regularizará las participaciones de estas en los recursos de regalías de que 
trata el artículo 11 de la Ley 756 de 2002. 

5.	 Además, dentro de esa potestad reglamentaria, también se aplicará el artículo 36 de la 
Ley 756 de 2002, mediante la reasignación de recursos del Fondo Nacional de Rega-
lías con el fin de redistribuir los saldos de apropiación a que se refiere dicha norma. 
En otros frentes se abordará el estudio de la capacidad de ejecución del Fondo con el 
propósito de financiar nuevos proyectos de infraestructura en algunos sectores y otras 
inversiones, cuya asignación consultará criterios de competitividad, sostenibilidad, 
equidad regional y coherencia con la situación de las finanzas públicas. 

6.	 Para el control efectivo, eficiente y transparente de los recursos se llevarán a cabo audi-
torías visibles, como un mecanismo de rendición de cuentas periódicas que tiene por 
objeto el fortalecimiento del control social en el uso de las regalías y compensaciones y 
el Fondo Nacional de Regalías. En estas, las interventorías informarán a la ciudadanía 
del estado de las inversiones y el avance de las obras y apoyarán activamente al Progra-
ma Presidencial de Lucha Contra la Corrupción.

7.	 Se adoptará una estrategia legislativa de creación de un mecanismo de ahorro forzoso 
propia, que permita a las entidades territoriales beneficiarias de las regalías directas, 
la conformación[sic] de un patrimonio como estrategia de financiación futura de pro-
yectos sostenibles en sectores prioritarios para el desarrollo de los departamentos y 



Capítulo 7
Dimensiones especiales del desarrollo

487

municipios. En igual sentido se propondrá la conformación de una comisión inter-
disciplinaria que presente un diagnóstico integral sobre la normatividad de regalías, y la 
necesidad de procurar una redistribución justa y equitativa de asignación de dichos re-
cursos; así como de un control efectivo y oportuno en la administración de los mismos. 
Crédito. La crisis de la deuda pública territorial evidenciada inclusive hasta princi-

pios de los años 2000, fue sorteada con la expedición de normas encaminadas a generar 
responsabilidad en el manejo de las acreencias territoriales. En una primera instancia, la 
Ley 358 de 1997 puso en cintura la deuda territorial para garantizar su capacidad de pago, 
evitando así que desbordara la realidad financiera de las entidades y fijó la destinación 
exclusiva para inversión. Adicionalmente, la Ley 550 de 1999 estableció instrumentos para 
reestructurar los pasivos de las entidades territoriales, de manera que estas recuperaran 
su viabilidad financiera. La Ley 633 de 2000 dio alivios a la deuda territorial a través del 
uso de los recursos del Fondo de Ahorro y Estabilización Petrolera; la Ley 617 de 2000 
estableció mecanismos de control al gasto y la Ley 819 de 2003 determinó normas de 
responsabilidad fiscal para estimular el buen manejo de la deuda en términos de generar 
capacidad para su pago y el establecimiento de indicadores de control y seguimiento a la 
gestión fiscal.

Mientras que en 1995 la deuda territorial era el 5,39% del PIB, en 2005 el saldo de la 
deuda alcanzó el[sic] 2,21%. Entre tanto, los recaudos tributarios pasaron del 2,2% del PIB 
en 1995 al 3,3% en 2005. En otras palabras, mientras que la deuda territorial se redujo en 
más de 3 puntos porcentuales del PIB en diez años, los impuestos crecieron en más de 1,2 
puntos en el mismo período, lo que evidencia una ganancia en la solvencia de financiera 
de los gobiernos territoriales.

Aunque, en general, se han recuperado las fin anzas de las entidades territoriales, el 
riesgo de acceder a la fuente de crédito de manera desmesurada puede crear desbalance 
en las finanzas por efecto de la situación de liquidez del mercado financiero, la facilidad 
de acceso y la percepción de confianza del sector financiero.

En este sentido, el Gobierno Nacional enfatizará el acatamiento a las decisiones de 
endeudamiento responsables, que se encuentren en armonía con la capacidad de pago, y 
que observen las normas legales previstas para tal efecto.

Se vigilará el estricto cumplimiento a las normas legales sobre endeudamiento y res-
ponsabilidad fiscal, para preservar la viabilidad financiera de las entidades territoriales. Es 
responsabilidad de los gobiernos territoriales realizar los cálculos de los indicadores de ca-
pacidad de pago, bajo la premisa del autocontrol y responsabilidad fiscal de estas entidades.

Así mismo, se promoverán acciones tendientes a que los bancos y los Infis den estricto 
cumplimiento a las normas de endeudamiento, apoyándose en los respectivos Marcos 
Fiscales de Mediano Plazo y, en especial, se verifican los siguientes aspectos: la existencia 
de superávit primario, la determinación de las rentas pignoradas y comprometidas para 
evitar su doble garantía, el cumplimiento de los límites de Ley 617 de 2000, la calificación 
de riesgo para las entidades sujetas al mismo, la verificación de los recursos del crédito a 
proyectos de inversión y enmarcados dentro de los respectivos planes de desarrollo.

Por último, se avanzará en el seguimiento a la aplicación de la Ley 819 de 2003 por parte 
de las entidades territoriales, no solamente en cuanto a sus efectos sobre la responsabilidad 
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fiscal sino también en cuanto a su efecto sobre el fortalecimiento financiero de los gobier-
nos territoriales.

Articulación de las fuentes de financiamiento. Como se vió, las cuatro principales 
fuentes directas de financiación territorial en el modelo de descentralización colombiano 
son: el SGP, la tributación territorial, las regalías y el crédito. Pero a pesar de perseguir los 
mismos objetivos y al analizar comparativamente el funcionamiento de cada uno de sus 
instrumentos, especialmente entre el SGP y las regalías, se manifiestan contradicciones y 
divergencias en cuanto a los criterios con los cuales cada uno distribuye sus recursos. 

La divergencia de criterios de distribución y uso entre el SGP, las regalías y los re-
cursos del Presupuesto General de la Nación regionalizado, se traduce en la práctica 
en inequidades en el acceso a recursos por parte de las entidades territoriales. Es así 
como algunas de ellas cuentan con posibilidades de inversión por habitante cinco veces 
mayores que otras, que no tienen acceso a regalías y adicionalmente no cuentan con 
espacio fiscal para potenciar su propio recaudo tributario. A este panorama se suma 
precisamente la ya señalada elevada concentración en la recaudación de tributos en 
algunos pocos municipios y departamentos, lo cual profundiza aún más las inequidades 
y desequilibrios entre entidades.

Lo anterior se refleja en el balance de inversión per cápita de los gobiernos territoriales, 
consolidado por departamento, en el cual se observa un notable desbalance en la distri-
bución interregional de los recursos. Departamentos como Casanare y Arauca alcanzan 
una inversión per capita de $20.733 y $15.203 acumulada para el período 1994-2005, en 
tanto que departamentos como Magdalena apenas registran una inversión de $4.192 por 
persona en el período, por debajo del promedio nacional ($7.486 ).

Lo anterior exige definir políticas orientadas a lograr una mayor equidad en la asig-
nación del gasto público, en la cual se compensen las diferentes fuentes que financian el 
desarrollo territorial.

Saneamiento financiero territorial
El desarrollo de las capacidades territoriales exige que los municipios y departamentos 

cuenten con los recursos financieros necesarios para cumplir su papel de promotores del 
desarrollo territorial, potenciando las diversas fuentes que existen para ello, en particular, 
los recursos del SGP, las rentas propias y las regalías, que en conjunto, representan el 81% 
de las fuentes totales para el cumplimiento de sus competencias.

El fortalecimiento del financiamiento del desarrollo territorial requiere reconocer la 
heterogeneidad en materia de desarrollo y la evidencia de concentración de los recau-
dos tributarios y de las regalías en unas pocas entidades territoriales, de manera que los 
recursos del SGP y algunos recursos del Presupuesto General de la Nación, han sido los 
instrumentos de igualación fiscal para atender las necesidades fiscales de gasto.

Del seguimiento a las finanzas públicas de los gobiernos territoriales, se concluye que 
el país avanza hacia un período de estabilidad fiscal territorial, en el cual es evidente la ge-
neración de ahorros, la recuperación de la capacidad de pago de las acreencias, la responsabi-
lidad fiscal, la mayor inversión y la posibilidad de contar con mejores condiciones para avanzar 
en el proceso de descentralización fiscal. Los resultados han sido consecuencia, tanto de la 
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aplicación de las medidas de ajuste, saneamiento y responsabilidad fiscal, como de la bue-
na gestión de la mayoría de las entidades territoriales y la recuperación de la economía, 
que se ha visto reflejada en el aumento en términos reales de la recaudación tributaria.

Los datos confirman los mejores resultados: mientras que en 1994 el gasto de funcio-
namiento representaba el 48% del gasto total en municipios y departamentos, para 2005, 
dicho porcentaje fue del 17%, lo cual, refleja el ajuste en la reducción de las nóminas y los 
gastos generales; la deuda territorial pasó del 5,39% del PIB en 1995 al 2,21% en 2005; 
los recaudos tributarios pasaron del 2,2% del PIB en 1995 al 3,3% en 2005; el gasto de in-
versión –que ha sido financiado mayoritariamente con recursos del SGP y rentas propias 
en las entidades grandes– pasó del 2,43% del PIB en 1994 al 9,33% en 2005, es decir, se 
multiplicó por 4 en los últimos doce años; los gobiernos territoriales cerraron la vigencia 
2005 con un superávit de casi $950.000 millones, luego de haber alcanzado un déficit de 
más de $1.482 billones en 2000 (pesos constantes de 2005); los esfuerzos fiscales que en 
2004 y años precedentes se encaminaron a orientar buena parte de los recursos para pagar 
los pasivos, tuvieron efectos positivos en la vigencia 2005, al permitir liberar recursos para 
aumentar la inversión, la cual aumentó en términos reales $4,6 billones en 2005 comparad 
con la efectuada en 2004.

En términos globales, las mejoras en los balances consolidados del desempeño fiscal 
se reflejan en una mejor calificación promedio del desempeño fiscal de municipios y de-
partamentos, entre 2000 y 2005. En efecto, con excepción de los departamentos de Sucre 
y Caldas, todos los gobiernos departamentales y poco más de 800 municipios, mejoraron 
la calificación del desempeño fiscal, lo que indica la consolidación del ajuste fiscal de las 
finanzas territoriales, cumplimiento de los límites de gasto de la Ley 617 de 2000, mayor 
esfuerzo por incrementar las rentas propias, menor dependencia del Sistema General de 
Participaciones y un endeudamiento con capacidad de pago.

En términos de desempeño fiscal, el DNP concluye en sus estudios que para 2005, 21 
municipios evidenciaron un desempeño crítico, al alcanzar una calificación menor a 40 
puntos sobre un máximo de 100 –de estos municipios, 11 no reportaron información–, 
situación que los pone en riesgos financieros, mientras que otros 666 municipios alcanza-
ron una calificación apenas entre 40 y 60 puntos.

Cuadro 7.6
Desempeño fiscal de los municipios, 2005

Rangos Número de municipios

Crítico (menor que 40) 21

Bajo (mayor o igual que 40 y menor que 60) 666

Medio (mayor o igual que 60 y menor que 70) 357

Satisfactorio (mayor o igual que 70 y menor que 80) 45

Sobresaliente (mayor o igual que 80) 7

Total general 1.097

Fuente: DNP-DDTS-GAFDT
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A su vez, en el caso de los departamentos, 5 alcanzaron un desempeño bajo –califi-
cación menor a 40–, 24 obtuvieron un puntaje medio –entre 60 y 70– y 3 se clasificaron 
como satisfactorios –puntajes entre 70 y 80– sobresalientes en su desempeño fiscal.

No obstante los avances generalizados, aún persisten gobiernos municipales con difi-
cultades en sus finazas. En particular, 146 municipios desmejoraron su calificación entre 
2000 y 2005 y otros 150 no aportaron información en cualquiera de los dos años mencio-
nados. A su vez, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público presenta evidencia de que 
Chocó es el departamento con las mayores dificultades financieras y con pocas perspecti-
vas de sostenibilidad y que 15 departamentos presentan dificultades financieras, pero con 
perspectivas de mejoramiento.

En otras palabras, aunque el balance global es positivo, el desempeño fiscal no ha sido 
uniforme en todas las entidades territoriales, como lo evidencia la heterogeneidad de los re-
sultados. En efecto, aún existe un grupo que, por diversas razones, afrontan profundas difi-
cultades en materia financiera. Entre las principales se cuentan: los elevados volúmenes de 
endeudamiento financiero, las presiones de gasto por déficits fiscales acumulados de vigencias 
anteriores, la baja capacidad de generación de recursos propios, los altos riesgos financieros, 
la desconfianza por parte del mercado financiero, la baja capacidad administrativa y fiscal, el 
incumplimiento de los límites de gasto de funcionamiento –tanto de las administraciones cen-
trales como de los órganos de control– y factores externos a la propia gestión financiera.

El Gobierno Nacional insistirá en el reforzamiento de las medidas de disciplina fiscal, 
de manera que las entidades que aún mantienen problemas estructurales en sus finanzas, 
logren el cumplimiento de sus metas de saneamiento fiscal y el país fortalezca la inversión 
social con entidades territoriales fiscalmente viables y sostenibles.

Los avances en saneamiento financiero también han creado retos para los Gobier-
nos territoriales, en particular, mejorar su capacidad institucional para lograr una mejor 
gestión financiera, invertir con eficiencia los recursos públicos, rendir cuentas a la ciu-
dadanía, cumplir las metas de sus planes de desarrollo y ajustar sus decisiones de gasto e 
ingresos en concordancia con las normas que establecen destinaciones específicas.

En consecuencia, se adelantarán acciones encaminadas a superar los obstáculos estruc-
turales en aquellas entidades territoriales que, a pesar del proceso de ajuste, no han alcanza-
do todavía la viabilidad fiscal requerida para cumplir adecuadamente con sus competencias 
constitucionales, Así mismo, desarrollará acciones tendientes a fortalecer la capacidad de 
gestión financiera de las entidades territoriales que enfrentan programas de ajuste de largo 
plazo, con escasas posibilidades de aportar recursos frescos para inversión.

Dado este panorama, se diseñarán estrategias para garantizar la producción de in-
formación financiera de los gobiernos municipales y acciones para elevar la calificación 
promedio del desempeño fiscal, lo que reflejará unas finanzas públicas territoriales fiscal-
mente viables y sólidas. Para ello, se continuará promoviendo acciones de consolidación 
del saneamiento fiscal territorial, evaluando cada año el avance en el número de entidades 
cuyas finanzas se consideren saludables. En este sentido, entre 2006 y 2010, la calificación 
de la entidad territorial de menor desempeño fiscal no podrá ser inferior a 40 puntos y no 
habrá ningún departamento ni municipio que vea comprometida su viabilidad fiscal, en 
términos de su sostenibilidad de largo plazo.
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Ante la reducción del gasto de funcionamiento se diseñarán incentivos para aprove-
char los recursos liberados para promover la inversión territorial. Además, adelantará es-
trategias de acompañamiento para recuperar la solvencia financiera de los municipios que 
no cumplen con los límites de gasto establecidos en la Ley 617 de 2000.

Para mantener la estabilidad financiera de los gobiernos territoriales, se dará conti-
nuidad al seguimiento de la gestión fiscal de todas las entidades territoriales, además de 
la adopción de estrategias de acompañamiento a la gestión financiera, principalmente, de 
las entidades territoriales en situaciones críticas y de las que requieren de varios años para 
sortear con éxito la reestructuración de sus pasivos. Ello implica el diseño de políticas de 
fiscalización de impuestos, mejoramiento de los procesos de gestión fiscal, observación 
estricta del cumplimiento de las metas de ajuste fiscal, liberación de recursos para inver-
sión y seguimiento permanente a la gestión financiera, en general.

Gestión pública territorial
El modelo de descentralización en Colombia creó las condiciones básicas en materia 

política, administrativa y fiscal para que los departamentos y municipios adelanten una 
gestión pública adecuada. Así mismo, la Constitución y las leyes definieron una visión del 
deber ser de las administraciones territoriales.

El avance de la descentralización ha mostrado cómo muchos municipios y depar-
tamentos del país han mejorado y renovado sus esquemas de administración buscando 
mayor eficiencia y capacidad de respuesta a las necesidades ciudadanas, al tiempo que 
promueven la participación de los habitantes en la gestión de los asuntos públicos. Sin em-
bargo, todavía existen entidades territoriales que no han adoptado los cambios requeridos 
para contribuir con un mayor desarrollo territorial. 

Formalmente, los municipios y departamentos cumplen con la elaboración de los ins-
trumentos o procedimientos definidos en las normas. La mayoría de los municipios for-
mulan el Plan de Desarrollo y el Plan de Ordenamiento Territorial, tienen bancos de pro-
yectos de inversión, elaboran el presupuesto y el Marco Fiscal de Mediano Plazo, el Plan 
Operativo Anual de Inversiones, y presentan informes anuales sobre la gestión realizada.

No obstante, el contenido de estos instrumentos y los procedimientos de elaboración 
no reflejan en todos los casos cambios sustanciales en el enfoque de gestión. Igualmente, 
los procesos de ejecución y auto evaluación son insatisfactorios. Todo esto se traduce en 
niveles de desempeño inferiores al potencial existente, tal como lo muestran los indica-
dores sectoriales y el índice de desempeño general del DNP, que combina indicadores de 
eficacia268, eficiencia269, capacidad de gestión270 y cumplimiento de requisitos legales271 y 
otras mediciones de diferentes instancias que demuestran dificultades en la gestión.

	268	 Mide el desempeño de la entidad municipal para cumplir con las metas de producto propuestas en los planes de desarrollo.

	269	 Evalúa la capacidad que tiene una entidad territorial para maximizar el nivel de producto con los insumos disponibles o para 
minimizar los insumos para un nivel de producto en los sectores básicos de la gestión local como educación, salud y agua potable. 
Mide el desempeño de la entidad municipal para cumplir con las metas de producto propuestas en los planes de desarrollo.

	270	 Permite determinar la capacidad administrativa y el desempeño financiero de la entidad territorial para dar soporte a sus 
competencias.

	271	 Mide el cumplimiento de las disposiciones legales, establecidas en la Ley 715 de 2001 y demás que desarrollan o modifican 
dicha Ley.
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Según los datos disponibles para 2005, 17 municipios cumplieron con menos del 40% 
de las metas previstas en sus planes de desarrollo y 275 presentaron alguna de las siguien-
tes situaciones: planes no evaluables, períodos de Gobierno atípicos o no reportaron in-
formación. En cuanto a la eficiencia en educación, salud y agua potable y saneamiento 
básico, 608 municipios obtuvieron altas ineficiencias, por debajo de 40%. Paralelamente, 
279 presentaron niveles críticos en su capacidad administrativa con calificaciones inferio-
res a 40%, 8 municipios tuvieron niveles satisfactorios y uno sobresaliente. En cuanto al 
desempeño fiscal, 11 municipios no reportaron información, 10 alcanzaron calificaciones 
críticas, por debajo de 40%, y 666 obtuvieron niveles bajos.

Los principales problemas identificados en la gestión pública territorial272 están rela-
cionados con: información escasa y de baja calidad para la toma de decisiones; incipiente 
desarrollo de una gestión orientada a resultados; desarticulación entre los instrumentos 
y procesos de gestión; débil transparencia en la gestión; poca utilización de formas aso-
ciativas para la prestación de servicios; insuficiencia del personal técnico y profesional 
capacitado; ausencia de liderazgos con legitimidad y capacidad de transformación. Por 
otra parte, los procesos de gestión presentan dificultades asociadas a la carencia de un me-
canismo de formulación, ejecución y seguimiento coordinado de la política de fortaleci-
miento institucional territorial; insuficientes instrumentos de investigación, información 
y evaluación; y escaso desarrollo de la función de asistencia técnica y administrativa de los 
departamentos con relación a sus municipios.

Con respecto a la participación ciudadana, gran parte de las Administraciones territo-
riales no han asumido un compromiso efectivo con la generación de condiciones para que 
los habitantes incidan en la gestión pública273 tampoco existe apoyo institucional suficiente 
orientado a mejorar las organizaciones sociales. Por su parte, factores diversos como la 
limitación de tiempo, desconocimiento de las posibilidades de participación y prácticas 
culturales, restringen la posibilidad de vinculación de los ciudadanos a los distintos 
espacios existentes.

Finalmente, a pesar de la expedición del Decreto 1188 de 2003 para propiciar la efec-
tiva coordinación entre las entidades nacionales y las entidades territoriales, se carece 
todavía de un esquema operativo viable y de un mejoramiento de las capacidades de las 
gobernaciones para liderar y organizar este proceso.

De acuerdo con lo anterior y en el marco de la autonomía territorial, se adelantarán 
acciones encaminadas a promover una gestión pública territorial orientada a resultados, 
la transparencia de la gestión, la efectiva participación ciudadana, la utilización de formas 
asociativas y la coordinación. Así mismo, se darán incentivos al mejoramiento de la ges-
tión pública territorial a través de capacitación y asistencia técnica.

El Gobierno Nacional fortalecerá la gestión pública territorial, de manera que contri-
buyan al logro de las metas en cuanto a coberturas y calidad de los bienes servicios pú-
blicos de competencia de los gobiernos territoriales, con énfasis en educación, salud y agua 
potable y saneamiento básico, así como en la participación ciudadana en la gestión pública. 

	272	 Esta parte se enfoca en problemas transversales de la gestión pública territorial dado que los asuntos sectoriales se abordan en 
los capítulos correspondientes.

	273	 Situación que se ha visto agravada por la confusión normativa existente.
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Al respecto, se desarrollarán políticas encaminadas al Fortalecimiento Institucional 
Territorial, la Gestión y la Gobernabilidad Democrática.

La Política Nacional de Fortalecimiento Institucional Territorial articulará las acciones 
dirigidas a mejorar la capacidad de gestión de las entidades territoriales y reforzará aspec-
tos como: sistemas de información territoriales, gestión y presupuesto orientados a resul-
tados, articulación de los procesos de gestión, formación de liderazgo local, promoción de 
formas asociativas de gestión y estrategias de mejoramiento institucional. Estas políticas 
se concretarán en programas de:
i.	 Asistencia técnica territorial, la cual deberá abordar la cualificación de los programas 

de Gobierno y la capacitación de los nuevos alcaldes y gobernadores274;
ii.	 Mejoramiento de la planeación, gestión e información orientada a resultados;
iii.	 Fortalecimiento del papel de los departamentos en la asistencia técnica y administrativa; y
iv.	 Programa piloto de de desarrollo institucional y gobernabilidad pública en el marco 

del laboratorio de desarrollo y paz275. 
Se hará énfasis en la formulación de los nuevos planes de desarrollo y en la inclusión 

de las principales líneas de Gobierno Nacional en estos. Así mismo, se promoverá que los 
planes de desarrollo territoriales identifiquen la población y le den prelación a la atención 
de grupos vulnerables y población desplazada276.

De igual manera, se insistirá en la importancia de que los Planes de Desarrollo inclu-
yan aspectos institucionales, así como en la articulación de los procesos de planeación y 
ordenamiento territorial, a través de herramientas de información geográfica que faciliten 
la interacción institucional.

Por otra parte, se definirán acciones que contribuyan a mejorar la coordinación y con-
certación de los diferentes niveles de Gobierno, las cuales deberán ser formalizadas, ins-
titucionalizadas e instrumentadas. Para ello, se promoverán los mecanismos previstos en 
el Decreto 1188 de 2003, y se consolidará y difundirá el Manual de Oferta Institucional 
como instrumento de consulta para la planificación de las entidades territoriales.

 En aras de fortalecer la gobernabilidad democrática, se adelantarán acciones encami-
nadas a mejorar la democracia local y el Sistema Nacional de Planeación, y desarrollar un 
plan de acompañamiento y formación de la sociedad civil, a partir del cual, los ciudadanos 
hagan uso efectivo de los mecanismos de participación277 y control político como el voto 
programático y la revocatoria del mandato, y asuman los deberes y derechos que tienen 
como ciudadanos frente a los procesos de gestión pública. Así mismo, se pondrá en mar-
cha un plan de fortalecimiento de las organizaciones comunitarias y se prestará asistencia 
a las entidades territoriales para la formulación de sus estrategias de gestión pública par-
ticipativa, se definirán indicadores, y se realizará seguimiento, evaluación y difusión del 
desempeño de departamentos y municipios en este campo.
	274	 En el mes de octubre del 2007 se realizarán las elecciones de nuevas autoridades territoriales, y dado que los planes de desarrollo se elaboran 

con base en los programas de Gobierno presentados por los candidatos, es necesario realizar una estrategia para mejorar la calidad de 
dichos programas, así como capacitar a los nuevos mandatarios para contribuir a mejorar la gestión pública local y regional.

	275	 En el marco del Convenio de financiación específico celebrado entre la Comunidad Europea y la República de Colombia el 16 
de diciembre de 2003.

	276	 Ratificado por la Tutela T 025 de 2004 de la Corte Constitucional.
	277	 A pesar de que en la Ley existen numerosos espacios de participación, no se han apropiado en su dimensión real.
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Control y evaluación de la gestión pública territorial
Los estudios del DNP establecen que el país no hace uso efectivo de los instrumentos 

existentes para un efectivo control social y que la ciudadanía tiene un conocimiento limi-
tado sobre la dinámica de la gestión pública, por lo cual, su capacidad veedora es limitada. 
A su vez, se evidencian problemas de información, que se expresan en que ella no es única, 
es dispersa, no es permanente, en varios casos es inconsistente y desactualizada y no está 
al alcance de la ciudadanía. Estos factores dificultan el seguimiento y evaluación, la trans-
parencia y la rendición de cuentas.

El Estado en su conjunto requiere que en el marco del proceso de descentralización, 
la formulación de políticas y planes en cada uno de los niveles de Gobierno cuente con 
los indicadores e instrumentos que hagan posible la autoevaluación objetiva, integral y 
oportuna de las decisiones adoptadas en el proceso.

En este sentido, los ministerios han iniciado esquemas de evaluación de logros en sus 
respectivas áreas, los cuales empiezan a producir datos más consistentes sobre los avan-
ces o limitaciones de la gestión sectorial en las entidades territoriales (ej. Ministerio de 
Educación ha diseñado el tablero de indicadores para determinar avances en términos de 
cobertura, calidad y permanencia del servicio educativo en sus diferentes niveles).

El Gobierno Nacional viene trabajando conjuntamente con los departamentos, para 
que tanto estos últimos como sus respectivos municipios formulen y ejecuten instrumen-
tos de planificación y evaluación al interior de su administración, con el fin de garantizar 
mejores resultados en estos procesos.

Por lo anterior, se avanzará en reforzar el modelo de evaluación del desempeño de los 
gobiernos territoriales, su aplicación y difusión masiva de los resultados, incluyendo la 
medición de los siguientes elementos: presupuesto por resultados y sistemas de costeo, 
destacando las mejores prácticas y orientando las acciones de acompañamiento técnico 
a las entidades territoriales de menores capacidades. También se fortalecerán los proce-
sos de autoevaluación en las entidades territoriales y se producirá un marco general para 
institucionalizar la rendición de cuentas en las entidades territoriales y se implementarán 
auditorías selectivas a la gestión pública territorial.

Adicionalmente, se adelantará un programa de producción de información confiable 
sobre la gestión pública territorial. Para tal efecto, se exigirá a los gobiernos territoriales el 
diligenciamiento del formato único de información pública territorial (Ley 962 de 2005), 
garantizando su oportunidad y veracidad y adicionalmente se reglamentará la obligatorie-
dad de llevar registros administrativos únicos.

Se promoverán acciones para que los municipios faciliten y promuevan el acceso de la 
comunidad a los resultados de su gestión, de tal forma que no sólo se valide la información 
reportada por los mandatarios locales, sino que se incentive el control social y la rendición 
de cuentas.

Para asegurar el cumplimiento de los fines del Estado y garantizar los objetivos del 
proceso de descentralización, se evaluarán los resultados y la calidad del gasto público 
territorial, principalmente, el financiado con recursos del SGP. Esta evaluación determi-
nará la cantidad y calidad de los bienes y servicios públicos entregados por los gobiernos 
territoriales a la población e identificará las dificultades en la gestión que conllevan a estos 
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resultados, de manera que se puedan diseñar estrategias de acompañamiento a la gestión 
de los gobiernos municipales que permitan fortalecer la descentralización.

7.4.5	 Fortalecimiento de las capacidades territoriales para promover el desarrollo
Los efectos positivos del crecimiento económico se pueden multiplicar para transfor-

marse en bienestar para todos los colombianos a través de la incorporación de estrategias 
activas de desarrollo territorial, que reconozcan la diversidad regional del país.

Para lograr mayor efectividad en las políticas públicas y la aplicación de instrumentos 
para promover el desarrollo territorial, es necesario fortalecer las capacidades endógenas 
de las entidades territoriales mediante políticas nacionales orientadas hacia el fortaleci-
miento de su rol como promotores del desarrollo económico local y regional, privilegian-
do los ámbitos regionales y subregionales, e impulsando esquemas y procesos asociativos 
para la planificación, el ordenamiento y el desarrollo territorial, la integración regional 
y fronteriza, el aprovechamiento del territorio marítimo y sus recursos, y en general, 
para fortalecerlas institucionalmente en su gestión pública y en el financiamiento para 
el desarrollo territorial.

Fortalecimiento de la capacidad de coordinación y promoción del desarrollo econó-
mico departamental y municipal

El país ha ingresado gradualmente en la corriente global de los acuerdos comerciales 
internacionales, procurando contar con reglas de intercambio que consigan aprovechar 
las dinámicas de una economía exportadora, creando la oportunidad de transformar en 
competitivas las diversas ventajas comparativas que caracterizan a las diferentes regiones.

El proceso de construcción de las Agendas Internas para la productividad y la competi-
tividad en el país ha permitido que las regiones (desde la perspectiva de los departamentos y 
municipios) redefinan sus condiciones actuales de desarrollo productivo y conciban una vi-
sión de competitividad, apuestas productivas, programas y proyectos que podrán ubicarlos en 
posiciones destacadas respecto a mercados de referencia regional, nacional e internacional.

Las cadenas o clusters que estructurarán las diversas apuestas productivas necesitarán 
articular en red los diversos componentes o eslabones formando sistemas productivos 
territoriales que integren eficientemente los ámbitos empresariales con los territoriales. 
Empresas y mercados funcionan en espacios territoriales definidos cuyas características 
condicionan su desempeño y eficiencia. El entorno físico, social e institucional que de-
sarrollan las entidades territoriales determina la eficiencia productiva, la capacidad de 
aprendizaje e innovación y las posibilidades de aprovechamiento y sostenibilidad local y 
regional del crecimiento económico.

Para la creación de entornos territoriales que favorezcan el crecimiento económico y 
propicien el óptimo aprovechamiento de los potenciales locales y regionales se apoyará a 
las entidades territoriales en:[sic]
1.	 La formación de sistemas productivos territoriales. En la mayoría de las regiones del 

país predomina  una estructura empresarial de micro, pequeñas y medianas empresas 
que, en general operan de manera aislada y las infraestructuras, equipamientos, ser-
vicios y facilidades que provee el sector público no están articuladas son deficientes y 
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dificultan formar conglomerados competitivos. Con la iniciativa de las administracio-
nes territoriales, apoyadas por la Nación, se necesita organizar sistemas productivos 
territoriales competitivos y sustentables.

2.	 El ordenamiento del territorio para la promoción del desarrollo económico. La es-
tructuración de entornos territoriales que faciliten la formación de sistemas produc-
tivos territoriales exige que se disponga de planes de ordenamiento del territorio que 
permitan generar economías de localización y aglomeración y la accesibilidad y redes 
de comunicación para el funcionamiento articulado de los componentes del sistema, 
buscando el soporte en los centros urbanos que comuniquen con los mercados nacio-
nales y mundiales y garantizando que los usos del suelo permitan la localización de 
actividades en armonía con el medio natural.

3.	 La creación y fortalecimiento de mecanismos institucionales. Se diseñará y pondrá en 
marcha un plan de fortalecimiento institucional dirigido a los gobiernos territoriales 
para fortalecer sus capacidades en cuanto a formulación y ejecución de planes estraté-
gicos, promoción de agencias de desarrollo, sistemas regionales de innovación, asocia-
ciones de municipios, pactos de competitividad y parques tecnológicos e incubadoras 
de empresas, entre otros.

Promoción del desarrollo económico territorial con responsabilidad social
La Ley 715 de 2001 asigna funciones a los departamentos como promotores del de-

sarrollo económico y a los municipios como promotores de asociaciones y alianzas es-
tratégicas para apoyar el desarrollo empresarial e industrial y en general las actividades 
generadoras de empleo. Sin embargo, a pesar de la existencia de este marco normativo se 
puede decir que los municipios han avanzado muy poco en asumir esta función.

No obstante lo anterior, los departamentos han venido ganando experiencia en el desarrollo 
de esta competencia a partir de los Comités Asesores Regionales de Comercio Exterior (CAR-
CE), creados por la Ley 7ª de 1991 y reglamentados por los artículos 7º, 35 y 37 del Decreto 2350 
de 1991. Estos Comités se conformaron con la participación de los sectores público y privado, las 
universidades y los centros de investigación de las regiones, y constituyen el enlace entre la re-
gión y el Gobierno Nacional para promover una cultura exportadora, fomentar el crecimien-
to de las exportaciones y buscar la competitividad regional. Este proceso se constituyó[sic] 
en insumo fundamental para la Agenda Interna de Productividad y Competitividad.

La promoción del desarrollo económico con un enfoque de responsabilidad social de 
los actores involucrados, requiere la construcción de pactos territoriales, alianzas estraté-
gicas y otros mecanismos e instrumentos de cooperación territorial que contribuyan a lo-
grar los propósitos comunes de desarrollo. En este sentido, el Gobierno pondrá en marcha 
acciones para fortalecer las capacidades de las entidades territoriales en la promoción del 
Desarrollo Económico, para lo cual, se diseñarán instrumentos que orienten las políticas 
hacia el desarrollo productivo.

Para el efecto, entre otros, se fortalecerá el Programa Art Gold Colombia278, concebido como 
una estrategia para el Desarrollo económico y social, cuyo resultado ha sido la implementación 

	278	 Convenio Gobierno Nacional, el PNUD y la ACCI del 1º de septiembre de 2005.
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en varios departamentos y provincias del país, de las Agencias de Desarrollo Económico 
Local-ADEL, las cuales, contribuyen a la planificación del territorio, a diseñar, gestionar 
y ejecutar proyectos productivos y de servicios, así como a servir de enlace con organiza-
ciones regionales, nacionales e internacionales.

Articulación de procesos de planificación, ordenamiento y desarrollo territorial y nacional
En el marco de los procesos de desarrollo regional en marcha, se vienen construyen-

do ejercicios de planificación estratégica, visiones de desarrollo con horizontes de largo 
plazo, agendas internas de competitividad, entre otros, los cuales vienen siendo liderados 
tanto desde los niveles territoriales como por las entidades nacionales. Si bien estos es-
fuerzos son significativos, requieren de mayor articulación, consensos y planes de acción 
conjuntos, de manera que se orienten a lograr las transformaciones económicas y sociales 
que se requieren para mejorar los niveles de desarrollo del país y disminuir las inequida-
des regionales.

El Gobierno Nacional, para contribuir a la articulación de los procesos regionales y 
nacionales, continuará promoviendo:[sic]
1.	 La construcción colectiva de la “Visión Colombia Segundo Centenario” con el fin de 

llegar a acuerdos con los diversos sectores sociales, las regiones, los partidos y movi-
mientos políticos, la academia y los gremios económicos para llegar a una Visión de 
Colombia que no solo sea de Gobierno sino de Estado.

2.	 El apoyo técnico a las regiones para la elaboración e implementación de las visiones de 
desarrollo y planes estratégicos de largo plazo, de tal manera que las políticas y estra-
tegias de desarrollo que se implementen, apunten a la construcción de la visión propia 
de cada territorio, en articulación con la Visión Colombia 2019

3.	 La creación y fortalecimiento de figuras asociativas, tales como, agencias de desarrollo 
local y regional; alianzas estratégicas; convenios; asociaciones; etc. Así mismo, facili-
tará la transferencia de conocimiento entre entidades territoriales, organizaciones co-
munitarias, organismos nacionales e internacionales, promoviendo la conformación 
de sistemas regionales de innovación.

4.	 La articulación y armonización de la oferta estatal y de las agencias de cooperación 
internacional con el fin de fortalecer los procesos de planificación, ordenamiento y de-
sarrollo territorial, buscando mayor eficiencia e impacto de la inversión para el logro 
de los objetivos propuestos.

5.	 El diseño e implementación de políticas económicas y sociales dirigidas a diferentes 
regiones del país. Tal es el caso de la Política de Estado para el Pacífico, Política de Esta-
do para Mejorar las Condiciones de Vida de la Población de Buenaventura, Estrategias 
para la reactivación económica y social de la Región de La Mojana, entre otras.

6.	 La gestión de información básica y la estructuración de sistemas de información 
territorial que sirvan como apoyo a los procesos de planeación y gestión del desarrollo 
territorial, lo cual requiere implementar estándares básicos para la producción, 
certificación y flujo de la información, así como esquemas de capacitación y 
asistencia técnica.
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Promoción del desarrollo fronterizo y la integración regional a nivel nacional e inter-
nacional

Si bien las regiones fronterizas279 se constituyen en una oportunidad para la integración 
con los países vecinos280 y para potenciar el desarrollo del país, hay que tener en cuenta 
que en la actualidad estas zonas281, presentan bajos indicadores sociales y económicos. Así 
mismo el PIB de los departamentos fronterizos es inferior respecto a los departamentos 
del centro del país282, lo cual unido a la debilidad de su infraestructura vial y de comuni-
caciones dificulta la integración con los centros de mayor dinamismo económico a nivel 
nacional e internacional.

El nuevo milenio, la globalización, el acelerado proceso de interdependencia entre las 
naciones, la conformación de bloques económicos, la geopolítica, entre otros elementos, 
han propiciado un nuevo panorama que obliga a considerar las fronteras como un nuevo 
eslabón en el proceso de crecimiento y desarrollo económico nacional. De allí que, dadas 
las características especiales de las zonas fronterizas, es importante potenciar y fortalecer 
el proceso de desarrollo interno de las mismas y la integración con los países vecinos, 
brindando solución a los problemas comunes. De esta manera, la puesta en marcha de 
propuestas conjuntas de desarrollo económico y social a través de los acuerdos bilaterales, 
conllevan al aprovechamiento de las potencialidades de las zonas, para generar polos de 
desarrollo fronterizos. De igual manera, se deben generar estrategias de Estado que partan 
de las características propias de cada frontera a efectos de convertirlas en escenarios de 
desarrollo propicios para una adecuada integración. 

La integración y desarrollo fronterizo aparecen como un reto tanto en las políticas de 
desarrollo interno como de la política exterior, que demanda concertación de las iniciati-
vas que se propongan para las fronteras, teniendo en cuenta las necesidades de orden in-
terno y los problemas que surgen de la convivencia en las zonas de frontera con los países 
vecinos. Con base en esta nueva concepción de las fronteras, el Gobierno Nacional se ha 
propuesto formular e implementar una política para fortalecer el desarrollo fronterizo y 
por esta vía, la integración de las fronteras hacia el interior y con los países vecinos. Para el 
Gobierno Nacional es claro que un proceso de integración binacional no puede construir-
se a partir de comunidades fronterizas débiles, dependientes y carentes de las mínimas 
condiciones de desarrollo, infraestructura y bienestar.

La definición de una estrategia para las fronteras se convierte en un importante factor de 
la dimensión regional del desarrollo que debe reconocer las apuestas productivas definidas 
en cada una de las Agendas Internas Regionales para la Productividad y la Competitividad 

	279	 Este apartado tiene como fuente principal el documento: Visión Colombia II Centenario. Propuesta para discusión. DNP, 2005, 
así como el trabajo conjunto entre DNP, Cancillería y la ESAP.

	280	 Artículo 289 de la Constitución Nacional: “Por mandato de la Ley, los departamentos y municipios ubicados en zonas 
fronterizas podrán adelantar directamente con la entidad territorial limítrofe del país vecino, de igual nivel, programas de 
cooperación e integración, dirigidos a fomentar el desarrollo comunitario, la prestación de servicios públicos y la preservación 
del ambiente”.

	281	 Artículo 337 de la Constitución Nacional: “La Ley podrá establecer para las zonas de frontera, terrestres y marítimas, normas 
especiales en materias económicas y sociales tendientes a promover su desarrollo”.

	282	 El PIB agregado de los departamentos de frontera terrestre es seis veces menor al PIB agregado de Bogotá, Antioquia, Valle, 
Santander y Cundinamarca. Cálculos: DDTS-DNP, 2002 con base en información suministrada por Dane.



Capítulo 7
Dimensiones especiales del desarrollo

499

de los departamentos de frontera. En este sentido, es oportuno considerar una estrategia 
integral de desarrollo orientada principalmente hacia los sectores agroindustrial y agro-
pecuario, turismo y minería283, para lo cual se promoverán las Comisiones Regionales de 
Competitividad, en el marco del Sistema Nacional de Competitividad.

Complementario a lo señalado anteriormente, este Plan contempla en la Política de De-
fensa y Seguridad Democrática, una estrategia de “Control del Territorio y Defensa de la 
Soberanía”, que contribuye al desarrollo y la integración fronteriza, reduciendo los factores 
que afectan la seguridad, el orden público y la soberanía nacional en las zonas de frontera. 

En este sentido, el Ministerio de Defensa Nacional ha definido un conjunto de “Ac-
ciones para enfrentar las amenazas a la ciudadanía”, entre las cuales vale resaltar el Plan 
de Fronteras y el Programa para Mantener las Capacidades Estratégicas, con lo que se ga-
rantizará que el Estado colombiano posea las capacidades militares y policiales suficientes 
para hacer presencia efectiva en las zonas de frontera. De la misma forma, el Departa-
mento Administrativo de Seguridad (DAS) pondrá especial énfasis en la modernización 
del control migratorio que se presta a través de los puntos terrestres, aéreos, marítimos y 
fluviales del país, particularmente los ubicados en zonas de frontera. Un sistema de con-
trol migratorio eficiente es un medio crucial para obtener información estratégica sobre 
las posibles amenazas a las instituciones del Gobierno Nacional.

En términos de la Política de Defensa y Seguridad Democrática, se reconoce la im-
portancia de que el Estado colombiano disponga en las zonas de frontera del personal, el 
equipo y la infraestructura necesarios para asegurar la integridad territorial, toda vez que 
esta contribuye de manera crucial a crear un ambiente regional favorable a la cooperación 
y la integración económica con los países vecinos.

La materialización de estas estrategias se logrará a partir de:[sic]
1.	 Establecer políticas públicas para cada una de las fronteras que tiene Colombia con 

sus países vecinos, y promover la formulación de planes de desarrollo binacional 
para las Zonas de Integración Fronteriza con Ecuador, Perú y Venezuela y esquemas 
de integración binacional que se establezcan con Panamá y Brasil. En este sentido 
entre 2007 y 2010, se formularán los 5 planes de desarrollo binacionales y se avanza-
rá en su implementación.

2.	 Fortalecer las Comisiones de Vecindad e Integración como mecanismo idóneo 
para la integración, a través de la concertación de los procesos de desarrollo e 
integración con los países vecinos, mediante coordinación interinstitucional que 
permita a cada entidad del orden nacional y territorial aportar propuestas para 
fortalecer la integración binacional.

3.	 Promover con los gobiernos regionales, locales y con sus homólogos de los países veci-
nos la definición y ejecución de procesos de desarrollo, planes, programas y proyectos 
en las zonas de frontera y Zonas de Integración Fronteriza (ZIF), en especial los pro-
yectos priorizados en los respectivos Planes Binacionales284. 

	283	 De acuerdo con lo expresado por el Consejo de Gobernadores de Frontera, Valledupar, noviembre 24 de 2006.
	284	 En especial en sectores como infraestructura, salud, educación y cultura, fortalecimiento institucional, medio ambiente y 

saneamiento básico, principalmente.
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4.	 Fortalecer la presencia estatal y de seguridad democrática en las zonas de frontera, a 
través de la ampliación del “Plan de Seguridad, Soberanía y Desarrollo Social” hacía 
40 municipios fronterizos. Para ello, a través de coordinación interinstitucional, el Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores conjuntamente con la Agencia Presidencial para la 
Acción Social y la Cooperación Internacional, con el Departamento Nacional de Pla-
neación y con el Ministerio de Defensa establecerán los mecanismos y las actividades 
necesarias que procuren mejorar las condiciones de vida de las poblaciones asentadas 
en estas zonas de frontera, a través de la puesta en marcha del referido Plan.

5.	 Participar activamente en procesos de integración regional como la Comunidad Sura-
mericana de Naciones (CNS) y en el mantenimiento de la Comunidad Andina (CAN) 
como espacio de integración subregional, entre otros, con el fin de avanzar en la estra-
tegia “Colombia como articulador estratégico en el hemisferio”.

6.	 Impulsar el desarrollo de la infraestructura de interconexión binacional en:
-	 Promover la integración regional: Fortalecimiento de la Comunidad Andina, avan-

ce en la consolidación de la Comunidad Suramérica de Naciones (CSN), impulso 
de los compromisos adquiridos en la implementación del Plan Puebla Panamá 
(PPP)285, impulso y acompañamiento a los proyectos de la Iniciativa para la Inte-
gración Regional de Sur América (IIRSA)286, entre otros;

-	 Interconexión eléctrica con la Comunidad Andina y Mesoamérica.
-	 Gasoducto para la interconexión con Venezuela.
-	 Modernización, adecuación y desarrollo físico de pasos de frontera.

7.	 Garantizar, por parte de las entidades del orden nacional, la inclusión del compo-
nente de desarrollo fronterizo en sus políticas sectoriales, a través de la generación 
de estrategias de desarrollo en fronteras y el establecimiento de programas de de-
sarrollo de acuerdo con sus competencias y en las áreas de atención que priorice el 
Gobierno Nacional.

8.	 Asegurar, por parte de las entidades del orden nacional, la definición de mecanismos 
y de las actividades necesarias para el desarrollo fronterizo, dando también prioridad 
a los compromisos internacionales.

9.	 Gestionar, por parte de las entidades del orden nacional, la captación de recursos de 
los organismos de cooperación internacional, destinados al fortalecimiento, la integra-
ción y el desarrollo fronterizo.

10.	Capacitar institucionalmente a las entidades territoriales de fronteras para asumir el 
reto de la integración y el desarrollo fronterizo, a través de programas de capacitación, 
foros u otras modalidades coordinados por la Escuela Superior de Administración 
Pública (ESAP).

11.	Realizar una compilación y análisis de la normatividad existente en temas [sic] fronte-
rizo y de integración, que facilite la actualización normativa sobre la materia. 

12.	Realizar análisis comparado de la legislación fronteriza de Venezuela, Brasil, Perú, 
Ecuador y Panamá, con el fin de proponer normatividad especial para las fronteras.

	285	 Integración vial, energética, telecomunicaciones, comercio, desarrollo humano, desarrollo sostenible, prevención de desastres 
y turismo

	286	 Paso de Frontera Cúcuta-San Antonio, vía Pasto-Mocoa y navegabilidad del río Meta.
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13.	Fortalecer logística e institucionalmente el mejoramiento y agilización en los trámites, 
procesos y procedimientos que se hacen en los pasos de frontera para apoyar el comer-
cio internacional, el comercio interfronterizo y el turismo. 

14.	En materia de Agenda Interna para la Productividad y la Competitividad, determinar 
las acciones a desarrollar en los departamentos que constituyen las fronteras del país.

15.	El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio 
de Defensa Nacional, realizará las gestiones necesarias, para que, con la cooperación 
internacional se logre el intercambio de información de inteligencia, apoyo judicial y 
controles más rigurosos contra el narcotráfico, el lavado de activos y el tráfico de armas 
en las zonas de frontera.

Integración del territorio marítimo al desarrollo nacional
Colombia tiene un área marítima equivalente al 45% de la totalidad de su territorio, 

cerca de 3.000 km de costas, y está localizado estratégicamente sobre el Mar Caribe y el 
Océano Pacífico. Sin embargo, los recursos y patrimonio marítimos no han sido aprove-
chados óptimamente, ni de manera integral y sostenible en beneficio de un mayor desa-
rrollo para el país y del bienestar de su población.

Si bien en materia de políticas se han hecho esfuerzos y asignado recursos de diferente 
orden para apoyar el desarrollo en los departamentos costeros, estos esfuerzos no han 
estado totalmente articulados de tal manera que permitan generar las condiciones que se 
requieren para integrar el territorio marítimo al desarrollo regional y del país. Ejemplos 
de los esfuerzos en mención lo constituyen las políticas de turismo, ecoturismo, expansión 
portuaria, política nacional ambiental para el desarrollo sostenible de los espacios oceá-
nicos y zonas costeras e insulares, estrategias para el desarrollo de entidades territoriales 
como San Andrés y Nariño, política de Estado para mejorar las condiciones de vida de la 
población de Buenaventura, programas para el desarrollo sostenible del Urabá antioque-
ño, chocoano y bajo y medio Atrato, y el plan integral para la población afrocolombiana.

La formulación e implementación de la Política Nacional del Océano y los Espacios 
Costeros, así como la Visión Colombia II Centenario, constituyen estrategias orientadas 
hacia el manejo integral del territorio marítimo y sus recursos con perspectiva de media-
no y largo plazo. De igual forma, en las apuestas productivas definidas en los ejercicios 
de Agenda Interna, los departamentos costeros, tanto del Pacífico como del Caribe, iden-
tifican como sectores promisorios los de acuicultura y turismo. Los anteriores procesos 
constituyen avances de gran magnitud para revertir la situación actual, siempre y cuando 
se establezcan estrategias integrales orientadas al mejoramiento de la competitividad y el 
desarrollo territorial.

Con el objeto de lograr el propósito de incorporar de manera integral y sostenible el 
territorio marítimo y sus recursos al desarrollo del país, aprovechando las potencialidades 
de sus espacios oceánicos, zonas costeras e insulares, contribuyendo al crecimiento eco-
nómico y al mejoramiento del bienestar de su población, se desarrollarán las siguientes 
estrategias y acciones:[sic]
1.	 Consolidar el marco institucional y normativo para la gestión conjunta –sectores públi-

co y privado– del territorio marítimo y su aprovechamiento sostenible, lo cual implica:
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-	 Apoyar la concertación del mecanismo institucional adecuado para el manejo in-
tegral del territorio marítimo.

-	 Promover la incorporación del ordenamiento costero y el desarrollo marítimo en 
los instrumentos de planificación de las entidades territoriales.

-	 Articular las acciones de las instituciones con competencia sobre el territorio ma-
rítimo, garantizando la coordinación multisectorial e interdisciplinaria necesaria 
para el manejo del tema.

-	 Promover la cooperación internacional y la implementación de los instrumentos 
internacionales marítimos ratificados por Colombia.

2.	 Lograr un manejo integral y sostenible del territorio marítimo y sus recursos, lo cual 
implica formular de manera articulada políticas sectoriales y desarrollar programas y 
proyectos, entre otros, en los siguientes campos: seguridad alimentaria; pesca y acui-
cultura responsables; servicios portuarios; minas y energía; gestión del riesgo; segu-
ridad marítima; comercio exterior; industria naval y marina mercante; conservación, 
recuperación y protección de la biodiversidad genética, de especies y ecosistemas; ar-
ticulación funcional del territorio marítimo y continental; y consolidación de modelos 
de desarrollo turístico para el Caribe y el Pacífico colombiano.

3.	 Promover el desarrollo científico, tecnológico y la innovación en la investigación 
sobre mares y costas, entre otras acciones mediante el desarrollo de redes instru-
mentales de investigación científica marina, la formación de doctores y magíster 
en áreas claves para el aprovechamiento del territorio marítimo, la creación de 
centros de desarrollo científico y tecnológico, el fortalecimiento de los tanques de 
pensamiento marinos, y el diseño e implementación de una red de información y 
comunicación sobre el territorio marítimo que soporte la toma de decisiones en 
diversas áreas temáticas.

4.	 Fomentar la educación y cultura marítima y proteger el patrimonio cultural asociado 
al territorio marítimo, promoviendo entre otras acciones la incorporación del tema en 
los currículos de educación básica y media, la difusión y socialización de información 
relativa a la importancia y riqueza del territorio marítimo colombiano, recuperando y 
difundiendo el conocimiento tradicional de las comunidades costeras.

7.5	 Ciencia, tecnología e innovación (CTI)
La ciencia, la tecnología y la innovación (CTI) son ejes del desarrollo económico y so-

cial del mundo moderno y deben proyectarse a la construcción de una sociedad equitativa 
que ofrezca igualdad de oportunidades a los talentos y recursos de la comunidad. La CTI 
tiene un papel fundamental en facilitar y activar la transformación de Colombia en una 
sociedad y economía del conocimiento. Estos son factores esenciales para acelerar el creci-
miento económico y aumentar el nivel de desarrollo humano y social del país, puesto que 
permite la liberación del talento y la capacidad creadora, el mejoramiento de capacidades 
de auto-organización social, la elevación del bienestar y la solución de muchos problemas 
que se derivan y generan pobreza y conflictos. El conocimiento tiene una función social 
esencial para la formación de las nuevas generaciones y para la comprensión de la diná-
mica transformación del mundo contemporáneo. 
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Colciencias y el Departamento Nacional de Planeación han formulado el Plan Na-
cional de Desarrollo Científico-Tecnológico y de Innovación 2007-2019, el cual concreta 
en estas materias la Visión Colombia 2019 - II Centenario. En este documento se propo-
ne como misión para el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI): 
“Producir, difundir y usar el conocimiento para contribuir a la transformación productiva 
y social del país a fin de garantizar un mayor nivel de competitividad y desarrollo humano 
sostenible”. 

Para que la economía colombiana tenga un crecimiento anual del 6% o superior, tal y 
como se plantea en este Plan Nacional de Desarrollo, se debe establecer una mayor y más 
fuerte articulación entre la generación y apropiación del conocimiento, la innovación en 
los sectores productivos y una mejora en la competitividad y productividad. Este esfuerzo 
de incorporación de conocimiento al aparato productivo es indispensable para competir 
en los mercados mundiales, afrontar los tratados de libre comercio, y satisfacer los re-
querimientos de la demanda interna. El conocimiento es fundamental para que el país 
promueva el cambio de su patrón de especialización productiva.

El país debe reconocer que el conocimiento es un factor de cambio social y productivo 
esencial para superar las brechas económicas y sociales existentes, alcanzar una mayor 
productividad, y promover la sostenibilidad del medio ambiente. Colombia requiere dar 
un salto cuantitativo y cualitativo en la forma como aprovecha su potencial humano y 
sus ventajas comparativas y competitivas. Para lograr un salto científico y tecnológico, 
se requiere que el país invierta, en el 2010, como mínimo el 1% del PIB en ciencia, tec-
nología e innovación y que aumente considerablemente la masa crítica de investigadores 
e innovadores. Entonces, es indispensable establecer planes progresivos de incremento 
de la inversión que garanticen la continuidad del proceso y que lleven finalmente a las 
metas establecidas en el Plan 2019. Esto permitirá agregar valor a la producción existente, 
diversificar la oferta exportadora y potenciar nuevos sectores basados en conocimiento. 
También permitirá aumentar las manufacturas basadas en recursos naturales, y los bienes 
y servicios de bajo, medio y alto contenido tecnológico. 

Esta misión orientará al Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para 
los próximos años, y será el referente para aumentar la inversión de los sectores público 
y privado. Para ello se requiere el fortalecimiento de dicha institucionalidad, su operati-
vidad y marco de acción, y una mayor y mejor articulación y coordinación de todos los 
actores del SNCTI. Se necesita promover una agenda de concertación y coordinación de 
políticas públicas para financiar y sostener un esfuerzo colectivo de largo plazo, con el fin 
de asignar mejor los recursos y responsabilidades, concentrar los esfuerzos institucionales 
y aumentar el impacto de la CTI en el desarrollo del país. Este esfuerzo, bajo el liderazgo 
de Colciencias y el Departamento Nacional de Planeación, debe ser el resultado de la par-
ticipación activa y el aporte solidario y coordinado de los diferentes ministerios y demás 
órganos nacionales y regionales involucrados en el desarrollo científico y tecnológico, así 
como de los cuerpos académicos y demás actores del SNCTI incluidos los empresarios 
privados y públicos. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 en materia de CTI, fundamentado en el Plan 
2007-2019 en CTI, tiene los siguientes objetivos, áreas programáticas y líneas de acción. 
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Los objetivos del plan son: mejorar la capacidad competitiva del país y buscar soluciones 
a problemas sociales fundamentales, como son el empleo, la seguridad, la pobreza y la sa-
lud, mediante el apoyo al desarrollo científico-tecnológico y la innovación en Colombia. 

El Plan se estructura en ocho (8) áreas programáticas que se ven materializadas en 
líneas de acción específicas. Las áreas definidas son:
1.	 Incrementar la generación de conocimiento.
2.	 Fomentar la innovación y el desarrollo productivo
3.	 Fomentar la apropiación de la CTI en la sociedad colombiana
4.	 Incrementar y fortalecer las capacidades humanas para CTI
5.	 Consolidar la institucionalidad del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación
6.	 Consolidar la infraestructura y los sistemas de información para la CTI
7.	 Promover la integración regional, y
8.	 Consolidar la proyección internacional de la CTI.

Diversas acciones se requieren para lograr lo anterior, entre ellas se destacan: el au-
mento de la inversión nacional en CTI; la consolidación de capacidades científicas y tec-
nológicas; la creación de mecanismos jurídicos que le otorguen un adecuado nivel de 
operatividad del SNCTI; el aumento de la vocación científica y de investigación en los 
jóvenes; la mayor valoración de las actividades científicas y tecnológicas en la sociedad 
colombiana, y particularmente por parte del empresariado nacional; el incremento en el 
grado de utilización del conocimiento en las actividades productivas; el mejoramiento de 
las relaciones entre las entidades del conocimiento y las empresas; y el aumento en la gene-
ración de investigación y desarrollo tecnológico pertinente para la solución de problemas 
y el desarrollo de las potencialidades del país. 

Colciencias elaborará un Plan Anual de CTI, en coordinación con las demás institu-
ciones del SNCTI, en especial con las entidades de Gobierno central que desarrollan pro-
yectos de ciencia, tecnología e innovación (CTI). Este plan anual planteará los programas 
y acciones concretas, y su respectivo financiamiento, para el cumplimiento de los objeti-
vos y estrategias que en materia de CTI están contenidos en el presente PND. El Consejo 
Nacional de Ciencia y Tecnología (CNCyT) deberá participar en la concertación del Plan 
y la aprobación del mismo.

7.5.1	 Incrementar la generación de conocimiento
Se estimulará la generación de conocimiento en ciencia, tecnología e innovación y se 

realizará una apuesta nacional por el conocimiento pertinente y de excelencia. El país apo-
yará la generación del conocimiento en todos los sentidos, tanto el conocimiento básico 
como aquel conocimiento que la sociedad demanda y requiere aplicar para aumentar las 
capacidades de organización y desarrollo social, tanto en el nivel de las personas, como de 
las comunidades, empresas, instituciones, ciudades y regiones. Los Centros de Excelencia, 
los grupos de investigación, los proyectos estratégicos y las agendas de investigación e in-
novación de mediano y largo plazo, contarán con el apoyo necesario para el desarrollo de 
su actividad en consonancia con las prácticas y los avances científicos y tecnológicos mun-
diales, y con los grandes problemas y desafíos del país, sus regiones y sus ciudadanos. Se 
procurará que la investigación y desarrollo (I&D) involucren un componente substancial 
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de formación de recursos humanos, particularmente en el nivel de maestría y doctorado. 
Para ello se han establecido 6 grandes líneas de investigación (fundamental; energía y 
materia; procesos biológicos, agroalimentarios y biodiversidad; ser humano y su entor-
no; educación, cultura e instituciones; gestión del conocimiento, aplicaciones sociales y 
convergencia tecnológica), las cuáles se articularán y operarán a partir de los Programas 
Nacionales de Ciencia y Tecnología con los que ha trabajado el SNCTI desde su inicio.

En la línea de investigación fundamental, se propenderá por entender de qué están 
hechas las cosas materiales de la naturaleza, pero también, todo aquello más abstracto que 
caracteriza al ser humano y las sociedades que construye. 

En la línea de investigación en Energía y Materia, se fortalecerá el conocimiento básico 
que permita entender mejor la naturaleza de las diferentes realizaciones de la energía y la 
materia, la tecnología para manejar y controlar la gran diversidad de contextos en que se 
presentan, y la innovación para transformar el conocimiento científico y técnico en bienes 
y servicios que mejoren la calidad de vida humana. 

En la línea de investigación en Procesos Biológicos, Agroalimentarios y Biodiversidad, 
se requiere estudiar estos temas tanto a la luz de los conocimientos científicos y tecnoló-
gicos modernos así como desde la perspectiva de los conocimientos locales. Un reto fun-
damental de cara a la competitividad del sector agropecuario es lograr el conocimiento, 
protección y uso productivo y sostenible de la biodiversidad colombiana y, de manera más 
amplia de la base ambiental, entendida de manera amplia como la dotación de recursos 
naturales y ecosistemas que posee el país y las distintas formas de utilización tecnológica, 
económica y política que de ella hace la sociedad colombiana. En el mismo sentido surge 
como una cuestión prioritaria el cuidado del agua, como recurso en el que Colombia es 
un país privilegiado. 

En la línea de investigación sobre el Ser Humano y su Entorno, se promoverá la ge-
neración de conocimiento en temas de ciencias de la salud y sus servicios, ordenamiento 
territorial y asentamientos humanos, infraestructura y servicios sociales, economía e in-
fraestructura y servicios de la producción, ciencias ambientales, ciencias del desarrollo 
nacional y sus contextos regional, urbano y rural. 

En la línea de investigación en Educación, Cultura e Instituciones se requiere conocer, 
comprender y explicar los fenómenos humanos, sociales y educativos, así como incentivar 
el desarrollo de innovaciones sociales en la transformación y generación de aprendizajes 
que procuren bienestar y calidad de vida para todos los ciudadanos. La producción de 
conocimiento sobre la realidad social y el desarrollo humano es fundamental para diseñar, 
ejecutar y evaluar las políticas públicas, en forma coherente con las demandas y necesida-
des de bienestar de los ciudadanos. Se impulsará la investigación sobre los cambios socia-
les que el país está viviendo en los procesos de democratización, participación ciudadana, 
gobernabilidad, derechos constitucionales, y justicia y paz. 

En la línea de investigación sobre Gestión del Conocimiento, Aplicaciones Sociales y 
Convergencia Tecnológica, se plantea incentivar la creación y aprovechamiento de cono-
cimiento de acuerdo con las necesidades tanto productivas como sociales del país. Colom-
bia debe avanzar en forma decisiva hacia el desarrollo y la adopción de las llamadas tecno-
logías convergentes, las cuales abarcan un conjunto de nuevas tecnologías caracterizadas 
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por ser intensivas en conocimiento, por surgir de la confluencia de desarrollos en diversas 
áreas del conocimiento, por su aplicabilidad transversal y por generar nuevas capacidades 
en la resolución de problemas. La sociedad del conocimiento se construye en la medida en 
que se desarrolla una cultura que posibilite y promueva la creación, adquisición, difusión 
y el uso compartido de conocimientos y experiencias. 

Adicionalmente, se reconoce la necesidad de fortalecer el uso de las ciencias y las tec-
nologías del espacio en el país, dada su capacidad de contribuir al desarrollo económico, 
social y empresarial. En tal sentido, es conveniente que el Gobierno Nacional consolide 
una política espacial a través de la Comisión Colombiana del Espacio e implemente pro-
yectos que contribuyan al desarrollo, adaptación y aprovechamiento de las tecnologías 
espaciales en campos como las telecomunicaciones, la educación, la salud, la vigilancia 
ambiental, la gestión de recursos naturales, la atención de desastres, el monitoreo de los 
usos de suelo, las previsiones meteorológicas, el estudio de cambios climáticos, el trans-
porte terrestre, la navegación marítima, fluvial y aérea y las telecomunicaciones. 

El Gobierno Nacional apoyará la elaboración de un plan en CTI del sector defensa, 
debidamente articulado con el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Estas 
acciones estarán enmarcadas en el convenio marco suscrito en el 2006 entre el Ministerio 
de Defensa y Colciencias, con el fin de incentivar la investigación útil para la seguridad 
y la defensa nacional y el desarrollo del sector. Para lograr lo anterior, se desarrollarán 
programas y proyectos de investigación y desarrollo tecnológico e innovación, de forma-
ción de recursos humanos al más alto nivel y de apropiación de tecnologías avanzadas. 
Se fortalecerán los grupos de I&D para la generación de conocimientos e innovaciones 
en el sector civil y para la seguridad nacional. Para lo cual, es necesario apoyar al Grupo 
Social y Empresarial de la Defensa (GSED), particularmente a las entidades involucradas 
con I&D.

7.5.2	 Fomentar la innovación y el desarrollo productivo
El Plan propone una política de desarrollo empresarial fundamentada en 5 ejes, uno de 

ellos es el fomento a la innovación para la competitividad. A continuación se desarrollan 
las acciones que el SNCTI, bajo el liderazgo de Colciencias, promoverá en materia de in-
novación y desarrollo empresarial, complementando lo propuesto en dicha sección.

Esta área programática, se enfoca a la necesidad de dinamizar la articulación del SNC-
TI para fomentar la generación y transferencia de conocimiento a los contextos producti-
vos y sociales locales, teniendo en cuenta que se debe actuar de manera diferenciada según 
el sector y las características de las empresas. La innovación y el desarrollo tecnológico, 
como factores fundamentales del crecimiento y el desarrollo económico, tendrán como 
reto de este cuatrienio la reconversión industrial para:
1.	 Competir adecuadamente en mercados globales.
2.	 Satisfacer la demanda interna y, 
3.	 Lograr su popularización y democratización frente a los actores sociales y producti-

vos. Estas acciones se impulsarán bajo el liderazgo de Colciencias, y con el concurso 
del Sena, los Ministerios de Comercio, Industria y Turismo, Agricultura, Educación, 
Comunicaciones y Defensa, a través de los diferentes programas de estas entidades.
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Alrededor de este propósito deben concurrir el desarrollo del talento humano, la trans-
ferencia tecnológica, los fondos públicos para CTI, la inversión privada, y el incremento 
de la productividad, acciones en las que se deben involucrar los sectores privado y público. 
De este modo, si Colombia incrementa su disponibilidad de conocimiento aplicado a la 
producción, podrá aumentar sus ingresos y mejorar el nivel de equidad y calidad de vida 
de sus ciudadanos.

Tres elementos claves deben orientar la política de innovación: 
1.	 La innovación es un proceso (social).
2.	 La innovación es uso y aplicación de conocimiento (nuevo o existente) con fines 

económicos.
3.	 Las innovaciones se pueden obtener mediante la realización de múltiples actividades, 

tales como la adquisición de tecnología, bien sea incorporada en bienes de capital o no 
incorporada287, la capacitación, las actividades de I&D, y los cambios organizacionales 
y de comercialización. Esto significa que la tecnología no tiene que ser permanente 
reinventada, la gran mayoría se adquiere a través de distintos mecanismos, como com-
pra de bienes de capital y bienes de consumo, inversión extranjera, adquisición de pa-
tentes y licencias. Por supuesto, algunas provienen de procesos de investigación, pero 
casi siempre son investigaciones sobre objetos y conocimiento previamente existentes. 
La compra o adquisición “exógena” de tecnología para la solución de problemas no es 
una característica de los países en desarrollo; históricamente la “transferencia tecno-
lógica” ha sido mucho más importante y voluminosa entre países industrializados que 
en entre países “desarrollados” y “en desarrollo”. La estrategia de innovación reconoce 
que la incorporación de tecnologías implica “abrir” las tecnologías, es decir aprender 
a descifrarlas, traducirlas y aplicarlas a las necesidades locales, y consecuentemente se 
apoyarán iniciativas que desarrollen y fortalezcan estas capacidades en las empresas.

Las líneas de acción propuestas para alcanzar una adecuada transformación productiva y 
social del país son: 
1.	 Apoyar a las empresas en sus actividades de búsqueda, evaluación, negociación, y 

apropiación de tecnología. Estas acciones están guiadas por una premisa, que la trans-
ferencia de tecnología, sea un proceso “real” de traducción de conocimiento, como 
una forma de apropiación inteligente, base de la innovación efectiva. Parte del apoyo 
que se brindará estará orientado a capacitar recurso humano de la empresa en estos 
diferentes aspectos.

2.	 Apoyar el desarrollo de clusters u otras formas organizativas empresariales, como me-
canismo fundamental para competir en mercados globalizados.

3.	 Establecer mecanismos de apoyo diferenciados según el sector de la producción que se 
atienda, y el tamaño de empresa beneficiaria. Las necesidades del sector agropecuario 
y de aquellos basados en el aprovechamiento de recursos naturales son claramente 
diferentes de las de la industria manufacturera o el sector servicios. Por otra parte, las 
empresas grandes, medianas, pequeñas y micro tienen requerimientos distintos, en 
términos de cuantías, y de tipos de apoyo (instrumentos de política). 

	287	 Estas tecnologías comprenden entre otras las patentes, las licencias, el know-how, y la asesoría técnica. 
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4.	 Apoyar las alianzas entre entidades del conocimiento y empresas, tales como los Comités 
Universidad-Empresa que se han venido constituyendo en distintas regiones del país.

5.	 Consolidar las distintas redes de innovación y sistemas regionales de innovación que 
se han venido dando al interior del SNCTI, diferenciando según el sector de la produc-
ción o la región que se atienda.

6.	 Fortalecer el desarrollo de los recursos humanos como el factor central de los procesos 
de innovación. Estos apoyos deben ir orientados hacia el mejoramiento de los niveles 
de calificación, la implementación de prácticas de administración de recursos huma-
nos en las empresas y organizaciones, la incorporación de TIC acompañadas de capa-
citación del personal, y el estímulo a novedosas formas de participación en la toma de 
decisiones en los procesos de innovación. Se fortalecerán las acciones de formación de 
personal de alto nivel para liderar procesos de innovación y de personal técnico capaz 
de vitalizar los procesos de apropiación de las innovaciones en los puestos de trabajo, 
y por tanto, en la producción.

7.	 Apoyar el desarrollo del sistema de propiedad intelectual y del sistema nacional 
de calidad.
El Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, como ente articulador de las 

redes de producción y circulación del conocimiento, ha venido constituyéndose sistemá-
ticamente en el pivote de la actividad de CTI en el país. Se consolidará dicha instituciona-
lización buscando que, bajo el liderazgo de Colciencias y el apoyo decidido del DNP, sus 
distintos componentes actúen efectivamente como un sistema coordinado con la función 
de promover y optimizar los procesos de innovación empresarial. A lo largo de cerca de 
cuatro décadas se han venido construyendo capacidades científicas y tecnológicas, que 
nos permiten partir de una base aun pequeña pero capaz de traducir conocimiento de 
forma novedosa y eficiente. Así lo ponen de manifiesto los centros y grupos que realizan 
actividades de I&D, el crecimiento en el número de grupos de investigación, las publica-
ciones, el número de personas altamente capacitadas, etc. Se debe aprovechar al máximo 
esa capacidad construida con la que cuenta el país y fortalecerla para garantizarle su sos-
tenibilidad a largo plazo.

La innovación como proceso social, se basa en la producción e intercambio de cono-
cimiento entre múltiples actores, internos y externos a las organizaciones. La innovación 
no la hacen las empresas ni los centros de investigación o desarrollo tecnológico de ma-
nera aislada, sino que es el producto de una red de agentes sociales que involucra desde 
los proveedores de bienes y servicios hasta los usuarios y clientes. En consecuencia, se 
promoverán alianzas institucionales y construcción de redes de empresas, investigadores, 
innovadores, usuarios y agentes gubernamentales, para lo cual se debe fortalecer el Sis-
tema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, y las diversas organizaciones que lo 
componen, como la base para la conformación de dichas redes y alianzas.

El país requiere de un adecuado sistema de propiedad intelectual para promocionar 
la generación y el uso del conocimiento, competir en una economía globalizada, y atraer 
capitales extranjeros. En este sentido, el Departamento Nacional de Planeación, conjun-
tamente con las otras entidades interesadas, desarrollará el documento Conpes “Bases de 
un Plan de Acción para el Desarrollo del Sistema de Propiedad Intelectual” cuyo objetivo 
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es establecer un plan de acción de corto y mediano plazo tendiente a cualificar el impacto 
del Sistema de Propiedad Intelectual sobre la competitividad nacional y la productividad 
de sus agentes económicos, mediante el estímulo a la producción de conocimiento. 

Se han identificado una serie de obstáculos para la realización de investigación cientí-
fica que usa recursos biológicos y genéticos, y saberes ancestrales. El Ministerio del Medio 
Ambiente, con el apoyo de Colciencias, viene impulsando la revisión del marco legal y 
regulatorio para facilitar la investigación científica nacional en diversidad biológica y re-
cursos genéticos.

En relación con el sistema nacional de calidad, se apoyarán las acciones contenidas 
en el Documento Conpes 3446 de 2006 sobre Lineamientos para una Política Nacional 
de Calidad. 

En cuanto al apoyo, desarrollo y fortalecimiento de los clusters y otras formas de organi-
zación empresariales, desde Colciencias se generarán acciones para fortalecer las capacida-
des de desarrollo tecnológico, e innovación de las empresas miembro de estos conglomera-
dos. Es importante resaltar que los clusters son espacios, definidos geográfica y socialmente, 
donde se da comunicación interempresarial, y donde la infraestructura institucional y el 
contexto sociocultural estimulan la innovación continua y el aprendizaje colectivo. Para for-
talecer la producción y competencia basada en conglomerados es imperativo crear capaci-
dades de generación de conocimiento local, para lo que Colciencias y el Sena emprenderán 
acciones conjuntas. Se espera que los empresarios aumenten la inversión en actividades de 
innovación, creen empleo, exporten, creen empresas nuevas, desarrollen redes de proveedo-
res locales, y se articulen activamente con otros actores del SNCTI.

Por otra parte, el aprendizaje como factor fundamental en el proceso de innovación, se 
da de manera interactiva y acumulativa. En este sentido cobra especial importancia el recur-
so humano, receptor y transmisor de información y conocimiento. Para ello, Colciencias y el 
Sena emprenderán programas de apoyo a la formación de recursos humanos especialmente 
en el nivel de posgrado (maestría y doctorado), capaces de insertarse efectivamente en las 
redes de innovación y liderar las alianzas necesarias para apoyar estos procesos. 

Colciencias cuenta con una serie de mecanismos financieros e incentivos para la innova-
ción y el desarrollo tecnológico, los cuales buscan reforzar la transformación productiva del 
aparato productivo nacional, tales como: líneas de crédito con incentivos a la innovación tec-
nológica, cofinanciación de proyectos y programas estratégicos, proyectos precompetitivos de 
I&D, apoyo a misiones empresariales, riesgo tecnológico compartido, fomento de la industria 
de capital de riesgo para empresas innovadoras, e incentivos tributarios para la investigación y 
la innovación. Se buscará contar con un compromiso claro del sector financiero a través de su 
participación y soporte de los anteriores instrumentos de apoyo a la innovación. 

Unido a lo anterior, se impulsarán otros mecanismos de apoyo a la innovación y la 
modernización tecnológica, tales como dar prioridad a la tecnología nacional en las com-
pras del Estado, fomentar la elaboración de normas técnicas nacionales y la certificación 
internacional de laboratorios del país. En particular, el poder de compra del Estado co-
lombiano puede convertirse en un motor del desarrollo tecnológico del país, tanto de 
bienes y servicios actualmente en producción, como de nuevos productos y servicios con 
alto contenido tecnológico. 
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Concomitantemente, Colciencias y el Sena, en asocio con los Ministerios y entidades 
correspondientes a cada sector, buscarán mecanismos institucionales para la generación y 
consolidación de programas y espacios de discusión que permitan la participación activa 
de empresarios, agentes gubernamentales, investigadores y usuarios de tecnologías en los 
procesos de evaluación e implementación de nuevas tecnologías.

7.5.3	 Fomentar la apropiación de la CTI en la sociedad colombiana
La apropiación social se orienta a generar una base cultural sólida de percepción y 

valoración de las actividades científicas, tecnológicas e innovadoras por parte de la socie-
dad. Sólo en la medida en que una sociedad se siente copartícipe en la toma de decisiones 
y la consecuente validación y construcción de conocimiento científico se puede hablar de 
apropiación cultural de la ciencia y la tecnología. Por lo tanto, el fomento a la apropiación 
social del conocimiento exige, entre otros procesos, hacer evidente ante la opinión pública 
que la CTI hace parte del quehacer diario y por consiguiente, le conciernen a todos los 
ciudadanos y no solo a los expertos. En este sentido, es necesario construir canales de 
comunicación que actúen en los dos sentidos, a saber, desde los expertos hacia los legos 
y viceversa.

Una sociedad donde el conocimiento acerca de cómo opera la ciencia y la tecnología 
está ampliamente distribuido entre la población, abre espacios para utilizarlo democráti-
camente en la toma de sus principales decisiones. Por tanto, el conocimiento debe hacer 
parte de la Agenda Pública donde se discuten los problemas y soluciones del país. Las 
principales líneas de acción son:
•	 Promover y favorecer la circulación de información sobre la construcción de conoci-

mientos científicos y tecnológicos y los procesos de innovación, como prácticas socia-
les, a través de medios masivos de comunicación.

•	 Estimular la participación de los actores sociales en los procesos de generación, com-
prensión, validación y uso del conocimiento a favor de la sociedad colombiana.

•	 Crear espacios de debate, donde puedan participar los grupos sociales, académicos, 
económicos y políticos pertinentes, sobre decisiones políticas en donde la ciencia y la 
tecnología juegan un papel preponderante, tales como implementación de nuevos sis-
temas de transporte, investigación en ciertas líneas biotecnológicas, uso y explotación 
comercial de material genético y de conocimiento local, etc.

•	 Promover proyectos de investigación conjuntos entre universidades (facultades de 
educación, ciencias e ingeniería), entidades dedicadas a la apropiación y medios de 
comunicación, para generar espacios de reflexión que ayuden a comprender el proceso 
de producción y circulación del conocimiento y sus implicaciones sociales, políticas y 
económicas.

•	 Apoyar los programas y las instituciones nacionales dedicados a la apropiación social 
de la CTI.

•	 Promover la creación en el sector educativo formal y no formal de cursos que promue-
van la reflexión acerca de la relación entre ciencia, tecnología, naturaleza y sociedad.

•	 Apoyar la apertura de programas de estudios sociales de ciencia y tecnología y de 
comunicación de la CTI.
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La formación especializada de los maestros para la enseñanza de la ciencia a los ni-
ños y jóvenes, y la presencia de centros interactivos donde la ciudadanía tome contacto 
con los desarrollos propios de la CTI, son esenciales para mostrar los estrechos vínculos 
que existen y deben existir entre ciencia, tecnología, naturaleza y sociedad. Por lo cual 
se apoyará el montaje y desarrollo de centros interactivos de CTI en las regiones, pro-
moviendo y dando apoyo institucional y financiero para la creación de dichos centros, 
tanto de naturaleza estacionaria como móvil (o itinerante). Colciencias, Maloka, y otras 
instituciones especializadas prestarán asistencia técnica para la creación y funcionamiento 
de los centros. Se fomentará el trabajo en red para el aprovechamiento de recursos y su 
movilización en el país.

 
7.5.4	 Incrementar y fortalecer las capacidades humanas para la CTI 

Para ser competitiva en un mundo basado en la innovación, Colombia requiere au-
mentar su ritmo de producción de conocimiento. El país necesita contar con un grupo 
significativo de personas dedicado a actividades de ciencia, tecnología e innovación. Re-
ferentes internacionales indican que una sociedad requiere al menos que uno de cada mil 
habitantes esté dedicado a actividades de CTI, para lograr una masa crítica que permita 
una adecuada y creciente incorporación de conocimiento a las distintas actividades de la 
sociedad. Para ello se debe aumentar significativamente el número de personas con docto-
rado y maestrías. También se conformará una red de apoyo de colaboradores que faciliten 
la producción, apropiación y uso del conocimiento en todos los niveles educativos y en 
todos los sectores sociales. Se busca reconocer el valor del concepto de cadena educativa, 
por el cual las personas deben maximizar sus oportunidades de formación a lo largo de la 
vida y ejercer su derecho al libre pasaje entre los niveles de formación básica y secundaria, 
formación para el trabajo y educación superior. La ciencia y la tecnología deben ser parte 
integral de este proceso de formación. 

En materia de formación avanzada (doctorados y maestrías) se ampliará la formación 
de investigadores que el país necesita para lograr y consolidar el desarrollo científico-téc-
nico. Colciencias y el Ministerio de Educación trabajarán para fortalecer y promover la 
creación de programas de posgrado (maestrías y doctorados) en las instituciones de edu-
cación superior colombianas y negociarán la segunda fase del crédito ACCES ante el Ban-
co Mundial. Con el fin de mantener aquellos programas al día con las tendencias interna-
cionales, también se apoyará la formación a nivel de maestría, doctorado y posdoctorado 
de futuros investigadores en universidades de la más alta calidad en el exterior, con miras 
a que se vinculen, a su regreso, a instituciones académicas así como a empresas. Adicional-
mente se promoverán las vocaciones científicas y tecnológicas y sus actividades en todos 
los niveles educativos, especialmente a través del Programa Ondas, con miras a interesar a 
la niñez y a la juventud en la investigación científica, y las actividades tecnológicas e inno-
vativas. Se facilitará la articulación del Sistema Nacional de Formación para el Trabajo con 
el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, de modo que se pueda adecuar la 
capacitación de los trabajadores al ritmo del progreso tecnológico. Se propenderá porque los 
trabajadores se interesen en adquirir los conocimientos básicos y las destrezas profesionales 
para participar en la transformación del aparato productivo nacional. 
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A través de diferentes mecanismos se promoverá la vinculación de destacados científi-
cos (colombianos y extranjeros) residentes en el exterior a las entidades del SNCTI. También 
se impulsará la formación de gestores del conocimiento de alto nivel que puedan formar y 
entrenar profesionales especializados en la gestión del conocimiento avanzado, particular-
mente en las áreas de la promoción, la administración, la planificación y el seguimiento de 
los planes y programas científicos y tecnológicos de gran alcance y complejidad.

7.5.5	 Consolidar la institucionalidad del sistema nacional de ciencia, tecnología 
e innovación

La institucionalidad de la CTI es uno de los principales activos con que cuenta el país, 
luego de cuarenta años de políticas continuas y coherentes. De allí que su consolidación 
deba enfocarse, por un lado, a preservar y valorizar los logros alcanzados y, por el otro, 
a superar las limitaciones que aún existen. Así mismo, es necesario adaptar las bases del 
actual SNCTI a las nuevas condiciones que se prevén para nuestro país en el 2019. Es 
necesario optimizar el marco jurídico actual y expedir normas que generen mecanismos 
efectivos y eficaces de coordinación del gasto público en CTI. Es indispensable que existan 
mecanismos administrativos, jurídicos y logísticos de coordinación en la planeación y 
ejecución, de manera que las capacidades desarrolladas y por desarrollar actúen en forma 
sinérgica para potenciar el sistema en su conjunto. Teniendo como marco de largo plazo la 
Visión Colombia II Centenario, y los objetivos plasmados allí, el SNCTI, y Colciencias en 
particular, no están financiados adecuadamente para el cumplimiento de todas las metas 
y por lo tanto para responder a los desafíos que el país tiene. 

A este efecto se emprenderá la consolidación institucional del SNCTI, con el objeto 
de incrementar la funcionalidad, la integración, la coordinación operativa, la eficiencia 
y el espíritu cooperativo del conjunto de entidades, programas y procesos involucrados 
en el desarrollo científico y tecnológico del país. Se crearán mecanismos de coordinación 
institucional para el diseño y la financiación de políticas y programas en CTI, buscando 
la eficiencia, eficacia y equidad en el SNCTI, con el fin último de optimizar los recursos y 
evitar la dispersión de acciones. Se buscará, con el apoyo del Gobierno Nacional, poten-
ciar a Colciencias y asegurar los recursos financieros suficientes para el SNCTI. 

Esta reorganización requiere una visión de largo plazo así como un seguimiento y eva-
luación permanentes. Esta necesidad conlleva la utilización de diferentes metodologías 
para la planeación de largo plazo, como medios para la construcción de futuros con base 
en la participación de todos los agentes del SNCTI. 

7.5.6	 Consolidar la infraestructura y los sistemas de información para la CTI
Las actividades de ciencia, tecnología e innovación requieren de una infraestructura 

física de investigación e innovación, y de una disponibilidad y un flujo de información y 
conocimiento suficiente y oportuno. El apoyo a sistemas de información debe orientarse 
a: mejorar el acceso para los actores del SNCTI a las fuentes y canales de información 
científica y tecnológica; y a proveer información sobre y para la gestión, seguimiento y 
evaluación del sistema. La carencia de información confiable y consolidada ha llevado al 
fraccionamiento de esfuerzos y la duplicación de tareas, tanto de entidades del Gobierno 
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Nacional, como de entes territoriales, y organizaciones empresariales y sociales, lo cual va 
en detrimento de la consolidación del SNCTI. Por otro lado el país a través de los años ha 
construido una capacidad de investigación científica y desarrollo tecnológico en múltiples 
centros de I&D, tanto públicos como privados, que no se puede perder ni subutilizar.

En primera instancia, se buscará mantener y modernizar la capacidad e infraestruc-
tura existente, en universidades, centros de I&D, y centros de apoyo a la innovación, para 
lo cual se requieren considerables apoyos institucionales. Igualmente, se buscará generar 
entre las instituciones e investigadores una cultura de uso compartido y cooperativo de la 
infraestructura disponible, así como bibliotecas, laboratorios, redes de información e in-
tercomunicación, bases de datos, suscripciones a bibliografía electrónica, redes de internet, 
plantas piloto, entre otros, de un mismo municipio o región. 

En segundo lugar, a partir de la plataforma existente, y de instituciones como el Obser-
vatorio Colombiano de Ciencia y Tecnología, se requiere la consolidación de un Sistema 
de información amplio y eficaz para la ciencia, la tecnología y la innovación que sirva para 
formular políticas, establecer prioridades, y evaluar programas e instituciones a través 
de información oportuna y confiable que sirva a los actores del sistema para la toma de 
decisiones estratégicas. 

En tercera instancia, se promoverá el desarrollo y la aplicación de tecnologías de la 
información y la comunicación a todos los procesos de CTI con el ánimo de facilitar la 
modernización del Sistema y avanzar hacia una sociedad del conocimiento. Colciencias 
y el Ministerio de Comunicaciones, promoverán proyectos de infraestructura, tales como 
el fortalecimiento de la Red Nacional Académica de Tecnología Avanzada (Renata). Tam-
bién se propenderá por el desarrollo de una cultura de evaluación de impacto de inversión 
en tecnologías de información y comunicación (TIC) por medio de ejercicios formales 
de medición y evaluación. Se desarrollarán o contratarán sistemas abiertos, que permitan 
escalabilidad, competitividad y conectividad, que conduzcan a una infraestructura de TIC 
flexible, que se adapte a las necesidades cambiantes de las organizaciones. 

7.5.7	 Promover la integración regional 
Colombia tiene condiciones únicas debido a sus características de país tropical –ama-

zónico, andino y costero– que exigen explicaciones propias y manejos técnicos e institu-
ciones eficaces. En este contexto de diversidad cultural, natural y productiva, resultado 
de la heterogeneidad regional, existen múltiples oportunidades para mejorar el nivel de 
vida de nuestra población. Para ser viable en el contexto global, el desarrollo científico, 
tecnológico e innovativo del país deberá sustentarse en el conocimiento de las realidades 
locales, así como en la comprensión y la dinamización de procesos participativos a través 
de proyectos estratégicos, tendientes a establecer lazos de cooperación, sinergia y eficien-
cia colectiva donde participen los actores públicos, productivos y sociales de las regiones. 

Colciencias impulsará el mejoramiento de la Gestión Pública de la CTI en el orden 
territorial, en procura de una mayor y efectiva descentralización y desconcentración de las 
actividades científicas y tecnológicas. El papel de las alcaldías y gobernaciones en ciencia y 
tecnología, y su fortalecimiento institucional, es fundamental para disminuir las desigual-
dades y desequilibrios entre las regiones y para facilitar su cohesión social y económica. 
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También se impulsará el conocimiento sobre las potencialidades, capacidades y voca-
ciones de las regiones, con miras a fortalecer los procesos de desarrollo territorial, a escala 
local y regional que vienen adelantándose en el país. Igualmente se favorecerán proyec-
tos para el desarrollo de territorios estratégicos de Colombia, tales como la Amazonía, 
el Chocó Biogeográfico, los Espacios Oceánicos y zonas costeras, el Espacio Geoestacio-
nario, el Macizo Colombiano y las Zonas de Integración de frontera, con el propósito de 
aprovechar las ventajas comparativas y competitivas que ellas ofrecen e integrarlas a los 
procesos nacionales de desarrollo económico y social sostenible. 

Finalmente, se estimulará el desarrollo de comunidades de conocimiento empírico y 
tradicional, con miras a identificar, proteger y aprovechar los saberes científicos y tecnoló-
gicos tradicionales de las regiones.

7.5.8	 Consolidar la proyección internacional de la ciencia, la tecnología y la 
innovación

Los procesos de globalización suponen para la actividad científica y tecnológica del 
país una intensa y permanente integración con el acontecer científico y tecnológico mun-
dial. Estos esfuerzos de cooperación internacional indican una doble vía, en donde exista 
una apertura al conocimiento y a las tendencias que se están generando en el mundo, para 
la construcción de nación; y otra de presencia en las actividades y los logros del país en el 
escenario mundial, contribuyendo al progreso de toda la humanidad. La ciencia, la tecno-
logía y la innovación deben pensarse necesariamente en un contexto universal, donde los 
flujos de conocimiento y la movilidad de personas son un factor constante para acelerar 
los procesos de aprendizaje colectivo.

En este contexto Colciencias, los Ministerios de Educación Nacional y de Relaciones 
Exteriores, y la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Interna-
cional promoverán la articulación de Colombia a proyectos estratégicos bilaterales y 
multilaterales de CTI, se estimulará el desarrollo de la cooperación internacional y se 
ampliarán los canales de comunicación e información acerca de los logros de la comu-
nidad científica y tecnológica nacional y sus colegas internacionales. De esta forma el 
país mejorará los procesos de identificación, promoción, articulación, coordinación y 
apoyo de proyectos de cooperación técnica y financiera para la ciencia, la tecnología y 
la innovación. Ello implica promover la gestión de la cooperación internacional dentro 
de una visión estratégica de largo plazo que permita constituir a la cooperación en un 
instrumento eficiente y eficaz para la adquisición y desarrollo de las tecnologías y co-
nocimientos que se requieren en cumplimiento de objetivos estratégicos acordes con la 
Visión Colombia 2019. 

Las universidades, los centros de investigación científica, desarrollo tecnológico y de 
prestación de servicios científico-técnicos, y las empresas deben optimizar sus estrategias 
de captación de recursos financieros, transferencia de tecnología, intercambios académi-
cos, becas, pasantías, donación de equipos, y trabajos científicos conjuntos. 
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7.6	 Cultura, deporte, recreación, actividad física y tiempo libre 
y desarrollo

7.6.1	 Cultura para la convivencia
La estrategia de crecimiento económico y fortalecimiento de la democracia busca 

principalmente fortalecer el tejido social, recuperar la confianza ciudadana en las insti-
tuciones, el respeto a los derechos humanos, el fomento del pluralismo y la participación 
ciudadana.

Dentro de esta estrategia cobra importancia el concepto de formación en valores, que 
encuentra mayor justificación por las transformaciones generadas con la globalización a 
nivel mundial, las cuales han tenido su réplica en el contexto nacional, razón por la cual 
los procesos educativos y culturales deben tender hacia el mejoramiento cualitativo de 
la educación formal y educación para el trabajo y el desarrollo humano, que tiene como 
objetivo lograr ciudadanos competentes para desempeñarse en un contexto social com-
plejo, capaces de asumir compromisos, adaptarse con eficacia a las nuevas realidades de 
la economía y el trabajo y asumir con actitud crítica y transformadora este nuevo reto de 
globalización e internacionalización de la sociedad.

Metas y acciones requeridas
•	 Sistema nacional de formación artística y cultural (SINFAC)
	 Para llevar a cabo este propósito se impulsaran iniciativas como el Sistema Nacional 

De Formación Artística Y Cultural (SINFAC), a cargo del Ministerio de Cultura, que 
tiene como objetivo orientar, coordinar y fomentar el desarrollo de la educación artís-
tica y cultural no formal como factor de cohesión social.

•	 Plan Nacional de Cultura y Convivencia
	 Dentro de esta estrategia también se encuentra el fortalecimiento del Plan Nacional de 

Cultura y Convivencia, articulado a los programas del Alto Comisionado para la Paz, 
que tienen como objetivo hacer que el diálogo cultural vaya más allá de la apreciación 
y valoración pasiva de la pluralidad para generar diálogos, interacciones y enriqueci-
mientos mutuos. El diálogo en las culturas y entre las culturas invoca al sentido políti-
co del término reconocimiento, el cual implica convertir la apreciación de la diversidad 
en prácticas sociales, formas de actuar y de relacionarse sustentadas en el ejercicio de 
derechos y deberes ciudadanos. Es aquí donde la relación entre cultura y convivencia 
puede trascender retóricas vacías y convertirse en una posibilidad concreta de hacer 
de este un país que logre aprovechar sus diferencias culturales en la construcción de un 
futuro mejor para todos.  

	 Con este programa en los distintos niveles territoriales a la fecha se han adelantado pro-
cesos de formación en los que se ha capacitado 50.342 promotores culturales que trabajan 
impulsando procesos de convivencia en comunidades de diferentes distritos y departa-
mentos del país, lo que ha permitido la realización de 8.025 productos de convivencia.

	 Por tal razón, se propone para el próximo cuatrienio ofrecer a los colombianos un espa-
cio para asumir, expresar y resolver sus diferencias, mediante la creación y consolidación 
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de 200 franjas de opinión en las emisoras comunitarias y de interés público, que apor-
ten a la comprensión de sociedad y a la resolución pacífica de conflictos.

•	 Cultura ciudadana
	 El desarrollo de las sociedades no se limita de manera exclusiva a la acumulación de 

factores productivos y al crecimiento de la riqueza: es necesario que los miembros 
de la ciudadanía gocen de ciertas garantías institucionales que le permitan al capital 
humano de cada uno alcanzar su máximo potencial en temas de valores, actitudes y 
comportamientos. Dichas garantías deben ser el producto de la correcta interacción de 
los integrantes de la sociedad en los espacios de participación pública que tienen como 
consecuencia el establecimiento de un clima de confianza en las instituciones y respeto 
hacia las normas sociales. La amalgama de estos elementos se sintetiza en el concepto 
de cultura ciudadana, representada por una serie de valores como la tolerancia, la con-
fianza y el respeto que generan la armonía entre los miembros de una sociedad.

	 El país debe propender por el fomento de una cultura ciudadana que permita crear 
una mejor sociedad. Una de las ideas principales es que el cambio cultural que requiere 
Colombia esté orientado por el Estado, a través de una adecuada política pública que 
fortalezca los espacios de participación, que promueva la resolución pacífica de con-
flictos y que difunda el respeto de los derechos y la tolerancia.

	 Una serie de acciones estatales llevadas a buen término en este sentido le permi-
tirían a la sociedad colombiana superar de buena manera los posibles obstáculos 
que se le puedan presentar en materia económica, política y social. Para ello, es in-
dispensable que la política nacional se articule con las iniciativas territoriales para 
que la población logre apropiar los comportamientos afines con la cultura ciuda-
dana. Así, los gobiernos locales serán, en últimas, los responsables de motivar a su 
población hacia el respeto de las normas, la contribución a la seguridad ciudadana, 
la generación de confianza y la capacidad para concertar y cumplir acuerdos en 
todos los espacios de la vida civil, y el aumento de la tolerancia y confianza hacía 
las instituciones públicas.

7.6.2	 La cultura como estructura social del país

Cultura y desarrollo
Los valores adquiridos por los ciudadanos durante sus diferentes fases de formación, 

y la información recibida que transmite el entorno pueden incentivar el proceso de cons-
trucción de capital social, el cual, según Bernardo Kliksberg, contribuye al desarrollo so-
cial y económico de los países. Al mismo tiempo, la cultura juega un papel importante en 
la formación de esos valores, los cuales pueden ser potenciados dependiendo del nivel de 
aceptación y reconocimiento que a esta se le dé.

Como lo señala al respecto Stiglitz (1998), preservar los valores culturales tiene gran 
importancia para el desarrollo, por cuanto ellos sirven como una fuerza cohesiva en una 
época en que muchas otras se están debilitando. El capital social y la cultura pueden ser pa-
lancas formidables de desarrollo si se crean las condiciones adecuadas (Kliksberg, 1999).
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En este sentido, “la cultura va mucho más allá del libro o de la obra de arte: tiene que ver 
con las formas como se comunican los miembros de una sociedad, como trasmiten y crean 
sentidos comunes que les permiten reconocerse, tolerar y disfrutar sus hábitos, costumbres 
y formas de actuar. Esta creación de sentido incluye el reconocimiento de los rasgos propios 
de cada uno: qué significa ser colombiano, o ser miembro de una región” (Melo, 2003).

Adicionalmente, la cultura es fundamental para la convivencia, ya que mediante esta 
los individuos se pueden reconocer como pertenecientes a un grupo con un conjunto de 
valores, creencias y comportamientos determinados. Mediante el reconocimiento de las di-
ferencias culturales es posible entablar diálogos constructivos entre los miembros de la so-
ciedad. Las diversas manifestaciones culturales contribuyen al desarrollo de las capacidades 
creativas de los individuos, lo que fomenta la innovación en todos los campos del conoci-
miento. Simultáneamente, estas manifestaciones hacen mejores seres humanos y los provee 
de herramientas para participar de manera más positiva dentro de la comunidad.

En este contexto, la cultura es pilar fundamental de la estructura social del Estado 
colombiano, tal como lo establece la Constitución Política de 1991, que la definió como 
“fundamento de la Nacionalidad”. Se busca entonces que a partir de la aplicación de las po-
líticas culturales los ciudadanos se apropien, disfruten y desarrollen la actividad cultural, 
enriqueciendo los procesos de diálogo y construcción permanente de lo nacional desde 
lo local y lo regional.

Sin embargo, y a pesar de los avances en este tema, se requiere fortalecer espacios para 
la participación política sistemática y eficiente de sectores populares que enriquezcan la 
vida social y la creación cultural del país. En este sentido, la política de este cuatrienio 
avanzará hacia una nación responsable de su creatividad de futuro con oportunidades 
para que todos los ciudadanos participen activamente tanto en la producción como en el 
goce y el disfrute de la cultura y el aprovechamiento del tiempo libre.

Para el logro de lo anterior, se propone el fortalecimiento de las siguientes estrategias:

•	 Ampliación del Museo Nacional
	 El Museo Nacional de Colombia es uno de los más antiguos del país y de América que 

se creó el 28 de julio de 1823. Este, además de acumular la identidad patrimonial del 
país, coordina el Plan Nacional de Gestión de Colecciones; administra los 12 museos 
adscritos al Ministerio de Cultura; implementa seminarios de Formación; edita publi-
caciones especializadas; brinda asesoria en museología a los 404 museos del país y a la 
comunidad en general; crea exposiciones itinerantes; y realiza los diagnósticos de los 
museos en Colombia.

	 Sin embargo, en los últimos años el Museo Nacional ha visto restringida la prestación 
de sus servicios debido a la creciente demanda personal e institucional, por esta razón 
se propone para el cuatrienio adelantar las acciones necesarias para la ampliación de 
su espacio físico. 

•	 Consolidar el Sistema Nacional de Cultura
	 La Ley general de cultura promulgó la creación del Sistema nacional de cultura con 

el fin de articular la institucionalidad y fomentar la cultura desde lo regional hasta lo 
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nacional. Sin embargo, debido al paulatino posicionamiento de lo cultural en los ám-
bitos territoriales, se requiere consolidar dicho Sistema, de tal manera que se genere 
una mayor presencia de lo cultural en las políticas y planes de desarrollo municipal, 
distrital y departamental, desarrollando procesos de coordinación de políticas, planes 
y programas entre los diferentes niveles territoriales.

•	 Fortalecer el Sistema Nacional de Información Cultural (Sinic)
	 Los sistemas de información son elementos claves para el diseño, evaluación y seguimiento 

a la política y sus procesos de planeación. En este sentido, el Ministerio de Cultura en el 
período 2002-2006 desarrolló el Sistema Nacional de Información Cultural (Sinic), con 
cuatro áreas de información: música, bibliotecas, patrimonio y museos. De igual forma, se 
fortalecieron tres subsistemas: cinematografía, museos y biblioteca nacional.

	 Por lo anterior, durante el período 2007-2010, las estrategias estarán enfocadas hacia el for-
talecimiento de los sistemas de información en todas las áreas del sector y su articulación 
en torno al Sinic. De igual forma, se fortalecerá la asistencia técnica a las entidades territo-
riales en el tema de sistemas de información con el fin de lograr la interfaz entre estos.

•	 Investigaciones en Antropología y Lingüística
	 La investigación sobre procesos culturales y sociales cruciales para el país es otra ta-

rea inaplazable. En ese sentido, el Instituto Colombiano de Antropología e Historia 
(ICANH) y el Instituto Caro y Cuervo deberán consolidar su labor respecto a la pro-
ducción de conocimientos antropológicos, históricos, lingüísticos, filológicos y lite-
rarios sobre la permanencia y la transformación de los grupos y actores sociales que 
conforman la Nación colombiana. En tal sentido, se propone la elaboración de 57 in-
vestigaciones para el próximo cuatrienio.

•	 Plan Nacional de Lectura y Bibliotecas (PNLB)
	 El PNLB ha propendido por fortalecer las bibliotecas públicas como espacios cul-

turales que faciliten el acceso de toda la población a la información, conocimiento 
y entretenimiento, mejorando los niveles de lectura y escritura, permitiendo la 
formación de ciudadanos más responsables y participativos. Gracias a los esfuer-
zos del Gobierno Nacional, el Banco de la República y el Gobierno japonés, el 
PNLB durante el pasado cuatrienio logró fortalecer 683 bibliotecas mediante la 
dotación de libros y una dotación básica de medios audiovisuales, acompañándo-
los, adicionalmente, con programas de capacitación para bibliotecarios, profesores 
y promotores de lectura.

	 En el próximo cuatrienio se buscará promover la conectividad de cada una de las bi-
bliotecas públicas y su acceso a Internet, en articulación con el Ministerio de Comu-
nicaciones y la Agenda de Conectividad. Adicionalmente, se requiere brindar con-
diciones de sostenibilidad y de continuo mejoramiento con el objetivo de lograr que 
Colombia se convierta finalmente en un país de lectores y bibliotecas. Para lo anterior, 
se dotaran 240 bibliotecas en el cuatrienio y se fortalecerán los procesos de capacitación 
e incentivos a la lectura.
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•	 Plan Nacional de Música para la Convivencia (PNMC)
	 La música enriquece la vida cotidiana, posibilita un mejor desarrollo perceptivo, cognos-

citivo y emocional, fortalece valores individuales y colectivos, y constituye fundamento 
del conocimiento social e histórico que es referente de identidad en los grupos sociales.

	 En este contexto, el PNMC busca construir ciudadanía democrática, fortaleciendo la 
identidad nacional, regional y local y el reconocimiento de la pluralidad y la diferencia, 
mediante la consolidación y creación de bandas escuelas no formales para la población 
infantil y juvenil, cuyo fin sea ampliar y fortalecer la práctica, el conocimiento y el 
disfrute de la música en el país.

	 El Plan, entre 2002 y 2006, fomentó la práctica musical por medio de la creación y el 
fortalecimiento de escuelas de formación en los municipios colombianos. En alianza 
con las administraciones locales, el Fondo de Inversiones para la Paz, y el apoyo de los 
gobiernos de China y Corea, el Plan creó 300 Bandas Escuela que beneficiaron a 19.082 
niños y jóvenes, además de los 13.830 inscritos en la Red Batuta. Adicionalmente, se 
dotaron 50 escuelas de música tradicional y se capacitaron[sic]1.083 directores y do-
centes de 786 municipios.

	 Con el fin de avanzar en este tema y en concordancia con el Conpes 3409 de 2006, se 
propone para el cuatrienio:
•	 Propiciar la sostenibilidad y la autonomía de los procesos musicales en las 

entidades territoriales.
•	 Consolidar la práctica musical como escuela y la apreciación crítica de la música.
•	 Ampliar y democratizar las oportunidades de acceso y de uso adecuado a instru-

mentos musicales y materiales pedagógicos para la práctica musical.
•	 Fortalecer los procesos de socialización, circulación y apropiación de la acti-

vidad musical.
•	 Contribuir al reconocimiento de los actores y procesos musicales y a la organiza-

ción del subsector de la música.
	 A partir de los logros alcanzados durante el primer cuatrienio se pretende que a 2010 

se creen y fortalezcan 260 bandas, beneficiando a por lo menos 15.600 niños y jóvenes 
adicionales con el programa Banda Escuela.

	 Respecto de los procesos de formación requeridos para el fortalecimiento del pro-
grama Banda Escuela, se contará con el apoyo articulado de diferentes instituciones, 
como el Ministerio de Educación, con el cual se busca aunar esfuerzos en la formula-
ción de políticas y acciones para la educación artística en Colombia y la identificación 
de estrategias para fomentar su calidad y cobertura. En igual sentido, se impulsará la 
creación de posgrados en música que permitan el logro de mejores niveles de forma-
ción en las diferentes regiones del país.

	 De la misma forma, se propone mantener el vínculo entre el Ministerio de Cultura y 
la Agencia Presidencial para la Acción Social (Fondo de Inversiones para la Paz), para 
continuar financiando el proyecto de banda escuela; así mismo y con el propósito de 
optimizar y coordinar políticas y acciones públicas en el campo musical, se considera 
necesario que la Fundación Batuta y la Asociación Nacional de Música Sinfónica se 
integren al PNMC.
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•	 Fortalecimiento de la cinematografía
	 A partir de la promulgación de la Ley de Cine que ha permitido el recaudo de recursos 

para el sector, Colombia ha venido aumentando el número de largometrajes de cine 
de producción o coproducción nacional estrenados comercialmente en el país; en el 
cuatrienio pasado se logró el estreno de 18 de éstos.

	 Para el período 2007-2010 la meta de producción de películas colombianas será de 5 
en 2007 y 2008 y de 6 en 2009 y 2010. Sin embargo, en el largo plazo se espera que este 
número esté entre 8 y 10 títulos, para acercarse al cluster de 14 películas exhibidas 
por año, que sería el punto de equilibrio para conformar las bases de una industria 
cinematográfica colombiana, lo que generará la creación de nuevas empresas dedi-
cadas a la producción cinematográfica y su ciclo, de acuerdo con el estudio realizado 
por Fedesarrollo.

	 Para el logro de esta meta, la política cinematográfica se deberá centrar en el fortalecimien-
to de cada uno los eslabones que componen la cadena de creación y producción, que inclu-
yen, a su vez, los campos de la investigación, la legislación, la comunicación, la formación, 
la producción, la divulgación, la distribución, la exhibición, la preservación y la conserva-
ción. El objetivo de esta estrategia es reducir los tiempos de producción de películas con el 
fin de fortalecer procesos de sostenibilidad y continuidad, motivando en los productores 
la búsqueda de fuentes de financiación que provengan no sólo de las convocatorias na-
cionales promovidas por el Fondo para el Desarrollo Cinematográfico, sino abriendo el 
abanico de posibilidades: inversión privada mediante estímulos tributarios, coproducción 
con otros países y cooperación internacional.

	 Un renglón especial de fortalecimiento será la promoción del país como un destino para 
la realización de producciones cinematográficas de gran formato, que atraigan la inversión 
de realizadores extranjeros. Con esta estrategia se prevé generar nuevos empleos directos e 
indirectos. Este objetivo específicamente contará con el apoyo de Proexport en el sentido 
de apoyar la estrategia y la gestión de promoción internacional, a través de las oficinas co-
merciales en el exterior y el portafolio de servicios que maneja esta entidad.

	 Al mismo tiempo, con el Ministerio de Educación Nacional y el Sena se desarrollarán 
estrategias para la creación y fortalecimiento de programas académicos del sector de 
la cinematografía en las Instituciones de Educación Superior, promocionando las ac-
tividades de formación y capacitación del recurso humano requerido para el sector de 
la cinematografía.

•	 Conservación del patrimonio cultural
	 El patrimonio se destaca por su presencia constante en la vida de los ciudadanos, por 

su poder de convocatoria y por su capacidad de generar referentes colectivos, a partir 
de elementos que generan identidad. El patrimonio cultural nos identifica como socie-
dad, nos sitúa en una perspectiva de largo plazo, nos comunica con el pasado, nos pro-
porciona claves para comprender lo que somos, da sentido a nuestra existencia como 
pueblo o como cultura, nos enriquece individual y colectivamente, mejora la calidad 
de vida, genera riqueza y crea un ámbito en el que somos capaces de reconocernos 
como parte de una comunidad con una voz propia.
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	 Hasta ahora, la institucionalidad del patrimonio cultural ha estado orientada funda-
mentalmente, con sus recursos humanos y financieros, al patrimonio histórico y mo-
numental. Sin embargo, es preciso implementar cambios en las respectivas políticas, 
asociados a la necesidad de vincular al patrimonio con procesos sociales y culturales, 
con el desarrollo sostenible, y con las dinámicas urbanas que buscan oportunidades 
para afianzar los sentidos de identidad y pertenencia, la convivencia y el mejoramiento 
de la calidad de vida, con participación del sector privado.

	 Estos cambios se relacionan igualmente con la inclusión de otros patrimonios en el 
ámbito de las políticas públicas, como son el patrimonio cultural sumergido y el inma-
terial, entre otros. En este sentido, y dentro del pasado cuatrienio el Ministerio de Cul-
tura gestionó las proclamaciones del Carnaval de Barranquilla y del Espacio Cultural 
de San Basilio de Palenque como Obras Maestras del Patrimonio Oral e Inmaterial de 
la Humanidad, que ahora requerirán de un plan de salvaguardia.

	 El Ministerio de Cultura ha puesto en primer plano de la discusión pública el respe-
to, protección y promoción del patrimonio. Se requiere dentro del próximo cuatrie-
nio fortalecer bajo un enfoque integral el manejo del patrimonio cultural, que permita 
balancear la atención que se le presta al aspecto monumental, generalmente propio de 
bienes inmuebles, frente a otros aspectos de los bienes culturales muebles e inmateriales, 
referidos a las memorias cotidianas y al contexto sociocultural en el cual se ubican288.

En este sentido, las metas son: 80 monumentos intervenidos.
•	 Centros históricos con Planes especiales de protección (PEP)
	 El centro histórico representa la memoria colectiva de la ciudad a través de su patri-

monio edificado, emplazamiento, configuración de plano y monumentos. Vestigios del 
urbanismo de diferentes épocas y arquitecturas de distintos estilos muestran la historia 
viva del pasado de la ciudad. No obstante, la falta de sensibilidad de la población, de la 
ausencia de una institucionalidad especializada en la salvaguardia del patrimonio, del 
desconocimiento de la legislación o de la carencia de medios para aplicarla, ha moti-
vado al Gobierno a desarrollar estrategias para la protección de este patrimonio.

	 En este sentido, durante el período 2002-2006 se suscribieron 17 convenios para el 
desarrollo de Planes especiales de protección de 45 centros históricos del país.

	 En este sentido, durante el período 2002-2006 se formularon los Planes especiales de 
protección de 47 centros históricos del país.

	 La política para el próximo cuatrienio se deberá centrar en las obras definidas en por 
lo menos 40 de los Planes especiales de protección formulados. Con lo anterior, se 
busca que los centros históricos recobren su vida en términos de uso residencial, cultural 
y comercial, y al mismo tiempo se conviertan en el principal eje generador de bienestar 
para la comunidad mejorando la calidad de vida de sus habitantes a través de la cap-
tación de turismo. Complementario a esta iniciativa se deberá realizar la ejecución de 

	288	 El patrimonio material hace referencia a los bienes muebles e inmuebles que han sido valorados socialmente como referentes 
colectivos de memoria. Se incluye en esta categoría tanto el aspecto monumental y referido a los objetos, así como el aspecto 
bibliográfico, hemerográfico y documental en todas sus expresiones: textuales, no textuales, audiovisuales y virtuales. Por su 
parte el patrimonio inmaterial hace referencia a costumbres, prácticas culturales, conocimientos y formas de relación entre 
los seres humanos y con el medio ambiente que, igualmente, son valorados socialmente como referentes colectivos.
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las actividades requeridas para la intervención y mantenimiento de los monumentos 
nacionales o de los bienes de interés cultural de carácter nacional que hacen parte de 
los respectivos centros históricos. Para tales efectos será necesaria la coordinación de 
acciones entre las entidades gubernamentales y territoriales.

•	 Programa nacional de estímulos
	 Uno de los objetivos principales del Ministerio de Cultura es fomentar el desarrollo 

e investigación de actividades artísticas y culturales, mediante el ofrecimiento de es-
tímulos a través de becas, premios, pasantías y apoyo a los intercambios de artistas y 
creadores culturales tanto en el nivel nacional como internacional. Entre el 2002 y el 
2006, se entregaron estímulos por un valor cercano a los 5.600 millones de pesos, que 
en términos de la demanda presentada resultan insuficientes.

	 Para enfrentar la situación actual, la política propenderá por aumentar el número de 
estímulos a 388, el reconocimiento de otras formas de financiación públicas y privadas 
a la creación-producción, la consolidación de mecanismos nacionales de financiación 
y fomentos productivos a cooperativas, gremios, sindicatos o asociaciones culturales 
y artísticas que centren sus actividades en la creación-producción y que desarrollen 
ciclos completos de circulación y apropiación de los productos culturales, y el diseño 
de una estrategia que permita el acceso equitativo a todas las regiones del país.

•	 Programa nacional de concertación
	 El programa busca apoyar las diferentes manifestaciones culturales y artísticas de las 

diferentes regiones del país, con el fin de que los ciudadanos puedan apropiarse de las 
identidades culturales de su territorio. Para tal efecto, el Ministerio de Cultura, a tra-
vés de este programa, apoya a nivel nacional y local los diferentes proyectos culturales 
enfocados en las áreas de teatro, música y folclor, entre otros, promoviendo el talento 
y haciendo cada vez más democrático el acceso de los colombianos a las diversas ma-
nifestaciones del arte y la cultura.

	 Con el modelo de convocatorias públicas, se han apoyado en el período 2003-2006 
un total de 4.399 proyectos culturales. Con la aplicación del mismo esquema, para 
el período 2007-2010 se espera apoyar el mismo número de proyectos culturales en 
diferentes municipios del país.

•	 Plan Nacional para las Artes
	 El Plan Nacional para las Artes abordará el papel del Estado en los asuntos del de-

sarrollo de las artes, por una parte, como la necesaria intervención pública para 
garantizar las condiciones que permitan el desarrollo de prácticas artísticas a la ma-
yor parte de la población, reconociéndolas como parte de los derechos culturales 
universales, y por otra, como una mediación para la organización y reglamentación 
de las actividades de un sector con responsabilidades públicas, que contribuye a con-
figurar las identidades y a enriquecer el patrimonio cultural de la Nación, mediante 
su productividad simbólica, social y económica, todo ello desde una perspectiva de 
campo artístico.
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7.6.3	 Deporte, recreación, actividad física y tiempo libre
El deporte, la recreación, la actividad física y la cultura han sido identificados como 

elementos que tienen que cumplir la función de cohesivos sociales y uno de los ejes arti-
culadores de la política social que ayuden en la construcción de ciudadanía, al[sic] avance 
en las condiciones de aprendizaje de las personas y al desarrollo sicosocial de las perso-
nas. La Ley 181 de 1995, Ley del Deporte, ha establecido el fomento del deporte y de la 
recreación con fundamento en los principios de universalidad, participación comunitaria, 
participación ciudadana, integración funcional, democratización y ética deportiva. Estos 
principios proponen el acceso de la comunidad en los procesos de concertación para la 
organización de la práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento de los espacios 
urbanos sin discriminación alguna.

El deporte, la recreación, la actividad física y la cultura han sido identificados como 
elementos que tienen que cumplir la función de cohesivos sociales y uno de los ejes articula-
dores de la política social que ayuden en la construcción de ciudadanía. La Ley 181 de 1995, 
Ley del Deporte, ha establecido el fomento del deporte y de la recreación con fundamento en 
los principios de universalidad, participación comunitaria, participación ciudadana, integra-
ción funcional, democratización y ética deportiva. Estos principios proponen el acceso de la 
comunidad en los procesos de concertación para la organización de la práctica del deporte, 
la recreación y el aprovechamiento de los espacios urbanos sin discriminación alguna.

Metas y acciones requeridas
Una sociedad que practica el deporte, que conoce su cuerpo, que está en permanente 

contacto con la naturaleza, es una sociedad más productiva. Una sociedad que hace del 
tiempo libre una oportunidad para crecer es una sociedad más feliz. Es por esta razón que 
la política buscará la promoción y difusión de las actividades deportivas, a través de:

•	 Formación deportiva
	 Se fomentará la creación de escuelas de iniciación deportiva, impulsando la educación 

física extraescolar como factor social; se promoverá el desarrollo de programas nacio-
nales de mejoramiento de la condición física y nutricional, para lo cual se trabajará ar-
ticuladamente con otras instancias como los Ministerios de la Protección Social, Medio 
Ambiente, Cultura y Educación, Cajas de Compensación, entes deportivos departamen-
tales y municipales, entre otros, desarrollando lo previsto en la Ley 934 de 2004.

	 Se fomentará la creación de escuelas de iniciación deportiva, impulsando la educación física 
extraescolar como factor social; se promoverá el desarrollo de programas nacionales de mejo-
ramiento de la condición física, para lo cual se trabajará articuladamente con otras instancias 
como los Ministerios de la Protección Social, Medio Ambiente, Cultura y Educación, Cajas 
de Compensación, entes deportivos departamentales y municipales, entre otros.

•	 Infraestructura deportiva y recreativa
	 La infraestructura deportiva es el elemento esencial para la práctica deportiva y de la 

educación física. En tal sentido, se propone ampliar, mantener y mejorar la oferta depor-
tiva y recreativa mediante el apoyo a la construcción de 107 escenarios en el nivel local.
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•	 Apoyos a organismos del Sistema nacional del deporte
	 El sector del deporte está constituido por diferentes agentes en los niveles territorial 

y nacional. Con el fin de lograr una articulación que permita mayor eficiencia en la 
gestión administrativa y fomento de la práctica deportiva, se consolidarán sinergias 
entre agentes del Sistema nacional del deporte y se apoyará la realización de eventos 
deportivos mediante la suscripción de convenios. Para lo anterior se harán inversiones 
por un monto aproximado de 104.000 millones de pesos.

	 Finalmente, mediante la estrategia de apoyo a la organización de eventos del sector 
deportivo y recreativo, se atenderán 694.000 personas mediante los programas nacio-
nales de deporte y recreación.

•	 Colombia, potencia deportiva
	 Con base en la experiencia del equipo Colombia es pasión - Coldeportes, se explo-

rarán alianzas estratégicas y de cooperación para el impulso de programas y el direc-
cionamiento del programa de alto rendimiento que buscará actualizar y optimizar el 
sistema nacional de preparación deportiva y apoyar el sistema nacional de preparación 
olímpica y paraolímpica para garantizar la exitosa participación de los deportistas co-
lombianos en el ámbito nacional e internacional.

	 Adicionalmente, se brindará especial atención al deporte femenino, de la fuerza pú-
blica, deporte infantil, juvenil y universitario, y a la preparación de reservas estratégi-
cas, creando condiciones para ampliar el círculo de deportistas y equipos de alto nivel 
competitivo de diferentes deportes, capaces de alcanzar altos resultados deportivos en las 
competencias más prestigiosas en el mundo, el continente y la región, en un futuro.

	 Otras estrategias que se desarrollarán en este campo serán la preparación del país para 
la realización de eventos deportivos internacionales de gran nivel, lo que integrará 
los diferentes sectores de la economía para suplir las necesidades de hotelería, logísti-
ca, implementación deportiva, entre otros, armonizando los esfuerzos públicos y pri-
vados, y el fomento de redes de voluntariado para el apoyo y realización de eventos 
deportivos y recreativos, tales como: Campeonato Mundial de Patinaje 2007, Juegos 
Deportivos Nacionales y Campeonato Mundial de Natación en 2008 y los Juegos Sura-
mericanos 2010, entre otros. Lo anterior buscará posicionar al país internacionalmen-
te como gran organizador de eventos deportivos y recreativos. 

	 Otras estrategias que se desarrollarán en este campo serán la preparación del país para 
la realización de eventos deportivos internacionales de gran nivel, lo que integrará los 
diferentes sectores de la economía para suplir las necesidades de hotelería, logística, 
implementación deportiva, entre otros, armonizando los esfuerzos públicos y priva-
dos, y el fomento de redes de voluntariado para el apoyo y realización de eventos de-
portivos y recreativos. Lo anterior buscará posicionar al país internacionalmente como 
gran organizador de eventos deportivos y recreativos.

•	 Deporte y Recreación para todos
	 El Deporte y la Recreación para todos incluyen gran diversidad de formas organizadas y 

no organizadas de actividades con ejercicios físicos y prácticas deportivas, con numerosas 
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posibilidades. La libertad y el juego espontáneo, el placer del movimiento, el descanso, 
la adquisición de forma física, la disminución de la tensión física y psíquica y otros, 
son de particular importancia.

	 Particularmente, los programas de Deporte para todos son la base de Sistema nacional 
del deporte; ellos direccionan prioritariamente la política estatal para la educación y 
mejoramiento de calidad de vida, estimulando la conducta y la manera de actuar de los 
ciudadanos, contribuyendo en el mejoramiento de la salud, el equilibrio físico moral y 
psicológico, la lucha contra el uso de alcohol, el tabaquismo, la drogadicción, la pros-
titución, y la atención a personas con discapacidad y la reintegración a la vida social.

	  El Gobierno Nacional propenderá por la reglamentación y puesta en funcionamiento 
a nivel nacional de la Ley 934 de 2004 y el programa para el desarrollo de la educación 
física en las instituciones educativas y formativas oficiales y privadas, en los niveles 
básico y medio. Así mismo, fortalecerá e implementará los programas de centros de 
educación física y centros de iniciación y formación deportiva del país.

7.7	 Demografía y desarrollo

7.7.1	 La visión macro
Entre los factores determinantes en el crecimiento económico se encuentra justamente 

el de la composición de la población. En muchos países los procesos de urbanización y 
transición demográfica influenciaron el desarrollo económico. Aunque muchos autores 
han discutido la relación entre crecimiento económico y demografía, la única conclusión 
sobre la que existe consenso es aquella según la cual las elevadas tasas de natalidad y 
fertilidad de las mujeres conllevan a mayores índices de pobreza y de desigualdad, y por 
consiguiente tienen, al final, un efecto negativo sobre el crecimiento económico.

La discusión sobre la relación entre crecimiento económico y población en los últimos 
tiempos se remonta a Malthus, quien sostuvo que el crecimiento de la población es funesto 
para la supervivencia humana por la presión que ella ejerce sobre los recursos naturales y 
medios de subsistencia. Al mismo tiempo, esta tesis fue debatida por otra según la cual la 
demografía tiene efectos favorables sobre el crecimiento económico por la vía del ahorro de 
los hogares, la acumulación de capital humano y físico, y la productividad de los factores289.

Esta última discusión, si se quiere, puede ser considerada como posmalthusiana. El 
hilo conductor de su argumento consiste en que el crecimiento tecnológico, asociado con 
el proceso de industrialización trajo aumentos en la tasa de crecimiento del ingreso per 
capita acompañados de un crecimiento en la población290. En la segunda mitad de la re-
volución industrial se elevó la innovación tecnológica y su interacción con la formación 

	289	 Los años más recientes muestran que la población ha crecido pero a una tasa de crecimiento más baja. El crecimiento de la 
poblacián ha caído porque la tasa de natalidad se ha reducido y no porque haya aumentado  la tasa de mortalidad generada 
por las hambrunas, tal como plantea la teoría malthusiana.

	290	 Sin embargo, en estudios como los de Wattenberg, (1987), Skirbeck (2003) y Kotlikoff y Gokhale (1992) se ha mostrado 
cómo la dinámica de la productividad laboral está intrínsecamente relacionada con la acumulación de capital humano en las 
primeras fases del ciclo de vida, y contrasta con la depreciación del capital humano en etapas de mayor envejecimiento. Por 
lo tanto los incentivos a la innovación pueden llegar a ser poco rentables (Davis, 2004). En consecuencia la relación entre 
demografía y cambio técnico es débil, por no decir ambigua.
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de capital humano (educación y salud) generó un incremento en la demanda de capital, lo 
cual se tradujo en un incremento de los salarios reales y el ingreso per cápita. Es así como 
la etapa de crecimiento sostenido fue el resultado del rápido incremento en el cambio 
técnico asociado con incrementos en el capital humano y la transición demográfica. En 
la fase de post-transición demográfica, por su parte, se dio un incremento en el ingreso 
agregado generado por el progreso técnico y la acumulación de factores. La transición es 
muy desigual entre las regiones de Europa, Asia y Latinoamérica pues entre ellas puede 
haber aproximadamente un siglo de rezago, y África todavía se encuentra en dicha tran-
sición291.

No obstante, la discusión se refinó en las últimas décadas con el fin de mirar el efecto 
que tienen sobre el crecimiento los efectos de las tasas de dependencia y la transición 
demográfica292. Algunos trabajos han señalado que países con elevadas tasas de natalidad 
y tasas de dependencia y bajos niveles de ahorro terminan por tener bajos niveles de pro-
ductividad de sus trabajadores activos y por lo tanto dichas economías tienden a crecer 
menos en el largo plazo. Este hecho ha llevado a la adopción de políticas tendientes a 
reducir las tasas de fecundidad y natalidad y de esta forma inducir una mayor acumula-
ción de ahorro y de capital humano de los jóvenes con el fin de financiar la inversión y así 
aumentar la productividad y las tasas de crecimiento.

Finalmente, la discusión sobre los efectos del crecimiento y la demografía se ha enri-
quecido con otros argumentos de carácter macroeconómico, tales como la teoría de jue-
gos. Según esta tesis, las familias toman decisiones racionales y no racionales a la hora de 
tener sus hijos. En el primer caso, la falta de políticas estatales para reducir la pobreza es 
un elemento de crecimiento del tamaño de los hogares, debido a que, en condiciones de 
extrema pobreza, las familias pobres tienen bajos costos de educar y sostener a sus hijos 
los cuales son, en muchos casos, la fuente de sustento de los padres. Situación contraria a 
lo que sucede con las familias con mayores recursos económicos, donde el costo de educar 
los hijos y de sostenerlos hace que el número de estos sea menor.

Hay otros argumentos en el mismo ámbito microeconómico, según los cuales los po-
bres no cuentan con la información, ni la educación, ni un entorno cultural adecuado, 
que les permitan tomar decisiones racionales en cuanto al número de hijos o del tamaño 
óptimo de su familia293. Por la desinformación y la ignorancia, no están en capacidad de 

	291	 Otros trabajos como el de Cutler et al., (1990) han mostrado cómo la innovación se puede incrementar a medida que la oferta 
laboral disminuye. El papel de la experiencia es crucial para la formación de capital humano y disminuye el efecto negativo que 
tiene la depreciación a lo largo del ciclo de vida. Davis (2006) muestra cómo la baja productividad laboral que puede generar 
el proceso de envejecimiento puede ser mitigada por el efecto del ahorro pensional. Usando datos para 72 países encuentra 
un impacto positivo de los fondos de pensiones sobre la productividad total de los factores. No obstante, estos resultados son 
sensibles a la sostenibilidad de los fondos pensionales en el largo plazo.

	292	 Esta situación se presenta cuando se reduce la tasa de natalidad simultáneamente con una disminución de la tasa de mortalidad. 
Esta trayectoria genera un cambio en la pirámide poblacional, el cual se caracteriza por reducciones significativas en la población 
menor a 15 años y un aumento persistente de la población mayor de 65 años. Esta etapa conlleva una disminución en la tasa 
de dependencia, definida como la suma de las poblaciones consideradas inactivas con relación a la población económicamente 
activa (15 - 65 años).

	293	 William Easterly (2001) trae a colación una comparación a través de encuestas del número deseado de niños y el número real 
de niños en diferentes países, y encuentra que en varios de ellos se presenta un alto número de nacimientos por mujer gracias 
a que las mujeres también habían deseado un gran número de nacimientos. El 90% de las diferencias de fertilidad entre países 
era explicado por la fertilidad deseada.
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hacer cálculos de los costos de educar sus hijos y en general del costo de la acumulación de 
su capital humano, pues, adicionalmente, tampoco tienen acceso al mercado de crédito.

Esta diversidad de argumentos ha generado diversas posiciones en cuanto al diseño de 
las políticas demográficas. Una corriente propone que es necesario adoptar políticas acti-
vas para reducir la fecundidad y la fertilidad con el fin de elevar el ingreso per cápita, las 
tasas de ahorro y la productividad, y el Estado no debe ahorrar esfuerzos para lograr dicho 
objetivo. En tanto que hay otras posiciones según las cuales, el desarrollo de la sociedad, la 
educación y la evolución cultural harán que la tasa de fecundidad caiga por sí misma, sin 
necesidad de adoptar políticas específicas al respecto (Montenegro y Rivas 2005).

Hasta los años setenta había una preocupación por el crecimiento acelerado de la po-
blación, pero a partir de entonces desapareció dicha preocupación debido a la reducción 
de la tasa de mortalidad y natalidad. No obstante, en la Conferencia del Cairo se propuso 
como meta para el 2015 el acceso a métodos anticonceptivos y se exhorta a los países a 
disponer de lo necesario para ello294.

En los últimos años, William Easterly encuentra que la relación entre crecimiento de la 
población y crecimiento del PIB per cápita es insignificante. Esta conclusión la sustenta en el 
hecho de que el crecimiento de la población y el crecimiento económico se han acelerado en 
el largo plazo. Hasta el siglo XIX, el crecimiento de la población y el crecimiento económico 
eran lentos, pero con la industrialización en muchas naciones el crecimiento económico se 
ha acelerado al mismo tiempo que el de la población. Esto hace difícil conciliar la idea que el 
control de la población sea una panacea para el crecimiento económico.

También argumenta que el crecimiento de la población no varía lo suficiente como 
para explicar las diferencias del crecimiento del ingreso per cápita. Por ejemplo, el cre-
cimiento per cápita del ingreso ha variado entre -2% y 7% por ciento en todos los países 
desde 1960-1992, en tanto que el crecimiento de la población sólo ha variado entre 1% y 
4%. En efecto, el crecimiento poblacional ha caído en el Tercer Mundo cerca de 0,5% entre 
los años 60 y los 90, y de igual forma ha ocurrido con el crecimiento económico. De tal 
forma que no se encuentra mucha evidencia de la relación entre países con baja tasa de 
crecimiento de la población y aumento en el crecimiento per cápita295.

Es difícil saber a priori si el aumento de la población es bueno o malo. En las decisiones 
de los padres sobre el número de hijos que van a tener, a veces se ignoran los costos socia-
les de los mismos, así como los beneficios sociales de tener un hijo adicional. Por ejemplo 
desde el punto de vista fiscal, existirían mas personas para pagar impuestos futuros y más 
contribuyentes a los esquemas de seguridad social. Adicionalmente, los nacimientos tie-
nen un vínculo muy importante con la innovación en la medida en que la probabilidad 

	294	 Aunque la política está orientada a reducir las tasas de fecundidad en los países de África, se basa en entregar plata para la 
compra de condones. La mayor planificación familiar permite controlar problemas como la sobrepoblación, deforestación, 
escasez de aguas y hambrunas. La planificación familiar basada en dar dinero para condones se fundamenta en el hecho que 
existe una oferta limitada de los métodos de anticoncepción.

	295	 Según Easterly, algunas creencias señalan que el incremento en la población podría disminuir el ingreso per cápita y aumentar 
el desempleo, suponiendo que una persona adicional tiene una muy baja productividad. Pero no ven que un incremento en la 
población puede aumentar el PIB con respecto al cual se hace la división, e ignoran los efectos de la productividad de la nueva 
fuerza laboral.



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

528

de que nazcan genios se incrementa. En la medida en que la población aumente, hay una 
mayor posibilidad de que surjan más ideas creativas, las cuales pueden tener un proceso 
de difusión importante dentro de la población296.

No existe una evidencia empírica del efecto que tiene el número de hijos sobre la tasa 
de crecimiento económico. En los cinco países más pobres el promedio de hijos por mujer 
es 6,5 mientras que en los países más ricos es de 1,7. En estos últimos, los padres prefieren 
calidad a cantidad de tal forma que pueden invertir más en ellos297.

Por lo anterior la preocupación por el crecimiento poblacional debería concentrarse 
en mejorar o crear incentivos para invertir en el capital humano. En esta misma línea, Eas-
terly plantea que la inversión de capital humano no necesariamente debe tomarse como 
una formación escolar formal, pues el capital humano es un concepto mucho más amplio, 
el cual incluye el conocimiento ganado por los amigos, familias, compañeros, habilidades 
para aprender en el trabajo y la experiencia acumulada por la sociedad.

Ante estos resultados vale la pena preguntarse si se deben adelantar políticas de con-
trol prenatal en países en desarrollo como Colombia298. La respuesta debe tener en cuenta 
los efectos que tiene el crecimiento de las madres adolescentes de escasos recursos, y en 
general de las familias pobres, sobre la pobreza extrema. Es importante que dentro de la 
política de lucha contra la pobreza se tengan en cuenta programas que permitan reducir 
la tasa de fecundidad y fertilidad, así como retardar la maternidad de las mujeres jóvenes 
más expuestas a condiciones de extrema pobreza.

Algunos hechos estilizados
Las tendencias demográficas de los próximos 15 años muestran un proceso de enve-

jecimiento con aumentos significativos en la esperanza de vida y desaceleración en la tasa 
de fecundidad. En este sentido, de acuerdo con las proyecciones demográficas del Dane, se 
espera una población para el año 2020 de 55 millones de habitantes, con una esperanza de 
vida de 76,5 años en el año 2020, lo cual refleja el avance en las políticas de salud pública 
de los últimos cincuenta años299.

Adicionalmente, en términos de ubicación espacial (urbana o rural), la concentración 
de la población se profundizará. A comienzos de la década de los 70 el 61,3% de la pobla-
ción se encontraba en zonas rurales. Para el año 1993 esta tendencia ya se había revertido. 
31,4% de la población pertenecían a zonas rurales. Se espera que para el año 2020 la pro-
porción sea de 23,5%.

	296	 Lo único cierto es que, a lo largo de la historia, la población ha crecido de manera sostenida, en ciertas épocas de manera 
relativamente acelerada, pues existe una relación positiva entre la población inicial y el crecimiento posterior de la población.

	297	  La razón de ello es que las personas responden a incentivos. La inversión realizada por los padres ricos se fundamenta en 
la adquisición de habilidades y destrezas; lo más importante es que el retorno de estas habilidades es alto en las sociedades 
desarrolladas.

	298	 Aunque hay argumentos de que para ello los anticonceptivos no son la vía correcta, en razón de que el precio del anticonceptivo 
es un factor mínimo a la hora de decidir tener un hijo. Los costos y los beneficios de una población grande no son claros. Cada 
país tiene que tomar su propia decisión, los gobiernos deben saber si imponen restricciones al crecimiento de la población 
para proteger recursos naturales, o si tienen una población amplia para difundir ideas hacia el futuro. Pero la decisión debe 
estar ponderada por los riesgos que enfrentan grandes sectores de población viviendo en condiciones de pobreza extrema.

	299	 La esperanza de vida en 1950 era de 48 años.
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Desde el punto de vista de los cambios en la composición poblacional por edades se 
encuentran hechos importantes. En primer lugar, la proporción de personas menores de 
15 años en 1950 representaba alrededor del 43%; esta disminuyó a 31% en el año 2005; y 
para el año 2020 se espera que esté alrededor del 25,6%. En segundo lugar, la población 
entre los 15 y 64 años (población en edad de trabajar) aumentó su participación relativa de 
54% a 64% entre los años de 1950 y 2005. Se espera que para el año 2020 esta participación 
sea de 66,8%.

De manera similar se espera que la proporción de la población compuesta por mayores 
de 65 años se incremente de 5% en el 2005 a 7,6% en 2020. En contraste, las mejoras en 
las condiciones de salubridad pública, cambios en las condiciones sociales y culturales y el 
mayor acceso a los métodos de anticoncepción han generado una reducción sobre la tasa 
de fecundidad. Desde los años 50 la tasa de fecundidad ha pasado de 7 hijos por mujer en 
edad fértil a tres hijos en 1993; se espera que para el 2020 sea de 1,9 hijos.

El comportamiento de la tasa de mortalidad ha mostrado reducciones significativas. 
De 16 defunciones por cada mil habitantes en 1950, se pasó aproximadamente a 6 por cada 
mil habitantes en el 2005; se espera que para el año 2020 sea de 5 por cada mil habitantes.

De acuerdo con estos estimativos y con el fin de mantener el equilibrio regional alcan-
zado hasta ahora, se deberá velar por una mejor distribución de capital humano, que según 
vimos es el vehículo para sacar a las familias de la extrema pobreza y mejorar las condiciones 
de infraestructura física de las diferentes regiones, con miras a mejorar la competitividad de 
otras regiones diferentes a las ya consolidadas, como las grandes capitales.

Efecto de la demografía sobre el ahorro
El comportamiento demográfico es una de las variables más importantes para el en-

tendimiento de la capacidad de ahorro de los colombianos. El proceso de transición de-
mográfica por el cual atraviesa el país genera una gran oportunidad para incrementar el 
ahorro de la economía.

Desde el punto de vista del ciclo de vida, el grupo de personas que más ahorra está 
dentro de la población en edad de trabajar, el cual, según las proyecciones demográficas, 
puede contribuir al ahorro agregado en los próximos 10 años (ver Figura 7.5).



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

530

De manera complementaria, el ahorro pensional ha contribuido a la canalización de 
los recursos hacia un crecimiento del ahorro de los hogares. Según las cifras de la Super-
intendencia Financiera, el ahorro en los fondos de pensiones en 1996 era del orden del 
4,4% del PIB, mientras que en el año 2006 es de 16,2%. A nivel desagregado el rubro más 
importante es el de los fondos de pensiones obligatorias, el cual ha pasado de 1,56% del 
PIB en 1996 a 12,9% en el año 2006 (ver Figura 7.6). Los fondos de pensión individual han 
pasado de 0,5% del PIB a 2,1%.

Figura 7.6
Pensiones obligatorias: monto y número de afiliados

Figura 7.5
Ahorro por rango de edad

Fuente: DANE-ECV. Cálculos DNP.

*Cifras a julio de 2006.
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Si bien el ahorro pensional es la forma de ahorro en la cual toda la sociedad participa 
de la manera más democrática en el desarrollo del país, se requiere hacer esfuerzos adi-
cionales para fortalecer el ahorro de los más jóvenes y los más pobres vía generación de 
información de los beneficios que otorga el ahorro pensional. Este esfuerzo, como vamos 
a ver más adelante, deberá ser complementado con el desarrollo de instrumentos que 
favorezcan la bancarización de los sectores de bajos ingresos y la acumulación de capital 
humano, los cuales serán vitales para elevar la tasa de crecimiento e inversión.

7.7.2	 La visión social300

Al inicio de los años sesenta del siglo pasado, la fecundidad promedio del país se 
aproximaba a los 7 hijos por mujer, lo cual era el resultado no solo del comportamiento 
reproductivo, sino también de descensos pronunciados de la mortalidad en el país que 
permitieron, por una parte, un mayor período de exposición de las mujeres a concebir, y 
por otra, que al mejorar las condiciones sanitarias, un mayor número de embarazos ter-
minara en un nacido vivo.

No obstante el significativo descenso de la fecundidad y de la mortalidad, aún per-
sisten en el país grupos de población en los que, a pesar que no presentan los niveles pre 
y transicionales, si muestran significativos rezagos en materia del control de la mortalidad 
infantil, la de la primera infancia y la materna, al igual que mayores niveles de fecundidad.

La experiencia latinoamericana ha mostrado que las relaciones entre el proceso de de-
sarrollo y dinámica demográfica son complejas y de mutua influencia. Las tasas de creci-
miento de la población afectan los procesos de desarrollo, así como el grado alcanzado por 
el mismo afecta la tasa de crecimiento y la distribución de la población en cada sociedad 
concreta; no obstante, el proceso de desarrollo económico y social no siempre es afectado, 
y cuando esto ocurre, no lo es exclusivamente por las características poblacionales de la 
sociedad, así como tampoco se logra influir en la dinámica demográfica sólo a través de 
las políticas económicas (Celade, 1979).

Por otra parte, la reproducción de las desigualdades socioeconómicas y la estructura 
demográfica continúan siendo un factor decisivo en las oportunidades presentes y futuras 
de integración social y económica de las personas y limitan las posibilidades de aprove-
char las mejoras en competitividad basadas en el avance tecnológico y la acumulación de 
conocimiento (Cepal, 2004).

Si se entiende el desarrollo como el bienestar de la población, existe un mayor consen-
so. El paso a niveles más bajos de fecundidad ha sido asociado con un amplio rango de 
beneficios positivos para la familia, la sociedad y, en general, para el desarrollo: reduce los 
riesgos de mortalidad materna; mejora la salud y disminuye el riesgo de mortalidad de los 
niños; mejora las opciones de vida para la mujer; disminuye la presión sobre el sistema edu-
cativo, los servicios públicos y el medio ambiente; acorta la proporción de dependientes en 
la población, permitiendo a las familias disponer de su ingreso para la adquisición de bienes 
y servicios o incrementar el ahorro. En síntesis, mejora la calidad de vida de la población, 
reviste beneficios económicos para sus miembros y eventualmente, facilita el desarrollo.

	300	 La información poblacional utilizada en este aparte corresponde a las proyecciones de población para el período 1950-2050 
realizadas por el Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (Celade) con los datos de censo hasta la ronda de 2000.
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La reducción en las tasas de crecimiento de la población tiene en el corto y mediano 
plazo efectos agregados positivos, especialmente por la estabilización de los grupos objeti-
vo de la atención de salud materno-infantil y del sistema escolar. Tanto o más importante 
que lo anterior es que la reducción en el número de hijos también modera la carga de 
crianza para los padres, lo que permite una mayor inversión en el cuidado y formación de 
los hijos y más opciones, en particular para las mujeres de todos los grupos socioeconómi-
cos, que ven facilitado el “salir de casa” para conseguir trabajo (Cepal, 2005).

Estos efectos reconocidos resultan aún más relevantes si se reconoce la existencia de 
una dinámica demográfica de la pobreza que suele representar una de las barreras que 
enfrentan los pobres para superarla y que da forma al proceso de transmisión intergenera-
cional de la pobreza a escala de las familias. En efecto, los niños nacidos en hogares pobres 
se desarrollan en condiciones desfavorables en materia de nutrición y atención, cuidados 
de salud y educación que limitan en la edad adulta el acceso a ocupaciones de alta pro-
ductividad, replicando la condición de bajos ingresos de sus progenitores. Este ciclo se ve 
reforzado cuando el número de niños en los hogares es relativamente alto, pues entonces 
lo que cada uno de ellos recibe en nutrición, educación, etc., es proporcionalmente menor. 
Más aún cuando llegan a adultos en situación de pobreza, es posible que tiendan a repro-
ducir las pautas de fecundidad de sus padres (Cepal y Celade, 1998).

Este fenómeno constituye un freno para la acumulación de capital –en cualquiera de 
sus modalidades– requerida para garantizar un proceso de movilidad social ascendente. 
Análogamente, una situación inicial de recursos limitados puede verse agudizada por un 
comportamiento reproductivo que, al no reconocer mecanismos de control, daría lugar a 
una mejor inversión per cápita para hijos y padres” (Cepal y Celade, 1998).

En este contexto se precisa, primero, identificar los grupos poblacionales y regiones 
donde el rezago demográfico en sus principales componentes (reproducción y muerte y 
sus efectos sobre la estructura), reviste signos críticos que comprometen el presente y el 
futuro de esta población; y, segundo, definir estrategias orientadas a armonizar las políti-
cas de desarrollo económico con la dinámica demográfica.

Desde los años sesenta del siglo pasado la población del país ha experimentado un 
pronunciado cambio en su estructura por edad: mientras que en 1965 las poblaciones me-
nores de 15 años, entre 15 y 49 años y de 60 años y más, representaban el 47%, 48% y 5%, 
respectivamente; en 2005 representan a su vez el 31%, 62% y 7% (Cepal, s.f).

La razón de dependencia demográfica, entendida como la relación entre la población 
entre menor de 15 años más y la de 60 y más con respecto a la población en edades pro-
ductivas 15-59 años, guarda una estrecha correspondencia con lo que en la literatura de-
mográfica se ha denominado como el bono demográfico o situación claramente favorable 
al desarrollo generada por la reducción significativa de la carga potencial para las personas 
en edad productiva.

De acuerdo con los cambios esperados en la fecundidad, mortalidad y migraciones, la 
relación de dependencia en el país continuaría descendiendo hasta el año 2020, cuando 
se revierte la tendencia y comienza nuevamente a crecer; es decir, hasta ese año tiene 
vigencia el “bono demográfico” para Colombia (Figura 7.7). La menor presión de las 
demandas de inversión en servicios sociales permitiría generar inversiones productivas, 
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aumentar la calidad de la inversión social, anticipar inversiones para atender el envejeci-
miento de la población, y reducir la pobreza.

Figura 7.7
Razón de dependencia demográfica

No obstante, para garantizar las bondades del bono deben enfrentarse dos problemas 
fundamentales: (1) el rápido incremento de la población en edad y para la cual la econo-
mía debe generar el suficiente empleo productivo; y (2) comenzar a trabajar en función 
de las demandas, más costosas, que representa el aumento de la población adulta mayor. 
Varios hechos vitales que se analizan a continuación resultan fundamentales para com-
prender e intervenir favorablemente este fenómeno.

Mortalidad general
La sobrevivencia y la salud constituyen una aspiración fundamental de toda sociedad. 

El mejoramiento de la salud eleva el bienestar de la población y genera un círculo virtuoso 
entre la salud y el despliegue de las capacidades y potencialidades de los individuos. En 
este sentido, uno de los mayores logros de nuestro país ha sido la reducción significativa 
de la mortalidad y la morbilidad.

La tasa bruta de mortalidad, definida como el número de defunciones por cada mil ha-
bitantes, pasó de 16,3 en 1950 a menos de 6 en 2005 (Figura 7.8). El comportamiento favo-
rable de esta variable es resultado de los logros alcanzados en términos de acceso a salud, 
así como de las mayores intervenciones del Estado a través de programas de prevención 
y promoción de la salud y de los incrementos en la cobertura y calidad del saneamiento 
básico y ambiental.

Fuente: CEPAL, América Latina y  el Caribe: Estimaciones y proyecciones de 
población 1950-2050.
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Si bien la tasa bruta de mortalidad ha venido en descenso bastante acentuado, se ha 
visto afectada por los efectos de la violencia, en especial en el caso de la población mascu-
lina y, dentro de ella, la población en edades adultas jóvenes.

Mortalidad infantil
La tasa de mortalidad infantil definida como la probabilidad de morir durante el pri-

mer año de vida, ha sido reconocida como uno de los indicadores básicos para caracte-
rizar las diferencias en las condiciones del desarrollo económico y social e instrumento 
para evaluar el estado de salud de la población. En Colombia, la mortalidad infantil ha 
registrando una reducción sustancial en las últimas décadas, al pasar de 54 defunciones 
de niños menores de un año por cada mil nacidos vivos en el quinquenio 1970-1975 a 19 
por mil en el quinquenio 2000-2005 (Cuadro 7.7 y Figura 7.9).

Cuadro 7.7
Tasa de mortalidad infantil

Quinquenios DNP Celade

1970-1975 54,0 65,4

1975-1980 46,0 50,5

1980-1985 37,7 43,1

1985-1990 29,3 36,4

1990-1995 27,7 30,6

1995-2000 23,0 25,8

2000-2005 19,0 21,8

Fuente: DNP, cálculos con base en Encuestas Nacionales de Demografía y Salud.
Celade: Boletín demográfico Núm. 74. 

Figura 7.8
Tasa bruta de mortalidad

Fuente: CEPAL, Boletín demográfico. Estimaciones quinquenales 1950-2050.



Capítulo 7
Dimensiones especiales del desarrollo

535

Mayores resultados se ven limitados en buena parte por la existencia de grandes bre-
chas regionales: según los estimativos oficiales para 2005 (Dane [sf]), Valle, San Andrés 
y Antioquia presentan tasas de mortalidad infantil que oscilan alrededor del 20 por mil, 
frente a Nariño, Arauca, Guainía, Vichada, Cauca, Caquetá y Chocó, cuya mortalidad 
supera los 50 por mil.

Esperanza de vida
Como resultado del descenso en la mortalidad y la tasa de mortalidad infantil, la es-

peranza de vida de los colombianos se ha incrementado de 66,8 a 72,2 años, entre 1984 y 
2005. Sin embargo, la situación de violencia que sufrió el país entre 1985 y 1995 repercutió 
en la esperanza de vida de los hombres, la cual sólo aumentó en 1,9 años, mientras la de 
las mujeres lo hizo en 2,6 años.

La reducción de la mortalidad general exige la implementación de estrategias com-
plementarias dirigidas a reducir la mortalidad materna e infantil. Seguir impulsando la 
reducción de la mortalidad infantil es un compromiso ético y moral y una obligación 
del Estado. Su reducción implica una condición indispensable para crear un marco de 
certidumbre entre las parejas, que favorezca la planeación de su familia. Dicha condición 
adquiere particular relevancia entre los grupos de mayor rezago demográfico. En un con-
texto de elevada mortalidad infantil, las parejas tienden a compensar este riesgo, y, por lo 
general, terminan teniendo una descendencia demasiado numerosa.

Por otra parte, todas las acciones dirigidas a preservar la vida de los ciudadanos y erradicar la 
violencia contribuirán a cerrar las brechas en la esperanza de vida entre hombres y mujeres. 

Figura 7.9
 Tasa bruta de mortalidad infantil

Fuente: DNP, cálculos con base en Encuestas Nacionales de Demografía y Salud.
Celade: Boletín demográfico Núm. 74. 
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A su vez, el aumento en la expectativa de vida redundará en un mayor envejeci-
miento de la población, lo que generará mayor demanda en los servicios de salud y 
seguridad social.

Comportamiento reproductivo y desarrollo
Entre 1965 y 2005 la Tasa General de Fecundidad se redujo de 6,8 hijos promedio por 

mujer a 2,4 (Cuadro 7.8); no obstante, los mayores descensos se observan en la zona rural.

Cuadro 7.8
Tasa general de fecundidad, total y por zonas- 1995-2005

Año Total Cabecera Resto

1965 6,8 n.d n.d

1973 4,5 3,6 6,5

1978 3,9 3,2 5,8

1980 3,6 3,0 5,4

1985 3,2 2,7 4,5

1995 3,0 2,5 4,3

2000 2,6 2,3 3,8

2005 2,4 2,1 3,4

Nota: Comprende los tres años anteriores a la encuesta.
n.d: no disponible.
Fuente: Profamilia. Encuestas de Demografía y Salud.
 

El balance sobre la fecundidad en Colombia indica que esta ha continuado descen-
diendo en el período 1990-2005, pero a un ritmo mucho más lento al observado en dé-
cadas anteriores y con signos preocupantes relacionados con el comportamiento repro-
ductivo de la población adolescente que, al contrario, los ha incrementado, con impactos 
negativos sobre la fecundidad total.

Los grupos rezagados en el descenso de la fecundidad
Las mujeres adolescentes. Al contrario de lo que sucede con el conjunto de mujeres 

en edad fértil, la fecundidad de las adolescentes menores de 20 años, ha venido incremen-
tándose en todas las edades simples. Esto entraña serios riesgos para la salud de la madre 
y su descendencia y limita las oportunidades de desarrollo de la mujer. El problema es 
grave, ya que no solo tiene efecto sobre la fecundidad temprana, sino que, a su vez, en un 
gran número de oportunidades conduce a que se produzca el truncamiento de las trayec-
torias educativas por el impacto que ejerce la maternidad o unión a edades jóvenes en la 
deserción educativa.

Los menos educados, los pobres y los residentes en la zona rural. Aunque de ningu-
na manera son excluyentes, además de los adolescentes hay evidencia sobre la existencia 
de grupos poblacionales rezagados diferenciados por sus características socioeconómicas 
o localización geográfica: El análisis de la tasa global de fecundidad por nivel educativo 
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señala que: (1) a pesar que la brecha entre niveles se ha venido cerrando persisten diferen-
cias significativas y, (2) no todos los grupos poblaciones contribuyeron de la misma forma 
al descenso de la fecundidad en el período 1990-2005. El grupo que en mayor medida 
redujo las tasas globales de fecundidad fue el conformado por las mujeres sin educación 
o con primaria incompleta. No obstante, su fecundidad es mayor en 2,5 veces que las mu-
jeres con mayor educación.

En las mujeres más educadas la tasa global de fecundidad se ha reducido a niveles tales 
que en este momento no alcanza los niveles de reemplazo en su labor reproductiva. A pe-
sar que la fecundidad por niveles de ingreso301 indica que entre 1990 y 2005 la TGF de los 
pobres pasó de 3,7 hijos promedio por mujer a 2,9, la de los no pobres se redujo de 2,2 a 
1,6 hijos, el diferencial entre no pobres y pobres se mantiene en 1,3 hijos por mujer

Por otra parte, la fecundidad de las mujeres por zona de residencia entre 1990 y 2005 
se ha reducido en los dos grupos poblaciones en la misma magnitud, manteniendo las 
diferencias de 1,3 hijos por mujer.

El análisis anterior muestra la existencia de grupos rezagados en el descenso de la 
fecundidad: las adolescentes, los menos educados, los más pobres por ingresos y los resi-
dentes en la zona rural.

La pobreza y las variables intermedias de la fecundidad
Los determinantes próximos, conocidos también como variables intermedias, son 

factores biológicos y de conducta a través de los cuales (y sólo a través de los cuales) 
variables económicas, culturales y ambientales afectan la fecundidad. Su característica 
principal es que actúan directamente. Un cambio en ellas implica también un cambio 
en la fecundidad. La demografía considera como principales las siguientes variables in-
termedias: la nupcialidad, la anticoncepción, la infertilidad por lactancia, la frecuencia 
del coito y la esterilidad.

La edad a la primera unión y la edad a la que la mujer tiene su primera relación sexual 
determinan el período de exposición al riesgo del embarazo y, por tanto, los niveles po-
tenciales de fecundidad. Las mujeres pobres no solo entran más en unión, sino que lo 
hacen a edades más jóvenes ampliando, comparativamente con las no pobres, el tiempo 
de exposición al riesgo de concebir lo que se traduce en mayores niveles de fecundidad 
(Figura 7.10).

	301   Cálculos resultado de la integración de ENDS y Encuestas de Hogares.
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Antes que el haber usado o no métodos anticonceptivos, la ausencia o mala calidad de 
la formación en materia de salud sexual y reproductiva, y las dificultades para el acceso 
y permanencia en el uso de medios anticonceptivos, ya sea por disponibilidad o costo, 
configuran el panorama para que las mujeres pobres presenten, comparativamente con las 
no pobres, mayores índices de Necesidades Insatisfechas de Planificación Familiar (NIPF) 
que, a su vez, se traducen en mayores niveles de fecundidad. Se considera que una mujer 
tiene NIPF cuando hubiera preferido tener el hijo más tarde (no planeado) o que no hu-
biera querido tener más hijos (no deseado) (Dane, sf).

Embarazos no deseados producidos por situaciones extremas, evidencian la demanda 
insatisfecha de métodos anticonceptivos por parte de las poblaciones en riesgo, en par-
ticular, mujeres adolescentes de los grupos más marginados de la población, con bajos 
niveles educativos, inadecuada formación en salud sexual y reproductiva, sin protección 
anticonceptiva.

Después del parto la mujer permanece infértil hasta que se reanuda el patrón normal 
de ovulación y la menstruación. La duración del período de infertilidad depende de la 
extensión e intensidad de la lactancia. Al contrario del efecto de los anteriores factores 
cercanos a la fecundidad, la lactancia estaría reduciendo en mayor medida la fecundidad 
de la población pobre que la de la no pobre. La duración de la lactancia ha venido incre-
mentándose en el país de una mediana de 9 meses en 1990 a 15 meses en 2005. A dife-
rencia de otros indicadores, las mujeres con menor nivel socioeconómico, son las que en 
mayor medida lo hacen por períodos más extensos; así, en 2005 las mujeres sin educación 
presentan una mediana de lactancia cercana a los 19 meses, mientras que las que cuentan 
con educación superior lo hacen por seis meses menos.

Figura 7.10
Paridez media según edad a la unión y condición de pobreza

Fuente: Encuestas Nacionales de Demografía y Salud. 1990, 2005.



Capítulo 7
Dimensiones especiales del desarrollo

539

Del diagnóstico se puede concluir que los rezagos en las transformación demográfica 
del país se explica por las siguientes razones:

1.	 Diferencias en las tasas de mortalidad por regiones, zona y sexo.
2.	 Los grupos más pobres registran una fecundidad total mucho mayor y en general 

una iniciación reproductiva más temprana, lo que se vincula con una menor 
prevalencia de uso de anticonceptivos y una mayor demanda insatisfecha de 
planificación familiar.

Teniendo en cuenta lo anterior, el país en los próximos cuatro años deberá formular 
e implementar una Política de Población, basada en la actual Política de Salud Sexual y 
Reproductiva. Específicamente, la Política de Población deberá:

•	 Contribuir a reducir las desigualdades existentes mediante acciones dirigidas a 
romper el círculo vicioso rezago demográfico-pobreza a fin de lograr para las po-
blaciones más pobres una participación más justa y equitativa de los beneficios del 
desarrollo. En la implementación de la red de protección de protección social con-
tra la extrema pobreza, se hará especial énfasis a las intervenciones que permitan 
superar las barreras de acceso a servicios de planificación familiar, disminuyendo 
las necesidades insatisfechas en esta materia, y fortaleciendo la formación en salud 
sexual y reproductiva, el acecso y permanencia a métodos modernos de planificación 
familiar y la duración de la lactancia.

•	 Favorecer los procesos de desarrollo humano que propicien una conducta reproducti-
va responsable, particularmente en aquellas regiones y grupos sociales más pobres.

•	 Garantizar el acceso a métodos modernos de planificación, como parte de los pla-
nes de beneficios de la seguridad social en salud y para la población que transi-
toriamente no cuente con el seguro de salud. Además de eliminar las barreras de 
acceso a los servicios de orientación en planificación familiar, se deberá promover 
su demanda.

•	 Reducir los niveles de morbi-mortalidad en todos los grupos etarios de la pobla-
ción, dando especial importancia a la disminución de la mortalidad neonatal y 
la mortalidad infantil y materna. Las estrategias con miras a la reducción de 
las tasas específicas de mortalidad, deben estar concentradas especialmente 
en aquellas regiones con mayores prevalencias y en los grupos poblacionales con 
mayores factores de riesgos asociados.

•	 Poner especial énfasis en el fomento del uso de métodos modernos de planifica-
ción familiar y en el ejercicio de una sexualidad responsable, entre la población 
adolescente.

•	 Revisar los contenidos y medios de educación sexual y reproductiva, y capacitar 
adecuadamente al cuerpo docente, promoviendo espacios abiertos de discusión y 
reflexión sobre dicha realidad.

•	 Incrementar la escolaridad promedio de la población a partir de la priorización en 
el acceso de la población proveniente de menores recursos, en la zona rural y en 
los departamentos con mayores brechas en términos de cobertura, con el objeto de 
ampliar las oportunidades para el ejercicio de los derechos fundamentales a la libre 
decisión de la pareja sobre el tamaño deseado de la familia.
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•	 Mantener informada a la sociedad y darle las herramientas necesarias para que 
ejerzan sus derechos fundamentales a la libre decisión de la pareja sobre el tamaño 
deseado de la familia, la supervivencia personal y la de sus descendientes y su movili-
dad geográfica en busca de mejores oportunidades de desarrollo personal y familiar.

•	 Coadyuvar a reducir los desequilibrios regionales e impulsar una distribución es-
pacial de la población acorde con las potencialidades de desarrollo regional.

•	 Mejorar el conocimiento y difusión de los temas de población mediante el desarrollo 
y actualización de sistemas de información demográfica y la formación de los re-
cursos humanos que lleven a cabo la integración de los factores demográficos con 
las estrategias de desarrollo del país.

•	 Mejorar la calidad y cobertura de la información a nivel nacional y regional para el 
seguimiento de las políticas demográficas y socioeconómicas, con especial énfasis 
en el desarrollo de Sistemas de Información Nacional para el seguimiento a los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio (Conpes Social 91) y la recolección, procesa-
miento, depuración y publicación de las Estadísticas Vitales.

•	 Asignar la política de población a una institución que tenga ascendencia política, 
capacidad técnica y haga posible la integración efectiva del componente pobla-
cional en las estrategias de desarrollo. Actualmente la política d e población está 
repartida entre el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el 
Ministerio de la Protección Social.

•	 Crear al menos un comité permanente de población que impulse una más efectiva 
planeación y programación demográfica y su aplicación a los planes y programas 
de desarrollo económico y social.

Cuadro 7.9
Metas a 2010. Dinámica demográfica y desarrollo

Meta Línea de base 2004 Situación  2010

Reducir la tasa bruta de mortalidad 5,5 5,3

Reducir diferencial por sexo esperanza de vida 6,2 5,2

Aumentar en 4 años la esperanza de vida al nacer 72,2 74,0

Reducir la fecundidad total 2,6 2,3

Reducir la tasa de natalidad 22,3 19,6

Fuente: Cálculos Departamento Nacional de Planeación.

7.8 	El sector de la economía solidaria: modelo alternativo de 	
	 desarrollo socioeconómico

En un país caracterizado por presentar altos niveles de desigualdad económica y social, 
el sector de la economía solidaria, se convierte en una alternativa de organización empre-
sarial eficiente y rentable con capacidad para generar crecimiento económico y bienestar 
social. Ese sector configura una respuesta efectiva e incluyente para enfrentar diversos 
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problemas sociales en términos de generación de ingresos, empleo y acceso a la propie-
dad. De acuerdo con la Ley 454 de 1998, la economía solidaria se define como un “siste-
ma socioeconómico, cultural y ambiental conformado por el conjunto de fuerzas sociales 
organizadas en formas asociativas identificadas por prácticas autogestionarias solidarias, 
democráticas, humanistas, sin ánimo de lucro para el desarrollo integral del ser humano 
como sujeto, actor y fin de la economía” (artículo 2).

Se estima que cerca de 8.809 organizaciones ubicadas en 900 municipios del país confor-
man el sector y sus ingresos representan el 5,6 % del PIB nacional de 2005. Estas organiza-
ciones vinculan más de 4 millones de colombianos como asociados y facilitan el ahorro y la 
irrigación de aproximadamente el 10% del crédito total otorgado por el sistema financiero. 
Pero más allá de su contribución en términos económicos, el sector de la economía solidaria 
desempeña un importante papel como agente promotor de equidad y desarrollo social. 
Este promueve la formación de capital social; aporta a la formación de la democracia par-
ticipativa; y contribuye de manera efectiva con la reducción de la pobreza, la distribución 
del ingreso y la generación de oportunidades para la población, entre otros aspectos.

Por lo anterior, en el cuatrienio 2006-2010 este sector recibirá una atención especial por 
parte de los entes estatales, dando continuidad al objetivo de impulsar la economía solidaria 
plasmado en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006. Para tal efecto, se elaborará un docu-
mento Conpes de política en el cual se materializarán los lineamientos generales consagrados 
en este Plan Nacional de Desarrollo. Dicha política girará alrededor de dos ejes temáticos:
1.	 El desarrollo institucional y de control del sector, y
2.	 El fomento, fortalecimiento y difusión del mismo.

El diseño adecuado de políticas para el sector requiere contar con registros estadísticos 
completos sobre las organizaciones que lo conforman, razón por la cual será necesario 
generar un sistema de información representativo y continuo que permita cuantificar y 
caracterizar dichas organizaciones. De igual manera, se promoverá la creación de redes de 
investigación para posicionar el sector de la economía solidaria como un modelo alterna-
tivo de desarrollo económico y social.

 
7.8.1	 Desarrollo institucional y de control

Para lograr un marco institucional y de control adecuado para el buen funcionamiento 
del sector se llevarán a cabo las siguientes acciones de política:
•	 El fortalecimiento de la infraestructura pública institucional del sector, consolidando y/o 

redefiniendo la misión y funciones de las entidades conformadas en la Ley 454 de 1998.
•	 El fortalecimiento del Departamento Administrativo Nacional de Economía Solida-

ria-Dansocial, mediante el incremento del presupuesto de inversión, con el objeto de 
optimizar su accionar en cuanto a la definición de la política, el fomento y fortaleci-
miento del sector.

•	 La eliminación de obstáculos para el desarrollo de la actividad empresarial solidaria a 
través de la revisión de la normatividad y reglamentaciones que impidan la libre entra-
da y la competencia.

•	 La revisión y sistematización de la normatividad y la precisión de las organizaciones 
que integran el sector de la economía solidaria.
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•	 La optimización de la estructura de supervisión y regulación del sector, haciendo én-
fasis en la necesidad de ejercer tanto la supervisión objetiva como la supervisión sub-
jetiva respetando el principio de la autonomía de las organizaciones del sector.

7.8.2	 Fomento, fortalecimiento y difusión
En aras de fomentar y fortalecer el sector, se estimulará la participación de sus orga-

nismos representativos en la formulación y ejecución de las políticas públicas. En esta 
dirección, las entidades integradoras del sector, en conjunto con las agencias del Gobierno 
encargadas de su promoción y fomento, apoyarán la formulación de un plan general y 
subsectorial de desarrollo del mismo. Para su ejecución, será necesaria la participación 
de todos los entes estatales que tengan por misión el fomento de actividades en las que el 
sector tenga injerencia o en los que este requiera fortalecerse. 

Así mismo, el Gobierno Nacional estudiará la factibilidad técnica y financiera para diseñar 
y poner en funcionamiento el Fondo de Fomento de la Economía Solidaria (FONES), de 
conformidad con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 23 de la Ley 454 de 1998. 

Las principales herramientas de la política de fomento y fortalecimiento del sector 
girarán en torno a:
•	 Desarrollar instrumentos transversales y sectoriales que permitan la vinculación del sec-

tor en la implementación de programas estratégicos del Gobierno. En este sentido, se 
promoverá y facilitará la participación del sector en el programa de Banca de las Opor-
tunidades, en los programas de atención a la población vulnerable, y, en general, en 
programas estratégicos sectoriales de salud, educación, transporte, vivienda, desarrollo 
ambiental, etc.

•	 Promocionar estrategias competitivas del sector para su adecuada incursión en los mer-
cados externos. Ello requiere, entre otras cosas, propender por eliminar las restricciones 
que enfrentan las organizaciones del sector para constituirse y registrarse como socieda-
des de comercialización internacional y efectuar operaciones de comercio exterior. 

•	 Promover la participación del sector de la Economía Solidaria en todas aquellas 
instancias creadas por el Gobierno Nacional para la definición y formulación de 
políticas públicas.

•	 Diseñar mecanismos que faciliten la inversión extranjera directa y en doble vía de 
empresas de similar naturaleza en las empresas del sector.

•	 Gestionar recursos de cooperación técnica internacional para implementar y forta-
lecer los modelos de economía solidaria en el país, así como la adhesión del sector a 
organismos integradores de carácter internacional.

•	 Adoptar estrategias y políticas que incentiven, apoyen y fomenten la innovación y el 
desarrollo tecnológico de las organizaciones del sector. En particular, se promoverá el 
uso intensivo de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC) y la 
adopción de normas técnicas en las organizaciones del sector.

•	 Promocionar la educación y la capacitación en economía solidaria en todos los niveles 
de la educación formal y no formal.

•	 Diseñar instrumentos especializados para la creación de empresas solidarias y aplicar-
los en los programas de emprendimiento existentes.
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•	 Promover mecanismos que garanticen la participación real y efectiva del sector en los 
procesos de democratización de la propiedad conforme a lo estipulado en el artículo 
58 de la Constitución, así como los correspondientes a los procesos de concesión, com-
pras y contratación pública, acordes a la realidad del sector.

•	 Fortalecer e implementar procesos de coordinación interinstitucional, a través del sis-
tema nacional y regional de apoyo al sector solidario.

•	 Desarrollar estrategias masivas de comunicación para difundir y promocionar el sec-
tor, así como las iniciativas de apoyo público-privadas.

7.9	 Política exterior y migratoria
En el período 2002-2006, la política exterior colombiana centralizó sus esfuerzos en 

la promoción de la Política de Defensa y Seguridad Democrática, el mejoramiento de la 
comprensión de la realidad colombiana en el exterior, el fortalecimiento de las relaciones 
bilaterales y multilaterales para al fortalecimiento de la institucionalidad democrática, el 
respeto por los derechos humanos, la lucha contra la corrupción, el terrorismo y el narco-
tráfico, la integración y el desarrollo fronterizo, el fortalecimiento de los vínculos con los 
colombianos en el exterior y la búsqueda de recursos de cooperación para el desarrollo 
económico y social del país.

La mayoría de los logros para proyectar a Colombia en el escenario multilateral fue-
ron alcanzados en la Organización de Naciones Unidas (ONU) y en la Organización de 
Estados Americanos (OEA). Colombia asumió la presidencia del Comité Interamericano 
contra el Terrorismo de la OEA y, desde allí, ha solicitado incrementos en los programas 
de asistencia para la prevención, combate y erradicación del terrorismo.

En materia fronteriza, el Gobierno Nacional conformó y realizó la primera reunión de 
la Comisión Binacional de Alto Nivel Colombia-Venezuela (COBAN) y coordinó el “Foro 
de Integración y Desarrollo del Darién Colombiano”, así como la reunión de la Subcomi-
sión de Fronteras de la Comisión de Vecindad Colombo-Panameña.

De otra parte, durante el período 2002-2006 se registró un cambio significativo en la 
agenda de la Cooperación Internacional. Así, se duplicaron los desembolsos de Ayuda 
Oficial al Desarrollo (AOD), se diseñaron nuevas herramientas para mejorar la coordina-
ción, calidad y pertinencia tanto de la oferta, como de la demanda de cooperación inter-
nacional. Igualmente, se dieron grandes pasos en la construcción de un Sistema Nacional 
de Cooperación Internacional, se efectuaron reuniones bilaterales de seguimiento con 
cada cooperante, y se consolidaron espacios de diálogo permanente, derivados del proceso 
Londres-Cartagena, con la comunidad internacional y la sociedad civil.

Dentro del proceso Londres-Cartagena, se estructuró la demanda de cooperación de 
Colombia en torno a seis bloques temáticos, coincidentes con las prioridades de desarro-
llo fijadas por Colombia: bosques, desplazamiento forzoso y asistencia humanitaria, desa-
rrollo productivo y alternativo, fortalecimiento del Estado Social de Derecho y Derechos 
Humanos, Programas de Desarrollo y Paz, y Reincorporación a la civilidad.

Paralelamente, el Gobierno de los Estados Unidos, a través de la ejecución de la estrate-
gia de Plan Colombia (1999-2005), contribuyó al logro de importantes resultados en temas 
como modernización, reestructuración, profesionalización y mejoras en la movilidad de 
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la Fuerza Pública; y avances en materia de erradicación e interdicción, en el marco de la 
lucha contra el problema mundial de las drogas ilícitas. Igualmente, la cooperación bila-
teral con los Estados Unidos apoyó la implementación del Sistema Penal Acusatorio, la 
construcción de casas de justicia y centros de convivencia ciudadana y el fortalecimiento 
de los mecanismos alternos de solución de conflictos (MASC). Esta cooperación también 
financió programas relacionados con protección a los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario y con el proceso de desmovilización y reincorporación de 
miembros de Grupos Armados al Margen de la Ley.

Para fortalecer los vínculos con la comunidad colombiana en el exterior, desde 2003 
se puso en marcha el programa “Colombia nos Une”, con el cual se han establecido vín-
culos con 680 asociaciones de colombianos en el exterior, a través de programas como 
“RedEsColombia”, la “Red de Estudiantes y Profesionales Colombianos en el Exterior” y 
la “Red colombiana de Apoyo Comercial”. También, se adelantaron iniciativas como: la 
tarjeta de registro consular en Estados Unidos, la canalización de remesas hacia el ahorro 
y la inversión, mediante ferias de proyectos de vivienda para colombianos radicados en 
otros países, y el establecimiento de una mesa de trabajo conjunta entre los Ministerios 
de Educación y Relaciones Exteriores para la homologación de títulos y la convalidación 
de estudios.

La migración también ha generado efectos en la economía colombiana entre los que 
se destacan el aumento en las remesas, la transferencia de conocimientos y tecnología, 
entre otros. Sin embargo, la diáspora colombiana también genera efectos negativos tales 
como la salida de capital humano y la intensificación de delitos como la trata y el tráfico 
de personas. Es por ello que el fortalecimiento de la política estatal migratoria constituye 
un elemento determinante como factor de desarrollo, por lo que es necesario potenciar en 
sus efectos positivos, tanto en los países de origen como en los de destino.

Según cifras del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (Dane), entre 
1995-2005 la población de colombianos en el exterior se incrementó 80%, ascendiendo 
a un total de 3.331.107 personas (8% de la población colombiana). Esta población se en-
cuentra principalmente en Estados Unidos (35,4%), España (23,3%) y Venezuela (18,5%). 
Así mismo, si se observan los datos de salidas y entradas de colombianos del país (Cuadro 
7.10), proporcionados por el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), se re-
gistra que entre 2002 y 2006, 1.079.376 colombianos no retornaron al país. Lo anterior ha 
generado un impacto importante en los flujos de remesas de trabajadores recibidos por la 
economía colombiana.
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Cuadro 7.10
Flujo de colombianos entrados, salidos y no retornados

Fecha: 
mayo-junio

Entrados Salidos Salidos 
no retornados

2000 1.019.795 1.354.990 335.195

2001 1.164.216 1.528.557 364.341

2002 1.295.343 1.612.885 317.542

2003 1.246.366 1.405.719 159.353

2004 1.293.358 1.478.338 184.980

2005 1.504.618 1.702.243 197.625

2006 1.712.356 1.932.232 219.876

Fuente: Estadísticas de migración del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS). Cifras a junio de 2006.

En cuanto a las remesas se refiere, se destaca que en 2003 estas llegaron a representar 
el 3,8% del PIB, ubicándose incluso por encima de las exportaciones de café e igualando 
las exportaciones de petróleo. Según el Banco de la República, “durante el primer semestre 
de 2006, los ingresos por remesas de trabajadores totalizaron US$1.875 millones, US$341 
millones (22,2%) superiores a los registrados en igual período del año anterior. En el acu-
mulado hasta junio, las remesas representaron el 2,9% del PIB, 0,3 puntos porcentuales 
más significativas que lo registrado en el primer semestre de 2005 y con relación a los in-
gresos corrientes de la balanza de pagos y los de exportaciones de bienes, su participación 
relativa pasó de 10,8% a 11,4% y de 14,7% a 15,8%, respectivamente”302 (Figura 7.11).

Figura 7.11
 Impacto económico de las remesas de trabajadores en el exterior

	302	 Banco de la República. Evolución reciente de los ingresos por remesas de trabajadores, 2006.

Fuente: Banco de la República.
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Objetivos de la política exterior
Durante el cuatrienio 2006-2010, los esfuerzos de la política exterior deberán enfocarse 

en el desarrollo de nuevos paradigmas de identidad que posibiliten y reproduzcan una dife-
renciación política y económica del país, distinta a la que se ha desarrollado. Ello, con el fin de 
potenciar la habilidad para presentar ventajas positivas en los escenarios internacionales.

La construcción de nuevos imaginarios es un buen camino para fortalecer la capaci-
dad negociadora del país, para que Colombia fortalezca su posición como socio estratégi-
co en el impulso de procesos regionales de integración, tales como la Comunidad Andina 
de Naciones (CAN) y la Comunidad Sudamérica de Naciones (CASA). 

Como complemento, se desarrollará un nuevo enfoque de cooperación técnica, temática 
y horizontal, en el que al ser receptor y oferente, se amplíen las posibilidades de relaciona-
miento político en instancias bilaterales y multilaterales, con énfasis en tres grandes ejes:
1.	 Cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, con énfasis en las regiones 

más atrasadas.
2.	 Lucha contra el problema mundial de las drogas y apoyo al medio ambiente, con énfa-

sis particular en el fomento del principio de responsabilidad compartida; y
3.	 Reconciliación y gobernabilidad, asunto bajo el cual se concentrarán temas priorita-

rios como la atención a víctimas de la violencia y población desplazada, la reintegra-
ción de excombatientes a la civilidad, el fortalecimiento del Estado Social de Derecho 
y los derechos humanos, apoyo a la labor de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, así como iniciativas de paz y desarrollo. Adicionalmente, no se pueden 
dejar de lado otros temas fundamentales como lo son la agenda de desarrollo, fortale-
cimiento institucional y ciencia y tecnología.
Así mismo, se modernizará la capacidad institucional del Estado para garantizar un 

servicio exterior eficiente al servicio de los ciudadanos dentro y fuera del país.
A partir de estos planteamientos, el Gobierno Nacional desarrollará sus estrategias 

teniendo en cuenta los siguientes objetivos fundamentales:
1.	 Consolidar las relaciones bilaterales e impulsar procesos de integración y desarrollo 

integral en las fronteras
2.	 Defender y promover los intereses nacionales en el escenario multilateral
3.	 Diversificar las relaciones y la agenda internacional.
4.	 Ejercer la soberanía y contribuir a la construcción de la paz y a la seguridad.
5.	 Diseñar una política integral de migraciones; y
6.	 Fortalecer institucionalmente al Ministerio de Relaciones Exteriores.
 
1. 	 Consolidar las relaciones estratégicas bilaterales e impulsar procesos de integra-

ción y desarrollo integral en las fronteras. Mediante el fortalecimiento de las relacio-
nes políticas bilaterales con los países del hemisferio, se profundizará el diálogo políti-
co de alto nivel con los países de la región, particularmente con Venezuela y Ecuador. 
Además, se fortalecerá la institucionalidad vigente con estas naciones, es decir, las 
Comisiones de Vecindad, las Comisiones Mixtas y los encuentros de altos mandos 
militares y policiales, entre otros. Se mantendrá el nivel de relacionamiento político y 
comercial con Centroamérica y se avanzará en el acercamiento con el Caribe.
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	 Se avanzará en los procesos de negociación de nuevos Tratados de Libre Comercio 
(TLC) y otros acuerdos con países de Centroamérica como Guatemala, Honduras y el 
Salvador (Triángulo del Norte). Así mismo, se aprovecharán las iniciativas planteadas 
por países como Costa Rica y Panamá. Se impulsará la negociación comercial con 
Canadá y se ambientará políticamente la iniciativa de consolidar un bloque de países 
latinoamericanos con presencia en la Cuenca del Pacífico.

	 Paralelamente, se participará activamente en los procesos de integración regional, tales 
como la CAN, que con la incorporación de Chile como miembro asociado y la pers-
pectiva de que México también lo sea, consolida una nueva etapa que permitirá, en la 
tendencia mundial de interlocución entre bloques geográficos, seguir siendo un inter-
locutor valioso. En este camino de estructuración de bloques suramericanos, la CASA 
será de gran importancia durante el cuatrienio como visión de la integración surameri-
cana al asociar la Comunidad Andina y el Mercado Común Suramericano (Mercosur).

	 El Gobierno Nacional apoyará el desarrollo de la infraestructura de interconexión 
binacional (Plan Puebla Panamá –PPP–) y participará activamente como miembro 
pleno en la Comisión Ejecutiva del PPP. 

	 Igualmente, el Gobierno impulsará los proyectos de la Iniciativa para la Integración 
Regional Suramericana (IIRSA)-Eje multimodal Tumaco-Mocoa-Putumayo-Amazo-
nas y Eje Meta-Orinoco y la iniciativa Energética Andina (gasoducto y poliducto con 
Venezuela e interconexión eléctrica con Ecuador, Perú y Bolivia).

	 Por otro lado, se fortalecerá la relación bilateral con Estados Unidos a través del TLC, 
la agenda interna y la consolidación de la Estrategia de Cooperación Bilateral. Igual-
mente, el Gobierno Nacional consolidará las relaciones con Canadá, los países euro-
peos, la Unión Europea (UE) y con Rusia y Ucrania. En el campo económico y comer-
cial, se apoyará el lanzamiento y desarrollo del Acuerdo de Asociación CAN-UE, las 
negociaciones Colombia-Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA) y las relacio-
nadas con los Acuerdos de Inversión (Tratados Bilaterales de Inversión o capítulos de 
inversión de TLC).

	 Se profundizará en el desarrollo tanto de los compromisos que surjan de las Comisio-
nes de Vecindad, como de otros mecanismos que puedan ser útiles para la concerta-
ción y el diálogo político y de seguridad con los países vecinos. De la misma manera, 
se consolidará la integración con Venezuela y se avanzará el trabajo de las Comisiones 
Mixtas demarcadoras de límites y de la densificación de la frontera terrestre. Para la 
puntualización en terreno de los límites se realizarán trabajos de campo y se aplicarán 
métodos modernos de georreferenciación. 

	 Se avanzará en el Plan Fronteras303, el cual pretende fortalecer la presencia estatal con 
políticas sociales en los municipios y corregimientos fronterizos, mediante la identi-
ficación de necesidades prioritarias y la gestión de proyectos especiales de desarrollo 
ante las entidades del orden nacional, departamental y local, responsables de estas 
políticas. Se impulsará la política de Desarrollo Fronterizo y el Plan Fronteras en el 

	303	 En el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado Comunitario”, este asunto se denominaba “Plan de Seguridad, 
Soberanía y Desarrollo Social en Fronteras”.
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marco de la Comisión Intersectorial de Integración y Desarrollo Fronterizo304. Tam-
bién, se formularán e implementarán planes de desarrollo binacionales para las zonas 
de integración fronteriza. 

2. 	 Defender y promover los intereses nacionales en el escenario multilateral. Este 
objetivo responde al compromiso con el fortalecimiento del multilateralismo como 
principio y herramienta vital de política exterior que ayuda a construir un orden in-
ternacional más justo y equitativo, así como a la necesidad de impulsar, en el ámbito 
multilateral acciones concretas que apoyen y promuevan los intereses del país y facili-
ten la comprensión de la realidad nacional en el exterior. 

	 Para desarrollarlo, se implementarán tres estrategias:
1.	 Construir una nueva agenda multilateral para Colombia que incluya tanto los 

asuntos tradicionalmente prioritarios, como otros nuevos en los que se quiere po-
tenciar su impacto positivo en el marco del objetivo de diversificar las relaciones y 
la agenda internacional.

2.	 Participar activamente en foros multilaterales estratégicos para el país (ONU, OEA, 
NOAL, Grupo de los 77 y China y Grupo de Río); y

3.	 Consolidar esquemas y mecanismos internos de apoyo a la gestión multilateral. 
3. 	 Diversificar las relaciones y la agenda internacional. Se formulará y desarrollará una 

política concreta de relaciones con Asia Pacífico y Oceanía, a través de una amplia 
participación en el Foro de Cooperación Económica del Asia Pacífico (APEC), con 
el fin de incrementar los flujos de comercio e inversión y la cooperación económica 
y técnica. Se definirán agendas con países como China, Australia y Nueva Zelanda. 
De igual forma, se avanzará en la estructuración de las relaciones con países de Asia 
Central, Medio Oriente y África, en especial con India y Sudáfrica, y se profundizará 
en las relaciones con Malasia, Japón, Corea y en el Sudeste Asiático con mercados 
inexplorados como Vietnam, Singapur y Tailandia.

	 Se mejorará la presencia de Colombia en Asia Pacífico, a través del fortalecimiento de las 
misiones colombianas existentes y la apertura de nuevas representaciones diplomáticas.

	 La inserción internacional de Colombia dependerá en gran parte de la capacidad para 
construir una diferenciación política del país, que se sustente en las ventajas y capa-
cidades positivas. En este sentido, la construcción de nuevos imaginarios es un buen 
camino para fortalecer la capacidad negociadora del país. 

	 Así, se incluirá en la agenda temas tales como medio ambiente y desarrollo sostenible, 
democracia y gobernabilidad, turismo, proyectos productivos y Objetivos del Milenio. 
Adicionalmente, se impulsarán temas de la agenda social, como mujer, niñez, indíge-
nas, afrocolombianos, adulto mayor, entre otros.

	 Finalmente, se formulará e implementará una política de promoción cultural en el ex-
terior, principalmente con Argentina, Chile, Uruguay, Cuba, México, Estados Unidos, 
Canadá, Alemania, España, Francia, Bélgica, Holanda, Suecia, Suiza, Gran Bretaña, 
Polonia, Corea, China, Japón, Australia y los países vecinos de Colombia. Ello permitirá, 
más allá del fortalecimiento de los procesos culturales, generar prestigio, valoraciones 

	304	 Decreto 569 de 2001.
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simbólicas y puentes de comunicación que tendrán efectos multiplicadores sobre otros 
sectores como el de turismo, comercio e inversión, entre otros305.

4. 	 Ejercer la soberanía y contribuir a la construcción de la paz en Colombia. Se apoya-
rá al Ministerio de Defensa Nacional en la coordinación y concertación de las acciones 
de seguridad en el marco de las Comisiones Binacionales Fronterizas (Combifrom) y 
de las Rondas de Conversaciones de Altos Mandos Militares. Igualmente, se buscará 
incrementar la seguridad integral en las fronteras para garantizar la lucha contra el 
problema mundial de las drogas ilícitas y el terrorismo.

	 Se prestará especial atención al asunto de Nicaragua ante la Corte Internacional de 
Justicia de La Haya.

	 Se promoverá el apoyo internacional a políticas y programas nacionales, regionales y 
locales que impulsen la cohesión social, especialmente aquellos dirigidos a la población 
en situación o riesgo de vulnerabilidad. Además, se buscará dar continuidad y consoli-
dar, en el marco del principio de responsabilidad compartida, el apoyo de la comunidad 
internacional en la lucha contra el problema mundial de las drogas y el terrorismo.

	 En materia de Derechos Humanos (DD. HH.) y Derecho Internacional Humanitario 
(DIH), se consolidará el apoyo de la comunidad internacional en el fortalecimiento 
de la política de lucha contra la impunidad en casos de violaciones a los DD. HH. e 
infracciones al DIH y en la defensa jurídica internacional del Estado ante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.

5. 	 Diseñar una política integral de migraciones
	 Los resultados que hasta el momento se han obtenido con la estrategia “Colombia nos 

Une”, demuestran la necesidad de consolidar y ampliar las redes de colombianos en el 
exterior. Lo anterior se reflejará en la implementación del Plan Comunidades, a través 
de un trabajo de capacitación de las misiones en el exterior que permita identificar las 
fortalezas de los vínculos con la comunidad y los proyectos de mayor impacto social.

	 Considerando que la migración colombiana se caracteriza por una tendencia predomi-
nante a la dispersión espacial y la fragmentación social, resulta estratégica la implemen-
tación de proyectos que promuevan la formación de tejido social. Las nuevas tecnologías 
de la información son una herramienta fundamental, razón por la cual el Gobierno Na-
cional garantizará la sostenibilidad del Portal RedEsColombia, con el objeto de consoli-
dar los canales de comunicación entre los colombianos en el exterior y el país.

	 Así mismo, con el fin de avanzar en la construcción e implementación de una política 
pública migratoria integral, coherente y ordenada, se fortalecerá la Comisión Nacional 
Intersectorial de Migración y los espacios de discusión formales entre el Estado, la 
sociedad civil, el sector académico, las ONG y los organismos internacionales especia-
lizados en el tema.

	 Para apoyar la toma de decisiones en materia de política migratoria, el Gobierno Na-
cional fomentará la creación del “Observatorio sobre las migraciones”, con el cual se 

	305	 La diplomacia cultural, representación de la identidad de un país a través de “diplomacia blanda” de intercambio artístico y 
cultural, trasciende el alcance de los canales diplomáticos formales, ofrece a los países maneras constructivas para representar 
su s ideas, cultura y creencias, a través de programas artísticos y educativos (véase www.culturaldiplomacy.org/issuepages/
culturaldiplomacy.cfm).
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pretende ofrecer información útil sobre las dinámicas y características de la migración 
internacional, así como sobre las relaciones laborales y sociales de los colombianos en 
países receptores.

	 Dado que la migración colombiana se caracteriza por un alto nivel educativo y un fuerte 
componente urbano, resulta prioritario medir la salida de capital humano y tomar me-
didas tendientes a contrarrestar esta fuga de capital. En tal sentido, se implementarán 
convenios bilaterales, así como programas de becas para universidades en exterior, que 
permitan capacitar al colombiano migrante, con el compromiso de regreso al país.

	 Paralelamente, se avanzará en la elaboración de una política transnacional para el tema 
migratorio, para lo cual se promoverán mesas de trabajo con los países receptores 
sobre el tema de las migraciones. Se coordinará, con los países de la región origen de 
las migraciones, el desarrollo de propuestas para la adopción en los organismos multi-
laterales de normas universales para el manejo de las migraciones, dentro de un marco 
de respeto por los derechos de los migrantes. Finalmente, se desarrollarán convenios de 
protección social, participación política a nivel local y de regulación de flujos laborales.

	 De otra parte, se incluirán las variables de nivel educativo y profesión en el Registro 
de Entradas y Salidas del DAS, según clasificaciones internacionales estándar, de for-
ma que pueda caracterizarse la población colombiana que sale del país, para medir la 
salida de capital humano y, posteriormente, incidir en el establecimiento de medidas 
compensatorias y de cooperación internacional.

	 En aras de mejorar las condiciones laborales y los ingresos de los colombianos en el 
exterior, se trabajará en la implementación de convenios bilaterales que permitan a 
los colombianos acceder a condiciones laborales en el exterior que correspondan con 
sus calidades académicas y nivel educativo, facilitando la transferencia de tecnología 
y conocimiento. Además, se propenderá por la aplicación del modelo de Migración 
Laboral, Temporal y Circular (MLTC) en los países de mayor acogida de migrantes 
colombianos (Estados Unidos y la Unión Europea).

	 Por cuanto las remesas inciden positivamente en las sociedades de origen a través de 
la canalización productiva de los recursos en vivienda, proyectos productivos, educa-
ción, entre otros, se trabajará para reducir los costos de transferencia de las mismas. 
En este sentido, el Gobierno Nacional fomentará cambios legislativos y estrategias que 
impulsen la inversión. Se continuará con el desarrollo de las ferias inmobiliarias y de 
proyectos que auspicien la inversión productiva de las remesas en el país.

6. 	 Fortalecer el Ministerio de Relaciones Exteriores. Dado el carácter multidisciplina-
rio de los asuntos que conforman la agenda internacional, es indispensable el fortale-
cimiento de las funciones de orientación, integración y armonización de las políticas 
y programas sectoriales que competen a las diferentes instituciones del Estado con la 
política internacional, y las de coordinación y articulación de las diversas entidades del 
Estado en lo que concierne a las relaciones internacionales del país, en especial las de 
índole política, económica, social y ambiental.

	 En tal sentido, el Gobierno Nacional impulsará la modernización de la estructura or-
ganizacional del Ministerio de Relaciones Exteriores, se fortalecerá la academia diplo-
mática y se implementará un sistema de gestión orientado a resultados. 
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	 Finalmente, se avanzará en el diseño e implementación de un sistema integrado de 
servicios consulares, que permita la conectividad de las oficinas del Ministerio de Re-
laciones Exteriores en Bogotá, los Consulados, el DAS, la Registraduría Nacional del 
Estado Civil y las Gobernaciones. Para lograrlo, se trabajará bajo el esquema de Go-
bierno en Línea, con el fin de agilizar los trámites de los consulados y brindar mayores 
garantías de seguridad el manejo de la información. En este mismo sentido, se avanza-
rá en la modernización del pasaporte y en la expedición del pasaporte andino.
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Este capítulo presenta un resumen del Plan Plurianual de Inversiones (PPI) para el 
período comprendido entre 2007 y 2010. Este Plan es consistente con el escenario Ma-
croeconómico definido por el Gobierno Nacional y además es fiscalmente responsable 
con las previsiones formuladas por las autoridades fiscales. El flujo de inversiones anuales 
de este Plan es consistente con la senda de déficit del Sector Publico Consolidado (SPC) 
establecida en el Marco Fiscal de Mediano Plazo, según la cual el déficit para 2007 será de 
1,3% del PIB, de 2,3% en 2008, de 2,3% en 2009 y de 2,3% en 2010. Estos balances son co-
herentes con las metas de deuda pública como porcentaje del PIB para el mismo período, 
es decir, 30,7% en 2007, 30,4% en 2008, 30,7% en 2009 y de 30,7% en 2010. 

El escenario macroeconómico para los próximos cuatro años contiene un déficit en 
la cuenta corriente que oscila entre el 1,8% y el 3,1% del PIB, una tasa de inversión que 
aumenta del 25,2% al 26,1% entre 2006 y 2010; la tasa de ahorro doméstica en 2010 será 
de 23,5%, la deuda pública neta de activos financieros será de 30,7% del PIB. La principal 
fuente de financiación externa será la inversión extranjera directa que será del orden del 
2,8% anual, es decir, alrededor US$ 4,000 millones.

El PPI asciende a $228,6 billones de pesos de 2006 con una programación anual para 
2007 de $53,4 billones; para 2008 de $58,4 billones; para 2009 de $58 billones y para 2010 
de $58,8 billones. 

Las fuentes que financiarán el PPI son:
1.	 El Presupuesto General de la Nación con $151,8 millones; conformado por los proyec-

tos del presupuesto de inversión que ascienden a $79,2 billones (34,6% del total), y por 
el Sistema General de Participaciones con $72,6 billones (31,8%).

2.	 Los presupuestos de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado con $19 billo-
nes (8,3%), y

3.	 El sector privado con una inversión que asciende a $57,8 billones (25,3%). 
Las proyecciones de gasto incorporan para cada sector el resultado del ejercicio de progra-

mación realizado en el Marco de Gasto de Mediano Plazo 2007-2010, ajustadas con los nuevos 
requerimientos formulados en el Plan de Desarrollo. Con estos recursos se garantizará el cum-
plimiento de las principales metas fijadas por el Gobierno para este período y se avanzará en la 
consecución de los objetivos de más largo plazo planteados en la Visión 2019.

Los recursos del PPI, se distribuyen en un 57% para la estrategia de “Reducción de la 
pobreza y promoción del empleo y la equidad” y en un 30,4% para la de “Crecimiento alto 
y sostenido”. Por su parte, los sectores que concentran el 77,4% de los recursos del PPI son 
Educación, Protección Social, Minas y Energía, Transporte, Ambiente, Vivienda y Desa-
rrollo Territorial y Defensa y Seguridad.

El Sistema General de Participaciones (SGP) incorpora para las vigencias 2008 a 2010306 

las estimaciones con base en el texto definitivo aprobado en primera vuelta al proyecto de 
Acto Legislativo no. 11 de 2006 del Senado “por el cual se reforman los artículos 356 y 357 
de la constitución política”307. Según el proyecto de Acto Legislativo el monto del SGP se 
incrementará tomando como base el monto liquidado para la vigencia 2007. Durante los 

	306	 La vigencia 2007 se calcula con base en lo establecido por el Acto Legislativo 01/01, ya que el monto del SGP para dicho año, 
no es objeto de reforma. 

	307	 Cabe señalar que, por ser una reforma a la Constitución, el proyecto debe surtir 8 debates.
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años 2008 y 2009 el SGP tendrá un incremento real del 4%. Para 2010 el crecimiento real 
será del 3,5% y entre 2011 y 2016 el crecimiento real será del 3%. También se establece que 
durante los años 2008 al 2016 el SGP tendrá un crecimiento adicional del 1%, el cual se 
destinará al sector educación.

El texto de la reforma aprobado determina que si la tasa de crecimiento real de la eco-
nomía para el año respectivo es superior al 4%, las entidades territoriales participarán con 
recursos adicionales, gracias al comportamiento favorable de la economía. Igualmente se 
establece una asignación especial del 2% del SGP para los municipios con población menor 
de 25.000 habitantes, con destino a financiar inversión. Así mismo, en el texto aprobado en 
primera vuelta se prioriza a nivel constitucional la inversión del SGP para el sector agua po-
table y saneamiento básico, creándose un asignación específica para esta finalidad. 

Por lo tanto, una vez el proyecto que reforma los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política sea aprobado (a mediados de 2007), se tendrá certeza sobre el aporte definitivo del 
SGP a la financiación del Plan Plurianual de Inversiones y su incidencia en el alcance de 
los objetivos y metas del Plan Nacional de Desarrollo, o de su financiación.

Este Plan refleja el esfuerzo del Gobierno para lograr el balance entre el fortalecimiento 
de la descentralización con la fórmula del Sistema General de Participaciones, descrita an-
teriormente, que garantiza un crecimiento estable de recursos a las entidades territoriales 
para atender las coberturas universales en salud y educación; una inversión creciente en 
infraestructura de competitividad que tendrá efectos positivos en el desarrollo regional; 
apoyo a los Planes Departamentales de Agua Potable y Saneamiento Básico y financiación 
de los proyectos de Sistema de Transporte Masivo en las principales ciudades del país, 
entre otros aportes directos a las regiones.

Complementario a los anteriores recursos del PPI, el Gobierno Nacional se encuentra 
adelantando la consecución de un crédito hasta por US$1.000 millones, que contará con 
la garantía de la Nación, destinado a los entes territoriales para la construcción y mejora-
miento de la red vial de su competencia. 

Por otra parte, el Plan refleja el esfuerzo de la Nación para fortalecer la estrategia de 
reducción de la pobreza atendiendo a 1,5 millones de familias, asignar mayores recursos 
al sector agropecuario a través del programa Agro Ingreso Seguro, incrementar las asigna-
ciones para subsidios de vivienda de interés social, fortalecer las inversiones para el Sector 
Justicia relacionadas con el sistema penal acusatorio, justicia y paz, y sistema integrado 
de emergencia, destinar recursos para dar subsidio a 1 millón de adultos mayores, bene-
ficiar a 1,3 millones de niños con desayunos infantiles y a 3,8 millones con restaurantes 
escolares. En lo relacionado con la formación profesional integral incluye recursos para 
incrementar a 5,5 millones la meta de alumnos; en el sector transporte se fortalecen las 
inversiones para mejorar el mantenimiento de la red vial nacional, los corredores de co-
mercio exterior y el transporte fluvial; por último, se registra un significativo esfuerzo en 
el plan por consolidar la política de seguridad democrática, acompañada de un proceso de 
modernización de la fuerza pública. 

En las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, se destacan las inversiones de 
Ecopetrol en exploración, producción, refinación y transporte, así como las realizadas por 
las diferentes centrales eléctricas regionales. 
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Por su parte, se esperan inversiones del sector privado del orden de $57,8 billones de 
pesos, entre las cuales se pueden resaltar: las de vivienda, infraestructura (aeropuertos, 
ferrocarriles, fluvial, puertos, sistemas integrados de transporte y concesiones viales), el 
sector financiero a través del programa de banca de oportunidades, la expansión de la 
telefonía fija, móvil e Internet, y en hidrocarburos y minería. 

El Marco Fiscal de Mediano Plazo aprobado por el Consejo Nacional de Política Fis-
cal-Confis, contempla un espacio para incorporar en el PPI del Plan Nacional de Desa-
rrollo en el período 2007-2010 gasto público por la suma de $149,7 billones de pesos de 
2006. De otra parte el PPI contiene inversiones por $151,8 billones de pesos de 2006. La 
diferencia de $2,1 billones de 2006, 0,17% anual del PIB, que no tienen definida su fuente 
de financiación se incorpora condicionado a la obtención de unos mayores recursos a los 
programados, o de la realización de una evaluación por parte del Gobierno Nacional para 
su priorización relativa respecto a otros programas de inversión o de la especificación de 
los tiempos en que se deban ejecutar. 

En los cuadros siguientes se presenta en forma detallada el PPI, clasificado por pro-
gramas y estrategias del Plan Nacional de Desarrollo, por fuentes de financiamiento y por 
años. En una segunda parte, se presenta el PPI clasificado por sectores, identificando las 
asignaciones programadas a los diferentes proyectos de inversión en cada uno de los años 
y por último se presenta su regionalización.
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Objetivos y Estrategias PND 
Total

Central Descentral.
S.G.

Particip.
Privado Total

1. Estado Comunitario: desarrollo para todos          

2. Política de defensa y seguridad democrática* 13.622.670 0 0 0 13.622.671

2.1 Hacia la consolidación de la política de seguridad democrática 11.083.615 0 0 0 11.083.615

2.2 Desplazamiento, derechos humanos y reconciliación 2.539.056 0 0 0 2.539.056

3.  Reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad 40.070.484 201.318 71.088.844 18.823.451 130.184.096

3.1 Pobreza y población vulnerable 14.043.832 0 5.522.335 0 19.566.167

3.2 Mercado y relaciones laborales 121.807 0 0 0 121.807

3.3 Inserción de familias en el Sistema de Protección Social 14.988.436 201.318 62.227.849 1.296.164 78.713.767

3.4 Banca de las oportunidades 116.189 0 0 3.130.430 3.246.619

3.5 Ciudades amables 5.206.488 0 3.338.660 14.160.973 22.706.121

3.6 Infraestructura para el desarrollo 4.822.387 0 0 0 4.822.387

3.7 Equidad en el campo 771.344 0 0 235.884 1.007.228

4.  Crecimiento alto y sostenido: la condición para un desarrollo 
con equidad 17.174.749 18.769.699 0 33.514.690 69.459.138

4.1 Agenda Interna: Estrategia de desarrollo productivo 14.124.663 18.769.699 0 32.235.799 65.130.161

4.2 Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector 
agropecuario 3.050.086 0   1.278.891 4.328.977

5.  Gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo 
sostenible 607.717 0 0 0 607.717

5.1. Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible 414.640 0 0 0 414.640

5.2. Gestión del riesgo para la prevención y atención de desastres 193.077 0 0 0 193.077

6.   Un mejor Estado al servicio de los ciudadanos 4.087.525 0 0 0 4.087.526

6.1  Los requisitos del Estado comunitario 2.574.479 0 0 0 2.574.479

6.2  Los retos del Estado comunitario 1.513.047 0 0 0 1.513.047

7.  Dimensiones especiales del desarrollo 3.626.970 0 1.526.383 5.446.553 10.599.905

7.1 Equidad de género 5.884 0 0 0 5.884

7.2 Juventud 4.476 0 0 0 4.476

7.3 Grupos étnicos y relaciones interculturales 94.085 0 372.864 0 466.949

7.4 Dimensión regional 1.146.724 0 1.153.519 0 2.300.243

7.5 Ciencia, tecnología e innovación 1.378.968 0 0 5.446.553 6.825.521

7.6 Cultura y desarrollo 657.728 0 0 0 657.728

7.7 Demografía y desarrollo 282.630 0 0 0 282.630

7.8 Sector de la economía solidaria 17.322 0 0 0 17.322

7.9 Política exterior y migratoria 39.152 0 0 0 39.152

Total general 79.190.116 18.971.017 72.615.227 57.784.694 228.561.054

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Plan de Inversiones-2007-2010

Millones de Pesos Constantes 2006



Capítulo 8
Plan Plurianual de Inversiones

559

Objetivos y Estrategias PND
2007

Central Descentral.
S.G. 

Particip. Privado Total

1. Estado Comunitario: desarrollo para todos        

2. Política de defensa y seguridad democrática* 2.025.626 0 0 0 2.025.626

2.1 Hacia la consolidación de la política de seguridad democrática 1.410.595 0 0 0 1.410.595

2.2 Desplazamiento, derechos humanos y reconciliación 615.031 0 0 0 615.031

3. Reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad 9.130.152 51.237 16.915.200 4.447.818 30.544.407

3.1 Pobreza y población vulnerable 2.483.725 0 1.699.582 0 4.183.307

3.2 Mercado y relaciones laborales 30.283 0 0 0 30.283

3.3 Inserción de familias en el Sistema de Protección Social 3.703.598 51.237 14.416.150 175.721 18.346.706

3.4 Banca de las oportunidades 116.189 0 0 823.006 939.195

3.5 Ciudades amables 1.248.969 0 799.468 3.393.901 5.442.338

3.6 Infraestructura para el desarrollo 1.362.620 0 0 0 1.362.620

3.7 Equidad en el campo 184.768 0 0 55.190 239.958

4. Crecimiento alto y sostenido: la condición para un desarrollo 
con equidad 4.445.005 4.943.952 0 7.929.934 17.318.891

4.1 Agenda Interna: Estrategia de desarrollo productivo 3.690.030 4.943.952 0 7.538.764 16.172.746

4.2 Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector 
agropecuario 754.975 0 0 391.170 1.146.145

5. Gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo sos-
tenible 124.301 0 0 0 124.301

5.1. Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible 91.643 0 0 0 91.643

5.2. Gestión del riesgo para la prevención y atención de desastres 32.658 0 0 0 32.658

6. Un mejor Estado al servicio de los ciudadanos 1.351.004 0 0 0 1.351.004

6.1 Los requisitos del Estado comunitario 882.529 0 0 0 882.529

6.2 Los retos del Estado comunitario 468.475 0 0 0 468.475

7. Dimensiones especiales del desarrollo 849.299 0 101.380 1.059.278 2.009.957

7.1 Equidad de género 455 0 0 0 455

7.2 Juventud 404 0 0 0 404

7.3 Grupos étnicos y relaciones interculturales 32.555 0 87.863 0 120.418

7.4 Dimensión regional 312.207 0 13.517 0 325.724

7.5 Ciencia, tecnología e innovación 284.026 0 0 1.059.278 1.343.304

7.6 Cultura y desarrollo 136.353 0 0 0 136.353

7.7 Demografía y desarrollo 72.948 0 0 0 72.948

7.8 Sector de la economía solidaria 2.421 0 0 0 2.421

7.9 Política exterior y migratoria 7.930 0 0 0 7.930

Total general 17.925.387 4.995.189 17.016.580 13.437.030 53.374.186

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad

Millones de Pesos Constantes 2006

Plan de Inversiones-2007
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Objetivos y Estrategias PND
2008

Central Descentral.
S.G. 

Particip. Privado Total

1. Estado Comunitario: desarrollo para todos          

2. Política de defensa y seguridad democrática* 5.352.873 0 0 0 5.352.873

2.1 Hacia la consolidación de la política de seguridad democrática 4.696.239 0 0 0 4.696.239

2.2 Desplazamiento, derechos humanos y reconciliación 656.634 0 0 0 656.634

3. Reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad 9.910.980 48.268 17.377.424 4.707.605 32.044.277

3.1 Pobreza y población vulnerable 3.628.118 0 1.406.935 0 5.035.053

3.2 Mercado y relaciones laborales 32.258 0 0 0 32.258

3.3 Inserción de familias en el Sistema de Protección Social 3.496.292 48.268 15.155.906 282.246 18.982.712

3.4 Banca de las oportunidades 0 0 0 794.123 794.123

3.5 Ciudades amables 1.351.974 0 814.583 3.574.993 5.741.550

3.6 Infraestructura para el desarrollo 1.191.849 0 0 0 1.191.849

3.7 Equidad en el campo 210.489 0 0 56.243 266.732

4. Crecimiento alto y sostenido: la condición para un desarrollo 
con equidad 4.048.922 4.339.348 0 8.621.041 17.009.311

4.1 Agenda Interna: Estrategia de desarrollo productivo 3.262.595 4.339.348 0 8.366.454 15.968.397

4.2 Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector 
agropecuario 786.327 0 0 254.587 1.040.914

5. Gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo sos-
tenible 169.532 0 0 0 169.532

5.1. Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible 99.779 0 0 0 99.779

5.2. Gestión del riesgo para la prevención y atención de desastres 69.753 0 0 0 69.753

6. Un mejor Estado al servicio de los ciudadanos 1.128.470 0 0 0 1.128.470

6.1 Los requisitos del Estado comunitario 759.445 0 0 0 759.445

6.2 Los retos del Estado comunitario 369.025 0 0 0 369.025

7. Dimensiones especiales del desarrollo 930.303 0 457.147 1.266.453 2.653.903

7.1 Equidad de género 1.869 0 0 0 1.869

7.2 Juventud 1.401 0 0   1.401

7.3 Grupos étnicos y relaciones interculturales 24.758 0 91.429 0 116.187

7.4 Dimensión regional 286.399 0 365.718 0 652.117

7.5 Ciencia, tecnología e innovación 357.463 0 0 1.266.453 1.623.916

7.6 Cultura y desarrollo 171.966 0 0 0 171.966

7.7 Demografía y desarrollo 70.455 0 0 0 70.455

7.8 Sector de la economía solidaria 4.671 0 0 0 4.671

7.9 Política exterior y migratoria 11.321 0 0 0 11.321

Total general 21.541.080 4.387.616 17.834.571 14.595.099 58.358.366

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Plan de Inversiones-2008

Millones de Pesos Constantes 2006
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Objetivos y Estrategias PND

2009

Central Descentral.
S.G. 

Particip. Privado Total

1. Estado Comunitario: desarrollo para todos          

2. Política de defensa y seguridad democrática* 3.398.474 0 0 0 3.398.474

2.1 Hacia la consolidación de la política de seguridad democrática 2.768.095 0 0 0 2.768.095

2.2 Desplazamiento, derechos humanos y reconciliación 630.379 0 0 0 630.379

3. Reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad 10.348.811 49.952 18.032.034 4.836.882 33.267.679

3.1 Pobreza y población vulnerable 3.823.108 0 1.267.772 0 5.090.880

3.2 Mercado y relaciones laborales 29.029 0 0 0 29.029

3.3 Inserción de familias en el Sistema de Protección Social 3.794.535 49.952 15.916.415 381.978 20.142.880

3.4 Banca de las oportunidades 0 0 0 768.063 768.063

3.5 Ciudades amables 1.330.890 0 847.847 3.626.480 5.805.217

3.6 Infraestructura para el desarrollo 1.178.149 0 0 0 1.178.149

3.7 Equidad en el campo 193.100 0 0 60.361 253.461

4. Crecimiento alto y sostenido: la condición para un desarrollo 
con equidad 4.108.226 4.648.022 0 8.715.944 17.472.192

4.1 Agenda Interna: Estrategia de desarrollo productivo 3.336.576 4.648.022 0 8.416.851 16.401.449

4.2 Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector 
agropecuario 771.650 0 0 299.093 1.070.743

5. Gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo sos-
tenible 176.630 0 0 0 176.630

5.1. Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible 111.681 0 0 0 111.681

5.2. Gestión del riesgo para la prevención y atención de desastres 64.949 0 0 0 64.949

6. Un mejor Estado al servicio de los ciudadanos 859.732 0 0 0 859.732

6.1 Los requisitos del Estado comunitario 497.606 0 0 0 497.606

6.2 Los retos del Estado comunitario 362.126 0 0 0 362.126

7. Dimensiones especiales del desarrollo 925.998 0 475.815 1.447.878 2.849.691

7.1 Equidad de género 1.807 0 0 0 1.807

7.2 Juventud 1.355 0 0 0 1.355

7.3 Grupos étnicos y relaciones interculturales 18.605 0 95.163 0 113.768

7.4 Dimensión regional 279.291 0 380.652 0 659.943

7.5 Ciencia, tecnología e innovación 366.965 0 0 1.447.878 1.814.843

7.6 Cultura y desarrollo 173.924 0 0 0 173.924

7.7 Demografía y desarrollo 69.351 0 0 0 69.351

7.8 Sector de la economía solidaria 4.970 0 0 0 4.970

7.9 Política exterior y migratoria 9.730 0 0 0 9.730

Total general 19.817.871 4.697.974 18.507.849 15.000.704 58.024.398

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Plan de Inversiones-2009

Millones de Pesos Constantes 2006
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Objetivos y Estrategias PND

2010

Central Descentral.
S.G. 

Particip. Privado Total

1. Estado Comunitario: desarrollo para todos        

2. Política de defensa y seguridad democrática* 2.845.698 0 0 0 2.845.698

2.1 Hacia la consolidación de la política de seguridad democrática 2.208.686 0 0 0 2.208.686

2.2 Desplazamiento, derechos humanos y reconciliación 637.012 0 0 0 637.012

3. Reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad 10.680.539 51.860 18.764.186 4.831.146 34.327.731

3.1 Pobreza y población vulnerable 4.108.880 0 1.148.046 0 5.256.926

3.2 Mercado y relaciones laborales 30.238 0 0 0 30.238

3.3 Inserción de familias en el Sistema de Protección Social 3.994.011 51.860 16.739.378 456.219 21.241.468

3.4 Banca de las oportunidades 0 0 0 745.238 745.238

3.5 Ciudades amables 1.274.655 0 876.762 3.565.599 5.717.016

3.6 Infraestructura para el desarrollo 1.089.768 0 0 0 1.089.768

3.7 Equidad en el campo 182.987 0 0 64.090 247.077

4. Crecimiento alto y sostenido: la condición para un desarrollo 
con equidad 4.572.597 4.838.378 0 8.247.772 17.658.747

4.1 Agenda Interna: Estrategia de desarrollo productivo 3.835.463 4.838.378 0 7.913.730 16.587.571

4.2 Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector 
agropecuario 737.134 0 0 334.042 1.071.176

5. Gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo 
sostenible 137.255 0 0 0 137.255

5.1. Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible 111.537 0 0 0 111.537

5.2. Gestión del riesgo para la prevención y atención de desastres 25.718 0 0 0 25.718

6. Un mejor Estado al servicio de los ciudadanos 748.319 0 0 0 748.319

6.1 Los requisitos del Estado comunitario 434.898 0 0 0 434.898

6.2 Los retos del Estado comunitario 313.421 0 0 0 313.421

7. Dimensiones especiales del desarrollo 921.372 0 492.041 1.672.943 3.086.356

7.1 Equidad de género 1.754 0 0 0 1.754

7.2 Juventud 1.315 0 0 0 1.315

7.3 Grupos étnicos y relaciones interculturales 18.166 0 98.408 0 116.574

7.4 Dimensión regional 268.827 0 393.633 0 662.460

7.5 Ciencia, tecnología e innovación 370.516 0 0 1.672.943 2.043.459

7.6 Cultura y desarrollo 175.486 0 0 0 175.486

7.7 Demografía y desarrollo 69.876 0 0 0 69.876

7.8 Sector de la economía solidaria 5.262 0 0 0 5.262

7.9 Política exterior y migratoria 10.170 0 0 0 10.170

Total general 19.905.780 4.890.238 19.256.227 14.751.861 58.804.106

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Millones de Pesos Constantes 2006

Plan de Inversiones-2010
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Sectores

Total

Central Descentral.
S.G. Par-

ticip. Privado Total

Agropecuario 3.865.930 0 0 1.646.193 5.512.123

Acción social 7.219.270 0 0 0 7.219.270

Ambiente, vivienda y desarrollo territorial 3.059.646 0 3.338.660 14.160.973 20.559.279

Comercio, industria y turismo 225.158 0 0 520.927 746.085

Comunicaciones 1.368.190 0 0 7.590.427 8.958.617

Congreso 13.459 0 0 0 13.459

Cultura 656.826 0 0 0 656.826

Dane 425.443 0 0 0 425.443

Dansocial 17.322 0 0 0 17.322

Defensa y seguridad* 9.837.445 0 0 0 9.837.445

Educación 3.737.522 0 40.538.693 1.296.164 45.572.379

Función Pública 77.822 0 0 0 77.822

Hacienda 3.991.485 0 0 3.130.430 7.121.915

Justicia 3.074.573 0 0 0 3.074.573

Minas y energía 3.751.128 18.769.699 0 13.372.742 35.893.567

Organismos de control 418.877 0 0 0 418.877

Planeación 1.842.630 0 0 5.315.135 7.157.765

Presidencia 85.574 0 0 0 85.574

Protección social 24.564.078 201.318 18.675.789 0 43.441.185

Relaciones exteriores 39.152 0 0 0 39.152

Transporte 10.918.587 0 0 10.751.705 21.670.292

Asignaciones especiales 0 0 788.750 0 788.750

Propósito general 0 0 8.177.179 0 8.177.179

Municipios <25 mil Hab. 0 0 1.096.156    1.096.156

Total general 79.190.116 18.971.017 72.615.227 57.784.694 228.561.054

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Millones de Pesos Constantes 2006

Plan de Inversiones-2007-2010
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Sectores

2007

Central Descentral.
S.G. Par-

ticip. Privado Total

Agropecuario 965.595 0 0 478.790 1.444.385

Acción social 1.326.581 0 0 0 1.326.581

Ambiente, vivienda y desarrollo territorial 745.407 0 799.468 3.393.901 4.938.776

Comercio, industria y turismo 55.907 0 0 141.794 197.701

Comunicaciones 321.293 0 0 1.907.230 2.228.523

Congreso 13.459 0 0 0 13.459

Cultura 141.131 0 0 0 141.131

Dane 114.052 0 0 0 114.052

Dansocial 2.421 0 0 0 2.421

Defensa y seguridad* 1.189.605 0 0 0 1.189.605

Educación 648.598 0 9.609.028 175.721 10.433.347

Función Pública 48.168 0 0 0 48.168

Hacienda 1.156.470 0 0 823.006 1.979.476

Justicia 873.044 0 0 0 873.044

Minas y energía 1.106.174 4.943.952 0 3.473.116 9.523.242

Organismos de control 144.417 0 0 0 144.417

Planeación 438.573 0 0 1.026.847 1.465.420

Presidencia 16.447 0 0 0 16.447

Protección social 5.637.824 51.237 4.464.132 0 10.153.193

Relaciones exteriores 7.930 0 0 0 7.930

Transporte 2.972.289 0 0 2.016.624 4.988.913

Asignaciones especiales 0 0 185.865 0 185.865

Propósito general 0 0 1.958.088 0 1.958.088

Municipios <25 mil Hab. 0 0 0 0 0

Total general 17.925.385 4.995.190 17.016.581 13.437.030 53.374.186

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Millones de Pesos Constantes 2006

Plan de Inversiones-2007
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Sectores

2008

Central Descentral.
S.G. 

Particip. Privado Total

Agropecuario 996.225 0 0 346.606 1.342.831

Acción social 1.883.560 0 0 0 1.883.560

Ambiente, vivienda y desarrollo territorial 763.347 0 814.583 3.574.993 5.152.923

Comercio, industria y turismo 81.814 0 0 141.794 223.608

Comunicaciones 349.959 0 0 1.894.399 2.244.358

Congreso 0 0 0 0 0

Cultura 169.957 0 0 0 169.957

Dane 104.510 0 0 0 104.510

Dansocial 4.671 0 0 0 4.671

Defensa y seguridad* 4.358.511 0 0 0 4.358.511

Educación 884.771 0 9.920.662 282.246 11.087.679

Función Pública 9.896 0 0 0 9.896

Hacienda 1.026.507 0 0 794.123 1.820.630

Justicia 920.137 0 0 0 920.137

Minas y energía 929.337 4.339.348 0 2.850.035 8.118.720

Organismos de control 117.166 0 0 0 117.166

Planeación 476.316 0 0 1.230.677 1.706.993

Presidencia 25.008 0 0 0 25.008

Protección social 6.042.569 48.268 4.559.157 0 10.649.994

Relaciones exteriores 11.321 0 0 0 11.321

Transporte 2.385.495 0 0 3.481.106 5.866.601

Asignaciones especiales 0 0 193.408 0 193.408

Propósito general 0 0 1.995.109 0 1.995.109

Municipios <25 mil Hab. 0 0 351.651 0 351.651

Total general 21.541.080 4.387.616 17.834.571 14.595.099 58.358.366

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Millones de Pesos Constantes 2006

Plan de Inversiones-2008
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Sectores

2009

Central Descentral.
S.G. Par-

ticip. Privado Total

Agropecuario 1.943.963 0 0 394.609 2.338.572

Acción social 974.531 0 0 0 974.531

Ambiente, vivienda y desarrollo territorial 775.040 0 847.847 3.626.480 5.249.367

Comercio, industria y turismo 47.096 0 0 119.618 166.714

Comunicaciones 348.562 0 0 1.894.399 2.242.961

Congreso 0 0 0 0 0

Cultura 172.035 0 0 0 172.035

Dane 103.688 0 0 0 103.688

Dansocial 4.970 0 0 0 4.970

Defensa y seguridad* 2.421.898 0 0 0 2.421.898

Educación 1.002.566 0 10.270.767 381.978 11.655.311

Función Pública 9.882 0 0 0 9.882

Hacienda 969.547 0 0 768.063 1.737.610

Justicia 644.678 0 0 0 644.678

Minas y energía 869.663 4.648.022 0 3.394.082 8.911.767

Organismos de control 109.970 0 0 0 109.970

Planeación 476.716 0 0 1.412.723 1.889.439

Presidencia 22.205 0 0 0 22.205

Protección social 6.366.279 49.952 4.745.335 0 11.161.566

Relaciones exteriores 9.730 0 0 0 9.730

Transporte 2.544.852 0 0 3.008.752 5.553.604

Asignaciones especiales 0 0 201.306 0 201.306

Propósito general 0 0 2.076.582 0 2.076.582

Municipios <25 mil Hab. 0 0 366.011 0 366.011

Total general 19.817.871 4.697.974 18.507.849 15.000.704 58.024.398

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Millones de Pesos Constantes 2006

Plan de Inversiones-2009
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Sectores

TOTAL

Central Descentral.
S.G. 

Particip. Privado Total

Agropecuario 929.578 0 0 426.188 1.355.766

Acción social 2.065.166 0 0 0 2.065.166

Ambiente, vivienda y desarrollo territorial 775.853 0 876.762 3.565.599 5.218.214

Comercio, industria y turismo 40.341 0 0 118.602 158.943

Comunicaciones 348.376 0 0 1.894.399 2.242.775

Congreso 0 0 0 0 0

Cultura 173.703 0 0 0 173.703

Dane 103.193 0 0 0 103.193

Dansocial 5.261 0 0 0 5.261

Defensa y seguridad* 1.867.431 0 0 0 1.867.431

Educación 1.201.586 0 10.738.236 456.219 12.396.041

Función Pública 9.876 0 0 0 9.876

Hacienda 838.961 0 0 745.238 1.584.199

Justicia 636.714 0 0 0 636.714

Minas y energía 845.953 4.838.377 0 3.655.507 9.339.837

Organismos de control 47.323 0 0 0 47.323

Planeación 451.025 0 0 1.644.887 2.095.912

Presidencia 21.914 0 0 0 21.914

Protección social 6.517.405 51.860 4.907.165 0 11.476.430

Relaciones exteriores 10.170 0 0 0 10.170

Transporte 3.015.950 0 0 2.245.222 5.261.172

Asignaciones especiales 0 0 208.171 0 208.171

Propósito general 0 0 2.147.400 0 2.147.400

Municipios <25 mil Hab. 0 0  378.493 0 378.493

Total general 19.905.780 4.890.238 19.256.227 14.751.861 58.804.106

*No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad.

Millones de Pesos Constantes 2006

Plan de Inversiones-2010
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Regionalización Indicativa-Total General
Plan de Inversiones 2007-2010

Millones de Pesos Constantes 2006

Sectores

Regiones

TotalAmazo-
nia

Bogotá Centro 
oriente

Costa 
Atlán-

tica

Occi-
dente

Orino-
quia

Nacional 

Acción social 301.575 517.920 1.674.734 1.824.713 1.876.867 494.275 529.186 7.219.270

Agropecuario 83.937 0 1.081.878 991.082 926.200 312.098 2.116.929 5.512.123

Ambiente, vivien-
da y desarrollo 
territorial 123.174 405.228 1.367.544 1.121.002 1.563.935 274.921 15.703.475 20.559.279

Asignaciones 
especiales 32.714 22.300 155.011 203.322 316.662 58.741 0 788.750

Comercio, indus-
tria y turismo 2.957 27.025 47.622 20.103 43.901 4.246 600.231 746.086

Comunicaciones 230.214 1.336.128 1.195.061 1.835.215 2.458.751 398.727 1.504.520 8.958.617

Congreso 0 0 0 0 0 0 13.459 13.459

Cultura 5.648 182.948 58.857 63.907 163.852 15.090 166.524 656.826

Dane 2.213 261 19.493 13.332 11.872 2.568 375.702 425.443

Dansocial 0 0 0 0 0 0 17.322 17.322

Defensa 0 0 0 0 0 0 9.837.445 9.837.445

Educación 1.342.228 4.658.489 10.029.435 10.575.037 15.098.250 2.104.835 1.764.105 45.572.379

Función Pública 0 41.249 3.617 1.177 3.558 684 27.536 77.822

Hacienda 623 1.655.813 346.015 259.235 635.078 1.710 4.223.442 7.121.915

Justicia 148.807 114.032 244.787 74.954 303.635 178.512 2.009.845 3.074.573

Minas y energía 673.207 734.229 10.542.005 11.180.232 3.558.454 7.079.397 2.126.043 35.893.567

Municipios
 <25 mil Hab. 29.472 0 442.641 193.223 350.553 80.266 0 1.096.156

Organismos de 
control 0 0 0 0 0 0 418.877 418.877

Planeación 67.728 152.262 349.069 469.273 481.077 82.792 5.555.562 7.157.765

Presidencia 0 0 0 0 0 0 85.574 85.574

Propósito general 229.404 443.341 2.634.462 1.684.616 2.726.339 459.017 0 8.177.179

Protección social 2.154.750 3.342.939 8.309.813 9.302.549 13.236.544 3.410.544 3.684.046 43.441.185

Relaciones 
exteriores 0 0 0 0 0 0 39.152 39.152

Transporte 459.500 1.692.054 4.536.624 5.509.690 4.602.814 680.854 4.188.756 21.670.292

Total general 5.888.154 15.326.217 43.038.669 45.322.663 48.358.344 15.639.278 54.987.731 228.561.055
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 El anexo de metas es el principal instrumento que se utilizará para el posterior segui-
miento y evaluación del Plan Nacional de Desarrollo (PND). Se incluyeron en esta parte 
los indicadores más relevantes, a nivel nacional, de las estrategias desarrolladas en el PND 
que permitirán medir el cumplimiento de sus objetivos y que fueron concertados con los 
Ministerios y Departamentos Administrativos. Además, las metas fueron definidas tenien-
do en cuenta los recursos previstos dentro del Plan Plurianual de Inversiones y contemplan 
el desarrollo de sectores productivos priorizados en las apuestas de Agenda Interna. 

Vale aclarar que para la medición de las líneas de base y la cuantificación de las metas 
de algunos indicadores del anexo se requieren datos relacionados con población. En la 
mayoría de estas cifras se utilizó el censo de 1993 y, excepcionalmente, el de 2005. En la 
medida en que se disponga de la información completa del censo de 2005 se llevarán a 
cabo los ajustes y modificaciones pertinentes, los cuales se tendrán en cuenta en los pro-
cesos de seguimiento que realizará el DNP. 

OBJETIVO 2: POLÍTICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA

2.1. Hacia la consolidación de la Política de Seguridad Democrática

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Defensa    

Porcentaje de reducción de asaltos a poblaciones (1) A 92,4% 40%

Porcentaje de reducción de secuestros extorsivos (1) A 57,3% 64,7%

Porcentaje de reducción tasa anual de homicidios por cada 100.000 habitantes (2) A 45,9% 29,5%

Hectáreas de cultivos ilícitos de hoja de coca y amapola asperjadas 585.678 640.000

Departamento Administrativo de Seguridad (DAS)    

Grandes organizaciones de corrupción desmanteladas por información prove-
niente del DAS. Línea de base 2006 3 21

Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional    

Hectáreas erradicadas manualmente por grupos móviles de erradicación 47.670 110.000

Familias beneficiadas con pagos en el programa Familias Guardabosques 
(Acum.) 43.271 80.000

(1)La línea de base se toma comparando la reducción entre los cuatrienios 1998 - 2002 y 2002 - 2006.
(2)Proyección 2006: 35,5%. Fuente: DNP- DJS. La línea de base se toma comparando el año 2006 frente al 2002.



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

574

Línea de base  Meta cuatrienio 

Ministerio de la Protección Social

Nuevos afiliados en el Régimen Subsidiado en Salud (desplazados) 260.269 1.200.000

Cupos en Formación Profesional Integral para población vulnerable A 1.628.549 3.510.285

 Cupos en Formación Profesional Integral para población vulnerable (desplazados 
por la violencia) A 227.170 816.609

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo    

Nuevos recursos de apoyo para proyectos productivos asignados a poblaciones 
desplazadas cofinanciados por Fomipyme ($ millones) A 5.546 20.000

Personas desplazadas beneficiadas por proyectos productivos cofinanciados por 
Fomipyme A 4.405 12.000

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial    

Subsidios asignados por Fonvivienda para población desplazada 33.394 38.646

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural    

Familias desplazadas beneficiadas con adjudicación de tierras A 1.831 12.850

Familias desplazadas beneficiadas con subsidio de Vivienda de Interés Social -
VIS- Rural 8.907 10.500

Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional    

Familias desplazadas atendidas con atención integral Nuevo 160.000

Familias desplazadas beneficiadas por el programa Familias en Acción (Acum.) 99.807 300.000

Familias desplazadas beneficiadas en programa de generación de ingresos Nuevo 377.000

Familias vulnerables y desplazadas vinculadas a programas de Paz y Desarrollo Nuevo 85.302

Familias vinculadas a la Red de Seguridad Alimentaria (RESA) (Acum.) 380.109 725.000

Familias desplazadas acompañadas en retornos o reubicaciones 31.899 32.000

Departamento Administrativo de la Presidencia de la República (Dapre)    

Porcentaje de fases desarrolladas del proceso de elaboración concertada, expedi-
ción y puesta en marcha del Plan Nacional de Acción de DD. HH. y DIH. 30% 100%

Municipios que ejecutan planes de acción departamentales en Derechos Humanos 210 450

Ministerio de Educación    

Nuevos cupos educativos para población desplazada (contratación del servicio). 
Línea de base 2005 * A 232.115 400.000

Ministerio del Interior y Justicia    

Municipios que ejecutan planes de acción en Derechos Humanos 317 500

2.2. Desplazamiento forzado, Derechos Humanos y Reconciliación

Notas:
Línea de base: Corresponde al avance obtenido en el período agosto 2002-agosto 2006, o hasta el último dato dispo-
nible en caso de que no se disponga de información sobre el período completo.
n.d.: No disponible
Acum.: Acumulado
*: Meta financiada parcialmente con recursos del Sistema General de Participaciones.
A: Meta asociada a programa que responde o apoya el desarrollo de las acciones propuestas en la Agenda Interna.



Capítulo 9
Anexo de Metas

575

OBJETIVO 3: REDUCCIÓN DE LA POBREZA Y PROMOCIÓN DEL EMPLEO Y 
LA EQUIDAD

3.1. Pobreza y población vulnerable

(1) La línea de base es igual a cero debido a que, a la fecha, el Sisbén II se encuentra implementado en los 1.098 municipios del país. 
La meta consiste en implementar el SISBÉN III en todos los municipios del país para el año 2010.

3.2. Mercado y relaciones laborales

Línea de base Meta cuatrienio 

Transversales

Tasa de desempleo. Línea de base 2006 A 11,9% 8,8%

Tasa de desempleo de los menores de 24 años. Línea de base 2005 A 26% 20%

Duración promedio del desempleo (meses). Línea de base 2005 A 11 7

Trabajo infantil (proporción de la PEA infantil (5 - 17 años) respecto al total de la 
PEA). Línea de base 2005 7,2% 5,3%

Ministerio de la Protección Social    

Empresas creadas por el Fondo Emprender A 777 1.768

Empleos generados en empresas promovidas por el Fondo Emprender A 4.171 9.100

Porcentaje de vacantes utilizadas por inscritos en el Servicio Público en Empleo A 48,4% 65%

Línea de base  Meta cuatrienio 

Transversales

Pobreza (porcentaje de la población) * 49,2% 39,6%

Indigencia (porcentaje de la población) * 14,7% 8%

Coeficiente de Gini 0,55 0,50

Departamento Nacional de Planeación    

Porcentaje de avance en el diseño e implementación del Sisbén III en 1.098 
municipios (1) 0% 100%
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3.3. Inserción de las familias en el Sistema de Protección Social

Línea de base  Meta cuatrienio 

Ministerio de la Protección Social

Cobertura en afiliación al régimen subsidiado (Nivel Sisbén 1 y 2) * 71% 100%

Nuevos afiliados en el régimen subsidiado en salud (incluye subsidios totales y parciales) *
8.729.965 9.307.249

Nuevos afiliados al régimen contributivo de salud (cotizantes más beneficiarios) A 2.889.119 1.500.000

Cobertura en afiliación a pensiones. Línea de base 2005 A 25% 38%

Cobertura de los mecanismos de protección al desempleo (porcentaje de la PEA 
cubierta con algún mecanismo de protección). Línea de base 2005 A 20% 30%

Nuevos afiliados a riesgos profesionales A 1.173.758 900.000

Total de afiliados a riesgos profesionales (Acum.) A 5.338.733 6.238.733

Total de empresas vinculadas al Sistema de Riesgos Profesionales (Acum.) A 362.881 446.881

Subsidios al desempleo entregados 237.156 322.804

Alumnos en integración con la Educación Media (Anual) A n.d. 308.958

Cupos anuales para alumnos en Formación Profesional Integral (Titulada) otorga-
dos por el Sena. Línea de base 2006 A

433.885 478.041

Cupos anuales para alumnos en Formación Profesional Integral (Complementaria) 
otorgados por el Sena. Línea de base 2006 A 3.714.924 5.063.083

Cupos anuales en Formación para Técnicos Profesionales y Tecnólogos. Línea de 
base 2006 A 141.765 230.450

Horas de Formación Profesional Integral impartidas al año por el Sena (millones). 
Línea de base 2006 A

12,7 17,8

Alumnos matrículados en Formación Virtual A 772.733 3.939.204

Alumnos graduados del Programa Jóvenes en Acción A 99.916 71.688

Alumnos graduados del Programa Jóvenes Rurales A 157.624 601.002

Niños de 6 meses a 5 años de edad beneficiados con el programa Desayunos Infan-
tiles (Acum.) 1.006.640 1.306.074

Niños beneficiados con el programa Restaurantes Escolares (Acum.) 3.187.021 3.837.021

Adultos Mayores beneficiados con complemento alimentario (Acum.) 395.925 400.000

Adultos Mayores beneficiados con subsidio económico (Acum.) 199.889 600.000

Cobertura de vacunación (todas las vacunas). Línea de base 2005 (1) * 87,3% 95%

Mortalidad infantil (muertes por 1.000 nacidos vivos). Línea de base 2005 (2) * 19 16,5

Mortalidad de la niñez (muertes por 1.000 nacidos vivos). Línea de base 2005 (2) * 22 18,2

Mortalidad materna (muertes maternas por 100 mil nacidos vivos). Línea de base 
2002 (3) * 83,3 63

Porcentaje de mujeres con 4 o más controles prenatales (2) * 83% 100%

Cobertura de atención institucional del parto. Línea de base 2005 (2) * 92% 95%
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Línea de base  Meta cuatrienio 

Prevalencia de uso de métodos modernos de anticoncepción en la población sexual-
mente activa. Línea de base 2005 (2) * 68,2% 75%

Prevalencia de uso de métodos de anticoncepción entre la población femenina no 
unida sexualmente activa de 15 a 19 años. Línea de base 2005 (2) * 66% 75%

Porcentaje de adolescentes que han sido madres o están en embarazo. Línea de base 
2005 (2) * 21%  <15%

Mortalidad por cáncer de cuello uterino (muertes por 100.000 mujeres). Línea de 
base 2003 (4) * 10,9 8,8

Desnutrición crónica en niños menores de 5 años. Línea de base 2005 (2) * 12% 10%

Desnutrición global en niños menores de 5 años. Línea de base 2005 (2) * 7% 5%

Cobertura de terapia antirretroviral a quienes la requieran. Línea de base 2005 (1) * 54,8% 60%

Prevalencia general de infección por VIH. Línea de base 2004 (1) * <1,2% <1,2%

Muertes por malaria. Línea de base 2002 (3) * 155 117

Muertes por dengue. Línea de base 2002 (3) * 157 106

Incidencia de malaria en municipios con malaria urbana (tasa por mil habitantes). 
Línea de base 2003 (1) * 17,4 12,6

Indice de infestación de Aedes en los municipios categoría especial, 1 y 2 por encima 
de 1.800 m.s.n.m. Línea de base 2003 (1) * 30% 16%

Ministerio de Hacienda y Crédito Público    

Valor de las colocaciones por Findeter para salud ($ millones) 236.181 424.728

Valor de las colocaciones por Findeter para educación ($ millones) A 193.365 237.283

Ministerio de Educación    

Nuevos niños atendidos en educación inicial Nuevo 400.000

Cobertura de educación preescolar y básica * A 92% 100%

Cobertura de educación media * A 65% 73%

Tasa de deserción interanual. Línea de base 2005 * A 5,8% 5%

Tasa de repetición en educación básica y media. Línea de base 2002 * 6% 4%

Adultos alfabetizados (Acum.) * A 392.560 1.000.000

Años promedio de educación * A 7,9 8,5

Tasa de analfabetismo (15 a 24 años). Línea de base 2002 * A 2,1% 1,4%

Tasa de analfabetismo (mayores de 15 años). Línea de base 2002 * A 8,6% 5,8%

Cobertura bruta de educación superior * A 29% 34,7%

Tasa de deserción de la educación superior (por cohorte) A 50% 40%

Nuevos créditos legalizados para Sisbén 1 y 2 A Nuevo 100.000

Cartera del Icetex (créditos pregrado) ($ millones) A 943.404 2.400.000

Matrícula de los Centros Regionales de Educación Superior (Ceres) A 7.503 37.000

Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional    

Familias beneficiadas por el programa Familias en Acción (Acum.) 682.307 1.500.000
(1) Cifras del Ministerio de la Protección Social
(2) Cifras del Profamilia. Encuesta Nacional de Demografía y Salud 2005
(3) Cifras del Dane
(4) Cifras del Instituto Nacional de Cancerología
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3.5. Ciudades amables

(1) De las 395.885 soluciones de vivienda, 35.642 corresponden a créditos para VIS asignados a través de la línea de 
redescuento Findeter y otras entidades del sector financiero (sin subsidio).

(2) Debido a que no se cuenta con los resultados de la Encuesta Continua de Hogares 2006 - III trimestre, los datos 
sobre nueva población beneficiada con servicios de acueducto y alcantarillado durante el período 2002 - 2006 
aún no está disponible.

(3) La línea de base corresponde al acumulado a 2006.

Línea de base  Meta cuatrienio 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial

Total soluciones para el financiamiento de vivienda de interés social (1) 395.885 828.433

 Subsidios VIS asignados a través de Fonvivienda para vivienda urbana 130.566 470.857

 Subsidios VIS asignados a través del Banco Agrario para vivienda rural 40.090 53.834

 Subsidios VIS asignados a través de Cajas de Compensación Familiar 133.733 171.045

 Subsidios VIS asignados a través de la Caja Promotora de Vivienda Militar 21.194 29.622

 Créditos para VIS asignados a través del Fondo Nacional de Ahorro 34.660 103.075

Créditos y microcréditos del sector financiero para VIS (con o sin subsidio) 145.000 200.000

Nueva población beneficiada con el servicio de acueducto (2) * A n.d. 3.671.206

Nueva población beneficiada con el servicio de alcantarillado (2) * A n.d. 4.040.871

Municipios con acceso a sitios de disposición final de residuos sólidos técnicamente 
adecuados (relleno sanitario, celdas transitorias) (Acum.) (3) * 633 768

Planes departamentales de agua y saneamiento en ejecución * A Nuevo 32

Macroproyectos asociados con VIS e infraestructura en implementación con apoyo 
de la Nación Nuevo 8

Programas de saneamiento para asentamientos (mejoramiento integral de barrios) 
en implementación con apoyo de la Nación Nuevo 10

Proyectos de espacio público en implementación con apoyo de la Nación A Nuevo 5

Ministerio de Hacienda y Crédito Público    

Valor de las colocaciones por Findeter para acueducto ($ millones) A 139.132 202.036

Valor de las colocaciones por Findeter para alcantarillado ($ millones) A 96.714 124.387

Valor de las colocaciones por Findeter para aseo ($ millones) 125.347 148.326

Valor de las colocaciones por Findeter para vivienda (incluye VIS y constructores) 
($ millones) 184.105 429.658

Créditos y microcréditos inmobiliarios desembolsados para VIS (Findeter) 11.243 22.993

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (Dane)    

Porcentaje de actualización catastral urbana mantenido 80,5% 90%

Porcentaje de predios con actualización catastral rural (Acum.) 41,5% 70%

Ministerio de Transporte    

Sistemas de Transporte Masivo en operación A 1 8
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3.6. Infraestructura para el desarrollo

 (1) Cifras del Dane
(2) Considera únicamente los centros provinciales de gestión agroempresarial consolidados

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Minas y Energía

Cobertura de energía eléctrica en el Sistema Interconectado Nacional. Línea de base 
2005 (1) A

93,6% 95,1%

Áreas con esquemas de gestión por resultados implementadas A 0 3

Nuevos usuarios con servicio de energía eléctrica en Zonas No Interconectadas A 15.000 40.000

Incremento en tiempo promedio de servicio de energía eléctrica en las Zonas No 
Interconectadas A 30% 10%

Electrificadoras con vinculación de capital privado 3 8

Nuevos proyectos hidroeléctricos de menor escala en operación A 2 7

Capacidad instalada de generación con combustibles fósiles sustituida con energías 
alternativas (excepto hidroeléctricas) (MW) A

0,35 6,9

Ministerio de Comunicaciones    

Porcentaje de Alcaldías con conectividad - Compartel A 56,6% 94,3%

Porcentaje de sedes educativas oficiales beneficiadas con conectividad de banda an-
cha (urbanas y rurales) - Compartel A

8,9% 54,8%

Porcentaje de hospitales con conectividad - Compartel A 18,2% 90,4%

Porcentaje de centros provinciales de gestión agroempresarial con conectividad - 
Compartel (2) A

63,5% 90,5%

Porcentaje de bibliotecas con conectividad - Compartel A 0% 22,1%

Telecentros con Internet en Banda Ancha A 550 10.000

Computadores entregados a sedes educativas públicas A 58.401 187.810

Instituciones educativas públicas beneficiadas con computadores A 5.255 14.339

Centros comunitarios con Internet en banda ancha (Acum.) A 820 10.000
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3.7. Equidad en el campo

Notas:
Línea de base: Corresponde al avance obtenido en el período agosto 2002-agosto 2006, o hasta el último dato dispo-
nible en caso de que no se disponga de información sobre el período completo.
n.d.: No disponible
Acum.: Acumulado
*: Meta financiada parcialmente con recursos del Sistema General de Participaciones.
A: Meta asociada a programa que responde o apoya el desarrollo de las acciones propuestas en la Agenda Interna.

OBJETIVO 4: CRECIMIENTO ALTO Y SOSTENIDO

4.1. Consideraciones macroeconómicas

4.2. Agenda Interna: estrategia de desarrollo productivo

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural

Hectáreas adjudicadas por el Programa de Reforma Agraria 59.894 250.000

Familias beneficiadas con la adjudicación de tierras 3.893 18.500

Hectáreas tituladas a través de los Consejos Comunitarios de las Comunidades Negras n.d. 70.000

Familias beneficiadas con el Proyecto de Apoyo a las Alianzas Productivas 8.279 17.500

Familias beneficiadas con el Programa de Desarrollo de las Microempresas Rurales 14.255 28.800

Línea de base  Meta cuatrienio 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Balance fiscal del Sector Público Consolidado (% del PIB) A -1,3% -2,3%

Deuda Neta de Activos Totales del Sector Público no Financiero (% del PIB) A 33,8% 30,4%

Valor de los recursos de recaudo total anual como porcentaje del PIB (incluye recau-
do tributario anual, por gestión) A 15,3% 15,8%

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de la Protección Social

Cobertura en la nueva estructura del Sistema Nacional de Formación para el Trabajo 
(SNFT) de los capacitados.Línea de base 2003 A 15% 25%

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo

Créditos desembolsados a microempresarios (Bancos, CFC, ONG y Cooperativas) 
(millones de créditos) A 3,2 5

Total recursos de crédito desembolsados a través de Bancóldex (incluye desembolsos 
a microempresas, pymes, grandes empresas, al comercio exterior y mercado nacional 
colombianos) ($ billones) A 9,24 9

 Recursos de crédito desembolsados a través de Bancóldex a microempresarios 
($ billones) A 0,99 1,4
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Ministerio de la Protección Social Línea de base Meta cuatrienio

 Recursos de crédito desembolsados por Bancóldex a Pymes ($ billones) A  2,7  4 

Créditos otorgados por Bancoldex a microempresarios A  233.592  320.000 

Créditos otorgados por Bancoldex a Pymes A  29.304  42.000 

Empresarios capacitados en desarrollo de programas de formación empresarial orga-
nizados por Bancoldex. (Temas: Acceso a crédito y gestión financiera, Mitigación de 
riesgo en negocios internacionales y varios tópicos en Gestión Gerencial) A 0  30.000 

Monto de créditos garantizados con recursos del Fondo Nacional de Garantías a Mi-
pymes ($ miles de millones) A  7.574  16.040 

Créditos garantizados por el Fondo Nacional de Garantías a Mipymes A  457.160  802.000 

Monto de microcréditos garantizados por el Fondo Nacional de Garantías ($ miles 
de millones) A  1.008  1.305 

Microcréditos garantizados por el Fondo Nacional de Garantías A  269.386  351.000 

Nuevas inversiones generadas por contratos de estabilidad jurídica (US$ millones) A  n.d.  10 

Nuevos recursos de apoyo cofinanciados por Fomipyme ($ millones) A  58.471  85.000 

Nuevos proyectos cofinanciados por Fomipyme A 320 320

Recursos apalancados por Fomipyme a través de convenios de cooperación con Entes 
Territoriales ($ millones) A  6.631  10.000 

Nuevos proyectos de minicadenas productivas cofinanciados por Fomipyme A 83  150 

Tasa de ocupación hotelera (total hoteles) A 49% 55%

Nuevas habitaciones hoteleras A  1.975  1.325 

Habitaciones hoteleras remodeladas A  3.878  1.622 

Ingresos de divisas por turismo (US$ millones) A  4.388  4.879 

Visitantes extranjeros (millones) A 3,2 5,2

Rutas Vive Colombia (Acum.) A 1.073 1.823

Exportaciones directamente facilitadas por Proexport ($US millones) A 1.259 3.171

Visitas a Colombia de inversionistas extranjeros calificados facilitadas por Proexport A n.d. 245

Empresas colombianas con negocios facilitados por Proexport A 4.478 6.373

Viajeros extranjeros cuyas visitas fueron facilitadas directamente por Proexport A 43.760 904.766

Ministerio de Educación    

Porcentaje de la matrícula de formación técnica y tecnológica en el total de la edu-
cación superior A 25% 34%

Porcentaje de programas de educación superior con registro calificado A 51% 100%

Programas de educación superior acreditados voluntariamente con altos niveles de 
calidad (Acum.) A 460 900

Puntaje promedio en Pruebas Saber A 57,5 60,5

Puntaje promedio nacional en cada área del núcleo común de la prueba de Estado 
Icfes A 44,5 48,5

Estudiantes de grado 11 que alcanzan en la prueba de Estado de inglés el nivel B1A 10% 30%

Número promedio de estudiantes por computador A 54 20
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Línea de base Meta cuatrienio

Departamento Nacional de Planeación (Colciencias)    

Monto de los recursos de contrapartida de Colciencias en proyectos de cofinancia-
ción (pesos aportados por contrapartida por cada peso de Colciencias) A 1,3 1,5

Centros de desarrollo tecnológico consolidados. Línea de base 2006 (Acum.) (1) A 19 22

Empresas beneficiadas con instrumentos de promoción a la innovación de Colcien-
cias. Línea de base 2003 - 2006 A 730 1.000

Ministerio de Hacienda y Crédito Público    

Valor de las colocaciones por Findeter para transporte ($ millones) A 863.247 1.026.454

Valor de las colocaciones por Findeter para turismo ($ millones) A 40.554 56.454

Ministerio de Minas y Energía    

Nuevos contratos en exploración y explotación petrolera A 150 120

Nuevos pozos exploratorios perforados (Wildcats A-3) A 125 160

Nuevos kilómetros de sísmica equivalente 2 dimensiones incorporados A 31.947 32.000

Barriles diarios promedio disminuidos en hurto de combustibles (2) A 6.293 6.600

Nuevos vehículos convertidos a Gas Natural Vehicular A 123.342 160.000

Número de departamentos donde la gasolina contiene un 10% de alcohol carburante 
(Acum.) A 13 26

Número de departamentos donde el ACPM contiene un 5% de biodiesel (Acum.) A 0 26

Porcentaje de desmonte de subsidios a la gasolina (Acum.) A 74% 100%

Porcentaje de desmonte de subsidios al ACPM (Acum.) A 62,9% 100%

Nuevas interconexiones eléctricas internacionales A 1 1

Kilómetros de avance en el conocimiento geológico del país A 120.277 120.000

Porcentaje de distritos mineros con estrategias de aumento de productividad 
definidas A 0% 50%

Distritos mineros como proyecto piloto en promoción de aumento de productividad 
de explotaciones existentes A 0 4

Ministerio de Comunicaciones    

Usuarios de Internet por cada 100 habitantes A 13,2 30,1

Usuarios de Banda Ancha por cada 100 habitantes A 6,1 25,5

Computadores por cada 100 habitantes A 5,4 9,4

Densidad de telefonía móvil (terminales por cada 100 hab.) A 67,8 93,6

Universidades y centros de investigación independientes conectados a la Red Univer-
sitaria Nacional de Alta Velocidad (Renata) A 46 29

Ministerio de Transporte    

Kilómetros de vías contratados para pavimentación (Invías) A  4.473,7 893

Kilómetros de vías pavimentados (Invías) A  1.564,3  4.012 

Kilómetros de vías contratados para pavimentación (Inco) A 376 1.111,9 

Kilómetros de vías pavimentados (Inco) A 848,6  1.691 
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(1) La consolidación de centros implica que cuenten con una planta de personal propia , equipos y laboratorios 
propios, y que al menos el 50% de los ingresos totales sean ingresos operacionales.

(2) La meta de cuatrienio equivale a una reducción de 400 barriles promedio por día frente al avance a agosto de 
2006 y 6.600 barriles promedio por día frente a lo hurtado en el año 2002 (7.200 barriles por día).

4.3. Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector agropecuario

Línea de base Meta cuatrienio

Concesiones de autopistas adjudicadas para la operación, mantenimiento y construc-
ción de vías primarias A 2 11

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural    

Total hectáreas sembradas con cultivos exportables priorizados en la apuesta expor-
tadora agropecuaria. Línea de base preliminar 2006 A 1.981.000 2.403.000

Total hectáreas en forestales comerciales (Acum.). Línea de base preliminar 2006 A 218.284 359.897

Total toneladas producidas cultivos exportables priorizados en la apuesta exportado-
ra agrícola. Línea de base preliminar 2006 (1) A 7.611.380 9.305.000

Total toneladas de producción acuícola. Línea de base preliminar 2006 A 66.491 88.147

 Toneladas producidas camarón de cultivo. Línea de base preliminar 2006 A 21.300 24.518

 Toneladas producidas en piscicultura. Línea de base preliminar 2006 A 45.191 63.629

Total toneladas producidas carne de res. Línea de base preliminar 2006 A 827.220 939.772

Total toneladas métricas producidas leche en polvo. Línea de base preliminar 2006 A 852.159 1.073.186

Hectáreas cubiertas con Apoyos Económicos Sectoriales (AES) al productor - Pro-
grama AIS A Nuevo 1.158.000

Monto en colocaciones apalancado línea de crédito arroz-cereales ($ miles de millo-
nes) - Programa AIS A Nuevo 1.048,3

Número de Incentivos a la Capitalización Rural otorgados a pequeños productores 
- Programa AIS (AES) A Nuevo 51.500

Monto en colocaciones apalancado línea de crédito ($ millones) - Programa AIS A Nuevo 563.100

Número de Incentivos a la Capitalización Rural otorgados - Programa AIS (APC2) A Nuevo 23.400

Hectáreas a financiar por fondo concursal en riego - Programa AIS A Nuevo 9.400

Toneladas de cosecha nacional anual absorbidas a través de subastas - Programa AIS A Nuevo 2.103.500

Nuevos bancos de maquinaria agrícola establecidos A 133 140

Avance en la construcción de la presa El Cercado y conducciones principales Distrito 
Río Ranchería (Porcentaje acumulado) A 6,3% 100%

Hectáreas adecuadas por construcción del distrito del triángulo del Tolima A 0 24.607

Hectáreas adecuadas en otros distritos a nivel nacional en pequeña y mediana irri-
gación A Nuevo 16.000

Bioproductos liberados por Corpoica (bioplaguicidas, biofertilizantes, prebióticos, 
probióticos o nutracéuticos) A Nuevo 12

Cadenas productivas financiadas con agenda de investigación A Nuevo 16



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

584

(1) Este valor no incluye toneladas de caña de azúcar (material verde), forestales ni fruto de palma de aceite.
(2) APC: Apoyos para la competitividad
Notas:
Línea de base: Corresponde al avance obtenido en el período agosto 2002-agosto 2006, o hasta el último dato dispo-
nible en caso de que no se disponga de información sobre el período completo.
n.d.: No disponible
Acum.: Acumulado
*: Meta financiada parcialmente con recursos del Sistema General de Participaciones.
A: Meta asociada a programa que responde o apoya el desarrollo de las acciones propuestas en la Agenda Interna.

OBJETIVO 5: UNA GESTIÓN AMBIENTAL Y DEL RIESGO QUE PROMUEVA EL 
DESARROLLO SOSTENIBLE

5.1. Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible

  Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial    

Hectáreas reforestadas en cuencas abastecedoras de acueductos municipales y vere-
dales con escasez media a muy alta A 121.848 120.000

Manglares con planes de ordenación formulados en zonas de influencia de comuni-
dades étnicas (hectáreas) 8.200 100.000

Nuevas hectáreas declaradas bajo diferentes categorías de manejo para el Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas 5.881.376 200.000

Nuevos humedales de importancia Ramsar declarados 0 3

Planes generales de ordenación forestal formulados y adoptados (Ley 1021 de 2006) A 0 33

Nuevas hectáreas de bosque natural con planes de ordenación y manejo A 2.346.610 2.000.000

Toneladas de Sustancias Agotadoras de la capa de Ozono - SAO eliminadas A 440 600

Línea de base Meta cuatrienio

Semillas modificadas genéticamente y liberadas comercialmente (yuca, arroz, algo-
dón, maíz) A Nuevo 5

Porcentaje de algodón cultivado con transgénicos A Nuevo 60%

Porcentaje de maíz cultivado con transgénicos A Nuevo 30%

Nuevas variedades liberadas (híbridos, razas o clones) generadas por Corpoica A Nuevo 36

Porcentaje de la superficie del país reconocida como libre de fiebre aftosa A Nuevo 100%

Porcentaje del país reconocido como libre de peste porcina A Nuevo 100%

Zonas del país con baja prevalencia de Newcastle A Nuevo 2

Áreas de cultivos mantenidas libres o de baja prevalencia de plagas A 2 4

Planes de control de residuos químicos y contaminantes implementados A Nuevo 5

Centros Provinciales de Gestión Agroempresarial con planes de negocio financiados A n.d. 120

Planes de control de patógenos implementados A Nuevo 5

Colocaciones de crédito Finagro para financiamiento agropecuario (Miles de millo-
nes de pesos) A 6.473 11.500
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  Línea de base Meta cuatrienio

Planes de ordenación y de manejo formulados en cuencas abastecedoras de agua de 
ciudades capitales de departamento que se encuentren con escasez media a alta A 24 16

Planes de manejo ambiental formulados en páramos relacionados con abastecimien-
to hídrico de asentamientos humanos A 11 13

Nuevos esquemas de participación privada o comunitaria en la prestación de servi-
cios ecoturísticos en operación para el Sistema de Parques Nacionales Naturales A 4 4

Opciones de compra de certificados de reducción de emisiones de gases efecto in-
vernadero (US$) A 28.999.000 40.000.000

Sistemas y/o redes de monitoreo de calidad del aire para los centros urbanos y/o co-
rredores industriales, definidos como prioritarios, implementados y fortalecidos A Nuevo 15

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial    

Municipios apoyados en la incorporación de la gestión del riesgo en los POT 100 400

Ministerio de Interior y Justicia 

Porcentaje de personas damnificadas atendidas con recursos del Fondo Nacional de 
Calamidades 70% 80%

5.2 [sic] Gestión del riesgo para prevención y atención de desastres

Notas:
Línea de base: Corresponde al avance obtenido en el período agosto 2002-agosto 2006, o hasta el último dato dispo-
nible en caso de que no se disponga de información sobre el período completo.
n.d.: No disponible
Acum.: Acumulado
*: Meta financiada parcialmente con recursos del Sistema General de Participaciones.
A: Meta asociada a programa que responde o apoya el desarrollo de las acciones propuestas en la Agenda Interna.
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Línea de base Meta Cuatrienio

Ministerio de Interior y Justicia    

Casas de Justicia en funcionamiento (Acum.) * 44 64

Tasa de hacinamiento carcelario 34% 10%

Proyectos de decretos únicos sectoriales y de compilaciones legislativas remitidos a 
Presidencia de la República para su aprobación 0 40

Centros de Convivencia Ciudadana en funcionamiento (Acum.) 9 17

Porcentaje de procesos contra la Nación con cuantía superior a 2000 smlmv coor-
dinados al año 65% 100%

OBJETIVO 6: UN ESTADO AL SERVICIO DE LOS CIUDADANOS

6.1. Los requisitos del Estado Comunitario

6.2. Los retos del Estado Comunitario

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Comunicaciones    

Entidades del orden nacional vinculadas a la Red de Alta Velocidad del Estado 
RAVEC 48 59

Entidades territoriales vinculadas al proyecto Gobierno en Línea Territorial A 624 427

Cadenas de trámites automatizadas A 0 10

Departamento Nacional de Planeación    

Porcentaje del monto del Presupuesto de Inversión de la Nación evaluado A 23,9% 25%

Porcentaje de entidades de la rama ejecutiva del orden nacional con cuenta fenecida A 73,1% 100%

Entidades piloto con procesos y procedimientos optimizados que contribuyan a 
fortalecer el servicio al ciudadano 0 10

Ingresos y ahorros por gestión productiva de activos inmobiliarios ($ millones) 288.459 500.000

Bienes inmuebles propiedad de la Nación con inspecciones físicas y jurídicas en las 
entidades objeto del Programa de Gestión de Activos -PROGA- 2.293 6.500

Ministerio de Hacienda y Crédito Público    

Recursos de cartera recuperados y venta de inmuebles, CISA ($ millones) 2.227.298 894.723

Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP)    

Trámites racionalizados en sectores estratégicos de la Administración Pública 
Nacional (Acum.) A 256 556

Porcentaje de entidades de la rama ejecutiva del orden nacional con sistemas de 
gestión de la calidad implementados (NTCGP 1000:2004) A  n.d. 100%

Entidades del orden nacional y territorial con información actualizada en el Sistema 
Único de Información de Personal - SUIP (Acum.) 244 360
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Línea de base Meta cuatrienio

Entidades del orden nacional que gestionan procesos de talento humano en el 
Sistema de Información y Gestión de Empleo Público - SIGEP A Nuevo 120

Cuadros funcionales de empleo público organizados por sectores administrativos  Nuevo 5

Entidades con nuevo régimen salarial implementado Nuevo 270

Personas formadas como multiplicadores departamentales en control social 200 300

Entidades del orden nacional y territorial con capacitación e implementación del 
Modelo Estándar de Control Interno A Nuevo 328

Gerentes públicos con acuerdos de gestión implementados y evaluados A Nuevo 328
Notas:
Línea de base: Corresponde al avance obtenido en el período agosto 2002-agosto 2006, o hasta el último dato disponible 
en caso de que no se disponga de información sobre el período completo.
n.d.: No disponible
Acum.: Acumulado
*: Meta financiada parcialmente con recursos del Sistema General de Participaciones.
A: Meta asociada a programa que responde o apoya el desarrollo de las acciones propuestas en la Agenda Interna.

OBJETIVO 7: DIMENSIONES TRANSVERSALES DEL DESARROLLO

7.4. Dimensión regional

Línea de base Meta cuatrienio

Departamento Nacional de Planeación    

Porcentaje de recursos de regalías directas auditado A 65% 95%

Ministerio de Hacienda y Crédito Público    

Número de entidades territoriales saneadas y fortalecidas fiscalmente A 126 269

7.5. Ciencia, tecnología e innovación

Línea de base Meta cuatrienio

Departamento Nacional de Planeación (Colciencias)    

Inversión total en Ciencia, Tecnología e Innovación - CTI (% del PIB). Línea 
de base 2004 A 0,37% 0,77%

Grupos de investigación financiados por Colciencias en programas y proyectos 
de ciencia y tecnología. Línea de base 2003-2006 A 863 1.000

Beneficiarios de créditos condonables de Colciencias para estudios de 
doctorado. Línea de base 2003-2006 A 718 800

Departamentos que participan en proyectos de agenda regional. Línea de base 
2006 (Acum.) A 7 16
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7.7. Cultura y desarrollo 

Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Cultura    

Nuevas bandas musicales creadas y/o fortalecidas 300 260

Nuevos niños y jóvenes beneficiarios de las Bandas Escuela 18.676 15.600

Nuevas bibliotecas dotadas y fortalecidas a través de la Red Nacional de Bibliotecas 683 240

Franjas de opinión en las emisoras comunitarias y de interés público creadas y 
consolidadas n.d. 200

Proyectos apoyados a municipios a través del Programa Nacional de Concertación * 4.399 4.400

Investigaciones en Antropología y Lingüística realizadas 134 57

Largometrajes de cine, de producción o coproducción nacional, estrenados 
comercialmente en el país A 18 22

Número de estímulos a la creación e investigación otorgados 402 388

Proyectos de infraestructura deportiva y recreativa cofinanciados 147 107

Valor de los convenios de apoyo para el desarrollo de las políticas nacionales del 
Sistema Nacional del Deporte ($ millones) 62.918 104.000

Personas atendidas por los programas nacionales de deporte y recreación 729.208 694.000

7.8. Demografía y desarrollo 

Línea de base Meta cuatrienio

Transversales    

Tasa bruta de mortalidad. Línea de base 2004 5,5% 5,3%

Esperanza de vida al nacer (años). Línea de base 2004 72,2 74

Diferencial por sexo de la esperanza de vida al nacer (años). Línea de base 2004 6,2 5,2

Tasa de fecundidad total. Línea de base 2004 2,6% 2,3%

Tasa de natalidad. Línea de base 2004 22,3% 19,6%
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7.9. El sector de la economía solidaria

Línea de base Meta cuatrienio

Departamento Administrativo de la Economía Solidaria (Dansocial)    

Nuevos convenios interadministrativos suscritos para el apoyo de las organizaciones 
sociales y solidarias con entidades del Gobierno del orden central o territorial, sector 
privado u organizaciones de cooperación internacional 46 32

Actos administrativos que eliminen obstáculos de la actividad empresarial de las 
organizaciones del sector solidario Nuevo 5

Organizaciones del Sector Solidario fortalecidas en aspectos administrativos, 
financieros, gestión de calidad y tecnologías de información A

797 1.069

Pruebas piloto con modelos de fomento y fortalecimiento a organizaciones del 
sector solidario diseñados e implementados 

Nuevo 8

Investigaciones estratégicas del sector solidario realizadas y publicadas 10 4

Personas capacitadas en curso básico de economía solidaria 13.481 12.000

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo    

Créditos a microempresarios a través de cooperativas (Banca de las Oportunidades) A Nuevo 250.000

7.10. Política exterior y migratoria
Línea de base Meta cuatrienio

Ministerio de Relaciones Exteriores    

Temas activos en la agenda internacional (Acum.) A 7 17

Nuevos recursos de cooperación internacional recibidos (millones de US$) A 1.201 1.320

Recursos transados en ferias inmobiliarias (millones de US$) A 100 250

Países que exigen visa de turismo a los Colombianos 179 165

Países con agenda cultural colombiana estratégica (Acum.) A 10 24

Consulados virtuales cumpliendo estándares de calidad en el servicio (Gobierno en 
línea) 0 90

Trabajadores colombianos contratados anualmente en el marco de los Acuerdos de 
Flujos Migratorios Laborales A 848 1.700

Notas:
Línea de base: Corresponde al avance obtenido en el período agosto 2002-agosto 2006, o hasta el último dato dispo-
nible, en caso de que todavía no se tenga información sobre el período completo.
n.d.: No disponible
Acum.: Acumulado
*: Meta financiada parcialmente con recursos del Sistema General de Participaciones.
A: Meta asociada a programa que responde o apoya el desarrollo de las acciones propuestas en la Agenda Interna.
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Ley 1151 de 2007
(julio 24)

por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
2006-2010

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objetivos del Plan de Desarrollo. A partir de los logros obtenidos duran-
te el período 2002-2006 en seguridad, confianza, desarrollo económico y equidad social, 
el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 tendrá como orientación básica consolidar y 
continuar las directrices del Plan 2002-2006 pero con particular énfasis y prioridad en dos 
objetivos fundamentales: Mantener el crecimiento económico alcanzado recientemente y 
complementarlo con una noción más amplia de desarrollo.

Esa noción más amplia reconoce que, el objetivo del crecimiento económico no es 
un fin en sí mismo, sino es un medio idóneo para alcanzar una sociedad más justa. El 
crecimiento económico por sí solo no es suficiente para alcanzar la equidad y debe arti-
cularse con sólidas políticas sociales y económicas con responsabilidad social si bien el 
crecimiento económico es necesario, este por sí solo no es suficiente y debe tener como 
contexto sólidas políticas sociales y de seguridad democrática, en las cuales obren como 
criterios relevantes y decisivos la equidad, la reducción de la pobreza, la sostenibilidad 
ambiental y la descentralización.

Sobre esas bases, la acción estatal se dirigirá a los siguientes objetivos esenciales, a saber:
a) Un Estado Comunitario: desarrollo para todos, que promueva el bien común, tenga 

presente que la actividad pública sólo se concibe en beneficio de los gobernados, aus-
picie y permita la participación ciudadana en las decisiones públicas y en su ejecu-
ción y control, garantice eficiencia, equidad y transparencia en las acciones oficiales y 
facilite el acceso a la información en aras de difundir un entorno de confianza y una 
consciencia clara sobre las posibilidades y limitaciones institucionales;

b) Una política de defensa y seguridad democrática que comprenda acciones y estrate-
gias dirigidas a garantizar el control del territorio, combatir frontalmente las drogas 
y el crimen organizado, garantizar la seguridad ciudadana, solucionar el flagelo del 
desplazamiento de la población, proteger y garantizar el respeto de los derechos hu-
manos, procurar la reconciliación, vincular a los entes territoriales en el marco de una 
estrategia global y diseñar y promover un modelo de desarrollo y paz. El Congreso 
recomienda no descartar el intercambio humanitario y la negociación del conflicto 
interno armado;

c) Una política de promoción de reducción de la pobreza y promoción del empleo y la 
equidad que conduzca a soluciones eficaces contra la pobreza y la vulnerabilidad, el 
desempleo, las deficiencias de cobertura y calidad en la seguridad social, las deficiencias 
de cobertura y calidad de la educación, la imposibilidad de acceso de los margina-
dos a los servicios financieros, las asimetrías e insuficiencias en el desarrollo urbano, 



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

594

las limitaciones en el acceso a la vivienda propia, las limitaciones en los servicios y 
suministros de agua potable, energía y transporte, las limitaciones de la población 
marginada acceso a la informática y el flagelo de los altos niveles de pobreza rural; 
siendo prioridad teniendo en cuenta las regiones y grupos poblaciones más rezagados 
y vulnerables como son las personas en situación de desplazamiento, las personas con 
algún tipo de discapacidad, los desplazados, discapacitados, madres gestantes, madres 
cabeza de hogar, primera infancia, persona mayor, habitantes de la calle, adulto mayor, 
afrocolombianos e indígenas, entre otros. Realizando programas especiales de sensi-
bilización para la promoción de empleo y la generación de unidades productivas de 
estas poblaciones;

d) 	Una política encaminada al crecimiento económico alto y sostenido: la condición para 
un desarrollo con equidad, como condición indispensable para un desarrollo equitativo, 
con criterios enmarcados dentro de la Agenda Interna: Desarrollo en ciencia, tecnología 
e innovación, con fortalecimiento empresarial, especialmente en el sector agropecuario 
y en el marco del emprendimiento y la competitividad; con énfasis en la formación de 
capital humano, en especial en maestrías y doctorados; con un crecimiento en la infra-
estructura, en especial en el transporte, abastecimiento energético y las tecnologías de la 
comunicación, y un marco institucional y político que sea propicio para el crecimiento;

e) 	 Una gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo sostenible, sustentado 
en la articulación adecuada de las dimensiones económica, social y ambiental. Así 
mismo, una gestión de riesgo orientada no sólo a la atención, sino prioritariamente a 
la prevención;

f)	 Un mejor Estado al servicio del ciudadano en el cual se consoliden el modelo democrá-
tico y los mecanismos de participación, se reestructure y fortalezca la administración de 
justicia, se posibilite la intervención del Estado a través de funciones de planeación, pro-
moción, regulación, control y participación en actividades empresariales y en un marco 
de eficiencia y transparencia. Además, se buscará mejorar la calidad y eficacia del ejerci-
cio de control fiscal para la correcta inversión y manejo de recursos del Estado;

g) Una política que tenga en cuenta las dimensiones especiales del desarrollo en aspectos 
tales como el período de gestación de las madres de Colombia, la protección de la 
primera infancia, la equidad de género; la protección y el estímulo de la juventud; 
la formulación de programas específicos en relación con los grupos étnicos y las re-
laciones interculturales; la implementación de estrategias de desarrollo regional que 
fortalezcan la descentralización; la ampliación y consolidación del conocimiento y la in-
novación tecnológica para contribuir a la transformación productiva y social del país; el 
incremento de los entornos propicios y mecanismos para fomentar la cultura, el deporte, 
la recreación y la actividad física como instrumentos que contribuyen para el desarrollo 
de la paz; el diseño de políticas específicas para armonizar el desarrollo económico con 
la dinámica demográfica; la promoción de la economía solidaria; y el respaldo, de modo 
decidido, a la integración económica latinoamericana, sudamericana y andina.

Artículo 2°. Consideraciones macroeconómicas. El crecimiento económico sostenido 
es el principal vehículo para mejorar las condiciones de equidad y el ingreso de la población, 
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razón por la cual el objetivo del PND es el desarrollo de estrategias señaladas para mante-
ner las tasas de crecimiento en niveles del 5%.

Esta meta de crecimiento económico implica elevar la tasa de inversión al 26,1% del 
PIB al final de 2010 (70,4% a cargo del sector privado), situación que implica un creci-
miento real anual promedio de la inversión del 6,4%. El empleo, por su parte, crecerá a 
una tasa promedio de 3,1%, lo que conducirá a una tasa de desempleo promedio de 8,8% 
en 2010; y a su vez, los aumentos de productividad mantendrán la tendencia de los últi-
mos años. El crecimiento promedio de las exportaciones totales en dólares es del orden 
del 8,5% y el de las no tradicionales del 12,5%, con estos crecimientos, el coeficiente de 
apertura aumentará del 34,9% al 37,8% entre 2007 y 2010. Las anteriores metas son con-
sistentes con una tasa de ahorro doméstico de 23,5% del PIB al final del cuatrienio, de la 
cual el 76,2% se sustentará en el sector privado, y con una inversión extranjera directa que 
será del orden del 2,7% del PIB, lo cual equivale a montos promedios entre 2007 y 2010 de 
4,000 millones de dólares por año.

El déficit fiscal del Sector Público Consolidado (SPC) estará en promedio alrededor de 
2,3% del PIB entre 2008 y 2010. Este déficit es consistente con una reducción de la deuda 
neta de activos financieros del Sector Público No Financiero (SPNF) a niveles inferiores a 
30% del PIB en 2015.

La sostenibilidad del crecimiento es consistente con las condiciones de la estabilidad 
macroeconómica, que permiten incentivar favorablemente la inversión nacional y extran-
jera. Por ello, el Gobierno Nacional considera fundamental la aprobación del proyecto de 
reforma al Sistema General de Participaciones.

Artículo 3°. Incorporación del Documento “Estado Comunitario Desarrollo para 
Todos” al Plan de Desarrollo 2006-2010. Téngase como parte integral de la parte general 
del presente Plan Nacional de Desarrollo el documento anexo denominado “Bases del 
Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 Estado Comunitario: Desarrollo para Todos”, ela-
borado por la Presidencia de la República y el Departamento Nacional de Planeación, con 
la participación del Consejo Superior de la Judicatura, con las modificaciones efectuadas 
por la presente ley.

Artículo 4°. Vinculación y armonización de la planeación nacional con la territorial. 
La vinculación y armonización del Plan Nacional de Desarrollo con la Inversión Territo-
rial presentará, con carácter indicativo, la distribución plurianual por sectores y regiones. 
En consecuencia se propone de la siguiente forma:
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Sectores

Regiones

TotalAmazo-
nia

Bogotá Centro 
oriente

Costa 
Atlán-

tica

Occi-
dente

Orino-
quia

Nacional 

Acción social 301.575 517.920 1.674.734 1.824.713 1.876.867 494.275 529.186 7.219.270

Agropecuario 83.937 0 1.081.878 991.082 926.200 312.098 2.116.929 5.512.123

Ambiente, vivien-
da y desarrollo 
territorial 123.174 405.228 1.367.544 1.121.002 1.563.935 274.921 15.703.475 20.559.279

Asignaciones 
especiales 32.714 22.300 155.011 203.322 316.662 58.741 0 788.750

Comercio, indus-
tria y turismo 2.957 27.025 47.622 20.103 43.901 4.246 600.231 746.086

Comunicaciones 230.214 1.336.128 1.195.061 1.835.215 2.458.751 398.727 1.504.520 8.958.617

Congreso 0 0 0 0 0 0 13.459 13.459

Cultura 5.648 182.948 58.857 63.907 163.852 15.090 166.524 656.826

Dane 2.213 261 19.493 13.332 11.872 2.568 375.702 425.443

Dansocial 0 0 0 0 0 0 17.322 17.322

Defensa 0 0 0 0 0 0 9.837.445 9.837.445

Educación 1.342.228 4.658.489 10.029.435 10.575.037 15.098.250 2.104.835 1.764.105 45.572.379

Función Pública 0 41.249 3.617 1.177 3.558 684 27.536 77.822

Hacienda 623 1.655.813 346.015 259.235 635.078 1.710 4.223.442 7.121.915

Justicia 148.807 114.032 244.787 74.954 303.635 178.512 2.009.845 3.074.573

Minas y energía 673.207 734.229 10.542.005 11.180.232 3.558.454 7.079.397 2.126.043 35.893.567

Municipios
 <25 mil Hab. 29.472 0 442.641 193.223 350.553 80.266 0 1.096.156

Organismos de 
control 0 0 0 0 0 0 418.877 418.877

Planeación 67.728 152.262 349.069 469.273 481.077 82.792 5.555.562 7.157.765

Presidencia 0 0 0 0 0 0 85.574 85.574

Propósito general 229.404 443.341 2.634.462 1.684.616 2.726.339 459.017 0 8.177.179

Protección social 2.154.750 3.342.939 8.309.813 9.302.549 13.236.544 3.410.544 3.684.046 43.441.185

Relaciones 
exteriores 0 0 0 0 0 0 39.152 39.152

Transporte 459.500 1.692.054 4.536.624 5.509.690 4.602.814 680.854 4.188.756 21.670.292

Total general 5.888.154 15.326.217 43.038.669 45.322.663 48.358.344 15.639.278 54.987.731 228.561.055

Las anteriores cifras corresponden a la proyección de las erogaciones que realizarán la 
nación, los establecimientos públicos, el sector descentralizado y el sector privado directa 
o indirectamente en las diferentes regiones del país.

Se destinen recursos para el sector agropecuario de Bogotá dentro de la vinculación y 
armonización de la planeación nacional con la territorial.

Regionalización Indicativa-Total General
Plan de Inversiones 2007-2010

Millones de Pesos Constantes de 2006
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TITULO II
PLAN DE INVERSIONES PÚBLICAS

CAPITULO I
Proyección de recursos financieros

Artículo 5°. Proyección de los recursos financieros disponibles para el Plan de Inver-
siones Públicas 2006-2010. El Plan de Inversiones Públicas tendrá un valor de doscien-
tos veintiocho billones quinientos sesenta y un mil cincuenta y cuatro millones de pesos 
($228.561.054.000.000) a pesos constantes de 2006, financiados de la siguiente manera:

Cifras en millones de pesos de 2006

Fuentes Usos

Ingresos Presupuestales general de 
la Nación 151.805.343 Gobierno Nacional 132.934.272

Recursos Nación 130.789.542 Sistema General de Participaciones 72.615.227

Recursos Contingentes Nación 2.144.730 Inversión 60.319.045

Recursos Propios Establecimientos 
Públicos 18.871.071 Establecimientos Públicos 18.871.071

Recursos Propios EICE y SEM1/ 18.971.017 S. Descentralizado 18.971.017

Participación Sector Privado 57.784.694 S. Privado 57.784.694

Total 228.561.054 Total 228.561.054
1/ Empresas Industriales y Comerciales del Estado y Sociedades de Economía Mixta.

CAPITULO II
Descripción de los principales programas de inversión

Artículo 6°. Descripción de los principales programas de inversión. La descripción de 
los principales programas de inversión que el Gobierno Nacional espera ejecutar durante la 
vigencia del Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010, es la siguiente:
1. ESTADO COMUNITARIO: DESARROLLO PARA TODOS

El Estado Comunitario es el instrumento que el Plan de Desarrollo concibe para lograr 
un desarrollo que beneficie a todos. El Estado Comunitario sostiene que la seguridad es 
un valor democrático, indispensable para la paz, y por eso se empeña en garantizarla, con 
total apego a los valores y procedimientos democráticos, y con plena vigencia de todas las 
libertades civiles y de los Derechos Humanos.

Como directriz general del enfoque económico, el Estado Comunitario no ve ninguna 
contradicción entre el crecimiento económico y la cohesión social. Por el contrario, ve esos 
dos elementos como complementarios, e incluso como necesarios el uno para el otro. La con-
fianza del inversionista permite el crecimiento económico con el cual se pueden financiar los 
instrumentos de cohesión social previstos en el Plan. El crecimiento se ve como insostenible 
sin equidad, mientras que los esfuerzos de cohesión social sin crecimiento sólo son capaces 
de distribuir pobreza. Al tiempo que en el Plan se hace un gran esfuerzo de inversión en 
seguridad democrática, hay el cuidado de que la inversión social crezca aún más.
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2. POLITICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRATICA
Con el propósito de avanzar en la consolidación de las condiciones de seguridad, se 

continuará la tarea por alcanzar una Nación que haga de la seguridad democrática un 
verdadero puente hacia la paz, la reconciliación y la prosperidad general. En este sentido, 
además de los innegables logros en materia de preservación de la vida, la política de de-
fensa y seguridad democrática ha tenido y seguirá teniendo un componente importante 
de política social. El logro de estos propósitos requerirá la concurrencia de esfuerzos del 
Gobierno Nacional, la comunidad internacional, las entidades territoriales y la sociedad 
colombiana.

2.1 Hacia la consolidación de la Política de Seguridad Democrática
Las acciones tendientes a consolidar la política de defensa y seguridad democrática 

se dirigirán a garantizar el control del territorio y la defensa de la soberanía nacional, a 
combatir el problema de las drogas y el crimen organizado y a promover una política de 
seguridad y convivencia ciudadana desde lo local.

La estrategia definida por el Ministerio de Defensa Nacional para garantizar el control 
del territorio y la defensa de la soberanía nacional implica implementar cinco líneas de 
acción: enfrentar las amenazas, dar sostenibilidad a la política, fortalecer las relaciones 
con la comunidad, mejorar la eficiencia y transparencia en el uso de los recursos y adelan-
tar reformas estructurales a la Fuerza Pública. Para ello, será indispensable continuar con 
el fortalecimiento y profesionalización de las Fuerzas Militares y la Policía, proceso que 
incluye el respaldo para la defensa judicial de los miembros que enfrentan investigaciones 
por hechos relacionados con el servicio, al tiempo que se debe aumentar la movilidad de 
las unidades y avanzar en el desarrollo de la Doctrina Conjunta y Combinada. Igualmente, 
resulta clave mantener las capacidades estratégicas del Estado y fortalecer las capacidades 
de inteligencia estatal. Para esto, se conformará la “Comunidad de Inteligencia”, como un 
sistema donde un Plan Nacional integre, coordine y articule la actividad de las entidades 
que cumplen funciones de inteligencia en el país. Se continuará el proceso de moderniza-
ción del DAS como una entidad fundamental dentro de esta comunidad.

El Gobierno Nacional emprenderá acciones enfocadas para la reorganización de la 
Justicia Penal Militar en búsqueda de mayores estándares de Justicia, transparencia, efi-
ciencia y protección a los derechos humanos en el sector de la Fuerza Pública.

Se considera indispensable desarrollar un conjunto de programas sectoriales de res-
paldo a la política como son: incrementar la disponibilidad, modernización y estandari-
zación del armamento, las comunicaciones y la infraestructura operacional; la moder-
nización de la carrera militar y el desarrollo de la ciencia y la tecnología. En este último 
punto, se harán los ajustes en las normas presupuestales de manera que se incentiven los 
proyectos de investigación y desarrollo de las entidades que conforman el grupo social y 
empresarial de la defensa. Adicionalmente, serán reformados y articulados los diferentes 
programas de protección a personas existentes en el país y se implementará un programa de 
rehabilitación integral de los miembros de la Fuerza Pública en situación de discapacidad, 
que comprende entre otros un apoyo económico a los soldados regulares discapacitados 
que no cuentan hoy con un respaldo suficiente en estos casos, para lo cual se realizará la 
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reforma al Sistema de Seguridad Social en la Fuerza Pública. Programas de acceso a las 
nuevas tecnologías de la información y comunicación TIC, como mecanismo de genera-
ción de empleo o autoempleo.

Para avanzar en la lucha contra el narcotráfico, el terrorismo y el crimen organizado, 
se considerará prioritaria la consecución de equipos, sistemas logísticos, infraestructura y 
capacidades técnicas que permitan ejercer un control efectivo sobre los distintos flujos que 
traspasan las fronteras nacionales. Estos esfuerzos permitirán que la tasa de homicidios 
por 100 mil habitantes llegue a 25 en 2010 y que el número de secuestros extorsivos se 
reduzca en un 65%. Para llevar a cabo estas estrategias el Gobierno hará un esfuerzo adi-
cional a los recursos del Marco de Gasto de Mediano Plazo, cercano a los $8,3 billones.

En lo que se refiere al combate, al problema de las drogas ilícitas y al crimen organiza-
do, se fortalecerá la política en materia de control a los cultivos ilícitos haciendo énfasis en 
los Grupos[sic] Móviles de Erradicación y en Familias Guardabosques (que será integrado 
con otros programas de desarrollo alternativo). De la misma manera, se dará continuidad 
a las acciones de interdicción aérea, marítima, fluvial y terrestre y al control al tráfico de 
armas y precursores químicos mejorando la capacidad operativa de la Fuerza Pública.

La erradicación voluntaria se fortalecerá dando continuidad a los Programas de ‘Fa-
milias Guardabosques’ y ‘Desarrollo Alternativo’, de manera que para el cuatrienio 2006-
2010 estarán vinculadas 80.000 Familias Guardabosques y 50.000 habrán consolidado sus 
proyectos productivos.

Se consolidará la política de prevención del consumo de sustancias psicoactivas, me-
diante la descentralización de la misma, se revisarán y robustecerán las medidas de pre-
vención en aulas educativas, los sistemas de comunicación y difusión de los riesgos aso-
ciados con el consumo, entre otras.

Bajo el principio de “responsabilidad compartida”, se procurará posicionar a Colombia 
en los escenarios multilaterales de decisión sobre el tema de drogas ilícitas. Se adelantará, 
a nivel internacional, una activa campaña contra el consumo de estupefacientes y se invi-
tará a los países de la comunidad internacional a que cooperen con las diferentes acciones 
dirigidas a combatir este problema.

Se mantendrá la política de extradición y se fortalecerán los mecanismos relacionados 
con el proceso de investigación judicial, al igual que se reestructurará, la Dirección Nacio-
nal de Estupefacientes. En este mismo sentido, se fortalecerán las acciones y lineamientos 
de la Comisión de Coordinación Interinstitucional para el Control del Lavado de Activos, 
CCICLA (modificada por el Decreto 3420 de 2004) y las entidades encargadas de la de-
tección, control del lavado de activos y extinción de dominio y se aumentará la eficiencia 
y eficacia de este proceso. Se seguirán los estándares internacionales en materia de lucha 
contra el lavado de activos y la financiación del terrorismo determinado por el Grupo de 
Acción Financiera de Sudamérica, Gafisud, acogidos por Colombia. Igualmente, se apoya-
rá el sostenimiento financiero del Sistema Integrado de Monitoreo y Control de Cultivos 
Ilícitos (SIMCI). Sin perjuicio de lo que establezca esta ley, para el logro de estos propósi-
tos será necesaria la actualización de las Leyes 30 de 1986 y 793 de 2002.

En términos de lucha contra el secuestro y la extorsión, se fortalecerán las herramientas 
técnicas y legales que han facilitado la desarticulación de organizaciones dedicadas a la 
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comisión de estos delitos y los mecanismos que han permitido incrementar la capacidad 
preventiva y reactiva del Estado.

Será necesario optimizar los sistemas de información, difusión y aplicación de las 
medidas de atención que prevé la ley para el secuestrado y su familia; implementar y 
ejecutar un plan de acción que permita replicar regionalmente las políticas de inter-
vención y atención a las víctimas. Adicionalmente, se formulará una estrategia de lucha 
contra la extorsión.

El Gobierno promoverá una estrategia integral para la convivencia y seguridad ciuda-
dana, en el marco del afianzamiento de la presencia municipal de la Policía Nacional y su 
ampliación a los corregimientos colombianos. Para ello, se fortalecerá el modelo de policía 
comunitaria mediante mejoras en movilidad, tiempos de respuesta y comunicación con la 
población civil. En este contexto, se actualizará el Código Nacional de Policía. Así mismo, 
se implementará el sistema integrado de emergencias y seguridad y el Programa Depar-
tamentos y Municipios Seguros (DMS) y los Consejos Municipales de Seguridad. Igual-
mente, se promoverá el desarrollo de un Sistema Nacional Único[sic] de Registro Público 
Obligatorio para la prevención de los delitos contra la libertad, la integridad, la formación 
sexual y el incesto, cometidos en menores de edad, así como de la violencia intrafamiliar. 
El Gobierno Nacional reglamentará la materia. Así mismo se avanzará en la prevención 
de la criminalidad juvenil, con el fin de aumentar la capacidad institucional para proteger 
a la población vulnerable.

Principales Metas:
Hacia la consolidación de la política de Seguridad Democrática Línea de base* Meta cuatrienio

Porcentaje de reducción de secuestros extorsivos (1) 57,3% 64,7%

Porcentaje de reducción tasa anual de homicidios por cada 100.000 
habitantes (2) 45,9% 29,5%

Familias beneficiadas con pagos en el programa Familias Guardabosques 
(Acum.) 43.271 80.000

* Las cifras de la ‘Línea de base’ corresponden al acumulado durante el período 2002-2006, salvo que se especifique 
algo diferente en la leyenda del indicador.

(1) La línea de base se toma comparando la reducción entre los cuatrienios 1998-2002 y 2002-2006.
(2) Proyección 2006: 35,5%. Fuente: DNP-DJS. La línea de base se toma comparando el año 2006 frente al 2002.

2.2 Desplazamiento forzado, derechos humanos y reconciliación
En aras de la superación del desplazamiento forzado por la violencia, el Estado ga-

rantizará la atención integral de esta población bajo un enfoque de goce de derechos, 
destinando recursos de hasta $4,1 billones. Esta política buscará prevenir el desplazamien-
to forzado, atender integralmente la emergencia y lograr la estabilización e integración 
socioeconómica de la población desplazada, articulando los programas diseñados especí-
ficamente para atender a esta población con aquellos previstos para la reducción de la po-
breza. Para lograr lo anterior, se requiere que se actualice y depure el Registro Único[sic] 
de Población Desplazada (RUPD).
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Se pasará de una atención individual por entidad, a una atención coordinada y arti-
culada de las entidades que hacen parte del Sistema Nacional de Atención Integral a la 
Población Desplazada (SNAIPD); de una acción enfocada en el individuo, a una orientada 
a la familia, en donde el desplazado no sea visto como un receptor de servicios, sino como 
un ciudadano participativo e integrado de su propio proceso. En particular, se atenderá 
la necesidad de aumentar el número de cupos educativos para la población desplazada, el 
número de afiliados al régimen subsidiado de salud y el número de familias desplazadas 
beneficiadas con adjudicación de tierras y con el programa familias en acción. Así mismo, 
se aumentarán los subsidios de Fonvivienda para esta población y los cupos en el Sena 
para capacitación laboral.

El sistema de atención a la población desplazada creado mediante la Ley 387 de 1997 
además de constituirse en una expresión de solidaridad y compromiso con las víctimas 
del desplazamiento forzado, establece la obligación por parte del Estado de diseñar e im-
plementar una pronta y permanente solución a las causas y los efectos de un atroz acto 
violento como respuesta al sentir social expresado por las organizaciones de personas des-
plazadas y la sociedad civil que a partir del 2007 cada año un número de personas logran 
la condición de desplazados.

En términos de la garantía y promoción de los Derechos Humanos y el Derecho In-
ternacional Humanitario, durante el próximo cuatrienio se culminará la elaboración e 
implementación del Plan Nacional de Acción en DD. HH y DIH y se fortalecerán y conso-
lidarán el Sistema de Alertas Tempranas y el Comité Interinstitucional, como mecanismos 
de prevención de la violación masiva de DD. HH e infracciones al DIH. Se continuará con 
los programas de protección de Derechos humanos, la atención de personas desmoviliza-
das o reinsertadas, y su reincorporación a la vida civil de derechos humanos, la atención 
de personas desmovilizadas o reinsertadas, y su reincorporación a la vida civil de pobla-
ciones específicas y comunidades en riesgo incluidos los y las habitantes de la calle, niños 
y niñas involucrados, o jóvenes involucrados, en grupos juveniles que hayan incurrido 
en conductas contra el patrimonio económico y sostenga enfrentamientos violentos de 
diferente tipo, población en alto grado de vulnerabilidad con alto grado de exclusión que 
requiera capacitación, resocialización y preparación para el trabajo, así como a los inte-
grantes de sus respectivos grupos familiares, el marco de la iniciativa presidencial en torno 
al respeto a la vida, se complementarán los avances en materia de protección a personas 
amenazadas y se consolidarán los procesos encaminados a la disminución de los factores 
de riesgo de las comunidades focalizadas. Se garantizarán los compromisos de la Fuerza 
Pública con el respeto y garantía de los DD. HH y DIH, a través del mejoramiento de la 
justicia penal militar y el ajuste de los programas de formación en DD. HH y DIH. Se 
profundizarán las acciones sectoriales de comunicación y educación en DD. HH y DIH, 
para lo cual se culminará la elaboración y aplicación del Plan Nacional de Educación en 
Derechos Humanos (Planedh).

Se avanzará en el cumplimiento de los compromisos frente a los organismos o agencias in-
ternacionales, en especial en los procesos de búsqueda de soluciones amistosas que se tramitan 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y se coordinará el pago de obligacio-
nes económicas a cargo de la Nación, para lo cual el Gobierno reglamentará la materia.
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Se robustecerán los sistemas de información y monitoreo, entre ellos el Observato-
rio de Derechos Humanos de la Vicepresidencia de la República, así como los espacios 
institucionales de coordinación y seguimiento a las políticas públicas que garantizan los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Un aspecto central por desarrollar será la 
implementación de la política de lucha contra la impunidad en casos de violaciones de 
DD. HH y DIH, bajo los lineamientos del Conpes.

Así mismo, se considera fundamental continuar con la política de desmovilización y 
reintegración, teniendo en cuenta los ajustes necesarios de acuerdo con los requerimien-
tos para la concreción de la paz.

El Estado colombiano consolidará una política orientada a la construcción de progra-
mas y acciones destinados a la reconciliación de las víctimas y victimarios, la adopción de 
medidas que permitan la reparación de víctimas y la restitución de derechos transgredidos 
o violados, la aplicación de estrategias de reintegración para buscar la reincorporación a 
la vida social y económica de los miembros de los grupos armados al margen de la ley y la 
aplicación de programas destinados a elaborar y difundir la memoria histórica.

Se dará apoyo a los mecanismos de justicia transaccional, adoptados por el Con-
greso de la República y validados judicialmente por la Corte Constitucional, como 
complementarios a procesos de desmovilización, desarme y reinserción de grupos 
armados organizados al margen de la ley, en el marco de políticas de paz dirigidas por 
el Gobierno Nacional.

La Prevención y Atención de Sobrevivientes de Accidentes por Minas Antipersona 
(MAP), y municiones sin explotar (MUSE) harán parte primordial de la estrategia de re-
conciliación. De igual forma, el Gobierno Nacional definirá una estrategia de prevención 
y atención integral para los niños involucrados en el conflicto armado, y aquellos que han 
sido víctimas de la guerra, garantizando además un Programa Especial de Protección y 
Rehabilitación para los Afectados por las Minas Antipersonales.

El Gobierno impulsará la segunda fase del Programa de Paz y Desarrollo. Igualmente, 
en los próximos cuatro años el Centro de Coordinación de Acción Integral (CCAI) avan-
zará en el mejoramiento de las condiciones de gobernabilidad, legitimidad, credibilidad 
y confianza de los ciudadanos en el Estado. Para lo anterior, será necesario consolidar su 
intervención y difundir la estrategia de coordinación interagencial para la coordinación 
social del territorio en zonas no intervenidas.

Principales Metas:
Desplazamiento forzado, Derechos Humanos y reconciliación Línea de base Meta cuatrienio

Nuevos afiliados en el Régimen Subsidiado en Salud (desplazados) 260.269 1.200.000
Familias desplazadas beneficiadas con adjudicación de tierras 1.831 12.850
Familias desplazadas beneficiadas por el programa Familias en Acción 
(Acum.) 

99.807 300.000

Nuevos cupos educativos para población desplazada (contratación del servicio). 
Línea de base 2005 

232.115 400.000

Familias vulnerables y desplazadas vinculadas a programas de Paz y Desarrollo - 85.302
Corregimientos priorizados por el Centro de Coordinación de Acción Integral 
(CCAI) 

- 332



Ley 1151 de 2007
603

3. REDUCCION DE LA POBREZA Y PROMOCION DEL EMPLEO Y LA EQUIDAD
La estrategia de equidad y reducción de la pobreza, consistirá en lograr que los colom-

bianos tengan igualdad de oportunidades en el acceso y la calidad de un conjunto básico 
de servicios sociales que, en el futuro, permitan que todos generen ingresos suficientes 
para llevar una vida digna.

Las acciones del Estado se orientarán a crear condiciones para que la población pobre 
supere su situación. El reto principal de la promoción social estatal, además de procu-
rar que la población no caiga en situaciones de privación socialmente inadmisibles, será 
procurar que mediante un proceso de inclusión social y de acumulación de capital físico 
y humano, salga definitivamente de su condición de privación o vulnerabilidad. Para el 
efecto, será necesaria la articulación de estrategias y programas, procurando una acción 
integral en torno a la familia, mejorando el impacto de las intervenciones. Así se buscará 
la reducción de las brechas sociales y regionales, construyendo sobre lo ya logrado.

Uno de los elementos básicos para la disminución de la pobreza y el logro de la equi-
dad social es obtener un crecimiento económico sostenible y mayores índices de empleo 
estable con seguridad social. El Gobierno promoverá entonces la creación de la nueva 
industria nacional de base tecnológica que le dé valor agregado a nuestros recursos y pro-
ductos, así como la promoción de programas comunitarios de acceso a nuevas tecnologías 
de la información como herramienta para la generación de empleo y autoempleo. Para 
ello buscará que el desarrollo científico y tecnológico se aplique adecuadamente, introdu-
ciendo innovaciones dirigidas al sector productivo, con miras a desarrollar el emprendi-
miento y facilitar la competitividad.

Para ello se desarrollan políticas y acciones en los siguientes temas:

3.1 Pobreza y población vulnerable
Una de las estrategias para combatir la pobreza y la desigualdad es procurar que los 

esfuerzos que adelante el Estado y la sociedad civil cuenten con mecanismos explícitos 
dirigidos a dar acceso preferente a la población más pobre y vulnerable a los servicios 
sociales del Estado, con una mejor focalización de los subsidios y sus instrumentos. Para 
estos propósitos resulta importante articular el Sistema de Protección Social y fortalecer 
el componente de promoción social, que comprende el conjunto de acciones del Estado, 
la sociedad, la familia, así como las instituciones y los recursos dirigidos a la superación 
de la privación y a la expansión de las oportunidades de los grupos poblacionales pobres y 
vulnerables, bajo un marco de corresponsabilidad. Por su parte, el sistema de promoción 
social, comprende el conjunto de entidades y organismos públicos y privados, normas y 
procedimientos que están en función del diseño, formulación, inspección, vigilancia, con-
trol y la ejecución de las acciones de promoción social, incluyendo el Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar, bajo la dirección del Ministerio de la Protección Social.

En este contexto el Gobierno Nacional pondrá en marcha la Red de Protección Social 
para la Superación de la Extrema[sic] Pobreza, que busca atender 1,5 millones de familias 
en esta situación, brindándoles acceso integral a los programas y servicios sociales. Para 
lograr estos objetivos la Redep canalizará inversiones cercanas a los $19,6 billones durante 
los próximos cuatro años. La Red tendrá como énfasis el fortalecimiento del capital humano 
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de las familias y su habilitación y acompañamiento para emprender proyectos de vida y su 
inserción autónoma en procesos productivos y de emprendimiento y a los demás compo-
nentes del sistema de protección social.

Adicionalmente, el Sistema de Protección Social fortalecerá las políticas transversales en 
seguridad alimentaria y nutricional, discapacidad, envejecimiento y vejez, familia, infancia y 
adolescencia, primera infancia en la prevención y control de la violencia y el abuso sexual in-
fantil y de género. El Gobierno Nacional definirá los criterios, mecanismos y procedimientos 
para la identificación de la población discapacitada beneficiaria de los Programas Sociales 
del Estado, dirigidos a la población pobre o en condiciones asociadas de vulnerabilidad.

La reducción de la pobreza dependerá en buena medida del cumplimiento de otras 
metas, especialmente en el área social, pero también en infraestructura, vivienda, seguri-
dad y justicia, entre otros.

Para ello se debe: reducir el índice de pobreza al 39,6% con la expectativa de alcan-
zar niveles del 35%; reducir el índice de indigencia al 8%; tener 1,5 millones de familias 
vinculadas al programa familias en acción; y vincular 1,5 millones de familias a la red de 
protección social contra la extrema pobreza. Para cumplir con estos propósitos, y hacer 
seguimiento de su evolución, se contará con información periódica y veraz; el Dane o la 
entidad especializada que determine el Gobierno Nacional, debe producir cifras de po-
breza dos veces al año, teniendo en cuenta la metodología señalada por la misión para la 
reducción de la pobreza y la desigualdad.

Así mismo, se hace necesario que los Ministerios y sus entidades descentralizadas ads-
critas, así como Acción Social, revisen y ajusten el diseño y los procesos de identificación, 
selección de beneficiarios y asignación de recursos de los programas sociales existentes, de 
acuerdo con los lineamientos generales para la focalización del gasto público social, con 
la asistencia técnica del Departamento Nacional de Planeación. A su vez, se actualizará 
el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales, Sisbén, y 
se diseñarán mecanismos para evitar la inscripción fraudulenta y su oportuna detección, 
como el acceso a información de inteligencia financiera, entre otros.

Principales Metas:
Pobreza y población vulnerable Línea de base Meta cuatrienio

Pobreza (porcentaje de la población) 49,2% 39,6%

Indigencia (porcentaje de la población) 14,7% 8%

Familias vinculadas a la Red para la Superación de la Pobreza Extrema - 1.500.000

3.2 Inserción de las familias en el sistema de protección social

La complejidad del fenómeno del desempleo requerirá de la acción conjunta y coordina-
da de políticas macroeconómicas e institucionales, que promuevan un desarrollo económico 
sostenible sobre la base de promover la nueva industria nacional de base tecnológica así 
como de una serie de intervenciones sectoriales, que actúen de manera especial sobre la 
población más vulnerable.
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El Gobierno Nacional debe emprender acciones orientadas a la generación de tra-
bajo en condiciones dignas, a través de la promoción y divulgación de los principios 
y derechos fundamentales del trabajo y la prevención y reducción de la conflictividad 
laboral. De igual forma, el Gobierno impulsará con los empresarios y los trabajadores 
la implementación de trabajo decente contando con la asesoría técnica de organismos 
como la OIT. Así mismo, se desarrollará el programa de iniciativas locales de gestión 
empresarial, se fortalecerán los observatorios regionales de mercado de trabajo, se 
consolidarán pactos regionales de empleo, se realizarán estudios de mercado de tra-
bajo regionales y se implementarán modelos alternativos de emprendimiento y gene-
ración de ingreso, promoviendo a las familias con menores dotaciones y en condición 
de pobreza y vulnerabilidad.

En cuanto a la explotación económica del menor de edad y la reducción del trabajo 
infantil, se deberá consolidar la política integral de Estado para la prevención de este fe-
nómeno y la protección de los adolescentes trabajadores desde el sistema de salud y las 
responsabilidades de las entidades territoriales. En particular, se debe avanzar en la erra-
dicación de las peores formas de trabajo infantil, mediante una estrategia integrada que 
prevenga y erradique, entre otras, la explotación sexual infantil.

Principales Metas:
Mercado y relaciones laborales Línea de base Meta cuatrienio

Tasa de desempleo. Línea de base 2006 11,9% 8,8%

Tasa de desempleo de los menores de 24 años. 
Línea de base 2005

26% 20%

Duración promedio del desempleo (meses). Línea de base 2005 11 7

Trabajo infantil (proporción de la PEA infantil (5-17 años) respecto al total 
de la PEA). Línea de base 2005

7,2% 5,3%

Empresas creadas por el Fondo Emprender 777 1.768

Empleos generados en empresas promovidas por el Fondo Emprender 4.171 9.100

3.3 Sistema de Protección Social
Otra de las condiciones necesarias para disminuir los niveles de pobreza y desigualdad 

será garantizar el funcionamiento adecuado de los mecanismos de aseguramiento, redu-
ciendo la vulnerabilidad de la población y creando las herramientas para que los grupos 
rezagados superen las condiciones adversas que enfrentan. El objetivo principal que se 
debe alcanzar frente al sistema de protección social es lograr la efectiva articulación de 
tres grandes componentes:
i.	 Seguridad social integral (salud, riesgos profesionales y protección al cesante);
ii.	 Sistema de promoción social-Sistema social de riesgo; y
iii.	 Sistema de formación de capital humano (Sector educativo y formación para el trabajo).

En términos de seguridad social en salud, se tiene como meta la universalización del 
aseguramiento. Para ello se implementarán tres estrategias:
i.	 Universalización del Régimen Subsidiado para la Población Sisbén 1 y 2;
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ii.	 Implementación de subsidios parciales a la cotización del régimen subsidiado o contri-
butivo para la población en transición (nivel 3 del Sisbén); y

iii.	 Incremento de la afiliación al régimen contributivo y actualización del plan de bene-
ficios. Esto implicará, entre otras, reducir la evasión y elusión de aportes al régimen 
contributivo, a través de la implementación universal de la planilla integrada de apor-
tes y la interoperabilidad de los Sistemas y Registros de Información de Aportantes 
(RUA), afiliados (RUAF) y el Sisbén; incrementar, hasta medio punto, el aporte de 
cotizaciones a cargo del empleador al Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(SGSSS) a partir de 2007; y transformar los recursos de subsidio de oferta a demanda 
a partir de esa misma fecha. Igualmente, se promoverá el adecuado flujo de recursos y 
el saneamiento de la cartera de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, de 
acuerdo a los lineamientos del Conpes.
Se debe tener en cuenta que la operación eficiente de las Instituciones Prestadoras 

de Servicios de Salud Públicas será una premisa fundamental y este principio, también, 
se aplicará a aquellas IPS públicas donde las condiciones del mercado no permiten su 
supervivencia a partir de la venta de servicios a los diferentes pagadores. Para lograr una 
mayor eficiencia de los recursos se fortalecerá la gestión de las entidades territoriales en 
el manejo de la Red de Prestadores Públicos, garantizando el acceso, calidad, eficiencia y 
sostenibilidad financiera de las instituciones públicas y de la Red. Para el efecto las entida-
des territoriales deben viabilizar y adoptar el plan de organización de la red de prestadores 
de servicio de salud, previo concepto favorable del Ministerio de la Protección Social y del 
Departamento Nacional de Planeación.

De otra parte, se adoptarán mecanismos con el propósito de adelantar el saneamiento 
de la cartera hospitalaria, para lo cual se identificarán fuentes de financiamiento para el 
cubrimiento de las obligaciones pendientes de pago, por parte de las entidades territoria-
les con las IPS, por concepto de la atención de la población pobre no asegurada y con las 
ARS del régimen subsidiado.

En el tema de salud pública, tiene especial importancia la reducción de la mortalidad 
infantil y materna; la ampliación de la cobertura de vacunación al 95%, el desarrollo de 
acciones de educación y salud sexual y reproductiva, acompañada del incremento de la 
prevalencia del uso de métodos modernos de anticoncepción en la población sexualmente 
activa, así como la creación y/o fortalecimiento de servicios diferenciados en salud sexual 
y reproductiva para adolescentes; de servicios la reducción de la tasa de mortalidad por 
cáncer de cuello uterino; el mantenimiento de la cobertura de atención institucional del 
parto; el aumento de la cobertura de terapia antirretroviral; la detención del crecimiento 
del porcentaje de adolescentes que han sido madres o están en embarazo; la promoción de 
hábitos saludables de vida mediante campañas de actividad física para todos los colombia-
nos, como propósito de prevención y control de las enfermedades no transmisibles; la re-
ducción de la desnutrición global o crónica de la anemia en niños menores de 5 años y en 
mujeres gestantes y lactantes; la reducción de muertes por malaria o dengue; la reducción 
de la incidencia en municipios con malaria urbana, el mantenimiento de la prevalencia 
general de infección por VIH por debajo del 1,2%, y la reducción de los índices de infes-
tación por Aedes en los municipios categoría especial 1 y 2, por debajo de 1.800 metros 
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sobre el nivel del mar, por ser los que más problemas presentan. Con el compromiso de 
avanzar en la reducción de las brechas regionales y poblacionales existentes se promoverá, 
conforme a los lineamientos de focalización definidos en el Conpes Social 100, la priori-
zación de las acciones en salud pública a la población más pobre.

El Gobierno Nacional coordinará, en el marco de la política de salud pública y la or-
ganización de la prestación de los servicios de salud a nivel nacional, los mecanismos 
que permitan acceder de manera oportuna al suero antiofídico, de acuerdo a patrones de 
riesgo presentados en las regiones.

Es necesario el fortalecimiento del Sistema de Información de la Protección Social para 
el mejoramiento de la vigilancia en salud pública, el monitoreo, la evaluación y el ajuste 
de la unidad de pago por capitación y el comportamiento financiero de los agentes, la 
actualización de los planes de beneficios y el reconocimiento de los servicios no incluidos 
en estos. Para el efecto, los agentes del SGSSS, deben diligenciar, recolectar, procesar, usar 
y enviar al Ministerio de la Protección Social, los Registros Individuales de la Prestación 
de Servicios (RIPS) en los términos y condiciones que este defina. Su envío es obligatorio 
y constituirá un criterio de permanencia en el sistema y un indicador de gestión.

Las entidades territoriales y las entidades promotoras de salud, deben concurrir en la 
gestión de la salud pública orientando sus acciones y programas al logro de las metas prio-
ritarias en salud pública, definidas por el Ministerio de la Protección Social y al control de 
los riesgos en salud de la población a su cargo.

Se requiere que el Ministerio de la Protección Social desarrolle un esquema de moni-
toreo que permita conocer los resultados en la implementación y desarrollo del Sistema 
Obligatorio de Garantía de la Calidad a través de indicadores, así como un sistema de cer-
tificación, recertificación y Registro Único[sic] Nacional para el mejoramiento del talento 
humano en salud.

Se hace necesario que el Ministerio de la Protección Social, el Ministerio de Agricultu-
ra, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y el Departamento Nacional de Planea-
ción elaboren de forma conjunta la Política y el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional, en el cual se establezcan las responsabilidades de actores, en cuanto a la 
articulación de las acciones. Las principales líneas de acción serán:
i.	 Mejorar el abastecimiento y la eficiencia del mercado de alimentos de tal manera que 

se reduzcan los márgenes de intermediación;
ii.	 Desarrollar redes regionales de seguridad alimentaria y nutricional;
iii.	 Articular los diferentes programas de seguridad alimentaria y nutricional e implemen-

tar mecanismos de focalización, en coherencia con el Conpes Social 100;
iv.	 Atender los factores asociados a la estabilidad del suministro externo con miras a los 

efectos que pueda tener el TLC sobre la oferta de alimentos de la canasta básica;
v.	 Adecuar y fortalecer el Sistema Nacional de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias 

(MSFS);
vi.	 Articular los programas de seguridad alimentaria y nutricional incluyendo micro-

nutrientes;
vii.	Unificar los sistemas y parámetros de evaluación del estado nutricional de niñas, niños, 

y adolescentes. El Gobierno reglamentará lo pertinente.
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También se requiere que el Ministerio de la Protección Social lleve a cabo el proceso de 
definición y desarrollo de la política de Envejecimiento y Vejez.

En cuanto a la atención a la niñez, el Gobierno Nacional desarrollará mecanismos y es-
trategias que avancen progresivamente en el mejoramiento de la prestación de los servicios 
de atención y cuidado de la niñez, con la participación de las entidades territoriales, co-
operación internacional, ONG, y empresa privada. Igualmente, optimizará el componente 
educativo en hogares comunitarios de bienestar e implementará las estrategias necesarias 
con el fin de cualificar la prestación del servicio de los niños y niñas en la primera infancia. 
Así mismo, en coordinación con la Procuraduría General de la Nación, y los Ministerios se 
implementará la estrategia “Municipios y Departamentos por la Infancia y la Adolescencia”.

El Plan de Inversiones incluirá los recursos previstos por la Ley 89 de 1988 con destino 
a los Hogares Comunitarios de Bienestar.

Para la atención integral de la primera infancia, el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar coordinará con los Ministerios de Educación Nacional y de la Protección Social, 
el Departamento Nacional de Planeación y las entidades territoriales, entre otras, la imple-
mentación, seguimiento y evaluación de la política.

El ICBF coordinará en los niveles nacionales, departamental, distrital y municipal la 
implementación del Plan Nacional de la Política de Construcción de Paz y Conviven-
cia Familiar “Haz Paz 2005-2015”, con el fin de que desde tales instancias se desarrollen 
acciones para la prevención, detección y atención de las diferentes formas de violencia 
de género e intrafamiliar, las cuales requieren la articulación intersectorial e interinsti-
tucional para su abordaje integral, en corresponsabilidad con la familia, la sociedad civil 
organizada y los organismos de cooperación internacional; así mismo realizará una actua-
lización conceptual de la violencia intrafamiliar a la luz del Código de la Infancia y de la 
Adolescencia y de la Normatividad Penal.

Se dará continuidad al proceso de registro nacional de población en discapacidad en 
aras de optimizar la articulación Nacional, Departamental, Distrital y Municipal y subna-
cional en la inclusión social de estas personas. Además, establecerá los mecanismos para 
que en el diseño e implementación de las políticas públicas se incluya la discapacidad, ase-
gurando, entre otros, la integración educativa, la atención prioritaria en salud y educación 
y la habilitación y rehabilitación de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, así 
como el apoyo a sus familias.

En particular, se desarrollará una política que fomente el acceso de las personas con 
discapacidad a los beneficios que otorga el Fondo de Solidaridad Pensional, de tal forma 
que los discapacitados de niveles I y II del Sisbén de 50 años o más calificados con un 
porcentaje superior al 50% de discapacidad de conformidad con el manual de calificación 
de invalidez puedan acceder a los beneficios de la Subcuenta de Subsistencia, siempre y 
cuando cumplan con los demás requisitos establecidos en la normatividad vigente. Así 
mismo, podrán ser beneficiarios de los subsidios para el aporte de pensión de que trata 
la Subcuenta de Solidaridad este grupo poblacional y otros grupos que se podrán definir 
de acuerdo con los lineamientos y los requisitos de acceso que establezca el Conpes y 
reglamente el Gobierno Nacional. El Gobierno Nacional promoverá la integración de las 
normas en un código, para la atención de la población discapacitada.



Ley 1151 de 2007
609

En términos de riesgos profesionales y protección al cesante, se aumentará la afiliación 
al sistema de riesgos profesionales y el número de empresas afiliadas a dicho sistema, 
al tiempo que se buscará aumentar la cobertura en afiliación a pensiones, para lo cual 
también se desarrollarán mecanismos para que los colombianos residentes en el exterior 
puedan incorporarse como independientes al Sistema General de Pensiones, ya sea en 
Régimen de Prima Media o Régimen de Ahorro Individual, el Ministerio de la Protección 
Social y la Cancillería reglamentarán la materia con el objetivo de garantizar la prestación 
de este servicio para todos nuestros Connacionales.

Dentro del contexto del sistema de formación de capital humano, se buscarán logros 
en cobertura, calidad y eficiencia de la educación. La ampliación de coberturas se traba-
jará desde la educación inicial hasta la educación superior, con metas tales como atender 
400.000 nuevos niños de 3 y 4 años durante el cuatrienio, mayoritariamente de los niveles 
1 y 2 del Sisbén, en arreglos institucionales entre el Ministerio de Educación Nacional y el 
ICBF; alcanzar cobertura universal en educación básica (preescolar, primaria y secunda-
ria) y, ampliar la cobertura en educación media. Para tal fin contribuirán los recursos del 
Fondo Nacional de Regalías destinados al sector educativo.

De igual forma, se reducirá la tasa de analfabetismo, se aumentará la cobertura bruta 
en educación superior, principalmente a través de la expansión de la matrícula técnica y 
tecnológica, y la creación de un fondo para la financiación de la educación superior, que 
podrá contar con recursos provenientes de la contribución de los egresados de universi-
dades públicas; y disminuir la deserción de la educación básica y media del sector oficial 
y la de educación superior.

Los entes territoriales a partir de la vigencia de la presente ley deberán implementar tec-
nologías de estudio y resolución de conflictos, orientadas a una cultura de paz, aprendizaje 
efectivo, evaluación integral, que disminuya la deserción escolar, aumente el rendimiento 
académico y permita ayudar al estudiante a avanzar a su propio ritmo de aprendizaje para 
que el estudiante alcance una adecuada promoción académica. Estas tecnologías deberán 
acreditar una experiencia mínima de 10 años a nivel internacional.

Igualmente, se fortalecerá el Sistema Nacional de Formación para el Trabajo, y el desarro-
llo de la Ley 1064 de 2005 y se brindará una oferta institucional que posibilite la formación 
por competencias laborales que incluya el emprendimiento empresarial. Los principales ejes 
de acción serán la articulación con la educación media y con las universidades, al tiempo 
que se impulsará la implementación de la reglamentación existente y el desarrollo de nuevos 
instrumentos que permitan la movilidad educativa a lo largo de toda la cadena de formación 
y del ciclo de vida de las personas, bajo la dirección del Ministerio de Educación Nacional.

Como partes del sistema de seguridad social integral, las Cajas de Compensación Fa-
miliar podrán extender la totalidad de los beneficios, entre ellos, los de subsidios y pro-
gramas sociales, a los asociados a las precooperativas y cooperativas de trabajo asociado, 
para lo cual, se deberá contemplar previamente en sus estatutos la afiliación al Sistema 
de Previsión Social incluido el de compensación y el pago de los aportes respectivos de 
acuerdo con lo dispuesto en la ley para el sector dependiente.

Para garantizar lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 26 de la Ley 1122 de 2007, las 
Empresas Promotoras de Salud, EPS, del Régimen Subsidiado y Contributivo, dedicarán el 
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0,3% de la Unidad de Pago por Capitación a la coordinación y financiación de los servicios 
de Telemedicina con cobertura nacional, tanto para promoción de la salud como para aten-
ción de sus afiliados; los municipios y distritos, a través de la entidad nacional que los agre-
mia, harán posible la prestación de este servicio. Asimismo, la Superintendencia Nacional de 
Salud verificará el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo para autorizar o renovar el 
funcionamiento de las EPS, en particular al momento de verificar sus redes de servicios.

Principales Metas:
Sistema de Protección Social Línea de base Meta cuatrienio

Cobertura en afiliación al régimen subsidiado (Nivel Sisbén 1 y 2) 71% 100%

Total de afiliados a riesgos profesionales (Acum.) 5.338.733 6.238.733

Alumnos en integración con la Educación Media (Anual) n.d. 308.958

Niños de 6 meses a 5 años de edad beneficiados con el programa Desayu-
nos Infantiles (Acum.) 

1.006.074 1.306.074

Adultos mayores beneficiados con complemento alimentario (Acum.) 395.925 400.000

Adultos mayores beneficiados con subsidio económico (Acum.) 199.889 600.000

Cobertura de vacunación (todas las vacunas). Línea de base 2005 (1) 87,3% 95%

Mortalidad materna (muertes maternas por 100 mil nacidos vivos). Línea 
de base 2002 (2) 

83,3 63

Cobertura de educación preescolar y básica 92% 100% 

Cobertura de educación media 65% 73%

Años promedio de educación 7,9 8,5

Cobertura bruta de educación superior 29% 34,7%

(1) Cifras del Ministerio de la Protección Social.
(2) Cifras del Dane.

Como parte del Sistema de Seguridad Social Integral, las Cajas de Compensación Fa-
miliar podrán extender la totalidad de los beneficios, entre ellos los de subsidios y pro-
gramas sociales, a los asociados a las precooperativas y cooperativas de trabajo asociado, 
para lo cual, se deberá contemplar previamente en sus Estatutos la afiliación al Sistema de 
Previsión Social incluido el de compensación y pago de los aportes respectivos de acuerdo 
con lo dispuesto en la ley para el sector dependiente.

La Nación podrá hacer inversiones en los institutos tecnológicos de carácter oficial 
descentralizados en virtud de la Ley 790 del año 2002, siempre y cuando exista dispo-
nibilidad presupuestal.

3.3.1	Mejorar la accebilidad a servicios de salud y la capacidad de respuesta del Estado 
a las emergencias y desastres

Desarrollar un sistema integral de transporte aéreo medicalizado como parte de la estra-
tegia nacional del mejoramiento y garantía de accesibilidad a los servicios de salud de todos 
los colombianos que se encuentran en el territorio nacional. Este sistema garantizará:
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1.	 Ambulancias áreas medicalizadas y certificadas por la autoridad competente en Salud 
y la Aerocivil, en lo de su competencia, para el traslado de pacientes críticos con exi-
gencia de traslado aéreo según evaluación y remisión por el sistema de salud.

2.	 Rutas aéreas saludables desde los centros de alta complejidad en la atención en salud 
para cubrir a los habitantes de municipios lejanos.

3.	 Dar soporte aéreo para realizar Brigadas de Salud en las zonas de más difícil acceso del 
territorio nacional con frecuencia mínima de tres veces año.

4.	 Dar soporte helico-transportado para la respuesta a emergencias por accidentes de 
tránsito en las 5 regiones: costa Caribe; centro del país, occidente y eje cafetero, Antio-
quia Chocó, Oriente colombiano y Amazonia.

5.	 Apoyo en la fase de impacto en caso de emergencias por desastres naturales en el país.
La entidad que agremia nacionalmente los municipios colombianos desarrollará, or-

ganizará y pondrá en funcionamiento este servicio dentro de los seis meses siguientes 
a partir de la sanción de la presente ley. Para ello, elaborará un plan cuatrienal que se 
presentará a la entidad reguladora en salud y su desarrollo estará bajo la supervisión del 
Ministerio de la Protección Social y será vigilada por los organismos de control del sector 
salud y la Aeronáutica Civil en lo de su competencia. Este servicio se financiará mensual-
mente con un 2% de la UPC del Régimen Subsidiado y Contributivo que reciben las EPS y 
las administradoras de regímenes especiales con excepción de Fuerzas Militares.

A la financiación de este sistema concurrirán los sectores que demanden este servicio 
y que tengan cubierto este tipo de riesgos.

Parágrafo. Para garantizar la operación de este sistema, la Aeronáutica Civil ajustará 
la operación aeroportuaria y las demás autoridades concurrirán privilegiando el funcio-
namiento de este servicio.

3.4 Banca de las oportunidades
La banca de las oportunidades es una política de largo plazo dirigida a crear las con-

diciones necesarias para facilitar el acceso de la población excluida del sistema financiero 
formal y promover la utilización de servicios financieros integrales como ahorro, crédito, 
pagos, transacciones y seguros. Se buscará atender prioritariamente a los grupos de pobla-
ción conformados por las familias de menores ingresos, las madres comunitarias, mujeres 
cabeza de hogar, y las familias de habitantes de la calle desplazados, los microempresarios, 
la población vulnerable, las pequeñas y medianas empresas y los emprendedores que ac-
tualmente no están adecuadamente atendidos. La red de la banca de las oportunidades 
estará conformada por entidades del sistema financiero, incluyendo las cooperativas, las 
Organizaciones No Gubernamentales y las Cajas de Compensación Familiar. Esta red fi-
nanciará proyectos productivos y de generación de ingresos para la población más pobre 
y se encargará de hacer un seguimiento periódico a cada proyecto financiado. De esta 
manera, esta red buscará contribuir a la superación de la pobreza, promover la igualdad, 
suavizar las fluctuaciones de ingresos y consumo de los más pobres y generar un mayor 
crecimiento económico.

El Gobierno Nacional facilitará la labor de la red a través de reformas al marco regula-
torio; estrategias de promoción e incentivos, y acuerdos con el sector financiero alrededor 
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de metas específicas en ampliación de cobertura física, diseño de productos especializados 
ajustados a las necesidades financieras de la población y acceso de la población urbana y 
rural a los servicios financieros.

Mediante la banca de las oportunidades todos los municipios del país contarán con 
presencia financiera en 2010 y se colocarán 5 millones de microcréditos a lo largo de todo 
el territorio nacional.

Para promover de manera efectiva el proceso de bancarización de la población de bajos 
ingresos, se propone la eliminación de los costos y restricciones para el acceso al sistema 
financiero mediante la creación de una “cuenta de ahorro de bajo monto” como instru-
mento de captación especial que reúna las características necesarias, tales como requisitos 
de monto, saldos, movimientos, comisiones y las demás condiciones que sean establecidas 
por el Gobierno Nacional. Los recursos captados por medio de estos instrumentos no 
estarán sometidos a ningún tipo de inversión obligatoria.

Se buscará que los recursos de la BANCA DE OPORTUNIDADES, se orientarán de 
la siguiente manera con el fin de obtener un mejor impacto sobre los indicadores de paz 
y convivencia, reducción de la pobreza, mejoramiento de la calidad de vida y reducción 
del desempleo:
1.	 Financiación de proyectos productivos presentados por jóvenes bachilleres y discapacitados.
2.	 Financiación de proyectos productivos que resulten de la reorientación de las personas 

vulnerables, trabajadoras sexuales, previo acompañamiento y orientación del ICBF, 
con el acompañamiento del Sena.

3.	 Financiación de proyectos productivos de la población desplazada que cuenten con el 
acompañamiento y asesoría del Sena.

4.	 Financiación de proyectos productivos de las madres cabezas de familia.
5.	 Financiación de proyectos productivos que resulten como fruto de todos los procesos 

de reinserción de grupos al margen de la ley y campesinos damnificados por las fumi-
gaciones y corte manual de cultivos ilícitos.

3.5 Ciudades amables
La Política de Desarrollo Urbano define medidas concretas para la generación de suelo 

para VIS en los Planes de Ordenamiento Territorial, POT, relacionadas con la simplifi-
cación de los trámites para la aprobación de Planes Parciales, el fortalecimiento de los 
instrumentos para el control urbano, así como la definición de normas jurídicas claras 
y estables a través de un Estatuto único de vivienda y desarrollo urbano. El Gobierno 
Nacional podrá establecer estímulos en la forma de asignación de los recursos vincula-
dos al desarrollo urbano para los municipios que incorporan en sus planes de desarrollo 
los terrenos suficientes y metas mínimas para atender la demanda de vivienda de interés 
social, de acuerdo con la metodología que defina el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial.

En complemento, se fortalecerá la política de espacio público mediante el acompaña-
miento a los municipios en su adecuada incorporación en los POT y el sistema de pla-
nificación regional mediante la reglamentación por parte del Gobierno Nacional de los 
instrumentos intermedios de ordenamiento territorial para el suelo suburbano y rural. 
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Con relación a la información para el desarrollo territorial, se mantendrá la actualización 
catastral urbana en niveles superiores al 90% logrando su articulación con el registro en 
10 ciudades.

Por su parte, la Política de Vivienda contempla el fortalecimiento de la financiación de 
vivienda para hogares de bajos ingresos, para lo cual se mantendrá el requisito de ahorro 
programado para el subsidio y se promoverá un esquema que vincule de manera efectiva 
este ahorro con el crédito. Así mismo, debe fortalecerse la Garantía VIS, el crédito a hoga-
res vinculados a la economía informal y el fondeo de largo plazo para vivienda mediante 
la reglamentación del artículo 11 de la Ley 546 de 1999.

Adicionalmente, se optimizará el Programa de Subsidio Familiar de Vivienda (SFV) 
definiendo el tope de 135 smlmv para VIS y de 70 smlm para VIS prioritaria, ajustando 
los criterios de distribución de recursos con base en la información de vivienda del Censo 
General 2005, estimulando la oferta de VIS prioritaria a través de la inversión de las enti-
dades públicas y el programa “Pacto por la Vivienda con Bienestar”, con especial énfasis 
en la atención de la población vulnerable y de las madres comunitarias, mujeres cabeza de 
hogar, familias conformadas por personas mayores y familias de los habitantes de la calle, 
madres con hijos discapacitados. La meta del sector para el cuatrienio es financiar cerca 
de 828.433 soluciones VIS mediante subsidios y créditos para la adquisición de vivienda 
nueva y usada, construcción en sitio propio, mejoramiento de vivienda y titulación.

La estrategia en agua potable y saneamiento impulsará el manejo empresarial y los 
esquemas regionales a través de la implementación de los Planes Departamentales para 
el manejo empresarial de los servicios, articulando las diferentes fuentes de recursos, 
con un mejor control sobre la ejecución de los mismos, y sin perjuicio de las competen-
cias de las Corporaciones Autónomas Regionales, como máxima autoridad ambiental 
en el área de su jurisdicción. Dentro de este marco, se desarrollarán la gestión y los 
instrumentos regulatorios y de control necesarios para adelantar procesos de transfor-
mación empresarial, con la vinculación de operadores especializados, en lo posible bajo 
esquemas regionales, o con la conformación de organizaciones eficientes de tipo comu-
nitario autorizadas por la Ley 142 de 1994. El Gobierno Nacional cofinanciará los Planes 
Departamentales con aportes de inversión regional, que se distribuirán con criterios de 
equidad entre los departamentos. 

Como parte de la adecuada articulación de recursos y funciones, las inversiones de las 
Corporaciones Autónomas Regionales en el sector de agua potable y saneamiento básico, 
podrán ser entregadas a los municipios beneficiarios o a las empresas de servicios públicos 
con la condición señalada en el artículo 87.9 de la Ley 142 de 1994 o en condición de par-
ticipación en la composición accionaria cuando se haga mediante aporte a una empresa 
de servicios públicos, previas las autorizaciones correspondientes. Todo lo anterior, sin 
perjuicio de las funciones de control y vigilancia que ejercen las autoridades ambienta-
les regionales. En este mismo sentido, se fortalecerá el control de la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios sobre el uso de los recursos del Sistema General de Par-
ticipaciones en Agua Potable y Saneamiento Básico, y de la Comisión de Regulación para 
la eficiente prestación de los servicios públicos. Para solucionar la inadecuada disposición 
final de residuos sólidos, se incentivará a los municipios para la ubicación de rellenos 
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sanitarios regionales y se prohíben las restricciones injustificadas de acceso a los mis-
mos. Finalmente, el Gobierno Nacional apoyará un número limitado de megaproyectos 
estratégicos de impacto regional, apoyando a las entidades territoriales que implementen 
esquemas eficientes de prestación del servicio. Bajo esta figura se apoyarán megaproyectos 
como el Saneamiento Ambiental del río Bogotá y el de tres cuencas críticas, como son:
i.	 Cuenca alta del río Chicamocha;
ii.	 Area Metropolitana de Medellín; y
iii.	 Cuenca Alta del río Cauca.

Así mismo, y en conjunto con las entidades territoriales respectivas y demás entidades 
competentes, el Gobierno Nacional apoyará la gestión de las medidas necesarias, inclu-
yendo la gestión de recursos presupuestales y/o de crédito, con el fin de asegurar el abas-
tecimiento de agua potable para la ciudad de Cali.

Las principales metas del sector son la implementación de 32 planes departamentales, 
conectar 3,6 millones de personas al servicio de acueducto y 4 millones al servicio de al-
cantarillado, y mejorar la política de subsidios.

De igual forma, serán de importancia estratégica dentro del programa de ciudades 
amables los proyectos de saneamiento básico ambiental que se desarrollen con recursos 
del Fondo Nacional de Regalías, los cuales se pueden ejecutar consultando las metas plu-
rianuales del Marco Fiscal de Mediano Plazo.

Los proyectos de transporte urbano y movilidad buscan continuar con los esfuer-
zos realizados por el Gobierno Nacional desde 2002, consolidando una política que dé 
respuesta a las demandas específicas de las ciudades, de acuerdo con los compromisos 
presupuestales previamente adquiridos. En las grandes ciudades se plantean estrategias 
relacionadas con la consolidación de Sistemas Integrados de Transporte Masivo (SITM) 
y en las ciudades medianas estudios de movilidad e implementación de Sistemas Estraté-
gicos de Transporte Público (SETP). Para estos sistemas el Gobierno impulsará el uso de 
combustibles limpios como el gas.

Para la articulación de las anteriores políticas, se propone la implementación del Pro-
grama de Saneamiento para Asentamientos: Mejoramiento Integral de Barrios, con el fin 
de orientar acciones de reordenamiento y adecuación del espacio urbano de los asenta-
mientos más precarios del país, permitiendo, entre otras acciones, la articulación de los 
procesos masivos de titulación y el mejoramiento de vivienda.

De otra parte, la estrategia de Ciudades Amables promueve la implementación de Ma-
croproyectos de Interés Nacional para la generación de suelo para VIS y para la optimiza-
ción de equipamientos de escala regional y nacional, para lo cual se definirá la estructura 
institucional y operativa adecuada, y las condiciones de participación de la Nación, con-
siderando aspectos jurídicos, técnicos, financieros y presupuestales. De igual forma, se 
vincularán recursos de otros actores interesados como las entidades territoriales, las Cajas 
de Compensación Familiar y el sector privado.

Finalmente, para promover procesos de redensificación y renovación urbana en las 
principales ciudades del país, se viabilizará la celebración de contratos de fiducia y me-
canismos financieros, que garanticen la participación de los municipios, distritos y áreas 
metropolitanas en el desarrollo y cofinanciación de estos procesos. 
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Principales Metas:
Ciudades Amables Línea de base Meta cuatrienio

Total soluciones para el financiamiento de vivienda de interés social (1) 395.885 828.433

Nueva población beneficiada con servicios de alcantarillado (2) n.d.  4.040.871

Nueva población beneficiada con servicios de acueducto (2) n.d. 3.671.206

(1) De las 395.885 soluciones de vivienda, 35.642 corresponden a créditos para VIS asignados a través de la línea de 
redescuento Findeter y otras entidades del sector financiero (sin subsidio).
(2) Debido a que no se cuenta con los resultados de la Encuesta Continua de Hogares 2006-III trimestre, los datos 
sobre nueva población beneficiada con servicios de acueducto y alcantarillado durante el período 2002-2006 aún 
no está disponible.

3.6 Infraestructura para el desarrollo
En este tema se pondrán en práctica tres estrategias:

i.	 Accesibilidad territorial;
ii.	 Acceso a los servicios de energía eléctrica y gas;
iii.	 Inclusión digital.

Debido a la dispersión en la localización geográfica de la población rural colombiana, 
se participará en el desarrollo de sistemas de movilidad intermodal que optimicen el uso 
de las infraestructuras actuales, disminuyendo los tiempos y costos de desplazamiento ha-
cia los centros urbanos, centros de acopio y pasos de frontera. Se promoverá la construc-
ción, el mejoramiento e integración de la infraestructura instalada, en especial en zonas 
donde el transporte aéreo y fluvial son la principal alternativa de transporte y en aquellos 
territorios que tengan el turismo como estrategia de desarrollo.

En términos de la estrategia de acceso a los servicios públicos domiciliarios de energía 
eléctrica y gas combustible, el Gobierno Nacional avanzará en la consolidación del marco 
regulatorio de las actividades de distribución y comercialización de energía eléctrica y, 
en el proceso de normalización de la prestación del servicio de energía eléctrica en áreas 
donde la prestación y cobro del servicio sea difícil.

De igual forma, se avanzará en el fortalecimiento de las empresas distribuidoras de 
energía eléctrica con participación accionaria de la Nación, a través de la consolidación 
de códigos de buen gobierno corporativo y la vinculación de operadores estratégicos. Así 
mismo, se diseñarán esquemas sostenibles de gestión para la prestación del servicio de 
energía eléctrica en las Zonas No Interconectadas, incluyendo la revisión de los esquemas 
tarifarios y de subsidios que se aplican en estas zonas. Se promoverán proyectos piloto de 
generación de energía eléctrica que estén soportados en la implementación de tecnologías 
que utilicen fuentes de energía alternativa.

También se trabajará en la masificación del uso de gas licuado de petróleo, sin que esto 
afecte el propósito gubernamental de impulsar usos alternativos de este energético, entre 
los cuales se encuentra el uso por parte de la Industria Petroquímica. Para estos efectos 
se establecerán incentivos para que los agentes formales de la cadena presten los servicios de 
distribución y comercialización en capitales de departamento, cabeceras municipales y áreas 
rurales donde la distribución del gas natural no sea económicamente viable. Adicionalmente, a 
través del Fondo Especial Cuota de Fomento de Gas Natural, se continuará financiando el 
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desarrollo de infraestructura de gas natural, la cual incluye las conexiones de los usuarios 
de menores ingresos.

Como resultado de lo anterior, se espera aumentar la cobertura del servicio de energía 
eléctrica en el Sistema Interconectado Nacional y en las zonas no interconectadas. Adicio-
nalmente, se incrementará el tiempo promedio de servicio en estas zonas.

Como parte de la estrategia gubernamental para aumentar la cobertura de gas com-
bustible en el territorio nacional, el Gobierno Nacional adelantará diferentes alternativas 
para permitir la prestación de los servicios de gas natural comprimido y/o de gas licuado 
de petróleo en los departamentos de Cauca y Nariño.

En relación con las Tecnologías de Información y Comunicaciones (TIC), el Gobierno 
Nacional adelantará acciones orientadas a:
i.	 Promover el acceso y servicio universal a las TIC mediante programas comunitarios;
ii.	 Reducir la brecha de apropiación de TIC entre las diferentes regiones del país;
iii.	 Fortalecer la radio nacional y televisión pública;
iv.	 Desarrollar departamentos y municipios digitales;
v.	 Promover nuevas tecnologías que estimulen la libre competencia; y
vi.	 Promover la implementación progresiva del software en las entidades públicas.

Para garantizar niveles apropiados de servicios y acceso a las telecomunicaciones, se 
promoverá la redefinición de la estructura de financiación de las telecomunicaciones so-
ciales bajo los principios de simplicidad, eficiencia y sostenibilidad.

El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Comunicaciones tomará las medidas 
necesarias para que todos los operadores aporten a las comunicaciones sociales, en con-
diciones equiparables, de modo que se incentive el acceso a los servicios por parte de la 
población con menores ingresos.

Así mismo, el Fondo de Comunicaciones continuará impulsando programas comuni-
tarios de acceso universal a las TIC, como el programa “Conectividad a Internet de Banda 
Ancha para Instituciones Públicas”. De otra parte, se implementarán nuevos esquemas de 
acceso universal a las TIC, se promoverá la generación de contenidos y aplicaciones de 
TIC y se implementarán programas orientados al aprovechamiento y uso de estas tecno-
logías por parte de la población de menores ingresos.

Para apoyar los programas relacionados con el acceso a las TIC, la instalación de 
la infraestructura computacional, y el desarrollo de los procesos de acompañamiento 
y apropiación de estas tecnologías, el Gobierno Nacional promoverá acuerdos con los 
entes territoriales y demás instancias pertinentes, para la destinación de recursos a la 
adecuación de las salas de cómputo, la apertura de las instituciones educativas a la co-
munidad, la compra y el mantenimiento de equipos y la realización de las actividades 
de capacitación en TIC.

De otra parte, para el fortalecimiento de la radio nacional y la televisión pública, se 
promoverá la eficiencia en la operación de las redes y se diseñará un nuevo esquema de 
financiación que garantice su sostenibilidad. En este sentido, se definirán criterios para 
la producción de contenidos, se promoverá la comercialización de parte de la parrilla 
de programación de los canales públicos nacionales y se fomentará la modernización y 
expansión de la infraestructura.
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De manera complementaria a las acciones en materia de infraestructura, el Gobierno 
Nacional implementará mecanismos con el fin de lograr una mejor focalización en la asig-
nación de los subsidios en servicios públicos domiciliarios.

Principales Metas:
Infraestructura para el desarrollo Línea de Base Meta cuatrienio

Cobertura de energía eléctrica en el Sistema Interconectado Nacional. Lí-
nea de base 2005 (1) 

93,6% 95,1%

Nuevos usuarios con servicio de energía eléctrica en Zonas No Interco-
nectadas 

15.000 40.000

Incremento en tiempo promedio de servicio de energía eléctrica en las Zo-
nas No Interconectadas

30% 10%

Porcentaje de Alcaldías con conectividad-Compartel 56,6% 94,3%

Porcentaje de sedes educativas oficiales beneficiadas con conectividad de 
banda ancha (urbanas y rurales)-Compartel 

8,9% 54,8%

Porcentaje de hospitales con conectividad-Compartel 18,2% 90,4%

Porcentaje de bibliotecas con conectividad-Compartel 0% 22,1%

Porcentaje de centros provinciales de gestión agroempresarial con conec-
tividad-Compartel 

63,5% 90,5%

Centros comunitarios con Internet en banda ancha 820 10.000

(1) Cifras del Dane.
(2) Considera únicamente los centros provinciales de gestión consolidados.

3.7 Equidad en el campo
Con el objeto de reducir la pobreza en el campo y mejorar la capacidad de los campe-

sinos para generar ingresos, es necesario adoptar las siguientes políticas:
i.	 Acceso a los recursos de producción;
ii.	 Mejoramiento de su capacidad productiva;
iii.	 Acceso a servicios públicos que permitan mejorar sus condiciones de vida; y
iv.	 Oferta de alternativas que permitan desestimular la expansión de los cultivos ilícitos.

Para mejorar el acceso a los recursos de producción en el Plan Nacional de Desarrollo 
Agropecuario y Rural, se buscará avanzar en el ordenamiento social de la propiedad a 
través de la titulación y adjudicación de las tierras, especialmente de las provenientes de la 
extinción de dominio y de aquellas que se adjudiquen por medio del subsidio integral de 
tierras. Con el fin de buscar que este proceso sea más eficiente, transparente y equitativo, 
se privilegiarán mecanismos de libre acceso por demanda a través de convocatorias. El 
Incoder se encargará de promover adecuadamente estos mecanismos y de asesorar a los 
campesinos más necesitados, directamente a través de terceros debidamente autorizados, 
en la elaboración y presentación de las solicitudes y proyectos correspondientes.

Registro Único[sic] de Predios. El Gobierno Nacional, a través del Incoder, efectuará 
las acciones tendientes a mejorar y actualizar el Registro Único[sic] de Predios, según 
información que provean las víctimas de la violencia, las entidades del Sistema Nacional 
de Atención a la Población Desplazada, el Ministerio Público y la Comisión Nacional de 
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Reparación y Reconciliación, para lo cual tendrán un término de seis (6) meses y la obli-
gación de mantener actualizado el Registro.

El Incoder diseñará e implementará los mecanismos para que las víctimas puedan 
hacer sus declaraciones de forma efectiva.

Se cumplirán los compromisos con las comunidades negras e indígenas, a través de la 
implementación del Plan Nacional de Tierras para las comunidades indígenas y la titula-
ción de tierras baldías ocupadas ancestralmente en las zonas rurales ribereñas de los ríos 
de la Cuenca del Pacífico a familias afrocolombianas, de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley 70 de 1993.

Así mismo, para aumentar la capacidad productiva de la población rural para generar 
sus propios ingresos, el Gobierno promoverá:
i.	 El fortalecimiento de los niveles de empresarización de las actividades agropecuarias;
ii.	 La promoción de la agroindustria y el turismo rural; y
iii.	 El desarrollo de microfinanzas rurales (Programa Especial de Microcrédito y Banca de 

las Oportunidades). Adicionalmente, se apoyarán las transformaciones institucionales 
para la reducción de la pobreza en el campo.
Es claro que otra fuente de ingresos es el empleo rural que resulta del crecimiento de 

las empresas agropecuarias, como se verá en el capítulo respectivo. En estas, los sistemas 
de producción deben combinar el uso de mano de obra con la búsqueda de eficiencia y 
competitividad, con el propósito de asegurar la permanencia en los mercados y por ende 
la demanda de mano de obra y la calidad de los empleos.

En lo que corresponde a los programas orientados a la población más vulnerable, en 
el marco de la Red de Protección Social para la Superación de la Extrema Pobreza, se 
desarrollará:
i.	 El programa de vivienda de interés social rural y saneamiento básico;
ii.	 La implementación de acciones concretas para la seguridad alimentaria y nutricional; y
iii.	 La focalización de esfuerzos para atender a las poblaciones pobres, desplazadas y 

reintegradas.
El Estado diseñará una estrategia nacional para regular el crecimiento urbano median-

te incentivos al poblamiento y aprovechamiento productivo del campo y la conformación 
de mayores oportunidades en los pequeños centros urbanos.

Principales Metas:
Equidad en el campo Línea de base Meta cuatrienio

Hectáreas adjudicadas por el Programa de Reforma Agraria 60.118 250.000

Familias beneficiadas con el Proyecto de Apoyo a las Alianzas Productivas 8.279 17.500

Familias beneficiadas con el Programa de Desarrollo de las Microempresas 
Rurales 

14.255 28.800

Subsidios VIS asignados a través del Banco Agrario para vivienda rural 40.090 53.834
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4. CRECIMIENTO ALTO Y SOSTENIDO: LA CONDICION PARA UN DESARROLLO 
CON EQUIDAD
Las condiciones favorables generadas por el crecimiento económico, tienen como objetivo 

fundamental la expansión de oportunidades para el conjunto de la población y la creación de 
condiciones favorables para la generación de empleo e ingresos como medio fundamental para 
la reducción de la pobreza y la desigualdad. Las estrategias y acciones sectoriales vinculadas al 
crecimiento económico, además de establecer su vínculo con la generación de empleo e ingre-
sos, deben contemplar mecanismos de seguimiento y evaluación en este sentido.

4.1 Consideraciones macroeconómicas
El crecimiento económico sostenido es el principal vehículo para mejorar las condicio-

nes de equidad y el ingreso de la población, razón por la cual el objetivo del PND es el desa-
rrollo de estrategias señaladas para mantener las tasas de crecimiento en niveles del 5%.

Esta meta de crecimiento económico implica elevar la tasa de inversión al 26,1% del 
PIB al final de 2010 (70,4% a cargo del sector privado), situación que implica un creci-
miento real anual promedio de la inversión del 6,4%. El empleo, por su parte, crecerá a 
una tasa promedio de 3,1%, lo que conducirá a una tasa de desempleo promedio de 8,8% 
en 2010; y a su vez, los aumentos de productividad mantendrán la tendencia de los últi-
mos años. El crecimiento promedio de las exportaciones totales en dólares es del orden 
del 8,5% y el de las no tradicionales del 12,5%; con estos crecimientos, el coeficiente de 
apertura aumentará del 34,9% al 37,8% entre 2007 y 2010. Las anteriores metas son con-
sistentes con una tasa de ahorro doméstico de 23,5% del PIB al final del cuatrienio, de la 
cual el 76,2% se sustentará en el sector privado, y con una inversión extranjera directa que 
será del orden del 2,7% del PIB, lo cual equivale a montos promedios entre 2007 y 2010 de 
4,000 millones de dólares por año.

El déficit fiscal del sector público consolidado (SPC) estará en promedio alrededor de 
2,3% del PIB entre 2008 y 2010. Este déficit es consistente con una reducción de la deuda 
neta de activos financieros del Sector Público No Financiero (SPNF) a niveles inferiores a 
30% del PIB en 2015.

La sostenibilidad del crecimiento es consistente con las condiciones de la estabilidad 
macroeconómica, que permiten incentivar favorablemente la inversión nacional y extran-
jera. Para ello, el Gobierno Nacional considera fundamental la discusión y aprobación del 
proyecto de reforma al Sistema General de Participaciones.

4.2 Agenda Interna: estrategia de desarrollo productivo
En el marco de la Agenda Interna, se estructurará una estrategia de desarrollo pro-

ductivo sostenible orientada a producir más y mejor, que a la vez se oriente hacia una 
transformación productiva. Esta estrategia se abordará de manera simultánea desde dos 
vertientes diferenciadas pero a la vez complementarias, una vertiente transversal y una 
estrategia de programas sectoriales de alto impacto.

Se implementarán acciones sobre las necesidades comunes a todos los sectores pro-
ductivos. Las acciones estratégicas de tipo transversal prioritarias en materia de competi-
tividad serán agrupadas en las siguientes líneas:
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i.	 Desarrollo empresarial, innovación y desarrollo tecnológico;
ii.	 Ahorro, inversión y financiamiento;
iii.	 Capital físico;
iv.	 Capital humano; y
v.	 Instituciones para el desarrollo productivo.

Habrá una política de desarrollo productivo selectiva que complementa las acciones 
necesarias orientadas a mejorar las condiciones macroeconómicas y el ambiente de los ne-
gocios, así como las acciones transversales que impactan sin distinción sobre el conjunto 
del aparato productivo. Serán actuaciones específicas sobre áreas claves y estratégicamente 
identificadas para conducir de manera secuencial al aparato productivo nacional por una 
senda de transformación productiva.

La selectividad implica que en el marco de las estrategias generales, se implementa-
rán acciones específicas de política de acuerdo a una combinación particular de cuatro 
factores: el sector productivo particular, la actividad sobre la cual se focaliza la política, 
el territorio que alberga el respectivo proceso y el nivel de intervención de la política pú-
blica. Esta política selectiva estará sustentada siempre en la medición de su impacto y la 
evaluación permanente de sus resultados. Para su buen desarrollo, se fortalecerá la capa-
cidad pública y se continuará mejorando las condiciones para que el sector privado pueda 
prever los cambios del entorno nacional e internacional y adaptarse a ellos; permitir la 
movilidad de los recursos productivos y corregir las fallas susceptibles de ser cometidas 
en la asignación de recursos colectivos.

Los sectores o encadenamientos productivos de mayor contenido de conocimiento y 
desarrollo tecnológico serán el sujeto prioritario de la política selectiva de desarrollo pro-
ductivo. Podrán ser consideradas como prioritarios y sujeto de programas sectoriales de 
alto impacto, aquellos sectores o actividades productivas que reportan un elevado potencial 
de generación de empleo e ingreso, una amplia cobertura espacial en el territorio nacional, 
un evidente potencial de inserción competitiva en mercados globalizados y que creen una 
demanda derivada con fuertes efectos multiplicadores sobre el resto de la economía.

Debido al carácter complejo y transversal de la competitividad, las iniciativas de la 
Agenda Interna deberán ser dinámicas y trascender programas particulares de Gobierno 
Nacional. Para que los programas de Agenda Interna sean exitosos, los esfuerzos que ha 
emprendido el Gobierno Nacional, consistentes con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, 
MFMP, serán complementados con iniciativas lideradas de forma sostenida y permanente 
por el sector privado y los entes territoriales.

En aras de un desarrollo regional y para minimizar los impactos generados al me-
dio ambiente, los municipios de los departamentos contemplados en el artículo 309 de la 
Constitución Nacional que sean fronterizos y limiten con más de una entidad territorial 
generadora de recursos naturales renovables y no renovables, participarán de una cuarta 
parte de los recursos que por estos conceptos obtengan dichas entidades territoriales, apli-
cando el principio de la reciprocidad cuando hubiere lugar.

El DNP será el organismo encargado de recibir en calidad de depósito esta participa-
ción, para que las entidades beneficiadas accedan a ella a través de proyectos, los cuales 
serán priorizados y viabilizados por el titular de dichos recursos.
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Mientras se cumple el término establecido en el artículo 54 de la Ley 863 de 2003, 
estos recursos y proyectos serán orientados, formulados y ejecutados exclusivamente por 
las entidades contempladas en el artículo arriba mencionado; se exceptúan las direcciones 
territoriales de salud.

Desarrollo empresarial, innovación y desarrollo tecnológico
El crecimiento económico de los países se fundamenta en su capacidad de generar 

riqueza a través del mejoramiento continuo de la productividad, la incorporación de in-
novaciones en las empresas y las características del entorno para realizar negocios. La 
contribución del desarrollo empresarial, entendido este como el esfuerzo sistemático por 
aprovechar las ventajas comparativas y generar ventajas competitivas, requiere cambios 
integrales en la educación, la tecnología, la infraestructura, las relaciones sociales, las ins-
tituciones, la regulación del mercado interno y el sistema financiero, entre otros aspectos.

Bajo este entendido, la política de desarrollo empresarial se estructurará en seis ejes:
i.	 Fomento a la innovación para la competitividad;
ii.	 Competitividad asociada con la productividad empresarial;
iii.	 Inserción internacional y facilitación del comercio;
iv.	 Adecuado funcionamiento del mercado interno;
v.	 Estrategias específicas de productividad y competitividad para las micro, pequeñas y 

medianas empresas, para el sector artesanal, para el turismo y la producción de energías 
alternativas; y

vi.	 Acceso a servicios financieros.
En este contexto, se fortalecerá la articulación entre el sector educativo y sector pro-

ductivo; se otorgará apoyo directo a la innovación y al desarrollo tecnológico en empre-
sas; se fomentará la transferencia de tecnología; se apoyarán procesos innovadores; se 
propenderá por dar estabilidad jurídica a los inversionistas; y se fomentarán los clusters 
industriales, todo esto con una perspectiva regional.

La integración económica y comercial continuará a través de la firma de nuevos acuer-
dos (países andinos, Centroamérica, Europa, Canadá, Japón y países asiáticos) y la pro-
fundización de los vigentes. El aprovechamiento de estos tratados comerciales dependerá 
en buena medida del desarrollo de aduanas eficientes; la promoción de la complementa-
riedad, el mejoramiento continuo y la competencia; la protección a la propiedad intelec-
tual; la reforma a la contratación pública; y la implementación de la política nacional de 
la calidad.

De otra parte, se dará protección al consumidor, apoyando la creación y el fortaleci-
miento de sus asociaciones y ligas.

De otra parte, para promover un desarrollo económico y social se apoyará la creación y 
el fortalecimiento de las asociaciones y ligas de protección al consumidor, se garantizará el 
respeto de sus derechos a la representación, a la protección, a la educación, a informar en sus 
medios de comunicación y ser informados, a la indemnización, a la libre elección de bienes 
y servicios y a ser oídos por los poderes públicos. Para ello, se preservará a las asociaciones 
y ligas de consumidores los espacios consagrados en la Constitución y la ley en defensa de 
los consumidores. Las entidades estatales del orden nacional o territorial podrán celebrar 
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convenios con instituciones sin ánimo de lucro y con organizaciones solidarias en especial 
Juntas de Acción Comunal, de las respectivas comunidades beneficiarias para lograr la 
máxima eficiencia del recurso público. Estos convenios permitirán impulsar programas y 
proyectos en actividades de interés público o comunitario, acordes con el Plan Nacional y 
los Planes Territoriales de Desarrollo. Las entidades estatales, departamentales, distritales 
y municipales coadyuvarán al cumplimiento de lo consagrado en la Ley 1086 de 2006, por 
medio de la cual se permite la realización de la Judicatura al servicio de las Ligas y Aso-
ciaciones de Consumidores. El Gobierno Nacional impulsará la actualización del Estatuto 
del Consumidor.

En términos de las políticas específicas para microempresas y Pymes, se buscará pro-
mover la formalización y el acceso a servicios financieros y de desarrollo empresarial, con 
el objetivo de mejorar su productividad y competitividad. En este sentido, será fundamen-
tal el desarrollo de la banca de las oportunidades y el fomento de esquemas asociativos 
entre Mipymes y entre estas y las grandes empresas, al tiempo que se facilitará su acceso a 
las compras públicas. Adicionalmente, para incrementar el acceso de las microempresas a 
recursos para financiar proyectos de inversión, se propenderá por el mejoramiento de las 
operaciones crediticias de microcrédito.

Por su parte, las políticas dirigidas al turismo estarán centradas en los lineamientos 
del plan sectorial, se buscará consolidar una oferta competitiva de la industria turística y 
convertirla en motor de desarrollo regional. Se implementarán siete estrategias que se de-
sarrollarán en el Plan Sectorial de Turismo 2007-2010, estas son: el mejoramiento y con-
solidación de la competitividad, incluyendo la calidad de los destinos y productos turísti-
cos; propender por el mejoramiento de la infraestructura turística; el fortalecimiento del 
mercadeo, la promoción y la comercialización; la creación de un sistema de información 
turística; la búsqueda de una mejor y mayor conexión de nuestros destinos turísticos por 
vía aérea; la implementación de estímulos a la demanda y a la oferta turística, incluyendo 
la hotelería de alto nivel; y la educación para cimentar una cultura turística. Se priorizarán 
y viabilizarán proyectos que coordinen la ejecución de la política del sector entre los nive-
les nacional y regional. De igual forma, se formulará y ejecutará un programa de control 
de erosión de playas.

Otro de los ejes de la política de desarrollo empresarial será el fomento del emprendi-
miento. Por esta razón resulta indispensable desarrollar un Plan estratégico nacional para 
el desarrollo integral de una cultura para el emprendimiento y la innovación empresarial 
que se caracterice por los siguientes lineamientos:
a.	 Se incorporará el emprendimiento como un eje transversal para la definición de la 

política contenida en el Plan Decenal de Educación 2006-2015, que a su vez se articule 
con el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología y el Sistema Nacional de Innovación. 
Dicha política se implementará bajo el entendido de que el emprendimiento debe estar 
basado en la formación, en especial en programas orientados hacia la sensibilización, 
formación y aprendizaje de la cultura del emprendimiento;

b.	 Se fortalecerán los CARCE y los Consejos Regionales de Competitividad y se articula-
rá el trabajo con las Cámaras de Comercio de cada uno de los departamentos teniendo 
en cuenta que estas Instituciones han venido jugando un papel clave en el fortaleci-
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miento de la cultura del emprendimiento en el país. Por otra parte, el Sistema Nacional 
de Emprendimiento se articulará con la Red Nacional de Emprendedores establecida 
en la Ley 1014 de 2005;

c.	 Se crearán observatorios de Emprendimiento para la formación que serán coordina-
dos por los Centros de Emprendimiento de las Cámaras de Comercio, las Secretarías de 
Educación Distrital y las Universidades de la ciudad con el propósito de crear sistemas 
de información de apoyo a la generación de empleo, así como las nuevas oportunidades 
para los futuros emprendedores. Dichos observatorios estructurarán los contenidos de 
la estrategia de formación y aprendizaje del emprendimiento para las ciudades;

d.	 Se implementará una política de acceso a recursos financieros para el emprendimiento, 
en particular para jóvenes, desplazados y madres cabeza de familia. Esta política debe 
estar caracterizada por la creación de fondos de capital de riesgo, así como la creación 
de un fondo de financiación para los trámites relacionados con la titularización de los 
derechos de propiedad intelectual;

e.	 Se ampliará el Zeiky para que los empresarios en general y los jóvenes emprendedores 
en particular, puedan conocer las principales oportunidades de mercado en el comer-
cio mundial a través de la elaboración de estudios de inteligencia de mercados.

Principales Metas:
Desarrollo empresarial, innovación y desarrollo tecnológico Línea de base Meta cuatrienio

Créditos desembolsados a microempresarios (Bancos, CFC, ONG y 
Cooperativas) (millones de créditos) 3,2 5
Nuevos recursos de apoyo cofinanciados por Fomipyme ($ millones) 58.471 85.000 
Recursos apalancados por Fomipyme a través de convenios de cooperación 
con Entes Territoriales ($ millones) 6.631 10.000
Tasa de ocupación hotelera (total hoteles) 49% 55%
Ingresos de divisas por turismo (US$ millones) 4.388 4.879
Visitantes extranjeros (millones) 3,2 5,2
Viajeros extranjeros cuyas visitas fueron facilitadas directamente por 
Proexport 43.760 904.766

Capital físico
La inversión privada en infraestructura será una importante fuente de financiación, 

fundamental para la eficiencia en la provisión de servicios. Así, se fortalecerán los progra-
mas de participación privada en los sectores de infraestructura bajo diversas modalidades, 
como los contratos de prestación de servicios, contratos de concesión, capitalización de 
empresas, procesos de democratización de acciones o enajenación de activos.

La consolidación de un entorno normativo y regulatorio previsible que proteja y pro-
mueva la competencia, constituye un elemento esencial para atraer recursos de inversión 
en activos de infraestructura, razón por la cual se continuará avanzando en su desarrollo. 
Así mismo, de acuerdo con lo dispuesto por el Decreto 2696 de 2004, las Comisiones de 
Regulación continuarán implementando los mecanismos para que los usuarios y agentes 
prestadores de los servicios públicos participen en los procesos regulatorios, en los términos 
allí mencionados.
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En términos de infraestructura de transporte, se desarrollarán tres ejes principales de 
acción que permitirán al país incrementar su competitividad. Estos ejes son:
i.	 Mejorar la infraestructura para la competitividad y facilitar su operación en términos 

de eficiencia y seguridad;
ii.	 Promover la integración y cohesión territorial; y
iii.	 Desarrollar y fortalecer los nodos de transferencia.

Se desarrollarán proyectos estratégicos en los corredores viales de comercio exterior 
con la activa participación del sector privado y se dará continuidad a aquellos que facilitan 
la movilidad interna, conservando las políticas de mejoramiento, mantenimiento óptimo, 
integración y operación eficiente de la infraestructura de transporte existente, además del 
acompañamiento a las entidades territoriales en la gestión de la red vial a su cargo pro-
moviendo y apoyando la descentralización. Como instrumento para financiar la rehabili-
tación, conservación y mantenimiento de las vías que conforman la red troncal nacional, 
se racionalizará la administración y las condiciones de causación y recaudo de peajes. El 
Gobierno Nacional estudiará la viabilidad de asignar un porcentaje de los ingresos de los 
nuevos proyectos de concesiones viales para atender la red vial regional y las condiciones 
para su aplicación.

De igual forma, se hace necesario aclarar las reglas para la adquisición de los inmue-
bles que requieran la Nación y las Entidades Territoriales para la ejecución de los proyec-
tos de infraestructura vial.

Se pondrá en práctica las siguientes estrategias:
i.	 Consolidación de los sectores férreo y fluvial como alternativas competentes para la 

movilización de productos;
ii.	 Desarrollo de la capacidad portuaria con criterios de capacidad, eficiencia y soporte al 

sector productivo;
iii.	 Mejoramiento del sistema de transporte aéreo de carga y pasajeros y de su red de co-

municación, navegación y vigilancia;
iv.	 Fortalecimiento de los pasos de frontera mediante su modernización y adecuación 

física y administrativa; y
v.	 Promoción y desarrollo de sistemas de transporte para el impulso de terminales inte-

riores, puertos secos y plataformas logísticas en coordinación con los entes territoria-
les y el sector privado.
Estas estrategias estarán acompañadas por la creación de un marco institucional 

y de regulación adecuados, para promover la eficiencia, seguridad y calidad de los 
servicios de transporte y la armonización y estandarización de la revisión, inspección 
y manejo de carga, documentación e información, entre otros. Así mismo, como parte 
del desarrollo de los proyectos de infraestructura de transporte del Plan Nacional de 
Desarrollo, la socialización y difusión de los mismos será una estrategia prioritaria 
para el Gobierno Nacional.

Dentro de los principales programas se encuentra:
i.	 El programa para el desarrollo de concesiones de autopistas y redes férreas para la 

competitividad;
ii.	 El programa de corredores arteriales complementarios de competitividad;



Ley 1151 de 2007
625

iii.	 El fomento de la operación de los corredores férreos bajo condiciones operativas efi-
cientes, competitivas y de acceso universal en el Magdalena-Caribe y Pacífico;

iv.	 La recuperación de la navegabilidad de los principales corredores fluviales entre los 
que se encuentran los ríos Magdalena, Meta y Putumayo, Unilla e Itilla en el Guaviare 
y Vaupés;

v.	 El programa de acompañamiento a los entes territoriales para la gestión vial de la 
red vascular.
El Gobierno Nacional implementará una política de largo plazo que asegure el abas-

tecimiento energético. Para ello, continuará promoviendo la exploración y explotación de 
hidrocarburos. Adicionalmente, se fortalecerá a Ecopetrol S. A. mediante la capitalización 
de la empresa.

Se dará continuidad a la política de intercambios internacionales de gas natural y se 
establecerán mecanismos legales, regulatorios y contractuales que aseguren el abasteci-
miento nacional de gas natural basado en los principios de equilibrio económico de los 
contratos y costo de oportunidad de este recurso. Así mismo, a través del Fondo Especial 
Cuota de Fomento se impulsarán proyectos de infraestructura de gas. También, se des-
montarán los subsidios no progresivos a los combustibles líquidos y evaluará la adopción 
de una política de liberación de precios y la viabilidad de implementar mecanismos que 
permitan mitigar los efectos de la volatilidad de los precios.

Por otra parte, el Gobierno Nacional adelantará las medidas necesarias para mejorar la 
calidad del diésel que se consume en el país.

El plazo para mejorar la calidad del diésel que se produce en el país, no debe superar 
el tiempo de ejecución del Plan Nacional de Desarrollo. De igual forma se promoverá la 
competencia en el mercado de biocombustibles. Se impulsarán usos alternativos del gas 
licuado de petróleo, incentivando en todo caso el abastecimiento de la demanda domi-
ciliaria y se establecerá un esquema de responsabilidad en la distribución domiciliaria 
del gas licuado de petróleo que permita identificar el prestador del servicio. También se 
consolidará el marco regulatorio de cargo por confiabilidad mediante la estructuración de 
subastas de energía firme como esquema fundamental, para la entrada de nuevos proyec-
tos de generación de energía eléctrica.

La política minera estará fundamentada en la transformación de Ingeominas como 
administrador integral de los recursos mineros y en la implementación de acciones orien-
tadas a promover un aumento en la productividad de las explotaciones mineras legales 
mediante el fomento a la asociación de mineros en distritos.

Así mismo, se promoverá la coordinación con otras entidades de Gobierno, multi-
laterales y privadas para facilitar el acceso de los mineros tradicionales legales a fuentes 
de financiación, con el propósito de optimizar la actividad minera. Como parte de esta 
estrategia, el Ministerio de Minas y Energía adelantará las gestiones necesarias para que 
otras entidades gubernamentales como el Sena, Colciencias, el Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo y Bancoldex ofrezcan su portafolio de servicios a los agentes del 
sector minero.

Se promoverá la asignación de áreas mineras a operadores estratégicos y se impulsará 
el ajuste del Código de Minas en línea con las estrategias mencionadas. Adicionalmente, 
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se promoverá el desarrollo de proyectos de transporte que permitan optimizar la comer-
cialización de minerales explotados en el territorio nacional y se adelantarán las gestiones 
necesarias para concluir el programa de legalización de minas.

En el ámbito de aprovechamiento de las TIC, el Gobierno Nacional promoverá la apro-
piación y masificación de estas tecnologías, para contribuir al mejoramiento de la posi-
ción competitiva del país. En este sentido, para masificar el acceso, en particular a Internet 
de banda ancha, el Ministerio de Comunicaciones, establecerá y adoptará las condiciones 
para que la convergencia tecnológica de redes y servicios sea incorporada en el sector de 
telecomunicaciones de Colombia.

Adicionalmente, se buscará adaptar el marco institucional del sector para una mayor 
eficiencia en la planificación, regulación y control. En este sentido, el Ministerio de Comu-
nicaciones migrará hacia un Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunica-
ciones, y la Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, será fortalecida para expedir 
el marco regulatorio aplicable a redes de telecomunicaciones, de tal manera que este se 
oriente hacia una regulación por mercados relevantes, acorde con las necesidades de los 
usuarios, los postulados de la sociedad de la información y la convergencia tecnológica.

Así mismo, el Gobierno Nacional con el liderazgo del Ministerio de Comunicaciones, formu-
lará un Plan Nacional de TIC, con el fin de promover el aprovechamiento de estas tecnologías, el 
desarrollo de la infraestructura necesaria y los mecanismos de apropiación de la misma.

De otra parte, se impulsará la implementación de nuevas tecnologías, como televisión 
digital, mediante un proceso de evaluación de viabilidad y conveniencia técnica, econó-
mica y social.

Para el mejoramiento de la eficiencia de los procesos educativos y de la productividad 
de las empresas, se promoverá la implementación de las TIC en los procesos de aprendi-
zaje y de producción.

En el sector postal se continuará con las acciones orientadas a la consolidación del 
sector, como la reforma al marco normativo y las actividades orientadas a fortalecer la 
gestión operativa y comercial de este servicio, y el financiamiento de los servicios postales 
a cargo de la Nación.

Principales Metas:
Capital físico Línea de base Meta cuatrienio

Nuevos contratos en exploración y explotación petrolera 150 120

Nuevos kilómetros de sísmica equivalente 2 dimensiones incorporados 31.947 32.000

Número de departamentos donde la gasolina contiene un 10% de alcohol 
carburante (Acum.) 

13 26

Número de departamentos donde el ACPM contiene un 5% de biodiésel 
(Acum.) 

0 26

Porcentaje de distritos mineros con estrategias de aumento de producti-
vidad definidas 

0% 50%

Usuarios de Banda Ancha por cada 100 habitantes 6,1 25,5

Computadores por cada 100 habitantes 5,4 9,4

Densidad de telefonía móvil (terminales por cada 100 hab.) 67,8 93,6
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Capital humano
El fortalecimiento del capital humano implica fortalecer sus capacidades y su desarrollo en 

condiciones productivas y saludables. En este sentido son fundamentales las acciones en salud 
y bienestar y el desarrollo de competencias para la generación y utilización del conocimiento, 
así como su pertinencia para hacer posible la inserción productiva en el mercado laboral.

En términos de salud, será necesario fortalecer los programas de nutrición y promo-
ción de hábitos saludables, trabajar por la incorporación de tecnología biomédica en el 
país, y aumentar la cobertura y acceso al Sistema General de Riesgos Profesionales.

En lo que se refiere a la educación, los esfuerzos estarán orientados al fortalecimiento y 
la articulación de todos los niveles: desde la educación inicial hasta la superior, incluyendo 
la formación para el trabajo. Para ello se fomentará y apropiará el enfoque de formación 
por competencias. El mejoramiento de la calidad y competitividad en el sistema educativo 
es fundamental en este contexto y por eso se buscará que para el año 2010 el Ministerio 
de Educación haya revisado y actualizado todos los estándares en competencias básicas, 
adelantando procesos eficientes para la apropiación de aquellos formulados en las 78 en-
tidades territoriales certificadas. En el nivel superior, se iniciará la implementación de los 
estándares de competencias, los cuales se evaluarán a través de los ECAES. La evaluación 
será el mecanismo principal para el mejoramiento de la calidad de la educación, para lo 
cual las pruebas SABER y los exámenes de Estado Icfes serán fundamentales. Igualmente 
importante será la formación en las TIC y el avance hacia el bilingüismo entre los estu-
diantes y los docentes.

En desarrollo del capítulo segundo de la Ley 115 de 1994 y del artículo 5.3 de la Ley 
715 de 2001, el Gobierno Nacional asignará recursos para financiar programas tendien-
tes al mejoramiento de la educación, a través de proyectos de formación, capacitación 
y actualización de docentes, dotación de materiales pedagógicos y asistencia técnica, de 
acuerdo con el proyecto que para tal efecto registre y ejecute el Ministerio de Educación 
Nacional en asocio con las Secretarías de Educación de las Entidades Territoriales certifi-
cadas, quienes velarán por que los efectos del proyecto lleguen hasta las aulas y coadyuven 
con la formación de ciudadanos integrales, con sentido de responsabilidad y conciencia 
de su autonomía; con respeto a los valores ancestrales, familiares, culturales y personales, 
con capacidad crítica y propositiva.

En lo que al sistema de educación superior se refiere, para mejorar la pertinencia y la 
calidad se fortalecerán los mecanismos de información sobre el comportamiento y reque-
rimientos del mercado laboral y se continuará con la evaluación de programas académicos, 
para que en el año 2010 el 100% de ellos cuente con las condiciones mínimas de calidad veri-
ficadas, así mismo se dará la mayor importancia a la investigación y la formación avanzada.

Principales Metas:
Capital humano Línea de base Meta cuatrienio

Cobertura en la nueva estructura del Sistema Nacional de Formación para 
el Trabajo (SNFT) de los capacitados. Línea de base 2003 

15% 25%

Porcentaje de programas de educación superior con registro calificado 51% 100%
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Instituciones para el desarrollo productivo
Con el propósito de fortalecer las entidades que formulan y ejecutan políticas de com-

petitividad en el nivel nacional y local, y mejorar su articulación, fueron creados el Sistema 
Nacional de Competitividad, la Comisión Nacional de Competitividad y las Comisiones 
Regionales de Competitividad. Durante el próximo cuatrienio el Gobierno Nacional con-
tinuará trabajando en el diseño e implementación de ajustes institucionales que progre-
sivamente se reflejen en reducción de los costos de transacción, rapidez y efectividad en 
la resolución de conflictos contractuales, disminución de las asimetrías de información y 
mayor estabilidad normativa y regulatoria.

4.3 Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector agropecuario
El crecimiento del sector agropecuario es fundamental para mejorar las condiciones 

sociales y económicas del país, en la medida en que es la fuente básica de nuevos empleos 
y mayores ingresos. Actualmente, el sector agropecuario aporta el 19% del empleo total 
del país y representa el 22% de las exportaciones totales. A través de este plan se espera 
alcanzar un crecimiento anual en el valor de la producción cercano al 4%.

La consolidación del crecimiento agropecuario depende del aumento de la competi-
tividad de la producción agropecuaria. Con este propósito el Gobierno tendrá en cuenta 
los siguientes factores:
i.	 El comportamiento de los precios de los productos agropecuarios y de los ingresos de 

los productores;
ii.	 Los costos de producción y de comercialización;
iii.	 El incremento de los rendimientos y la productividad;
iv.	 El mejoramiento del estatus sanitario y el cumplimiento de las normas técnicas; y
v.	 La información, el financiamiento y la seguridad jurídica.

En relación con el comportamiento de los precios de los productos agropecuarios y los 
ingresos de los productores, particularmente se desarrollará el Programa Agro Ingreso Se-
guro, AIS. Este programa se enmarca dentro de las acciones previstas por el Gobierno Na-
cional para promover la productividad y competitividad, reducir la desigualdad en el campo 
y preparar al sector agropecuario para enfrentar el reto de la internacionalización de la eco-
nomía. Su propósito es proteger los ingresos de los productores que resulten afectados, ante 
las distorsiones derivadas de los mercados externos y a mejorar la competitividad de todo el 
sector agropecuario nacional, con ocasión la acentuación en el tráfico comercial internacio-
nal de bienes agropecuarios. Los dos grandes componentes de este programa son:
i.	 Los apoyos para la competitividad (APC) para todos los productores, especialmente 

pequeños y medianos; y
ii.	 Los apoyos económicos sectoriales (AES), para aquellos cultivos que por cambios drás-

ticos en las políticas comerciales se vean expuestos en mayor medida a la competencia.
	 Este componente incluye, entre otros, financiamiento para reconversión productiva, 

cofinanciación del riego, asistencia técnica, incentivo a la capitalización rural, mejora-
miento del status sanitario, fondo de capital de riesgo, promoción de la asociatividad e 
incentivos para la compra de cosecha nacional. También, se continuará y consolidará 
el seguro agropecuario.
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De otro lado, se fortalecerá la institucionalidad del sector cafetero con el fin de mejorar 
su capacidad para proteger los ingresos de los productores.

Los apoyos del Programa AIS se caracterizarán por ser transitorios y decrecientes. 
Tendrán un valor máximo por anualidad y por tipo de producto y la continuidad en la 
asignación de estos apoyos, se condicionará al cumplimiento de los compromisos de des-
empeño, que en materia de competitividad establezca el Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural.

Con el fin de reducir los costos de producción se trabajará en asegurar el desarro-
llo de mercados competitivos de los insumos agropecuarios; fomentar la producción, 
comercialización y uso eficiente de insumos agroquímicos, genéricos y de bioinsumos; 
mejorar la disponibilidad de equipamiento agrícola (140 bancos de maquinaria) y la 
infraestructura poscosecha.

Para incrementar la productividad de manera sostenida, es necesario mejorar la dispo-
nibilidad, el acceso y uso de factores básicos de producción (suelo y agua) y especialmente, 
impulsar la investigación, la transferencia y la innovación tecnológica.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural priorizará el desarrollo de una política 
de manejo de aguas, infraestructura de riego y adecuación de tierras en general y de pesca 
con fines productivos para estos sectores, que garanticen la preservación, protección y 
aprovechamiento tanto del recurso hídrico, de las tierras y pesquero y para este último 
construirá el Plan de Acción Nacional de Desarrollo de Pesca Marina en el marco de los 
Planes de Acción Internacional de FAO y creará la Unidad Administrativa de Pesca Marí-
tima dependiente de MAVDT o en su defecto el Viceministerio de Pesca.

Para cumplir con estos objetivos se tomarán medidas para ampliar la cobertura y el 
acceso al riego, incluyendo el fomento a la inversión privada (40.000 hectáreas); incenti-
var el uso eficiente del suelo; fortalecer los programas y las instituciones de investigación 
sectoriales; fomentar la incorporación de nuevas tecnologías en los sistemas productivos 
y promover el uso de semilla certificada y material reproductivo de alta calidad (36 nue-
vas variedades liberadas generadas por Corpoica). En este sentido se apoyará el fortaleci-
miento del Fondo de Fomento de la Palma de Aceite.

Por otra parte, se mejorará el estatus sanitario de la producción agroalimentaria co-
lombiana a partir de lo establecido en la Política Nacional de Sanidad Agropecuaria e 
Inocuidad de Alimentos, para esto se propone:
i.	 El fortalecimiento institucional del Sistema de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias 

(SMSF);
ii.	 El mejoramiento de la capacidad técnica, operativa y científica; y
iii.	 La gestión de la admisibilidad sanitaria en los mercados nacionales e internacionales.

Las principales metas son: 100% de reconocimiento como país libre de fiebre aftosa 
certificada, 4 áreas de cultivos mantenidas libres o de baja prevalencia de plagas y ade-
cuación del marco jurídico. Igualmente, se deberá promover y facilitar la racionalización 
y reubicación de plantas de beneficio animal, en el marco de las políticas nacionales de 
medidas de control sanitarias y fitosanitarias, estimular la adecuada manipulación del ga-
nado, su cuidado y alimentación y una cadena láctea tecnificada en términos sanitarios 
que garantice leche en óptimas condiciones para el consumo humano.
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Se continuará trabajando en la culminación de las fases pendientes del Tratado de 
Libre Comercio con Estados Unidos y en la suscripción de acuerdos comerciales con di-
ferentes países. Adicionalmente, se impulsarán decididamente los productos con mayores 
oportunidades en los mercados internacionales a través de la Apuesta Exportadora.

Para mejorar las condiciones que facilitan las transacciones y las inversiones en los 
mercados agropecuarios, se buscará principalmente:
i.	 Mejorar la confiabilidad y oportunidad de la información sectorial;
ii.	 Contar con un marco legal oportuno y estable (reglamentación Ley Forestal y Reforma 

del Régimen para el Acceso y Aprovechamiento de los Recursos Genéticos); y
iii.	 Mejorar el financiamiento de las actividades del sector a través de una mayor profun-

dización y acceso al financiamiento, la diversificación de los servicios bancarios y el 
mejoramiento de la eficiencia en las instituciones financieras del sector, con entidades 
como el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario, Finagro, y las demás 
que concurran al financiamiento del sector.
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural como el Organismo rector del sector 

pesquero y acuícola, en coordinación con el Departamento Nacional de Planeación y el 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, y dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, deberá formular y adoptar la política 
nacional en la materia y elaborar el Plan Nacional de Desarrollo Pesquero y de la Acui-
cultura considerando los principios del Código de conducta de pesca responsable de la 
FAO y demás obligaciones adoptadas por el país en el ámbito internacional para el apro-
vechamiento de los recursos y el mantenimiento y la protección de los cuerpos de agua, y 
la preservación de las condiciones óptimas del medio acuático en el cual se desenvuelve la 
actividad pesquera y acuícola.

Principales Metas:
Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector 

agropecuario 
Línea de base Meta cuatrienio

Monto en colocaciones apalancado línea de crédito arroz-cereales ($ miles 
de millones)-Programa AIS 

- 1.048,3 

Número de Incentivos a la Capitalización Rural otorgados a pequeños pro-
ductores-Programa AIS 

- 51.500

Hectáreas a financiar por fondo concursal en riego-Programa AIS - 9.400

Nuevos bancos de maquinaria agrícola establecidos 133 140

Hectáreas adecuadas con riego 0 40.607 

Consolidar el crecimiento y mejorar la competitividad del sector 
agropecuario

Línea de 
base 

Meta cua-
trienio

Nuevas variedades liberadas (híbridos, razas o clones) generadas por Corpoica - 36

Porcentaje de la superficie del país reconocida como libre de fiebre aftosa - 100%

Áreas de cultivos mantenidas libres o de baja prevalencia de plagas  - 4

Colocaciones de crédito Finagro para financiamiento agropecuario 6.473 11.500
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5. GESTION AMBIENTAL Y DEL RIESGO QUE PROMUEVA EL DESARROLLO 
SOSTENIBLE

5.1 Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible
El proceso de desarrollo de Colombia deberá sustentarse en una articulación adecuada 

de las dimensiones económica, social y ambiental, que permita sentar las bases para avan-
zar hacia el desarrollo sostenible. Esto exige la integración de consideraciones ambientales 
en los procesos de planificación del desarrollo, de manera que se promuevan modalidades 
sostenibles de producción y consumo, se prevenga la degradación ambiental y sus costos 
y se aseguren oportunidades de desarrollo a las generaciones futuras.

Para ello, la gestión de los actores públicos y privados del Sistema Nacional Ambiental 
(SINA) se orientará al desarrollo de las siguientes estrategias:
•	 Planificación ambiental en la gestión territorial, incorporando los determinantes am-

bientales y culturales en las decisiones de uso y ocupación del territorio, e incorporando 
y manejando el riesgo de origen natural y antrópico en los procesos de ordenamiento.

•	 Gestión integrada del recurso hídrico.
•	 Conocimiento, conservación y uso sostenible de la biodiversidad.
•	 Promoción de procesos productivos competitivos y sostenibles, que mejoren el des-

empeño ambiental y faciliten el acceso a los mercados nacionales e internacionales.
•	 Prevención y control de la degradación ambiental, fortaleciendo los instrumentos que atien-

dan de manera directa sus principales causas y promuevan una cultura de prevención y 
control del medio ambiente urbano y rural, como son la contaminación del aire, la conta-
minación del agua, la contaminación visual y auditiva, la afectación de la flora y fauna, la 
generación de residuos, y demás factores que afecten la calidad de vida de las comunidades.

•	 Fortalecimiento y ajuste del sistema nacional ambiental, especialmente de los proce-
sos de planificación, regulación, seguimiento, control y evaluación, de coordinación 
interinstitucional, de generación, intercambio y uso de la información para la toma de 
decisiones de política ambiental y en la inclusión de criterios ambientales en las políti-
cas sectoriales, así como en la definición precisa de competencias y jurisdicciones.

•	 Promoción de procesos productivos competitivos y sostenibles que mejoren el desem-
peño ambiental y faciliten el acceso a los mercados nacionales e internacionales. En tal 
sentido, el Gobierno Nacional articulará los esfuerzos y los mecanismos legales para 
consolidar como destinos ecoturísticos de los parques del sistema de áreas protegidas, 
de acuerdo con lo establecido en Ley 300 de 1996. Igualmente como parte de esta es-
trategia se evaluará la expedición de una medida que promueva la sustitución gradual 
de bolsas plásticas, utilizadas como empaques de productos perecederos, por empa-
ques de origen natural, como el fique y otros, siempre y cuando garanticen condiciones 
sanitarias y fitosanitarias adecuadas, condiciones de calidad de productos contenidos, 
de acuerdo con las normas técnicas relacionadas y cumpliendo criterios de produc-
ción más limpia en todo el proceso productivo.

•	 Para desarrollar la estrategia de conservación y uso sostenible de la biodiversidad, el Es-
tado garantizará que se respeten y adopten las disposiciones del Convenio de Diversidad 
Biológica, ratificado por Colombia mediante la Ley 165 de 1994.
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Para cumplir con los anteriores objetivos es necesario desarrollar disposiciones que 
aseguren prioritariamente la protección de ecosistemas estratégicos para la conservación, 
regulación y utilización del recurso hídrico, de forma tal que se garantice el abastecimien-
to a mediano y largo plazo para consumo humano y para las actividades económicas. En 
particular será necesario, ajustar normas que permitan la adquisición de predios estratégi-
cos para fines de conservación del agua y que garanticen la implementación de instrumen-
tos económicos, definidos en la Ley 99 de 1993, orientados a actividades de protección y 
recuperación de los recursos naturales. Igualmente, se incluirá dentro de la estrategia de 
conocimiento, conservación y uso sostenible de la biodiversidad la protección de especies 
amenazadas y endémicas relacionadas con humedales interiores ubicados en zonas urba-
nas, por medio del manejo y protección de estos hábitats naturales.

El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial elaborará el inven-
tario de recursos marítimos del territorio nacional que hará parte del Sistema de 
Información Ambiental.

Será prioridad del Gobierno en la política ambiental facilitar los proyectos de MDL; 
crear y fortalecer las medidas y mecanismos para la adaptación del país al cambio climá-
tico. Para ello, el Gobierno deberá hacer partícipes en la creación y ejecución de dichas 
medidas a todas las entidades públicas y privadas relacionadas con el tema.

En cuanto a la estrategia de gestión integral del recurso hídrico se incluirá con especial 
atención la problemática del tratamiento de aguas residuales.

Para fortalecer la política ambiental se hacen necesarias medidas encaminadas a la 
obtención y a la eficiente administración de recursos como la subcuenta de restauración 
de daño ambiental, como parte del Fondo Nacional Ambiental, Fonam, y la destinación 
del 50% del recaudo de la sobretasa del impuesto predial y de otros gravámenes sobre la 
propiedad inmueble a la gestión ambiental.

En desarrollo de la estrategia de planificación ambiental en la gestión territorial y en 
particular en lo referido a la incorporación de determinantes ambientales y culturales en 
las decisiones de uso y ocupación de territorio se promocionará y consolidarán procesos 
de planificación y gestión que convoquen y cohesionen la voluntad de los actores y auto-
ridades étnicas, locales, regionales y nacionales, en regiones estratégicas priorizadas por 
las entidades del SINA. Especial atención se dará a La Mojana, el Macizo Colombiano, 
la Amazonia y la Sierra Nevada de Santa Marta, esta última acorde con lo establecido en 
las estrategias referidas en el capítulo sobre dimensiones especiales de desarrollo en el 
componente de grupos étnicos y relaciones interculturales de las bases del presente plan. 
En áreas fronterizas de interés estratégico y en las fronteras marítimas, se promoverá la 
planificación y el desarrollo de acciones conjuntas con los países vecinos, a través de me-
canismos de cooperación internacional.

En estas regiones, se apoyará la formulación de agendas ambientales conjuntas con 
pueblos indígenas, comunidades negras y campesinas, las cuales se constituirán en el refe-
rente para potenciar los procesos de conservación y desarrollo sostenible, contribuyendo 
a la resolución de conflictos socioambientales. En atención a la función ecológica de los 
resguardos, y en concordancia con las estrategias específicas de trabajo para pueblos in-
dígenas de que trata el componente de diversidad étnica del Capítulo VI de las bases del 
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presente plan, se promoverá la articulación interinstitucional, a través de la formulación 
de agendas conjuntas entre los Ministerios de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territo-
rial, del Interior y de Justicia y el Incoder.

De otra parte y con miras a cumplir con las metas de protección de ecosistemas estra-
tégicos, especialmente de aquellos que cumplen funciones prioritarias para el abasteci-
miento del recurso hídrico, es necesario generar disposiciones que aseguren en particular 
la conservación de la Sierra Nevada de Santa Marta (SNSM) que provee de agua a gran 
parte de la costa Caribe. En vista de lo anterior, y tomando en consideración que la SNSM 
contiene un Parque Nacional Natural, que ha sido declarado Reserva de la Biosfera, y que 
en ella confluyen 3 departamentos, 16 municipios y 3 autoridades ambientales regionales, 
se hace indispensable generar un instrumento de planificación que la integre como una 
ecorregión estratégica y que oriente los instrumentos de planificación de estas entidades.

Finalmente, para lograr el fortalecimiento y afianzar la gobernabilidad dentro del Sis-
tema Nacional Ambiental, es indispensable generar mecanismos que cualifiquen la toma 
de decisiones y faciliten la aplicación de políticas y normas de carácter nacional en los 
procesos regionales y locales. Igualmente, es prioritario contar con regulaciones especí-
ficas que permitan prevenir, corregir y mitigar procesos de degradación ambiental y que 
promuevan la corresponsabilidad sectorial en estos procesos de degradación. Finalmente 
es necesario desarrollar mecanismos que permitan resolver los conflictos de competencia 
institucionales y normativos.

El Gobierno Nacional conformará un equipo de trabajo del más alto nivel para el estudio 
y viabilización de un proyecto de legislación que permita al departamento del Amazonas un 
verdadero desarrollo sostenible, de acuerdo a sus condiciones únicas y sus características 
ambientales que lo hacen diferente de los demás departamentos del país, de acuerdo con la 
propuesta que se presenta, la cual ha sido trabajada y socializada por los amazonenses.

El equipo de trabajo presentará sus conclusiones al Congreso de la República en un 
lapso no mayor de cuatro meses a partir de la vigencia del Plan Nacional de Desarrollo 
“Estado Comunitario: Desarrollo para Todos”.

El Gobierno Nacional y las entidades territoriales, formularán una política pública 
en beneficio de los recuperadores de oficio, en el marco de un nuevo esquema del ma-
nejo integral de los residuos sólidos, la cual establecerá acciones orientadas a garantizar 
la permanencia de estas personas en el ejercicio de su labor, en condiciones de dignidad, 
promoviendo la creación de cadenas de valor agregado y microempresas para la indus-
trialización de los materiales reciclables. En tal sentido se garantizará la capacitación de la 
población recicladora.

Principales Metas:
Una gestión ambiental que promueva el desarrollo sostenible Línea de base Meta 

cuatrienio

Hectáreas reforestadas en cuencas abastecedoras de acueductos municipales y ve-
redales con escasez media a alta 

121.848 120.000

Nuevas hectáreas declaradas bajo diferentes categorías de manejo para el Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas 

5.881.376 200.000
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5.2 Gestión del riesgo para la prevención y atención de desastres
El aumento de las condiciones de vulnerabilidad ante ciertas amenazas, exacerbadas en 

la mayoría de los casos por la degradación ambiental, que se manifiesta en escenarios de de-
sastre, es una ratificación más de la necesidad de integrar la gestión ambiental y del riesgo, a 
la planificación de diferentes sectores de la economía. De esta manera, esta gestión integrada 
se constituye en una herramienta estratégica para la promoción del desarrollo sostenible.

Bajo este escenario, se fortalecerán las políticas públicas para la gestión del riesgo, 
orientándolas no solo a la atención, sino prioritariamente a la prevención, con los siguien-
tes objetivos:
i.	 Aumentar el conocimiento, monitoreo, análisis y evaluación de las amenazas, la vul-

nerabilidad y el riesgo;
ii.	 Mejorar la información sobre el riesgo y su divulgación;
iii.	 Incrementar las medidas para la prevención y mitigación del riesgo;
iv.	 Fortalecer institucionalmente el Sistema Nacional para la Prevención y Atención de 

Desastres (SNPAD); y
v.	 Aumentar la capacidad de respuesta financiera, no solo ante la ocurrencia de un even-

to adverso, sino en acciones de prevención;
vi.	 En los territorios indígenas serán las autoridades tradicionales parte fundamental en 

el Sistema Nacional de Prevención y Atención de Desastres.
De manera particular, como parte de las medidas para la prevención y mitigación del 

riesgo, se contempla:
i.	 Incorporar la gestión del riesgo en los Planes de Ordenamiento Territorial;
ii.	 Formular estrategias para incluir esta temática en instrumentos de planificación secto-

rial y territorial;
iii.	 Elaborar lineamientos de política para el mejoramiento integral de asentamientos en zonas 

de riesgo mitigable y el reasentamiento de población en zonas de riesgo no mitigable; y
iv.	 Fomentar la implementación de planes municipales de gestión del riesgo y planes de 

contingencia para infraestructura indispensable.

Principales metas:
Gestión del riesgo para la prevención y atención de desastres Línea de base  Meta cuatrienio

Municipios apoyados en la incorporación de la gestión del riesgo en los POT 100 400

Porcentaje de personas damnificadas atendidas con recursos del Fondo 
Nacional de Calamidades 

70% 80%

6. UN MEJOR ESTADO AL SERVICIO DE LOS CIUDADANOS
La solución y atención de los requisitos y retos del Estado comunitario asegurarán las 

condiciones propicias para consolidar el crecimiento, la equidad, la descentralización y la 
seguridad democrática.

6.1 Los requisitos del Estado comunitario
Se fortalecerá la capacidad del Estado para asegurar que todos los colombianos pue-

dan ejercer, con plena capacidad, sus derechos, deberes y libertades. Se avanzará hacia la 
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consolidación del actual modelo democrático, de manera que mejore cualitativamente 
su desempeño y, sin perder la estabilidad, responda de mejor manera a las exigencias del 
modelo representativo y participativo consagrado en la Constitución Política de 1991.

De otra parte, el fortalecimiento de la justicia debe anclarse en una tarea urgente y 
oportuna para ayudar a consolidar la política de seguridad democrática y la consolidación 
del Estado Comunitario.

6.1.1 Consolidación del modelo democrático
Se buscará consolidar el adecuado funcionamiento de la democracia representativa y parti-

cipativa y fortalecer los mecanismos de participación ciudadana. La consolidación del modelo 
democrático significará que Colombia continuará siendo una democracia estable e institucio-
nalmente fuerte, fundamentada en la vigencia efectiva del Estado Social de Derecho.

Para ello se trabajará en los siguientes frentes:
i.	 Registro e identificación de los ciudadanos colombianos, lo cual contempla la imple-

mentación de los sistemas de registro y digitalización de huellas y la renovación masi-
va de la cédula de ciudadanía de aproximadamente 30 millones de ciudadanos;

ii.	 Fortalecimiento del sistema electoral, lo cual implica, además de la renovación de cé-
dulas, depurar el censo electoral y apoyar las iniciativas legislativas tendientes a reno-
var el Código Electoral;

iii.	 Fortalecimiento del sistema de bancadas y de los mecanismos de rendición de cuen-
tas;

iv.	 Fortalecimiento del sistema de partidos;
v.	 Promoción y fortalecimiento de la participación ciudadana y comunitaria, en particu-

lar aquella dirigida al control social de la gestión pública; y
vi.	 Apoyo institucional a la democracia local y territorial. 

Apoyo a los procesos abiertos e incluyentes, en los cuales los diferentes sectores y esta-
mentos de la sociedad civil y los gobiernos municipales y departamentales de las regiones 
asumirán compromisos a partir de las iniciativas ciudadanas para contribuir al desarrollo 
y la paz de la región.

En este campo se apoyarán acciones y proyectos que desarrollen mecanismos de parti-
cipación social que faciliten la vinculación de la comunidad en la construcción de espacios 
de convivencia.

Se promoverán y apoyarán Programas de Paz y Convivencia a partir de las iniciativas 
comunitarias. En este sentido, se promoverán y apoyarán experiencias exitosas como los 
laboratorios de paz, programas de desarrollo y paz, asambleas constituyentes locales y 
planes estratégicos locales.

6.1.2 Justicia eficaz y cercana al ciudadano
Las políticas relacionadas con el sistema de justicia buscarán fortalecer la efectividad 

del derecho fundamental de acceso a este servicio para la población, en condiciones de 
igualdad y celeridad, como parte de un modelo de Estado comunitario. Al mismo tiem-
po, contribuir a la consolidación de las instituciones democráticas mediante la solución 
pacífica de los conflictos de interés, buscando la prevalencia del derecho a la vida y los 
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derechos fundamentales de la población a través de la oferta institucionalizada e integral 
de justicia, en el marco del Estado Social de Derecho.
•	 Justicia para la consolidación de las instituciones democráticas.
	 Se impulsará la solución pacífica de los conflictos de interés jurídicamente tutelados 

en que se traban a diario los ciudadanos, mediante un sistema de justicia institucio-
nalizado que ofrezca a la población alternativas de resolución de conflictos, que van 
desde el arreglo directo de las partes o la autocomposición (conciliación o amigable 
composición), la intervención de terceros falladores buscados por las partes (jueces 
de paz o árbitros) hasta la intervención de un Juez o Magistrado, a petición de una de 
las partes, para que decida el derecho que asiste a las personas inmersas en un conflic-
to de derechos. La provisión de una justicia pública, contando con la colaboración y 
habilitación de los particulares en su prestación y funcionamiento, es fundamento de 
convivencia y paz.

•	 Justicia para la prevalencia del derecho a la vida y los derechos fundamentales de la 
población.

	 En consonancia con la política de seguridad democrática, se busca fortalecer la ca-
pacidad de someter a la justicia a las organizaciones criminales que atentan contra 
el derecho a la vida y los derechos fundamentales, mediante el fortalecimiento de la 
capacidad de investigación y persecución criminal de la Fiscalía General de la Nación 
y la Policía Judicial, el fortalecimiento y focalización de la justicia penal especializada 
y la implementación del sistema penal acusatorio en todo el país, y el desarrollo de 
mecanismos de cooperación judicial internacional.

	 En materia penal se consolidarán los avances del sistema penal acusatorio, la Ley 
de Justicia y Paz y la Ley de Infancia y Adolescencia y se adelantarán los estudios 
técnicos pertinentes, por parte del Gobierno Nacional, para presentar un proyecto 
de ley, para la modificación de la planta de personal y estructura de la Fiscalía y de la 
Procuraduría General de la Nación. En el tema de protección de los intervinientes en 
los procesos penales se requerirá avanzar en la coordinación y fortalecimiento de los 
diferentes programas de protección establecidos en la legislación vigente, dentro de 
los cuales se incluye el Programa de Protección de Víctimas y Testigos de la Fiscalía 
General de la Nación. Así mismo, se continuará con el fortalecimiento de la Defen-
soría Pública con el fin de atender los retos que impone el modelo. Adicionalmente, 
se atenderán compromisos como el Plan de Búsqueda de Personas Desaparecidas, 
el apoyo a la Justicia Penal Militar, la asistencia a la Corte Suprema de Justicia, el 
fortalecimiento del Programa de Protección de Víctimas, Testigos y Funcionarios 
Judiciales, la implementación de los mandatos contenidos en la Ley de Infancia y 
Adolescencia, y los procesos de extinción de dominio como herramienta fundamen-
tal de la lucha contra la criminalidad organizada.

	 Así mismo, continuará el apoyo a la utilización racional de la acción de tutela y las 
acciones constitucionales para la preservación de los derechos fundamentales y otros 
derechos sociales y económicos conexos con los derechos fundamentales, así como la 
tutela de los derechos colectivos.
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•	 Justicia con verdad y reparación para la superación de la violencia y la reconciliación nacional.
	 Se dará apoyo a los mecanismos de justicia transaccional, adoptado por el Con-

greso de la República y validados judicialmente por la Corte Constitucional, como 
complementarios a procesos de desmovilización, desarme y reinserción de grupos 
armados organizados al margen de la ley, en el marco de políticas de paz dirigidas 
por el Gobierno Nacional.

	 En este orden de ideas, se continuará apoyando el proceso de implementación de la 
Ley de Justicia y Paz y la evaluación de la eficacia de la misma.

•	 Justicia para la protección de los Derechos Humanos de personas vinculadas a procesos 
judiciales (investigados, procesados y reclusos).

	 Se procurará la más estricta protección de los derechos de las personas sujeto de 
investigación o involucradas en procesos judiciales, a través de la adopción de prác-
ticas generales de oralidad y publicidad en los procesos. Se procura reforzar pun-
tualmente la figura del juez de control de garantías en el proceso penal y los servicios 
de defensa pública, a cargo de la Defensoría del Pueblo. Así mismo, la defensa de 
los derechos humanos de la población reclusa o interna en los establecimientos de 
reclusión del Estado.

	 Avanzando en la modernización del Sistema Penitenciario y Carcelario, se dará 
continuidad a la estrategia de expansión de la oferta de cupos penitenciarios que 
contiene el plan de construcción, dotación y mantenimiento. Para el cumplimiento 
y atención de los fines de resocialización de las personas privadas de la libertad, se 
adelantarán procesos de reestructuración en su órgano administrador y se adecuarán 
los sistemas de información del sistema penitenciario y carcelario. Adicionalmente, 
la Nación evaluará, tal y como se estableció en la Ley 812 de 2003, las diferentes 
alternativas que garanticen la optimización de recursos y el acometimiento de las 
funciones propias del sistema.

•	 Justicia en todo el territorio nacional.
	 Este objetivo busca alcanzar el cubrimiento progresivo de todo el territorio nacional 

con instituciones de justicia organizadas en un modelo de justicia local. Dicho modelo 
de justicia local mínimo tiene como eje la figura de un juez de múltiple competencia 
para la atención integrada de las pequeñas causas o conflictos que aquejan a las pobla-
ciones, complementada con mecanismos alternativos de solución de conflictos como 
figuras de conciliadores en derecho o equidad y jueces de paz. Para tal fin, se efectuará 
una distribución del recurso humano, de tal manera que no genere costos adicionales. 
Con ello se busca que el ciudadano disponga de justicia próxima, expedita, informali-
zada y rápida, para la solución institucional de sus controversias, y se contribuya a la 
consolidación pacífica del territorio nacional y el acceso a la justicia de las poblaciones 
marginadas de los centros urbanos y las zonas rurales apartadas del país.

	 El Gobierno Nacional implementará los mecanismos necesarios para apoyar con me-
dios y recursos a la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, en su 
tarea de recoger las denuncias y declaraciones de las víctimas de los grupos al margen 
de la Ley en todo el territorio nacional para que rindan declaración y puedan ser in-
cluidas en los procesos que se adelantan en el marco de la Ley de Justicia y Paz.
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	 Parágrafo. El Gobierno Nacional deberá expedir la reglamentación respectiva para 
la implementación del presente mandato, dentro de un término no superior a tres (3) 
meses contados a partir de su vigencia.

	 Para tal fin, se requiere generar compromisos de los entes territoriales, con el fin de 
garantizar la sostenibilidad de la prestación de dichos servicios de justicia. Se dará 
continuidad al programa Casas de Justicia y a los esfuerzos de racionalización y mejo-
ramiento de los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos (MASC).

•	 Justicia pronta y eficaz, con perspectiva de género y atención prevalente de los derechos 
del menor.

	 Se trata del perfeccionamiento del diseño legal, procesal y administrativo de la gestión 
judicial para la reducción de los tiempos procesales, la celeridad de los procesos judicia-
les, el refinamiento de los instrumentos y prácticas de gestión judicial para obtener los 
mayores grados de eficiencia y equidad en la administración de justicia encaminados al 
goce efectivo de los derechos de la gente. En desarrollo de este objetivo, se continuará 
impulsando el proceso oral, la revisión de los códigos procesales hacia su simplificación 
y unificación y las políticas de descongestión. Paralelamente, se propenderá por el desa-
rrollo de la figura de jueces de competencia múltiple o de “pequeñas causas”.

	 Así mismo, se buscará desarrollar enfoques de género y de atención prevalente a los 
derechos del infante y el adolescente en su condición de víctima o de infractor, en 
desarrollo de la Ley de Infancia y Adolescencia recientemente expedida. También se 
capacitará a miembros de la Rama Judicial en el manejo de víctimas menores de edad 
en delitos de abuso sexual.

	 Con el concurso del Sistema Nacional de Bienestar Familiar se desarrollará un Plan 
Integral de Prevención a la Delincuencia Juvenil y se definirán acciones para el desa-
rrollo de los procesos de resocialización.

•	 Justicia para la seguridad jurídica.
	 Consiste en el desarrollo de reglas estables de derecho para la solución de las controver-

sias y la estabilidad dinámica de la jurisprudencia que brinde al ciudadano trabajador, 
empresario o inversionista un marco estable de derechos y un margen razonablemente 
predecible de los pronunciamientos jurisprudenciales. Incluye este objetivo la supe-
ración de los conflictos de jurisdicciones y competencias en el ejercicio de acciones 
judiciales, la racionalización de la producción normativa mediante la simplificación 
de la normatividad vigente y el control en la expedición de normas jurídicas.

	 En materia de gestión jurídica pública y política de ordenamiento jurídico, se con-
solidarán los avances relativos a la defensa judicial de la Nación, y se promoverán 
estrategias específicas para el mejoramiento del manejo y provisión de recursos para el 
cumplimiento de obligaciones derivadas de sentencias, conciliaciones y arreglos amis-
tosos en procesos judiciales nacionales e internacionales. Igualmente, se formulará e 
implementará una política de producción y divulgación normativa.

	 Con el fin de brindar una Administración de Justicia acorde con la dinámica de los Tra-
tados de Libre Comercio suscritos con otros países, se adelantarán los estudios pertinen-
tes, por parte del Gobierno Nacional, para analizar la necesidad del establecimiento de 
la Jurisdicción Marítima en el país.
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•	 Justicia con autonomía judicial y colaboración armónica entre los poderes públicos.
	 Para la mejor institucionalización de la administración de justicia, se propenderá 

por la consolidación de la independencia judicial prevista en la Constitución de 
1991 materializada en la autonomía de la Rama Judicial.

	 gualmente, se estimulará el desarrollo del principio de colaboración armónica entre 
las Ramas del Poder Público, a partir de la integración de un sistema de justicia for-
mado con el sector judicial y con los sectores administrativo y autónomo de control; 
también con la elaboración conjunta de un Plan Nacional de Justicia. En desarrollo 
de las anteriores iniciativas se buscarán los modelos más apropiados y eficientes de 
gerencia judicial.

6.1.3 Optimo servicio consular y atención al migrante
El Gobierno Nacional propenderá, tanto administrativa como financieramente, en su 

política de servicio exterior y migratoria, la optimización de servicio consular que presta 
en los diversos países del mundo, para garantizar que los millones de colombianos que 
se encuentran fuera del país, tengan atención oportuna y efectiva, en la defensa de sus 
derechos fundamentales.

6.2 Los retos del Estado Comunitario
Se apoyará la figura de un Estado que planee, promueva y regule allí donde está su 

tarea estratégica y que tenga la capacidad de hacerlo en la perspectiva de consolidar el 
Estado Comunitario.

Así mismo, se profundizará en la transformación institucional que garantice organi-
zaciones innovadoras y flexibles que tengan en cuenta principios como la administración 
pública al servicio del ciudadano, la lucha contra la corrupción, la participación ciudada-
na, el mejoramiento continuo, el Gobierno de la información, la innovación institucional, 
la gestión por resultados y la profesionalización del empleo público.

Se incluirá en el sistema de metas de Gobierno la variable étnica afrocolombiana para 
el seguimiento de la política y programas dirigidos a esta población en el presente Plan 
Nacional de Desarrollo.

6.2.1 Modelo administrativo para la intervención económica del Estado
La intervención estatal en el ámbito económico se desarrolla a través de cuatro fun-

ciones principales: planeación, promoción, regulación y control. En algunos casos excep-
cionales la intervención también se puede realizar a través de la participación directa del 
Estado en actividades empresariales. Este modelo de intervención en la economía enfatiza 
que la acción del Estado debe orientarse hacia la búsqueda del equilibrio entre el mercado 
y el interés público, de manera que puedan corregirse fallas, tanto de mercado como de 
gobierno. Por ello, y porque la intervención estatal implica una restricción de la libertad 
económica, esta sólo se desarrollará en sectores o mercados en donde la acción del Estado 
esté plenamente justificada. El objetivo central del Gobierno en este campo será la con-
solidación de un modelo óptimo de intervención económica a través de la operación de 
agencias especializadas.
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Las acciones se encaminarán a buscar la profundización de estos principios mediante 
la especialización funcional de las instituciones encargadas de la planeación, la promo-
ción, la regulación y el control, y la focalización de la intervención del Estado a través de 
las empresas con capital público. Cuando sea necesario se procederá a la enajenación de 
acciones o participaciones sociales a terceros o a las entidades territoriales.

Entre las acciones específicas de este programa se encuentran:
•	 Hacer efectivo el control administrativo, al que se refiere el artículo 104 de la Ley 489 de 

1998, sobre la entidad que ejerce inspección, vigilancia y control de la profesión conta-
ble. Estas funciones se desarrollarán en consonancia con las políticas gubernamentales 
de control a los agentes de mercado y de incremento de la competitividad del país. Para 
darle esta orientación y finalidad, se hace necesario el cambio de adscripción de la Junta 
Central de Contadores, del Sector Educación al Sector Comercio, Industria y Turismo.

•	 Para avanzar en la homogeneización de la naturaleza y el régimen jurídico de las au-
toridades administrativas que ejercen inspección, vigilancia y control, se dotará de 
personería jurídica a la Superintendencia de Industria y Comercio y a la Superinten-
dencia de Vigilancia y Seguridad Privada, con el objeto que estas funciones, aunque 
especializadas y sectoriales pero similares en esencia, sean desarrolladas por entidades 
de igual naturaleza y régimen jurídico.
Esta propuesta surge en desarrollo de un Modelo Institucional Básico que busca solucionar 

los problemas que se presentan en la actualidad, tales como las fallas en la información deriva-
das del manejo indebido de las historias laborales y la inadecuada defensa judicial de algunas 
administradoras y entidades que han reconocido pensiones de las cuales se ha ordenado su 
liquidación, buscando evitar las situaciones de corrupción que se han evidenciado y que han 
generado con cargo al erario, una carga financiera muy alta, injustificada, y de ninguna manera 
pretende intervenir en la operatividad de las entidades que manejan recursos parafiscales.

En síntesis, teniendo en cuenta que el objetivo de esta propuesta es organizar el marco 
institucional del Régimen de Prima Media del orden nacional, la Unidad Administrativa Espe-
cial de Gestión de Obligaciones Pensionales y Fiscalización de Contribuciones Para fiscales se 
encargará de administrar los derechos pensionales ya causados y reconocidos del Régimen de 
Prima Media público del orden nacional, y de modernizar el manejo de los archivos, los siste-
mas de información y la defensa judicial, a su vez esta entidad será la responsable de la gestión 
de fiscalización y de armonización del cobro coactivo de las contribuciones parafiscales.
•	 El Gobierno Nacional reformará la Dirección Nacional de Estupefacientes (DNE), con 

el objeto de fortalecer las funciones de formulación de política pública de lucha contra 
las drogas ilegales y de hacer eficiente el manejo administrativo de los bienes confisca-
dos y a los que se les ha declarado extinción de dominio.

•	 Con el objeto de consolidar el sector de servicios públicos domiciliarios se considera 
indispensable mantener el Fondo Empresarial, creado por la Ley 812 de 2003.

6.2.2 Estado eficiente y transparente
La administración al servicio del ciudadano incluye dos elementos fundamentales:
i.	 La consolidación de una política activa de servicio al ciudadano, que incorpore la responsa-

bilidad del funcionario frente al público, respeto en la interacción entre la Administración 
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y el ciudadano, el adecuado trámite a las peticiones, quejas y reclamos, la competencia 
y calidad en la provisión de los servicios y la protección al consumidor y al usuario; y

ii.	 La generación de estrategias tendientes a modificar las percepciones ciudadanas 
sobre la Administración, referidas a su ineficacia e ineficiencia, arbitrariedad, co-
rrupción, falta de continuidad, clientelismo, despilfarro y mal uso de los servicios 
públicos. Para trabajar en esta línea, se proyecta la creación de un Sistema Nacional 
de Servicio al Ciudadano.
Con el fin de superar las limitaciones de los modelos burocráticos de Estado, se pro-

fundizará en un nuevo modelo de gestión. Así, se apoyará la construcción de instituciones 
que administren su acción de manera transparente, propiciando el uso de TIC, sin desco-
nocer el valor de la atención presencial, y promoviendo de distintas formas la participa-
ción ciudadana. Se requerirán servidores públicos capacitados y enfocados hacia el logro 
de resultados tangibles en beneficio de la ciudadanía.

Para alcanzar estos objetivos, se debe revisar permanentemente la eficiencia de la or-
ganización administrativa, identificando y efectuando los ajustes institucionales y/o nor-
mativos necesarios, mediante el diseño e implementación de modelos de gestión pública, 
entre otros, como la contratación, la gestión de activos públicos, la gestión jurídica pú-
blica, el empleo público y la gestión por resultados. La evaluación del desempeño de los 
funcionarios públicos estará ligada al modelo de gestión por resultados de las entidades, 
según los lineamientos de las autoridades competentes en la materia.

El Gobierno Nacional, a través del Sistema de Protección Social, adoptará los progra-
mas de capacitación y mejoramiento de competencias laborales para atenuar el impacto 
que genere la desvinculación de funcionarios públicos, para lo cual expedirá la reglamen-
tación correspondiente.

En la lucha contra la corrupción, se impulsará un proyecto de ley que actualice el 
Estatuto Anticorrupción (Ley 190 de 1995). Este trabajo jurídico se complementará con 
el desarrollo de canales de participación, a través de una mayor agilidad en el trámite de 
denuncias de casos de corrupción y de acuerdos voluntarios de autorregulación de buenas 
prácticas empresariales. Finalmente, se espera trabajar en un cambio cultural frente a la 
corrupción con acciones de tipo pedagógico en los centros educativos del país.

El Gobierno Nacional, en el marco del Sistema Nacional de Evaluación, continuará 
con el desarrollo de estrategias que permitan orientar la gestión pública hacia el logro de 
resultados. Esta gestión se enfocará en el desarrollo de estrategias de evaluación, arreglos 
institucionales, sistemas de costeo, presupuesto y planificación por resultados, y partici-
pación y control local. De la misma manera, se diseñará un esquema de incentivos ins-
titucionales no monetarios para que las entidades públicas utilicen el seguimiento y la 
evaluación para la toma de decisiones.

Igualmente, se fortalecerá el papel del Comité Intersectorial de Evaluación, el cual 
propenderá por garantizar la sostenibilidad de los procesos de evaluación, establecer las 
prioridades de evaluación de programas y políticas, y lograr acuerdos y compromisos 
entre las entidades involucradas. Se ampliarán los tipos y la agenda de evaluaciones 
existentes y se buscará mantener el porcentaje del presupuesto de inversión evaluado 
entre el 20% y el 25%.
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Se consolidará la institucionalidad de la Comisión Intersectorial de Políticas y Gestión 
de la Información para la Administración Pública (Coinfo) como instrumento articulador 
de políticas de información de todas las entidades del sector público. Se implementará la 
figura del Coordinador de Información Sectorial (CIS) en las entidades del nivel central.

Así mismo, el Gobierno Nacional promoverá la formulación de una política de Go-
bierno electrónico que comprenda entre otros aspectos, la modernización de los esque-
mas de rendición de cuentas de las entidades del orden nacional; la difusión de informa-
ción relevante de cada una, su gestión y sus resultados. Se avanzará en la automatización 
de trámites, para lo cual cada sector desarrollará los sistemas de información requeridos 
haciendo uso de la Intranet Gubernamental que fue diseñada por la Agenda de Conectivi-
dad, y se adoptará el Sistema Electrónico para la Contratación Pública como instrumento 
obligatorio para adelantar las compras públicas, diseñado en el marco del Programa de 
Renovación de la Administración Pública.

Se incluirá en el sistema de metas del Gobierno, la variable étnica afrocolombiana para 
el seguimiento de la política y programas dirigidos a esta población en el presente Plan 
Nacional de Desarrollo.

Principales Metas:
Estado eficiente y transparente Línea de base Meta cuatrienio

Porcentaje del monto del Presupuesto de Inversión de la Nación evaluado 23,9% 25%

Porcentaje de entidades de la rama ejecutiva del orden nacional con sistemas 
de gestión de la calidad implementados (NTCGP 1000:2004) 

n.d. 100%

Porcentaje de entidades de la rama ejecutiva del orden nacional con cuenta 
fenecida 

73,1% 100%

7. DIMENSIONES ESPECIALES DEL DESARROLLO
En una concepción amplia del desarrollo existen ciertos temas que revisten una im-

portancia especial y que se han querido resaltar. Estas dimensiones son: equidad de géne-
ro, juventud, grupos étnicos y relaciones interculturales, dimensión regional, ciencia, tec-
nología e innovación, cultura, deporte, recreación y desarrollo. Demografía y desarrollo, 
sector de economía solidaria y política exterior y migratoria.

7.1 Equidad de género
Construir equidad entre mujeres y hombres requerirá impulsar acciones que com-

pensen o moderen las discriminaciones que afectan a unas y otros. Para ello será necesa-
rio introducir de manera transversal en los planes, programas, proyectos y mecanismos 
de trabajo de la administración pública el enfoque de género, como categoría de análi-
sis social y como método de identificación y corrección de desigualdades. Así mismo, 
es necesario establecer un marco de colaboración, coordinación y concertación entre 
todas las ramas del poder público, para desarrollar una agenda de país en materia de 
equidad de género.

Se adelantará la política afirmativa “Mujeres constructoras de paz y desarrollo”, me-
diante la ejecución de planes estratégicos y programas específicos a favor de las mujeres.
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Se pondrá énfasis en el respeto por las diferencias de género en programas como la 
Red de Protección Social para la Superación de la Pobreza Extrema; los programas de 
empleo y desarrollo empresarial; de salud sexual y reproductiva; violencia intrafamiliar 
y participación política. La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, CPEM, 
como instancia responsable de promover la equidad de género a nivel nacional, coordi-
nará el proceso de concertación con Ministerios y entidades públicas y empresas privadas 
que permita el desarrollo de estos compromisos. El Observatorio de Asuntos de Género, 
adscrito a la CPEM, será la instancia encargada de hacer seguimiento con perspectiva de 
género a las acciones que en desarrollo de esta política se adelanten, y de formular reco-
mendaciones para adoptar medidas correctivas.

7.2 Juventud
Se implementarán acciones de fortalecimiento del Sistema Nacional de Juventud, co-

ordinado por el Programa Presidencial Colombia Joven, en concertación con todas las 
agencias del Estado y las demás organizaciones sociales, civiles y privadas. Para tal propó-
sito se creará el Portal Nacional de Juventud. En este contexto se brindará asistencia téc-
nica a las entidades territoriales en la formulación de políticas públicas, planes decenales 
de juventud, cumplimiento de las funciones establecidas en la Ley Nacional de Juventud 
y en el fortalecimiento de los consejos de juventud, al tiempo que se coordinará la imple-
mentación del sistema nacional de información sobre situación y prospectiva de la niñez y 
la juventud. Finalmente, se desarrollará la estrategia nacional de productividad juvenil en 
articulación con las alcaldías, gobernaciones y entidades del orden nacional.

7.3 Grupos étnicos y relaciones interculturales
Se desarrollarán estrategias generales y específicas para beneficio de todos los gru-

pos étnicos (indígenas, afrocolombianos, raizales y gitanos o Rom), que respondan a las 
características particulares de cada grupo. Las estrategias generales estarán orientadas a 
mejorar la capacidad institucional para la atención de los grupos étnicos a nivel nacional 
y territorial; desarrollar procesos interculturales que permitan la articulación de planes, 
programas y proyectos que busquen mejorar sus condiciones de vida; y desarrollar siste-
mas de información que incluyan indicadores y variables étnicas como soporte para la 
formulación y evaluación de políticas.

Para los pueblos indígenas, el Ministerio del Interior y de Justicia a través de la Direc-
ción de Etnias adelantará la formulación participativa de la política para dichos pueblos, 
en la cual se contemplen acciones en materia de territorialidad, derechos sociales y for-
talecimiento de la identidad, autonomía, Gobierno propio y desarrollo económico. Para 
la población negra o afrocolombiana, la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior 
estructurará un proyecto que permita dar continuidad al proceso de formulación del Plan 
Integral de Largo Plazo para la Población Negra o Afrocolombiana, raizal y palenquera, 
garantizando la participación a nivel regional, de tal manera que se incorporen las visiones 
y particularidades etnoculturales de dicha población. Adicionalmente, en coordinación 
con la Agencia Presidencial para la Acción Social, se gestionarán recursos de cooperación 
internacional que permitan un fortalecimiento del Plan Integral, y se avanzará en la articulación 
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de políticas y programas nacionales con los objetivos y propuestas planteadas en dicho 
plan. Finalmente, para la población Rom o gitanos, se avanzará en la realización de estu-
dios que permitan contar con un mayor conocimiento y difusión de sus características, 
riqueza sociocultural, y cosmovisión.

El Gobierno Nacional apoyará procesos de planificación binacional destinados a la 
protección de ecosistemas estratégicos, en los territorios de comunidades indígenas de 
los Andes del Sur de Colombia con el objetivo de garantizar servicios ambientales para el 
desarrollo regional.

Todos los planes, proyectos y programas que considera el Plan de Desarrollo y que 
afectan en favor de los intereses de los pueblos indígenas en sus territorios serán ejecuta-
dos con la participación de sus autoridades tradicionales.

7.4 Dimensión regional
Ante la necesidad de lograr un mayor impacto en las políticas públicas en la reducción 

de los desequilibrios regionales, se diseñarán estrategias que se ajusten a los diferentes 
niveles de desarrollo territorial, con base en ejercicios de caracterización y definición de 
tipologías territoriales que permitan orientar estrategias integrales y diferenciadas para 
promover un desarrollo territorial más equilibrado.

En relación con la descentralización territorial en Colombia, esta es un modelo in-
tegral que combina aspectos políticos, administrativos y fiscales, y crea las condiciones 
básicas para que las entidades territoriales cumplan un papel importante en el logro de 
las finalidades del Estado, en especial en la política social y en la reducción de la pobreza. 
Este modelo, requiere algunos ajustes para mejorar la eficacia y la eficiencia del Estado 
en cuanto a los objetivos de las políticas de desarrollo y el mejoramiento de los niveles de 
bienestar, y por ello, las acciones del Gobierno estarán orientadas a los siguientes elemen-
tos fundamentales:
i.	 Competencias;
ii.	 Saneamiento financiero;
iii.	 Recursos financieros; y
iv.	 Gestión pública territorial.

De igual forma, se resalta la importancia de que el Gobierno presente un proyecto de 
Ley de Ordenamiento Territorial.

Con el propósito de garantizar a las entidades territoriales certeza en términos del 
monto y continuidad de los recursos, asegurarles un nivel de ingresos que les permita 
alcanzar coberturas universales de educación y salud, lograr estándares adecuados de ca-
lidad; y que a la vez permita garantizar estabilidad y sostenibilidad macroeconómica, el 
Gobierno Nacional continuará tramitando ante el Congreso una reforma constitucional a 
los artículos 356 y 357 de la Constitución Política. Adicionalmente, esta reforma definirá 
una bolsa de recursos independiente para agua potable y saneamiento básico, con el fin 
de asegurar mayor equidad y eficiencia en la asignación y uso de los recursos para este 
sector, y avanzará en la autonomía territorial al permitir que, una vez se logren coberturas 
universales con calidad, los recursos del Sistema General de Participaciones se puedan 
dirigir libremente a otros sectores prioritarios. Así mismo, se adoptarán los desarrollos 
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normativos correspondientes para la implementación de la reforma constitucional, una 
vez sea aprobada.

Las regalías como una fuente importante de financiación para el desarrollo territorial, 
se orientarán según principios de transparencia, eficiencia, impacto, equidad y sostenibili-
dad. La atomización del gasto con cargo a estos recursos, la transitoriedad de los mismos, 
la incertidumbre en su cuantificación y las debilidades en materia de ejecución, exigen que 
el Gobierno Nacional adelante gestiones tendientes a orientar los recursos a la satisfacción 
de las necesidades básicas insatisfechas y la atención y sostenibilidad de las coberturas en 
agua potable, alcantarillado, saneamiento básico, educación, salud y mortalidad infantil.

De igual forma, el Gobierno Nacional apoyará proyectos en la promoción de la mi-
nería; la preservación del medio ambiente y la financiación de proyectos regionales de 
inversión a través del Fondo Nacional de Regalías (FNR) y se reasignará en desarrollo de 
lo previsto en la Ley 756 de 2002 los saldos presupuestados no comprometidos en la vi-
gencia. Así mismo, los recursos destinados a Proyectos Regionales de Inversión del FNR, 
se priorizarán entre otros a la recuperación del Macizo Colombiano, de la navegabilidad 
del río Magdalena y la atención de inundaciones; a la atención de desastres naturales o 
situación de calamidad pública a nivel nacional y en especial para el sector de La Mojana; 
y al sector educativo orientados a programas de ampliación de cobertura para la población 
de los estratos más pobres.

Se evaluará la capacidad de ejecución del FNR con el propósito de financiar proyec-
tos en infraestructura de algunos sectores y otras inversiones, cuya asignación consultará 
criterios de competitividad, sostenibilidad, equidad regional y coherencia con la situación 
de las finanzas públicas.

Se ajustarán las medidas preventivas y correctivas dentro de la función de vigilancia y 
control que le corresponde al Departamento Nacional de Planeación, así como agilizar la 
asignación y giro de recursos del FNR, para lo anterior se aplicará el mecanismo de audi-
tores visibles para el control social en el uso de los recursos de regalías.

También, se formulará una propuesta legislativa para la creación de un mecanismo de 
ahorro forzoso que permita la conformación de un patrimonio, con parte de las regalías 
directas, para la financiación futura de proyectos. De igual forma, se reglamentarán las 
participaciones de las comunidades indígenas en los recursos de regalías.

Se promoverá la estabilidad fiscal y financiera de las entidades territoriales a través de 
la evaluación fiscal, el acompañamiento técnico y el diseño de instrumentos que fomenten 
el uso de recursos propios para el apalancamiento de inversión territorial. Adicionalmen-
te, el Gobierno Nacional diseñará instrumentos que le permitan acompañar la gestión de 
los municipios que lo necesiten y brindará asistencia técnica. Como estrategia para el for-
talecimiento de la gestión pública territorial, el Gobierno ejecutará el programa “Labora-
torio de desarrollo institucional y gobernabilidad”, en 64 municipios y 4 departamentos.

Con el propósito de fortalecer las capacidades territoriales para promover el desarrollo, 
el Gobierno Nacional:
i.	 Formulará e implementará estrategias de desarrollo y competitividad territorial que 

atiendan la diversidad regional y articulen los procesos de planificación y ordenamien-
to territorial;
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ii.	 Impulsará la asociatividad territorial;
iii.	 Apoyará los procesos de ciudad región a partir de los cuales se estructuren redes de 

ciudades articuladas con sus entornos rurales y regionales;
iv.	 Apoyará procesos de planificación y la formulación de visiones de desarrollo departa-

mentales en el marco de la Visión Colombia II Centenario, 2019;
v.	 Promoverá la integración del territorio marítimo al desarrollo nacional y territorial, 

consolidando el marco institucional y normativo para la gestión conjunta, por parte 
de los sectores público y privado, de dicho territorio.
Así mismo, se culminará la formulación de la Política de Estado para la región del Pa-

cífico, la cual tendrá en cuenta la Visión Colombia II Centenario 2019, los planteamientos 
de este Plan Nacional de Desarrollo y las propuestas regionales incorporadas en la Agenda 
Pacífico 21, reconociendo las particularidades territoriales, étnicas y culturales de dicha 
zona del país.

Se formulará y articulará la política nacional de integración y desarrollo fronterizo 
para lo cual se tendrá en cuenta las particularidades de cada zona de frontera, se apoyará 
el “Plan Fronteras” liderado por el Ministerio de Relaciones Exteriores y se formularán 
planes de desarrollo binacional para las zonas de integración fronteriza.

Adicionalmente se fortalecerá la estructura institucional a través de la creación de una ins-
tancia específica que centralice, diseñe y coordine la ejecución integral y articulada de una 
política que promueva las regiones de frontera con una visión de desarrollo de las mismas.

7.5 Ciencia, tecnología e innovación
La misión del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, SNCTI, esta-

blecida en la Visión Colombia 2019-II Centenario, es producir, difundir y usar el conoci-
miento para contribuir a la transformación productiva y social del país a fin de garantizar 
un mayor nivel de competitividad y desarrollo humano sostenible. Para ello se desarrolla-
rán ocho estrategias:
i.	 Incrementar la generación de conocimiento;
ii.	 Fomentar la innovación y el desarrollo productivo;
iii.	 Fomentar la apropiación de la Ciencia, Tecnología e Innovación (CTeI) en la sociedad 

colombiana;
iv.	 Incrementar y fortalecer las capacidades humanas para CTeI;
v.	 Consolidar la institucionalidad del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación;
vi.	 Consolidar la infraestructura y los sistemas de información para la CTeI;
vii.	 Promover la integración regional; y
viii.	 Consolidar la proyección internacional de la CTeI.

Para mejorar la eficiencia y coordinación entre el conjunto de entidades, programas y 
procesos involucrados en el desarrollo científico y tecnológico y de innovación en el país, 
Colciencias, como secretaría técnica del Sistema, elaborará un Plan Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, en coordinación con las demás instituciones del SNCTI, en es-
pecial con las entidades de Gobierno Nacional que desarrollan proyectos CTeI. Este plan 
se basará en los objetivos y estrategias que en materia de CTeI están contenidos en el pre-
sente Plan Nacional de Desarrollo. Este plan debe incluir los proyectos y programas que 
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lo conforman y su financiamiento. El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CNCyT) 
deberá participar en la concertación del Plan y la aprobación del mismo.

En cuanto al fomento de la innovación, Colciencias y el Sena, en asocio con los Mi-
nisterios correspondientes a cada sector, buscarán mecanismos institucionales de coor-
dinación de la política de CTeI y la generación de espacios de discusión que permitan la 
participación activa de empresarios, agentes gubernamentales, instituciones educativas, 
investigadores y usuarios de tecnologías en los procesos de innovación.

Para incrementar la formación de investigadores, Colciencias y el Ministerio de Edu-
cación trabajarán para fortalecer y promover la creación de programas de posgrado.

Principales Metas:
Ciencia, tecnología e innovación Línea de base Meta cuatrienio

Grupos de investigación financiados por Colciencias en programas y proyec-
tos de ciencia y tecnología. Línea de base 2003-2006 863 1.000

Beneficiarios de créditos condonables de Colciencias para estudios de docto-
rado. Línea de base 2003-2006 718 800

7.6 Cultura, deporte, recreación y desarrollo
Los procesos educativos y culturales tienen un papel fundamental en el logro de ciuda-

danos competentes para desempeñarse en un contexto social complejo, capaces de asumir 
compromisos, adaptarse con eficacia a las nuevas realidades de la economía y el trabajo, 
y asumir con actitud crítica y transformadora el reto de la globalización e internacionali-
zación de la sociedad.

El deporte, la recreación, la educación y la actividad física se interrelacionan directamen-
te con el proceso de construcción de una sociedad sana y educada física e intelectualmente.

Para llevar a cabo este propósito se impulsarán iniciativas como el Sistema Nacional 
de Formación Artística y Cultural (Sinfac); el Plan Nacional de Cultura y Convivencia; y 
el fortalecimiento de la política de cultura ciudadana. Igualmente, se fortalecerán el Siste-
ma Nacional de Información Cultural; el Plan Nacional de Lectura y Bibliotecas; el Plan 
Nacional de Música para la convivencia; el apoyo a la cinematografía; la inversión en la 
conservación del patrimonio cultural; la ampliación del Museo Nacional, y la protección 
de los centros históricos, entre otras. Así mismo, se buscará la promoción y difusión de las 
actividades deportivas, a través de:
i.	 Formación deportiva;
ii.	 Infraestructura deportiva y recreativa;
iii.	 Apoyos a organismos del Sistema Nacional del Deporte;
iv.	 Apoyo al sistema nacional de preparación olímpica y paraolímpica; y
v.	 Fortalecimiento al Programa Deporte para todos.
X Campeonato Mundial Juvenil de Natación con Atletas, Neiva-Yaguará 2008.

El deporte y la recreación, tienen como función la formación integral de las personas: 
preservar y desarrollar una mejor salud en el ser humano, formar parte de la educación, y 
constituyen un gasto público social. Para desarrollar estos principios constitucionales, este 
Plan Nacional de Desarrollo propiciará la siguiente política pública:
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•	 Priorizar la promoción del deporte con los recursos que el Estado en los niveles na-
cional y territorial los destina para el sector y así financiar actividades como la capa-
citación, preparación, dotación de uniformes e implementos deportivos transporte, 
juzgamiento, etc.

Cultura y desarrollo  Línea de base Meta cuatrienio

Nuevas bandas musicales creadas y/o fortalecidas 300 260
Nuevas bibliotecas dotadas y fortalecidas a través de la Red Nacional de 
Bibliotecas 

683 240

Franjas de opinión en las emisoras comunitarias y de interés público crea-
das y consolidadas 

n.d. 200

7.7 Demografía y desarrollo
Aunque la relación entre crecimiento económico y demografía se ha discutido amplia-

mente, la única conclusión sobre la que existe consenso es aquella según la cual las eleva-
das tasas de natalidad y fertilidad de las mujeres conducen a mayores índices de pobreza y 
desigualdad y, por consiguiente, tienen un efecto negativo sobre el crecimiento económico. 
En este sentido, se diseñarán políticas específicas para los grupos poblacionales y regiones 
donde el rezago demográfico reviste signos críticos (las mujeres adolescentes, los menos 
educados, los pobres y los residentes en la zona rural). En este contexto se garantizará, como 
parte de los planes de beneficios de la seguridad social en salud, el acceso a métodos mo-
dernos de planificación, dando prioridad a la población adolescente y definiendo estrategias 
orientadas a armonizar las políticas de desarrollo económico con la dinámica demográfica.

Principales Metas:
Demografía y desarrollo Línea de base Meta cuatrienio

Esperanza de vida al nacer (años). Línea de base 2004 72,2 74

7.8 Sector de la economía solidaria
Este sector recibirá una atención especial para trabajar en la creación de un marco institu-

cional y de control adecuado y para su fomento, fortalecimiento y difusión. Para la implemen-
tación de esta política se estimulará la participación de organismos privados y de las agencias 
del Gobierno que tengan por misión el fomento de las actividades en las que este sector tenga 
injerencia. De igual forma, será objeto de atención y reglamentación la banca cooperativa.

Principales Metas:
Sector de la economía solidaria Línea de base Meta cuatrienio

Nuevos convenios interadministrativos suscritos para el apoyo de las organi-
zaciones sociales y solidarias con entidades del Gobierno del orden central o 
territorial, sector privado u organizaciones de cooperación internacional 46 32

Organizaciones del Sector Solidario fortalecidas en aspectos administrati-
vos, financieros, gestión de calidad y tecnologías de información 797 1.069

Créditos a microempresarios a través de cooperativas (Banca de las Opor-
tunidades)

Nuevo 250.000
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7.9 Política exterior y migratoria
El Gobierno Nacional desarrollará esta política teniendo en cuenta los siguientes 

objetivos:
i.	 Construir con la participación de los diferentes actores estatales y la sociedad civil 

una política exterior y de inserción en la globalización de Estado;
ii.	 Consolidar las relaciones bilaterales e impulsar procesos de integración y desarrollo 

integral en las fronteras;
iii.	 Defender y promover los intereses nacionales en el escenario multilateral;
iv.	 Promover la consolidación y conformación de bloques para la actuación conjunta 

con países con intereses similares en el ámbito internacional, privilegiando para ello 
a la Comunidad Andina;

v.	 Diversificar las relaciones y la agenda internacional, profundizando las relaciones 
especialmente con los países de la Cuenca del Pacífico, India y los Nuevos Miembros 
de la Unión Europea;

vi.	 Ejercer la soberanía y contribuir a la construcción de la paz y la seguridad;
vii.	 Diseñar una política integral de migraciones;
viii.	 Fortalecer el Ministerio de Relaciones Exteriores;
ix.	 Profesionalizar el servicio exterior.

Se desarrollará un nuevo enfoque de cooperación técnica que amplíe las posibilidades 
de relacionamiento político en instancias bilaterales y multilaterales, que implique el cum-
plimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio; la lucha contra el problema mundial 
de las drogas y apoyo al medio ambiente, con énfasis particular en el fomento del principio 
de responsabilidad compartida; y la reconciliación y gobernabilidad en temas prioritarios 
como la atención a víctimas de la violencia y población desplazada, la reintegración de ex 
combatientes a la civilidad, el fortalecimiento del Estado Social de Derecho y los derechos 
humanos, apoyo a la labor de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, así 
como iniciativas de paz y desarrollo.

Con cargo al presupuesto del Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
el Gobierno Nacional cancelará las cuotas o aportes a que haya lugar como resultado de la 
participación de Colombia en Fondos, Programas, Grupos de Concertación, Comisiones 
Internacionales y organismos internacionales de los que haga parte, y dará cumplimiento 
a la Ley 991 de 2005.

El Gobierno Nacional propenderá por el diseño, fortalecimiento e implementación de 
una política pública migratoria integral. Promoverá:
•	 Nuevos Acuerdos Bilaterales de homologación de títulos en materia laboral.
•	 Nuevos acuerdos de migración laboral temporal y circular y la consolidación de los 

existentes con los países receptores de colombianos.
•	 La creación y consolidación de redes sociales entre los colombianos en el exterior y el país.
•	 Proyectos que promuevan la transferencia de conocimiento y tecnología hacia Colombia.

El Gobierno Nacional, dará la mayor prioridad a la generación de propuestas de in-
tegración binacional fronteriza con países vecinos y a la implementación de proyectos de 
desarrollo en regiones de frontera, enfatizando el apoyo al “Plan Fronteras”, que lidera el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, en coordinación para su ejecución con las entidades 
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que conforman la Comisión Intersectorial de Integración y Desarrollo Fronterizo, creada 
mediante Decreto 569 de 2001.

CAPITULO III
Presupuestos plurianuales

Artículo 7°. Valores de programas. Los valores asignados en el Plan Nacional de In-
versiones Públicas 2007-2010 para los principales programas descritos en el artículo ante-
rior se encuentran expresados igualmente por sectores en los siguientes cuadros:

Objetivos y Estrategias PND 
Total

Central Descentral.1/ S.G. Particip.2/ Privado Total

1. Estado Comunitario: desarrollo para todos*          

2. Política de defensa y seguridad democrática 13.622.670 0 0 0 13.622.671
2.1 Hacia la consolidación de la política de seguri-

dad democrática 11.083.615 0 0 0 11.083.615
2.2 Desplazamiento, derechos humanos y recon-

ciliación 2.539.056 0 0 0 2.539.056
3. Reducción de la pobreza y promoción del em-

pleo y la equidad 40.070.484 201.318 71.088.844 18.823.451 130.184.096

3.1 Pobreza y población vulnerable 14.043.832 0 5.522.335 0 19.566.167

3.2 Mercado y relaciones laborales* 121.807 0 0 0 121.807
3.3 Inserción de familias en el Sistema de Protec-

ción Social** 14.988.436 201.318 62.227.849 1.296.164 78.713.767

3.4 Banca de las oportunidades 116.189 0 0 3.130.430 3.246.619

3.5 Ciudades amables 5.206.488 0 3.338.660 14.160.973 22.706.121

3.6 Infraestructura para el desarrollo 4.822.387 0 0 0 4.822.387

3.7 Equidad en el campo 771.344 0 0 235.884 1.007.228
4. Crecimiento alto y sostenido: la condición 

para un desarrollo con equidad 17.174.749 18.769.699 0 33.514.690 69.459.138
4.1 Agenda Interna: Estrategia de desarrollo pro-

ductivo 14.124.663 18.769.699 0 32.235.799 65.130.161
4.2 Consolidar el crecimiento y mejorar la compe-

titividad del sector agropecuario 3.050.086 0   1.278.891 4.328.977
5. Gestión ambiental y del riesgo que promueva 

el desarrollo sostenible 607.717 0 0 0 607.717
5.1. Una gestión ambiental que promueva el desa-

rrollo sostenible 414.640 0 0 0 414.640
5.2. Gestión del riesgo para la prevención y aten-

ción de desastres 193.077 0 0 0 193.077

6. Un mejor Estado al servicio de los ciudadanos 4.087.525 0 0 0 4.087.526

6.1 Los requisitos del Estado comunitario 2.574.479 0 0 0 2.574.479

6.2 Los retos del Estado comunitario 1.513.047 0 0 0 1.513.047

7. Dimensiones especiales del desarrollo 3.626.970 0 1.526.383 5.446.553 10.599.905

7.1 Equidad de género* 5.884 0 0 0 5.884

7.2 Juventud* 4.476 0 0 0 4.476

7.3 Grupos étnicos y relaciones interculturales 94.085 0 372.864 0 466.949

7.4 Dimensión regional 1.146.724 0 1.153.519 0 2.300.243

Programas y Estrategias
Plan de Inversiones-2007-2010

Millones de Pesos Constantes 2006
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Objetivos y Estrategias PND 
Total

Central Descentral.1/ S.G. Particip.2/ Privado Total

7.5 Ciencia, tecnología e innovación 1.378.968 0 0 5.446.553 6.825.521

7.6 Cultura y desarrollo 657.728 0 0 0 657.728

7.7 Demografía y desarrollo 282.630 0 0 0 282.630

7.8 Sector de la economía solidaria 17.322 0 0 0 17.322

7.9 Política exterior y migratoria 39.152 0 0 0 39.152

Total general 79.190.116 18.971.017 72.615.227 57.784.694 228.561.054

*Corresponde a recursos de diseño de políticas públicas. 
** Incluye Seguridad Social Integral, Sistema de Promoción Social y Sistema de Formación de Capital Humano.

Sectores
Total

Central Descentral. 1/ S.G. Particip. 2/ Privado Total

Agropecuario 3.865.930 0 0 1.646.193 5.512.123

Acción social 7.219.270 0 0 0 7.219.270

Ambiente, vivienda y desarrollo territorial 3.059.646 0 3.338.660 14.160.973 20.559.279

Comercio, industria y turismo 225.158 0 0 520.927 746.085

Comunicaciones 1.368.190 0 0 7.590.427 8.958.617

Congreso 13.459 0 0 0 13.459

Cultura 656.826 0 0 0 656.826

Dane 425.443 0 0 0 425.443

Dansocial 17.322 0 0 0 17.322

Defensa y seguridad3/ 9.837.445 0 0 0 9.837.445

Educación 3.737.522 0 40.538.693 1.296.164 45.572.379

Función Pública 77.822 0 0 0 77.822

Hacienda 3.991.485 0 0 3.130.430 7.121.915

Justicia 3.074.573 0 0 0 3.074.573

Minas y energía 3.751.128 18.769.699 0 13.372.742 35.893.567

Organismos de control4/ 418.877 0 0 0 418.877

Planeación 1.842.630 0 0 5.315.135 7.157.765

Presidencia 85.574 0 0 0 85.574

Protección social 24.564.078 201.318 18.675.789 0 43.441.185

Relaciones exteriores 39.152 0 0 0 39.152

Transporte 10.918.587 0 0 10.751.705 21.670.292

Asignaciones especiales 0 0 788.750 0 788.750

Propósito general 0 0 8.177.179 0 8.177.179

Municipios <25 mil Hab. 0 0 1.096.156    1.096.156

Total general 79.190.116 18.971.017 72.615.227 57.784.694 228.561.054

Sectores
Plan de Inversiones-2007-2010

1/	 Empresas Industriales y Comerciales del Estado y Sociedades de Economía Mixta.
2/	 Sistema General de Participaciones cuarto debate.
3/	 No Incluye $45.070.985 millones que corresponde a los gastos de funcionamiento del Sector Defensa y Seguridad
4/	  Contraloría, Defensoría, Registraduría, Auditoría Ministerio Público.

Millones de Pesos Constantes 2006



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

652

El monto total de los gastos que se realicen para la ejecución del presente Plan de In-
versiones Públicas no podrá superar en ningún caso el monto de los recursos disponibles 
de conformidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo.

Artículo 8°. El valor total de los gastos que se realicen para la ejecución del presente 
Plan financiados con recursos del Presupuesto General de la Nación, no podrá superar en 
ningún caso el monto de los recursos disponibles de conformidad con el Plan Macroeco-
nómico y el Marco Fiscal de Mediano Plazo del Gobierno Nacional.

Parágrafo 1°. El presente Plan contempla inversiones por dos billones ciento cuarenta 
y cuatro millardos ($2.144 millardos), con cargo al Presupuesto General de la Nación, que 
en la actualidad no cuentan con espacio fiscal; las cuales solo podrán ser incorporadas en 
el Presupuesto General de la Nación, en la medida en que se generen ingresos superiores a 
los proyectados o se efectúen sustituciones por priorización en los gastos de inversión.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional presentó a consideración un Plan que contem-
pla un monto de $72,6 billones de 2006 para el Sistema General de Participaciones para 
el período 2007-2010, lo que es consistente con el proyecto de Acto Legislativo 011 
Senado, 169 Cámara, en trámite en el Congreso de la República. Las modificaciones a 
este proyecto que impliquen un cambio en los recursos asignados al Sistema General de 
Participaciones aumentarán o reducirán, según el caso, el monto plurianual de las de-
más inversiones del Plan financiadas con aportes del Presupuesto General de la Nación 
para compensar dicho cambio, de manera que este no genere ninguna modificación en 
el monto de inversiones del Plan.

CAPITULO IV
Mecanismos para la ejecución del Plan

SECCIÓN I
Disposiciones generales

Artículo 9°. Sistemas de información. Con carácter obligatorio, los órganos públicos 
de todo orden y los particulares que ejecuten recursos públicos darán cumplimiento a 
los términos, medios, características y condiciones de la información requerida para la 
evaluación del desempeño institucional así como del grado de avance y cumplimiento de 
objetivos de los distintos programas y proyectos del presente Plan Nacional de Desarrollo, 
que para tal efecto establezca el Gobierno Nacional.

Su cumplimiento constituirá condición obligatoria para acceder a los mecanismos o 
instrumentos financieros que defina el Gobierno Nacional para financiar o cofinanciar 
programas de inversión y de saneamiento de pasivos de las entidades que componen los 
distintos sectores.

Constituirá falta disciplinaria grave, del Director o autoridad de la respectiva entidad 
o ente nacional o territorial, el incumplimiento de los términos y condiciones de la infor-
mación solicitada.

Sin perjuicio de lo anterior, en lo relacionado con el Sistema de Seguridad Social en 
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Salud, el incumplimiento, por parte de las entidades obligadas a reportar la información, 
dará lugar a las medidas previstas en el artículo 2° de la Ley 1122 de 2007 y las normas que 
la modifiquen o adicionen.

Artículo 10. Apoyos económicos. Para todos los efectos, se entiende que los apoyos 
económicos directos o indirectos, así como los incentivos, constituyen una ayuda que 
ofrece el Estado sin contraprestación alguna por parte del beneficiario y se otorgan de 
manera selectiva y temporal en el marco de una política pública. Es potestad del Gobier-
no Nacional establecer el sector beneficiario y el valor del apoyo o incentivo económico, 
así como determinar, los requisitos y condiciones que sean del caso. Por consiguiente, 
sólo se considerará beneficiario y titular del derecho al apoyo o incentivo quien haya sido 
seleccionado mediante acto administrativo en firme por haber cumplido los requisitos y 
condiciones establecidos por el Gobierno para tal efecto.

Parágrafo. Mientras ello no ocurra los potenciales beneficiarios solo tendrán meras 
expectativas y NO derechos adquiridos.

SECCIÓN II
Justicia y seguridad

Artículo 11. Atención a la población desplazada por la violencia. Para continuar 
cumpliendo con la Sentencia T-025 de 2004 proferida por la Corte Constitucional, las en-
tidades responsables de la atención integral a la población desplazada por la violencia del 
orden nacional, departamental, municipal y distrital, de que trata el artículo 19 de la Ley 
387 de 1997, darán prioridad en la ejecución de sus respectivos presupuestos, a la atención 
de la población desplazada por la violencia.

Los gobernadores y alcaldes deben reportar mensualmente al Ministerio del Interior 
y de Justicia, la ejecución de las apropiaciones específicas del presupuesto de cada entidad 
territorial destinadas a la prevención y atención del desplazamiento forzado, de acuerdo 
con los procedimientos y características que para tal fin establezca dicho Ministerio.

Las entidades del orden nacional deben reportar al Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico y al Departamento Nacional de Planeación, en la oportunidad y condiciones que estos 
establezcan, la información relacionada con la ejecución presupuestal de estos recursos.

Esta información debe remitirse al Consejo Nacional de Atención Integral a la Pobla-
ción Desplazada por la Violencia, para que por su conducto se informe a la Corte Consti-
tucional sobre el cumplimiento de la Sentencia T-025 de 2004.

El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo constituirá falta grave.
Artículo 12. Registro Único[sic] Población Desplazada por la Violencia. El Gobier-

no Nacional, a través de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional- Acción Social, efectuará las acciones tendientes a mejorar la calidad 
del Registro Único[sic] de Población Desplazada, según la información que provean 
las entidades del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada, 
para lo cual tendrá un término de un (1) año y tendrá la obligación de mantener 
actualizado el registro.

Sin perjuicio de lo anterior, corresponde a los miembros de las familias en situación de 
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desplazamiento suministrar la información necesaria para su caracterización o actualización 
en el registro. La inclusión y actualización en el registro es indispensable para acceder a los 
programas definidos para la atención de la población desplazada.

Lo anterior, sin perjuicio de la vigilancia que sobre el cumplimiento de tal función 
deben ejercer la Defensoría del Pueblo.

Artículo 13. Adiciónese el artículo 12 de la Ley 793 de 2002 y el artículo 54 de la Ley 
975 de 2005, con los siguientes parágrafos.

Parágrafo 1°. Sin perjuicio de las causales de inexistencia del acto o contrato a que se 
refiere el artículo 898 del Código de Comercio, la administradora de bienes incautados, 
o con extinción de dominio o comiso, o entregados para la reparación de las víctimas, 
podrá ordenar su enajenación o disposición cuando su naturaleza, uso o destino amenace 
deterioro o se imposibilite su administración.

Parágrafo 2°. La Dirección Nacional de Estupefacientes, con cargo a los recursos del 
Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha Contra el Crimen Organizado, 
Frisco, y la Agencia presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Ac-
ción Social, con cargo a los recursos del Fondo para la Reparación de las Víctimas, podrán 
efectuar los gastos que sean necesarios para la protección, administración, conservación y 
mantenimiento de los bienes a su cargo.

Parágrafo 3°. El pago de las obligaciones tributarias relacionadas con los bienes que 
administre la Dirección Nacional de Estupefacientes y Acción Social-Fondo para la Re-
paración de las Víctimas, que sean improductivos por no generar ingresos en razón a su 
situación o estado, se suspenderá hasta cuando ocurra alguno de los siguientes eventos:
a)	 La enajenación del bien o la generación de ingresos suficientes por razón de su uso;
b)	 La devolución al propietario en virtud de decisión judicial definitiva, en el caso de la 

Dirección Nacional de Estupefacientes.
En los eventos previstos en los dos anteriores literales, una vez cese la suspensión, el con-

tribuyente deberá sufragar el importe de los tributos no pagados durante la suspensión.
En todo caso, tal pago será condición necesaria para la devolución del bien al propie-

tario en el caso previsto en el literal b).
La suspensión del pago de tributos, de que aquí se trata, no impedirá la enajenación 

de los bienes.
Parágrafo 4°. La enajenación de los bienes sujetos a registro, se efectuará mediante 

acto administrativo el cual una vez inscrito en la oficina correspondiente constituirá título 
traslaticio de dominio suficiente.

Artículo 14. Extinción de dominio. Efectos. En el evento en el que el operador judicial 
ordene la extinción de dominio a favor del patrimonio o del total de las acciones, cuotas o 
derechos que representen el capital de una sociedad, es entendido que tal acto comprende 
la extinción de sus bienes. Las deudas a cargo de la sociedad serán canceladas con el pro-
ducto de la venta de dichos bienes.

Incautado un bien o una sociedad con propósito de extinción de dominio, todo 
contrato realizado sobre él, o sobre ella, se considera objeto ilícito salvo demostración 
en contrario.

En consecuencia, la Dirección Nacional de Estupefacientes, recibido el bien o la so-
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ciedad, deberá en un plazo de 6 meses, revisar los negocios jurídicos que versen sobre la 
tenencia de bienes muebles e inmuebles que deba administrar. Efectuada la revisión, me-
diante la decisión motivada, podrá darlos por terminados unilateralmente cuando haya 
encontrado que en su celebración se vulneraron la Constitución o la ley, o cuando deba 
aplicarse lo dispuesto sobre el objeto ilícito de conformidad con el artículo 14 de la pre-
sente ley. Para estos efectos, deberá surtirse el procedimiento administrativo previsto en 
el Código Contencioso Administrativo, con audiencia de la persona con quien se celebró 
el negocio jurídico.

Artículo 15. Transferencia a entidades estatales de bienes administrados por la Direc-
ción Nacional de Estupefacientes. Los bienes materia de extinción de dominio definitiva 
que administre la Dirección Nacional de Estupefacientes y sean materia de enajenación a 
entidades públicas, se entregarán por la Dirección libres de toda clase de gravámenes, limita-
ciones y afectaciones al derecho de dominio, ocupación, posesión o cualquier forma de per-
turbación de la propiedad. La DNE convendrá con la entidad adjudicataria, las autoridades 
tributarias y las empresas de servicios públicos la forma de pago y los pasivos causados.

Artículo 16. Capacitación y acompañamiento a Gobernadores y Alcaldes en materia 
de atención a la población desplazada. De la capacitación y acompañamiento a Gober-
nadores y Alcaldes en materia de atención a la población desplazada el Gobierno Nacio-
nal a través del Ministerio del Interior y de Justicia, en coordinación con Acción Social. 
Implementará un programa de capacitación y acompañamiento en materia de derechos 
de la población desplazada y su inclusión en los planes Gobierno y Desarrollo dirigido a 
Gobernadores, Alcaldes, Asambleas y Concejos de todo el territorio nacional.

De igual forma el Ministerio del Interior fortalecerá los mecanismos para que se con-
formen los Comités Municipales, Departamentales, y Distritales y formulen e implemen-
ten los Planes Integrales Únicos[sic], PIU, y así mismo implementen los indicadores de 
goce efectivo de derechos diseñados por Acción Social. El Ministerio del Interior insistirá 
en la obligatoriedad del cumplimiento de los mandatos legales y judiciales en materia de 
atención a la población desplazada.

Artículo 17. Transferencia oferta a demanda. Teniendo en cuenta la necesidad ur-
gente de llegar a la cobertura universal en salud y que hoy faltan 7,5 millones de personas 
por afiliarse al Régimen Subsidiado en niveles 1, 2 y 3 del Sisbén y de acuerdo al compro-
miso nacional y a la Ley 1122 de enero 9 de 2007, adiciónase al literal a) del numeral 1 del 
artículo 214 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 11 de la Ley 1122 de 2007 el 
siguiente inciso:

Los recursos de transformación de oferta a demanda del Sistema General de Partici-
pación en salud se utilizarán en aumento de la cobertura hasta que se alcance la cobertura 
universal planteada en la Ley 1122 de enero 9 de 2007. Este inciso rige para los años 2007, 
2008, 2009.

Artículo 18. Riesgos profesionales y protección al cesante. En términos de riesgos 
profesionales y protección al cesante, se aumentará la afiliación al sistema de riesgos pro-
fesionales y al número de empresas afiliadas a dicho sistema, al tiempo que se buscará 
aumentar la cobertura, en afiliación a pensiones. El Ministerio de la Protección Social 
podrá reglamentar la afiliación de grupos especiales como las Madres Comunitarias del 
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Programa de Hogares Comunitarios del ICBF.
Artículo 19. Acceso al Fondo de Solidaridad Pensional. Las personas con discapacidad 

cuya edad se ajuste a la que defina la regulación del Ministerio de la Protección Social y que 
podrá ser menor de 50 años, clasificadas en los niveles I y II de Sisbén, calificadas con un por-
centaje superior al 50% de conformidad con el Manual de Calificación de Invalidez, podrán 
acceder a los beneficios de la Subcuenta de Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, 
siempre y cuando cumplan con los demás requisitos establecidos en la normatividad vigente.

Podrán ser beneficiarios de los subsidios para el aporte en pensión financiados con los 
recursos de la Subcuenta de Solidaridad las personas con discapacidad, clasificadas en los 
niveles I y II del Sisbén, siempre y cuando hayan cotizado al Sistema General de Pensiones 
mínimo 500 semanas o su equivalente en tiempo de servicio.

SECCIÓN III
Desarrollo rural sostenible

Artículo 20. Cesión de participaciones sociales por parte del Ministerio de Agricul-
tura y Desarrollo Rural. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural trasladará a los 
entes territoriales que previamente manifiesten el interés de adquirirlas, las participacio-
nes sociales que tiene en los Fondos Ganaderos, Centrales de Abastos y Empresas del 
Fondo Emprender. Si esto no fuera posible y los estudios de mercado así lo aconsejen, 
deberá surtir los trámites de que tratan los artículos 11 de la Ley 226 de 1995 y 4° de la 
Ley 363 de 1997. Una vez agotado este trámite, si no se enajena la propiedad, el Ministerio 
debe trasladar, en un término de seis (6) meses contados a partir del procedimiento antes 
citado, la propiedad de su participación social a la entidad estatal que gestione los activos 
improductivos del Estado o promover su liquidación, si a ello hubiere lugar.

Artículo 21. Fondo Agropecuario de Garantías, FAG. Finagro continuará administran-
do el Fondo Agropecuario de Garantías, FAG, como fondo especializado para garantizar los 
créditos que se otorguen dentro del Sistema Nacional de Crédito Agropecuario y Rural.

Artículo 22. El artículo 24 de la Ley 101 de 1993 quedará así:
“Artículo 24. Asignación del Incentivo a la Capitalización Rural. El Incentivo a la Ca-

pitalización Rural será asignado u otorgado en cada caso por el Fondo para el Finan-
ciamiento del Sector Agropecuario, Finagro, a través de los intermediarios financieros, 
instituciones fiduciarias o cooperativas, promoviendo su democratización con el fin de 
garantizar el acceso de los pequeños productores. El beneficiario sólo podrá hacer efectivo 
el incentivo en las condiciones previstas en el documento expedido por Finagro, para lo 
cual este podrá realizar cuando a ello hubiere lugar y según lo dispuesto en este docu-
mento, evaluación, verificación de campo y seguimiento de control del plan de inversión 
realizado por Finagro o por el intermediario. El beneficiario perderá el incentivo si han 
sido insatisfactorias la evaluación, verificación de campo y seguimiento y control del plan 
de inversión, realizados por el intermediario o por Finagro.

Parágrafo. Cuando se presenten, en igualdad de condiciones, inscripciones para la 
elegibilidad de proyectos productivos que aspiren a recibir recursos del Incentivo a la 
Capitalización Rural, tendrán prelación aquellos que sean presentados por asociaciones 
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de productores organizadas bajo cualquiera de las modalidades reguladas por las normas 
de la economía solidaria, o las cadenas productivas, o por alianzas estratégicas o que estén 
ubicados en aquellos departamentos con mayor porcentaje de población con NBI, confor-
me a la definición del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural”.

Artículo 23. Fondo de Capital de Riesgo. Adiciónese el siguiente texto al parágrafo 1º del 
artículo 10 de la Ley 1133 de abril de 2007: 

De esta manera, se analizarán las responsabilidades con cargo al Fondo para la Reha-
bilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado (Frisco), con el objetivo 
de determinar la existencia de recursos disponibles. En cada Ley Anual de Presupuesto, se 
determinará el monto de recursos a transferir al Fondo de Capital de Riesgo, de acuerdo 
con el monto disponible cada año en el Frisco.

Dentro de los proyectos agroindustriales y de producción de biocombustibles a finan-
ciar por el Fondo de Capital de Riesgo, tendrán prelación para la elegibilidad respectiva, los 
relacionados con el aprovechamiento de nuevos cultivos ubicados en zonas o poblaciones 
vulnerables afectadas por la pobreza, el narcotráfico, la violencia y el desplazamiento forza-
do, siempre y cuando el Gobierno Nacional determine y certifique que dichos cultivos y la 
empresa respectiva se ubicarán en una zona o población afectada por estos fenómenos.

Con el objeto de establecer una política general y constante sobre el desarrollo eco-
nómico y social para los departamentos que conforman la región sur de Colombia y 
a través del desarrollo de un proyecto macroeconómico y social en dicha región, se 
hace necesaria la convocatoria del Consejo de Política Económica y Social (Conpes) 
para que se regule la materia. Este tendrá como objetivo principal la elaboración de un 
documento que se denominará “Desarrollo Agroindustrial Sostenible de la Región Sur 
de Colombia”, el cual tendrá como base la promoción del desarrollo empresarial y el 
crecimiento social de la región, lo que permitirá la inserción de manera satisfactoria, 
articulada y sostenible a los departamentos dentro del sistema económico nacional, te-
niendo en cuenta los lineamientos dados por el Gobierno sobre las políticas de empleo 
y aprovechamiento de los recursos propios de cada región. Con lo anterior, se busca 
reorientar los sectores agroindustriales de cada uno de los departamentos volviéndolos 
competitivos y de alta calidad, y por otro lado, bajar los índices de desempleo y violencia 
que afectan la región.

Artículo 24. El artículo 4º de la Ley 69 de 1993 quedará así:
“Artículo 4°. Seguro Agropecuario. El Gobierno Nacional, a través de la Comisión Na-

cional de Crédito Agropecuario, establecerá el seguro agropecuario de acuerdo con las 
siguientes pautas:
a)	 El cálculo de la prima del seguro agropecuario se realizará teniendo en cuenta los ma-

pas de riesgo agropecuario (probabilidad de ocurrencia o recurrencia de los eventos 
y vulnerabilidad de los cultivos), los cálculos actuariales y los estudios técnicos que se 
elaboren para el efecto;

b)	 El seguro será puesto en práctica de forma progresiva, según producciones, regiones 
y riesgos;

c)	 El seguro agropecuario contemplará deducibles en función de la modalidad del seguro, la 
clase de producción y los riesgos asegurados, los cuales serán asumidos obligatoriamente 
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por el asegurado;
d)	 La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario podrá señalar los eventos en los cua-

les los créditos al sector agropecuario deban contemplar la cobertura del seguro agro-
pecuario;

e)	 El seguro cubrirá el total de las inversiones por unidad de producción financiadas con 
recursos de crédito o con recursos propios del productor en actividades agropecuarias.
Lo anterior, sin perjuicio de los deducibles que la ley admita y que la Superintendencia 

Financiera avale.
Parágrafo. El Gobierno Nacional establecerá las normas para que las entidades asegu-

radoras realicen las funciones de suscripción y cobertura de los riesgos contemplados en 
la ley en el término de seis meses”.

Artículo 25. El inciso 1° del artículo 63 de la Ley 788 de 2002 quedará así:
“Establézcase una contribución cafetera, a cargo de los productores de café, destinada 

al Fondo Nacional del Café, con el propósito prioritario de mantener el ingreso cafetero de 
acuerdo a los objetivos previstos que dieron origen al citado Fondo. Cuando el precio re-
presentativo del café suave colombiano supere los 0.60 centavos de dólar por libra expor-
tada (US$0.60), la contribución máxima será de 6 centavos de dólar por libra (US$0.06) 
de café suave colombiano que se exporte. En ningún caso la contribución será inferior a 2 
ctvs de dólar por libra (US$0.02) de café que se exporte.

Artículo 26. Modifícanse los artículos 20 y 21 de la Ley 160 de 1994 los cuales se inte-
gran en adelante en un solo artículo con el siguiente texto:

“Establézcase un Subsidio Integral de Reforma Agraria, con cargo al presupuesto del 
Incoder, que podrá cubrir hasta el 100% del valor de la tierra y de los requerimientos 
financieros del proyecto productivo agropecuario necesario para su aprovechamiento, se-
gún las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios. Este subsidio será equivalente al 
valor de la Unidad Agrícola Familiar (UAF) y será otorgado, por una sola vez, con arreglo 
a las políticas que señale el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y a los criterios de 
elegibilidad y de calificación que, para el efecto, determine el Gobierno Nacional.

El subsidio integral para la adquisición de tierras a que se refiere este artículo 
será administrado por el Incoder, ya sea directamente o mediante la celebración de 
contratos de encargo fiduciario o de fiducia pública, y será asignado, a través de pro-
cedimientos de libre concurrencia, por convocatorias abiertas que se llevarán a cabo 
al menos una vez al año. Los aspirantes a obtener el subsidio integral deben identificar 
previamente el predio a adquirir y presentar la correspondiente solicitud, acompa-
ñada de la descripción del proyecto productivo agropecuario. El Incoder tendrá a su 
cargo la difusión de los respectivos reglamentos y asesorará, directamente o a través 
de terceros debidamente autorizados, a los campesinos individualmente, a sus orga-
nizaciones y a las entidades privadas en la identificación y adecuada formulación de 
los proyectos productivos.

Parágrafo. Las entidades territoriales, las organizaciones campesinas, las entidades sin 
ánimo de lucro, las asociaciones mutuales, los gremios agropecuarios y demás organismos 
que sean autorizados por el reglamento, podrán presentar solicitudes de subsidio a nom-
bre de los beneficiarios, siempre que hayan recibido de ellos la representación cuando se 
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trate de adquisiciones en grupo, de alianzas productivas, de proyectos colectivos de interés 
regional o de integración de cooperativas de producción y podrán aportar recursos propios 
para la cofinanciación del subsidio.

Artículo 27. El artículo 31 de la Ley 160 de 1994 quedará así:
“Artículo 31. El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, podrá adquirir 

mediante negociación directa o decretar la expropiación de predios, mejoras rurales y 
servidumbres de propiedad privada o que hagan parte del patrimonio de entidades de 
derecho público, con el objeto de dar cumplimiento a los fines de interés social y utilidad 
pública definidos en esta ley, únicamente en los siguientes casos:
a)	 Para las comunidades indígenas, afrocolombianas y demás minorías étnicas que no las 

posean, o cuando la superficie donde estuviesen establecidas fuere insuficiente;
b)	 Para dotar de tierras a los campesinos habitantes de regiones afectadas por calamida-

des públicas naturales sobrevivientes;
c)	 Para beneficiar a los campesinos, personas o entidades respecto de las cuales el Go-

bierno Nacional establezca programas especiales de dotación de tierras o zonas de 
manejo especial o que sean de interés ecológico.
Parágrafo. Cuando se trate de la negociación directa de predios para los fines previstos 

en este artículo, así como de su eventual expropiación, el Incoder se sujetará al procedi-
miento establecido en esta ley”.

Artículo 28. Cuota de Fomento para la Agroindustria de la Palma de Aceite. La Cuo-
ta de Fomento para la Agroindustria de la Palma de Aceite será de 1,5% del precio de cada 
kilogramo de palmiste y de aceite crudo de palma extraídos.

Parágrafo. El presente artículo se ceñirá estrictamente a lo previsto en la Ley 138 de 
1994 del Fomento Palmicultor a cargo del gremio.

Artículo 29. Unidad Agrícola Empresarial. Constitúyase la Unidad Agrícola Empre-
sarial, como un área de tierra a titular en zonas de baldíos, a las personas naturales o jurí-
dicas que demuestren ante el Ministerio de Agricultura, la necesidad de dicha tierra para 
desarrollar en ella un proyecto que genere riqueza, empleo o protección medioambiental 
en la región, siempre y cuando se hayan adquirido previamente las mejoras y demás bie-
nes a los actuales poseedores.

Artículo 30. Excedentes financieros de las acciones públicas de Finagro y del Ban-
co Agrario. Por el término de cuatro (4) años, a partir del ejercicio con corte al 31 
de diciembre de 2007, el ciento por ciento (100%) de las utilidades netas que en cada 
ejercicio liquide el fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario, Finagro, 
y correspondan a las participaciones del capital de los accionistas públicos; así como 
ciento por ciento (100%) de los excedentes financieros que correspondan a la Nación 
con ocasión de las utilidades netas generadas por el Banco Agrario al momento de su 
distribución a los socios públicos, se destinarán a inversiones en el sector agropecua-
rio priorizando para tal efecto la destinación de recursos al fortalecimiento del Fondo 
Agropecuario de Garantías, FAG, a la modernización de las actividades financieras del 
Banco Agrario, creación y puesta en marcha de nuevas sucursales bancarias o no banca-
rias, formulación, desarrollo e implementación de apoyos directos compensatorios para 
los productores agropecuarios por las pérdidas sufridas con ocasión de las variaciones 
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climáticas acentuadas, reestructuración de la cartera morosa de productores primarios, 
y afianzamiento de los Programas de Banca de Oportunidades y Microcréditos Rurales 
y para atender ICR y CIF.

SECCIÓN IV
Desarrollo social

Artículo 31. Instrumentos para la superación de la pobreza. Las acciones del Sistema 
de Protección Social definido por la Ley 789 de 2002, diferentes a las contempladas en 
el Sistema de Seguridad Social Integral y la Formación para el Trabajo, se organizarán 
en el Sistema de Promoción Social, que incluye la Red para la Superación de la Pobreza 
Extrema y el Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El sistema comprende las acciones 
del Estado en sus diferentes niveles de Gobierno, la sociedad, la familia y los ciudadanos, 
así como las instituciones y los recursos dirigidos a la superación de la privación y a la 
expansión de las oportunidades de los grupos poblacionales pobres y vulnerables, en un 
marco de corresponsabilidad.

Para la oportuna y adecuada ejecución de los recursos que se asignen a la Red para la 
Superación de la Pobreza Extrema, a los órganos públicos que la conforman, les corres-
ponde armonizar su actividad administrativa y financiera, con el fin de que sus programas 
y recursos se orienten al acceso preferente de la población en extrema pobreza. Para tal 
efecto, se fortalecerá el Sistema Nacional de Cooperación Internacional (SNCI), como 
instancia encargada de coordinar las acciones de cooperación internacional; y las entida-
des suscribirán convenios con la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Coope-
ración Internacional-Acción Social, ajustarán los sistemas de información y remitirán al 
Departamento Nacional de Planeación, en los términos y condiciones que este señale, los 
avances de las metas físicas y financieras de tales programas. El Departamento Nacional 
de Planeación podrá establecer de conformidad con el Estatuto Orgánico del Presupuesto 
los mecanismos presupuestales y de gestión para que la asignación del gasto garantice el 
cumplimiento de las metas en función de las necesidades de la red durante cada vigencia.

El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Educación Nacional, articulará los ni-
veles de educación media y superior, la educación para el trabajo y el desarrollo humano y 
el Sistema Nacional de Formación para el Trabajo, con el objeto de permitir al estudiante 
mejorar su movilidad a lo largo del ciclo educativo y la inserción al mercado laboral. Para el 
efecto, diseñará, reglamentará y evaluará las acciones de regulación, integración, acredita-
ción, pertinencia de la formación, normalización y certificación de competencias laborales. 
Igualmente, el Gobierno Nacional, para fortalecer la incorporación de la dimensión étnica 
en la atención y superación de la pobreza, creará grupos especiales de gestión para la pobla-
ción afrocolombiana en dependencias como el Departamento Nacional de Planeación y la 
Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, entre otras.

Artículo 32. Evaluación de Directores o Gerentes de Instituciones Públicas Prestado-
ras de Servicio de Salud. Las Juntas Directivas de las Instituciones Públicas Prestadoras 
de Servicios de Salud deben definir y evaluar el Plan de Gestión para ser ejecutado por el 
Director o Gerente durante el período para el cual fue designado. Dicho Plan contendrá 
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entre otras las metas de gestión y resultados relacionados con la viabilidad financiera, 
la calidad y eficiencia en la prestación de los servicios y las metas y compromisos incluidos 
en convenios suscritos con la Nación o la entidad territorial si los hubiere. La evaluación 
insatisfactoria de dichos planes será causal de retiro del servicio del Director o Gerente 
para lo cual la Junta Directiva deberá solicitar al nominador y con carácter obligatorio 
para este la remoción del Gerente o Director aun sin terminar su período. La designación 
de un nuevo Gerente o Director se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 28 de la 
Ley 1122 de 2007, para el tiempo faltante conforme a los períodos institucionales fijados 
en dicho archivo.

Artículo 33. Organización de redes. Con el fin de mejorar la prestación de los servi-
cios de salud, las entidades territoriales que no han consolidado los procesos de organi-
zación de redes para el logro de los propósitos señalados en el artículo 54 de la Ley 715 
de 2001, y para garantizar la sostenibilidad financiera de las instituciones públicas y de la 
red, tendrán un plazo máximo de un año, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley, para viabilizar y adoptar el Plan de Organización de la Red de Prestadores de 
Servicios de Salud previo concepto del Ministerio de la Protección Social y del Departa-
mento Nacional de Planeación.

Para el efecto, el Gobierno Nacional continuará con el Programa de Reorganiza-
ción, Rediseño y Modernización de Redes de Prestación de Servicios de Salud, siem-
pre y cuando la evaluación del mismo sea satisfactoria y los ajustes propuestos estén 
orientados a la modernización y reorganización efectiva de las redes. Igualmente las 
instituciones financieras podrán conceder créditos a las entidades territoriales y a las 
empresas sociales del Estado, en condiciones favorables, las cuales se mantendrán siem-
pre y cuando los beneficiarios cumplan con los indicadores de seguimiento y evaluación 
establecidos en el programa.

Artículo 34. Asignación de recursos a las universidades públicas. Las instituciones de 
educación superior contarán con un período de dos años de transición para que puedan 
efectuar los respectivos ajustes institucionales en sus estructuras financieras y de costos.

Artículo 35. Reforzamiento estructural IPS públicas. Amplíase por cuatro años más 
el plazo para las acciones de reforzamiento estructural señalado en el parágrafo 2° del 
artículo 54 de la Ley 715 de 2001.

Artículo 36. Ajuste de las Instituciones Públicas Prestadoras de Servicios de Salud. 
Las Instituciones Públicas Prestadoras de Servicios de Salud que a 31 de diciembre de 
2006 no demuestren condiciones de sostenibilidad financiera entre los gastos comprome-
tidos y los ingresos recaudados, deben desarrollar las acciones necesarias para garantizar 
su equilibrio financiero.

Lo anterior deberá realizarse en un proceso de transición que garantice su sostenibi-
lidad de acuerdo con las condiciones, plazo, criterios, procedimientos e incentivos que 
establezca el Gobierno Nacional.

Lo anterior sin perjuicio de lo establecido en los convenios suscritos en el marco del 
Programa de Reorganización, Rediseño y Modernización de Redes.

Artículo 37. Saneamiento de deudas. Las deudas vigentes con personal docente y 
administrativo, por concepto de salarios y prestaciones sociales financiados con recursos 
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del situado fiscal y/o del Sistema General de Participaciones, podrán ser pagadas por las 
Entidades Territoriales, siempre y cuando estén debidamente soportadas, y certificadas 
por el Ministerio de Educación Nacional.

La Nación, a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, subsidiariamente, 
concurrirá con recursos adicionales para cubrir el monto que resulte del cruce de cuentas 
entre las deudas de las entidades territoriales y la Nación. En caso de no ser posible efec-
tuar el cruce de cuentas, o, si después de efectuado, resulta un saldo a favor de la entidad 
territorial, el Gobierno Nacional podrá celebrar acuerdos de pago con estas, en las dos 
vigencias fiscales subsiguientes.

Autorícese a la Nación para efectuar cruce de cuentas y para celebrar las operaciones 
de crédito público que sean necesarias para el cumplimiento de este artículo.

Artículo 38. Saneamiento del Pasivo Pensional de las Universidades Estatales del 
Orden Nacional. La Nación y las universidades estatales del orden nacional concurrirán 
al saneamiento del pasivo pensional de dichas entidades en los términos establecidos en el 
artículo 131 de la Ley 100 de 1993. Las sumas que se hayan transferido por parte de la Na-
ción con las cuales haya sido atendido pasivo pensional de dichas universidades a partir 
de la fecha de corte prevista en el artículo 131 de la Ley 100 de 1993, se tendrán en cuenta 
como pago parcial de la concurrencia a cargo de la Nación de acuerdo con la reglamenta-
ción que para el efecto se establezca.

Parágrafo. La concurrencia prevista en el artículo 131 de la Ley 100 de 1993 respecto 
de las universidades territoriales se aplicará también en aquellos eventos en los cuales el 
pasivo pensional se encuentre a cargo de las cajas de previsión territoriales o quienes la 
hubieran sustituido.

Artículo 39. Normalización de Pasivos Pensionales. Los mecanismos de normaliza-
ción de pasivos pensionales previstos en las Leyes 550 de 1999 y 1116 de 2006 y desarrolla-
dos por el Gobierno Nacional mediante decretos reglamentarios, podrán ser implementa-
dos de manera voluntaria por todos los empleadores públicos y privados que tengan a su 
cargo pasivos pensionales.

Artículo 40. Vinculación laboral por períodos inferiores a un mes. Los trabajadores 
clasificados en los niveles 1 y 2 del Sisbén, cuya vinculación laboral se pacte con una per-
sona natural por días o por períodos inferiores a un mes, sólo estarán obligados a afiliarse 
y a cotizar al Sistema de la Protección Social, de acuerdo con las siguientes reglas:

Afiliación: La afiliación se surtirá a través del Formulario Único[sic] de Afiliación 
Electrónica que para el efecto diseñe y ponga en operación el Gobierno Nacional, en el 
cual, además de los datos generales del aportante y del trabajador se deberá incluir con 
precisión las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales se prestará el servicio 
y la afiliación obligatoria al Sistema General de Seguridad Social en Salud, y a un Sistema 
de Ahorro Programado.
1.	 Ingreso Base de Cotización: El pago de la cotización se realizará sobre el ingreso per-

cibido por el trabajador, correspondiente al número de días por el que se le hubiere 
contratado, y que no podrá ser inferior a un salario mínimo legal diario.

2.	 Pago del aporte: El pago de los aportes sólo podrá realizarse mediante el procedimien-
to establecido por el Gobierno Nacional, para la Planilla Integrada de Liquidación de 



Ley 1151 de 2007
663

Aportes. La cotización para todos los subsistemas se harán mes anticipado, utilizando 
para ello las mismas fechas establecidas para el pago de aportes parafiscales asociados 
a la nómina.

3.	 Informes de novedades: Las novedades que afecten la afiliación se registrarán también 
de manera electrónica y solo producirán efectos a partir del mes siguiente a aquel en 
que se hubieren registrado.

4.	 Valor de aportes: Los aportes se realizarán para cada subsistema de la Protección So-
cial, por parte del empleador, sin que ello implique contribución del trabajador, así:

	 Sistema General de Seguridad Social en Salud: El trabajador podrá seleccionar libre-
mente si se afilia al Régimen Contributivo de Salud o al Régimen Subsidiado. En el 
primer evento, deberá junto con su empleador realizar los aportes señalados en la ley 
para este régimen, cuyo ingreso base de cotización no podrá ser inferior a un salario 
mínimo legal mensual. Si opta por afiliarse al Régimen Subsidiado, en el cual contará 
con prioridad, el aporte será realizado, así:
a)	 Exclusivamente por el empleador, y equivaldrá al 8,5% del ingreso base de cotiza-

ción, que no podrá ser inferior a un salario mínimo legal diario, con destino a la 
Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga;

b)	 Ahorro programado: El empleador deberá efectuar un aporte equivalente al 12% 
del ingreso del trabajador, que no podrá ser inferior a un salario mínimo legal dia-
rio. Las Administradoras de Fondos de Cesantías están facultadas para administrar 
el fondo de ahorro programado obligatorio de que trata el presente artículo, cons-
tituido por las cuentas individuales de los trabajadores, que contarán con el mismo 
Régimen Tributario otorgado a los Fondos de Pensiones. El Gobierno Nacional 
definirá los mecanismos de afiliación al ahorro programado las características de 
las cuentas las causas, forma y periodicidad en las que se podrán realizar retiros, 
junto con los otros aspectos que se estimen necesarios.

Artículo 41. Bonificación de Docentes. De acuerdo con el artículo 26 de la Ley 715 de 
2001, el Gobierno Nacional establecerá una partida anual del Presupuesto para el pago de 
la bonificación para los docentes y directivos docentes pensionados que se retiren volun-
tariamente del servicio. El Gobierno Nacional reglamentará lo pertinente.

Artículo 42. Hospital Universitario-Universidad Nacional. En los presupuestos de 
las vigencias fiscales del 2008-2010 del Ministerio de Educación Nacional, se incluirán los 
recursos para el Hospital Universitario de la Universidad Nacional.

Artículo 43. Planes de Desarrollo Departamental y Municipal. Con el fin de fortale-
cer la planeación educativa en las regiones, los departamentos, distritos y municipios arti-
cularán y armonizarán sus Planes de Desarrollo en materia educativa, con lo dispuesto en 
el Plan Decenal de Educación 2006-2015 y en el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010.

El Gobierno Nacional apoyará la gestión para el logro de las metas que se adopten en 
el Plan Decenal de Educación 2006-2015 e incorporará en el presupuesto partidas que 
apunten a tal finalidad de acuerdo con la disponibilidad presupuestal.

Artículo 44. Adiciónese un nuevo parágrafo a los artículos 16 y 20 de la Ley 1122 de 
enero 9 de 2007 que dice así:

Parágrafo 2°. Las fundaciones sin ánimo de lucro que prestaron servicios como parte 
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de la red hospitalaria pública, antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, podrán 
tener las mismas consideraciones contempladas en el presente artículo. El Gobierno Na-
cional reglamentará la materia.

Artículo 45. Saneamiento de Cartera. Los municipios y departamentos que hayan 
realizado ahorros en el Fondo Nacional de Ahorro y Estabilización Petrolera, FAEP, de 
que trata la Ley 209 de 1995, podrán disponer, por una sola vez, de los saldos ahorrados a 
la fecha de expedición de la presente ley, con el fin de destinarlos exclusivamente:
a)	 Al pago de las deudas contraídas antes del 31 de diciembre de 2005, originadas en las 

deudas de las entidades territoriales con las Instituciones Prestadoras de Servicios de 
Salud, IPS, por concepto de la atención de la población pobre en lo no cubierto con 
subsidios a la demanda, debidamente registradas contablemente en los estados finan-
cieros de las IPS a diciembre de 2006;

b)	 Al pago de las deudas contraídas antes del 31 de diciembre de 2004 con las Adminis-
tradoras del Régimen Subsidiado, ARS (hoy EPS del régimen subsidiado) siempre y 
cuando tales obligaciones estén asociadas a deudas con las IPS a la misma fecha de 
corte y se encuentren debidamente registradas en los estados financieros de dichas en-
tidades a 31 de diciembre de 2005. Las entidades encargadas de los giros de las fuentes 
de recursos aquí señaladas podrán realizarlos directamente a las IPS de acuerdo con el 
procedimiento que establezca el Gobierno Nacional.
Con la misma finalidad del literal a) del presente artículo, el Gobierno Nacional podrá 

disponer, por una sola vez, de los saldos ahorrados a la fecha de expedición de la presente 
ley por el Fondo Nacional de Regalías en el Fondo de Ahorro y Estabilización Petrolera, 
FAEP, de que trata la Ley 209 de 2005, para asignarlos a los municipios y departamentos 
que no tengan ahorros en el FAEP.

Los recursos de que trata el artículo 43 de la Ley 1122 de 2007, distribuidos a las en-
tidades territoriales de acuerdo con los criterios que fije el Gobierno Nacional, podrán 
destinarse a las mismas finalidades de que trata el literal a) del presente artículo.

En todo caso, los recursos señalados en el presente artículo serán asignados teniendo 
en cuenta los criterios de subsidiaridad, priorización, verificación, soporte, conciliación y 
giro que establezca el Gobierno Nacional.

Parágrafo 1°. Los recursos de que trata el presente artículo, que deban ser incorpora-
dos en el Presupuesto General de la Nación, no podrán incrementar las metas del Marco 
de Gasto de Mediano Plazo definidas para los demás programas y proyectos requeridos 
para el logro de los objetivos de la presente ley.

Parágrafo 2°. En todo caso, los recursos de que trata el presente artículo se utilizarán, 
una vez las entidades territoriales hayan adoptado los mecanismos de saneamiento de 
Cartera, en los términos y condiciones definidos por el Conpes.

Artículo 46. Calificación de Invalidez. En desarrollo de lo establecido en el artículo 
41de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, el Minis-
terio de la Protección Social diseñará, organizará, unificará y pondrá en funcionamiento 
el procedimiento y los mecanismos técnicos y la forma en la cual se llevará a cabo la de-
terminación y calificación de la pérdida de capacidad laboral, la calificación del grado de 
invalidez y el origen de las contingencias en primera oportunidad para entidades que en 
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la actualidad deban adelantar dicha labor, así como la revisión del estado de invalidez, de 
que trata el artículo 41 de la Ley 100 de 1993. Para el efecto reestructurará la o las entida-
des estatales que en la actualidad califican en primera oportunidad.

Artículo 47. Recursos Etesa-Régimen Subsidiado. Los recursos obtenidos como pro-
ducto del monopolio de juegos de suerte y azar y los recursos transferidos por Etesa a las 
entidades territoriales, que no estén asignados por ley a pensiones, funcionamiento e in-
vestigación, a partir de 2009 se destinarán a financiar el régimen subsidiado por lo menos 
en el 25 % o en el porcentaje que a dicha fecha se esté asignando, si este es mayor. Durante 
las vigencias 2007 y 2008, se mantendrá como mínimo, en pesos constantes, el monto de 
estos recursos asignados al régimen subsidiado en la vigencia 2006.

Artículo 48. Metas del Milenio. Las Entidades Territoriales incluirán en sus Planes de 
Desarrollo las metas del milenio a las que se ha comprometido la Nación, así como las accio-
nes concretas que acometan para su consecución dentro de sus respectivas competencias.

SECCIÓN V
Infraestructura y energía sostenible

Transporte
Artículo 49. Recursos Peajes. Los recursos del Instituto Nacional de Vías, recaudados 

por peajes de vías de la red troncal nacional no concesionadas, se invertirán en la rehabi-
litación, conservación y mantenimiento de la vía objeto del peaje y, cuando esta cumpla 
con todos los estándares técnicos requeridos, deben destinarse para rehabilitación, con-
servación y mantenimiento de vías de la red troncal nacional.

Artículo 50. Gestión Vial Departamental. En desarrollo del Programa de Gestión 
Vial Departamental, los departamentos podrán acceder al financiamiento con recursos de 
crédito, a nombre propio y con la garantía de la Nación, cuando a ello hubiere lugar, para 
la gestión de la red vial a su cargo.

En aquellos departamentos donde las alternativas de conectividad sean diferentes al 
modo carretero, los recursos de crédito podrán ser asignados a proyectos en otros modos 
de transporte, siempre y cuando cumplan con los requisitos técnicos bajo los cuales se 
estructure el programa.

Las entidades territoriales accederán a dicho programa conforme a la reglamentación 
del Gobierno Nacional. El Gobierno Nacional garantizará a todos los departamentos el 
acceso a dicho programa en condiciones de equidad, así no posean suficiente capacidad de 
endeudamiento, conforme a la reglamentación que para tal efecto se expida.

Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá financiar la construcción y mantenimiento de 
vías terciarias de los departamentos.

Artículo 51. De la adquisición de inmuebles. El precio de adquisición de los inmue-
bles que requieran la Nación y las entidades territoriales para la ejecución de los proyectos 
de infraestructura vial, previstos en esta ley, y otros de utilidad pública e interés social 
de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 58 de la Ley 388 de 1997, será igual al valor 
comercial determinado preferentemente por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o la 
que cumpla sus funciones, o por las lonjas de Propiedad Raíz, según lo determinado por 



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

666

el Decreto ley 2150 de 1995 y las normas que lo reglamenten.
Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si, transcurridos treinta (30) días 

hábiles después de realizada la oferta de compra, no se ha llegado a un acuerdo para la 
enajenación voluntaria. La indemnización que decrete el juez comprenderá el daño emer-
gente y el lucro cesante. El daño emergente incluirá el valor del inmueble expropiado, para 
el cual el juez tendrá en cuenta el último avalúo catastral del inmueble.

No obstante lo anterior, durante el proceso de expropiación y cuando no se haya dic-
tado sentencia definitiva, será posible que el propietario y la entidad correspondiente lle-
guen a un acuerdo para la enajenación voluntaria, caso en el cual se pondrá fin al proceso. 
En este caso, el precio de adquisición será el valor comercial a que se refiere el primer 
inciso del presente artículo.

Artículo 52. Apoyo a los Sistemas de Transporte Masivo. El Gobierno Nacional con-
tinuará cofinanciando los Sistemas Integrados de Transporte Masivo (SITM) de Bogo-
tá, Cali, Área Metropolitana del Valle de Aburrá, Área Metropolitana de Bucaramanga, 
Área Metropolitana de Centro Occidente, Área Metropolitana de Barranquilla, Cartagena, 
Soacha y Cúcuta, de acuerdo con los compromisos presupuestales previamente adquiridos.

El Gobierno Nacional propenderá, en conjunto con el sector privado, por conseguir 
los recursos para la construcción de los proyectos de infraestructura y analizará las con-
diciones particulares y los esfuerzos fiscales locales que permitan impulsar los Sistemas 
Estratégicos de Transporte Públicos (SETP) de Ibagué, Pasto, Popayán, Neiva, Armenia, 
Santa Marta, Manizales, Montería, Valledupar, Villavicencio, Buenaventura y Sincelejo.

Parágrafo 1°. Teniendo en cuenta el impacto en el desarrollo económico, social, cultu-
ral y urbanístico de los sistemas de transporte masivos en las ciudades donde se desarro-
llan, el Gobierno Nacional podrá ampliar los convenios cofinanciados suscritos con el fin 
de aumentar la cobertura de estos de acuerdo con el Marco Fiscal de Mediano Plazo.

Parágrafo 2°. Los sistemas deben propender por una operación segura, con el menor riesgo 
de accidentes. Para ello los entes gestores deben en conjunto con el Fondo de Prevención Vial 
desarrollar programas que alcancen este objetivo, con su adecuada difusión e información.

Artículo 53. Sistema de Recaudo. Los sistemas de transporte que sean cofinanciados 
con recursos de la Nación adoptarán un sistema de recaudo centralizado que integre los 
subsistemas de transporte complementario y de transporte masivo, utilizando mecanis-
mos que lo permitan y preferiblemente el sistema de pago electrónico.

Para efectos del presente artículo, se entiende como subsistema de transporte comple-
mentario el sistema de transporte público colectivo que atiende la demanda de transporte 
colectivo que no cubre el sistema de transporte masivo. Así mismo, se entiende como re-
caudo centralizado aquel sistema mediante el cual se recaudan los dineros provenientes de 
la tarifa del servicio de transporte en un patrimonio autónomo o en cualquier otro sistema 
de administración de recursos.

Parágrafo 1°. Mediante el sistema de recaudo centralizado el municipio en el cual se 
desarrolle el sistema de transporte podrá captar recursos de la tarifa del subsistema de 
transporte complementario, para la reducción de la sobreoferta de transporte. Dicha so-
breoferta se determinará técnicamente mediante el análisis de la oferta y demanda.

Parágrafo 2°. En ningún caso los operadores o empresas de transporte ni sus vinculados 
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económicos, entendidos como tales los que se encuentren en los supuestos previstos por 
los artículos 450 a 452 del Estatuto Tributario, podrán participar en la administración de los 
recursos recaudados bajo este concepto. La autoridad competente cancelará las habilitacio-
nes correspondientes a las empresas que no se integren al sistema de recaudo centralizado.

Artículo 54. Estudios de Tráfico Atraído. El Gobierno Nacional, a través del Instituto 
Nacional de Vías (Invías), adelantará estudios de tráfico atraído en la red primaria de ca-
rreteras que haga parte de los corredores de integración de los países vecinos.

Artículo 55. Carreteras Democráticas. En términos de infraestructura vial, el Gobier-
no Nacional evaluará la factibilidad técnica, legal y financiera de la implementación de 
ciclorrutas en la red vial nacional, incluyendo en la red concesionada y por concesionar. El 
Gobierno Nacional deberá presentar antes de terminar el presente período de Gobierno, 
un Plan Decenal para la implementación de ciclorrutas.

Artículo 56. Concesión obras de infraestructura. Toda concesión de obras de infraes-
tructura otorgada por la Nación deberá tener previamente establecidos por la Entidad Es-
tatal responsable los siguientes requisitos: información suficiente para garantizar la trans-
parencia y objetividad del contrato de concesión, identificación de riesgos y mecanismos 
precisos para la solución de conflictos.

Artículo 57. Expansión Portuaria. Las ciudades con puertos marítimos o fluviales en 
cuyas áreas contiguas, los suelos se hayan destinado para Vivienda de Interés Social en los 
Planes de Ordenamiento Territorial y a la fecha no se haya cumplido con este fin, dichos 
suelos se podrán utilizar como zonas de expansión portuaria siempre y cuando manten-
gan su vocación de puertos marítimos o fluviales. 

Comunicaciones
Artículo 58. Servicios de Franquicia. El Fondo de Comunicaciones transferirá al ope-

rador oficial de los servicios de franquicia postal y telegráfica que preste a los órganos que 
hacen parte del Presupuesto General de la Nación, los recursos necesarios para cubrir el 
importe de los costos en que haya incurrido para su prestación.

Los costos antes mencionados en ningún caso limitarán el normal desarrollo de los 
planes y proyectos financiados por el Fondo.

El operador postal y telegráfico oficial expedirá a la entidad destinataria del servicio el 
respectivo paz y salvo tan pronto como reciba los recursos.

Sector Minas y Energía
Artículo 59. Energía Social. El Ministerio de Minas y Energía continuará adminis-

trando el Fondo de Energía Social como un sistema especial de cuentas, con el objeto de 
cubrir, a partir de 2007, hasta cuarenta y seis pesos ($46) por kilovatio hora del valor de 
la energía eléctrica destinada al consumo de los usuarios ubicados en zonas de difícil ges-
tión, áreas rurales de menor desarrollo y en zonas subnormales urbanas definidas por el 
Gobierno Nacional. No se beneficiarán de este Fondo los usuarios no regulados.

A este Fondo ingresarán los recursos para cubrir hasta el valor señalado, los cuales 
provendrán del ochenta por ciento (80%) de las rentas de congestión calculadas por el 
Administrador del Sistema de Intercambios Comerciales, ASIC, como producto de las 
exportaciones de energía eléctrica.

Parágrafo 1°. El valor cubierto se reajustará anualmente con el Índice[sic] de Precios 
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al Consumidor certificado por el DANE.
Parágrafo 2°. Los comercializadores indicarán el menor valor de la energía en la factu-

ra de cobro correspondiente al período siguiente a aquel en que reciban efectivamente las 
sumas giradas por el Fondo de Energía Social y en proporción a las mismas.

Parágrafo 3°. La cantidad de demanda de energía total cubierta por este Fondo no 
excederá del ocho por ciento (8%) del total de la demanda de energía en el Sistema Inter-
conectado Nacional. Este porcentaje dependerá de la cantidad de recursos disponibles.

Parágrafo 4°. El Fondo expira con el agotamiento de las rentas de congestión.
Parágrafo 5°. En todo caso, los recursos del Fondo se consideran inversión social, en 

los términos de la Constitución Política y normas orgánicas de presupuesto.
Artículo 60. Sistema General de Precios de Combustibles. Se podrán financiar, con 

cargo a los recursos del Presupuesto General de la Nación, los subsidios a la gasolina mo-
tor y combustibles diésel. Mientras culmina el desmonte de estos subsidios en la vigencia 
del presente Plan Nacional de Desarrollo, seguirán siendo financiados con cargo a los re-
cursos de la Nación, en desarrollo de la política para implementar un Sistema General de 
Precios que reconozca la realidad de los precios internacionales de estos combustibles.

Artículo 61. Sistema de Información Cadena de Distribución de Combustibles Lí-
quidos Derivados del Petróleo. Para realizar un eficiente control sobre los agentes encar-
gados de la provisión de combustibles líquidos, se crea el Sistema de Información de la 
Cadena de Distribución de Combustibles Líquidos Derivados del Petróleo. En este siste-
ma se deben registrar todos los agentes que hagan parte de la cadena, como requisito para 
obtener el permiso de operación.

El Ministerio de Minas y Energía fijará los procedimientos, términos y condiciones 
para la puesta en marcha del sistema, así como el otorgamiento, renovación y cancelación 
del permiso a que se refiere el presente artículo.

Parágrafo. La Cadena de Distribución de Combustibles Líquidos Derivados del Petró-
leo es la definida con exactitud en la Ley 812 de 2003.

Artículo 62. Servicio Domiciliario de Gas Licuado. Dentro del término de dieciocho 
(18) meses siguientes a la expedición de esta ley, la Comisión de Regulación de Energía y 
Gas, CREG, adoptará los cambios necesarios en la regulación para que la remuneración 
asociada a la reposición y el mantenimiento de los cilindros de gas licuados de petróleo 
y de los tanques estacionarios utilizados para el servicio público domiciliario sea incor-
porado en la tarifa, introduciendo además un esquema de responsabilidad de marca en 
cilindros de propiedad de los distribuidores que haga posible identificar el prestador del 
servicio público de Gas Licuado de Petróleo que deberá responder por la calidad y segu-
ridad del combustible distribuido.

El margen de seguridad de que trata el artículo 23 de la Ley 689 de 2001 se eliminará a 
partir del 31 de diciembre de 2010. A partir de la entrada en vigencia de la regulación prevista 
en el inciso anterior, el margen de seguridad de que trata el artículo 23 de la Ley 689 de 2001 se 
destinará a la financiación de las actividades necesarias para la implementación del cambio de 
esquema, con sujeción a la reglamentación que para el efecto expida la CREG. Y su monto se 
integrará al margen de distribución del servicio domiciliario del gas licuado de petróleo.

Artículo 63. Fondo Especial Cuota de Fomento de Gas Natural. La Cuota de Fomen-
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to de Gas Natural a que se refiere el artículo 15 de la Ley 401 de 1997, modificado por el 
artículo 1° de la Ley 887 de 2004, será del 3% sobre el valor de la tarifa que se cobre por 
el gas objeto del transporte, efectivamente realizado. A partir del 1° de enero de 2008 el 
Fondo será administrado por el Ministerio de Minas y Energía.

Artículo 64. Distribución de Energía Eléctrica Sistema Interconectado Nacional. El Mi-
nisterio de Minas y Energía y la Comisión de Regulación de Energía y Gas, CREG, adoptarán 
los mecanismos que permitan realizar el balance de cuentas y giro de recursos entre empresas 
distribuidoras de energía eléctrica que presten el servicio en la misma área de distribución.

Parágrafo. El Gobierno Nacional, en un plazo de seis (6) meses contados a partir de la 
entrada en vigencia de esta ley, definirá “área de distribución”.

Artículo 65. Servicio de Energía Eléctrica en Zonas No Interconectadas. El Minis-
terio de Minas y Energía diseñará esquemas sostenibles de gestión para la prestación del 
servicio de energía eléctrica en las Zonas No Interconectadas. Para este propósito, podrá 
establecer áreas de servicio exclusivo para todas las actividades involucradas en el servicio 
de energía eléctrica.

Adicionalmente, en las Zonas No Interconectadas la contribución especial en el sector 
eléctrico, de que trata el artículo 47 de la Ley 143 de 1994, no se aplicará a usuarios no 
residenciales y a usuarios no regulados.

El Gobierno Nacional establecerá una metodología de estratificación exclusiva para el 
servicio de energía eléctrica en las Zonas No Interconectadas.

Parágrafo. Para el otorgamiento de subsidios al costo de prestación del servicio pú-
blico domiciliario de energía eléctrica en las Zonas No Interconectadas, se pueden tener 
en cuenta la capacidad de pago de los usuarios en estas zonas, el costo de prestación del 
servicio y el nivel de consumo.

Artículo 66. Fortalecimiento del IPSE. Con el objeto de buscar una óptima consecu-
ción de las metas del Gobierno Nacional en la problemática de las Zonas No Interconec-
tadas (ZNI), se fortalecerá el Instituto de Planificación de Soluciones Energéticas para las 
Zonas No Interconectadas (IPSE) como una entidad especializada en la estructuración e 
interventoría de proyectos de energización de las ZNI, administración de la información 
energética, desarrollo e implementación de soluciones energéticas, como energías reno-
vables y/o limpias, desarrollo de programas de uso racional de la energía, consecución 
de recursos de cooperación internacional para cofinanciación de proyectos energéticos, 
transferencia de tecnologías y desarrollo de una gestión efectiva de la normatividad y re-
gulación aplicable a las ZNI, para actuar anticipada y proactivamente ante los diferentes 
entes u organismos encargados de legislar, reglamentar y promulgar actos administrativos. 
Los proyectos de las ZNI serán viabilizados por el IPSE.

Parágrafo. Con el propósito de aumentar la cobertura de energía eléctrica de las Zo-
nas No Interconectadas mediante el aprovechamiento de la oferta de energía eléctrica de 
proyectos desarrollados por países fronterizos, facúltese a los Operadores de Red de los 
departamentos fronterizos para adelantar las transacciones de energía pertinentes con los 
Operadores de Red de las entidades territoriales vecinas. Estas transacciones deben tener 
en cuenta los lineamientos impartidos por el Ministerio de Minas y Energía y deben res-
petar las condiciones de las Transacciones Internacionales de Energía definidas por las 
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entidades regulatorias competentes.
Artículo 67. El artículo 18 de la Ley 143 de 1994 quedará así:
“Artículo 18. Generación de Energía Eléctrica en el Sistema Interconectado Nacio-

nal. Compete al Ministerio de Minas y Energía definir los planes de expansión de la 
generación y de la red de interconexión y fijar criterios para orientar el planeamiento de 
la transmisión y la distribución.

Los planes de generación y de interconexión serán de referencia y buscarán op-
timizar el balance de los recursos energéticos para la satisfacción de la demanda na-
cional de electricidad, en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo y el Plan 
Energético Nacional.

Parágrafo 1°. La Comisión de Regulación de Energía y Gas, CREG, desarrollará el 
marco regulatorio que incentive la inversión en expansión de la capacidad de generación 
y transmisión del sistema interconectado por parte de inversionistas estratégicos. En con-
cordancia con lo anterior, la CREG establecerá esquemas que promuevan la entrada de 
nueva capacidad de generación y transmisión.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional tomará las medidas necesarias para garantizar el 
abastecimiento y confiabilidad en el sistema de energía eléctrica del país y sólo asumirá los 
riesgos inherentes a la construcción y explotación de los proyectos de generación y trans-
misión cuando no se logre la incorporación de inversionistas estratégicos. Lo anterior, 
siempre y cuando los proyectos sean sostenibles financiera y fiscalmente de acuerdo con 
el marco fiscal de mediano plazo.

Artículo 68. Normalización de Redes. Durante la vigencia del presente Plan Nacional 
de Desarrollo, adiciónese un peso ($1) por kilovatio hora transportado para ser fuente de 
financiación del Programa de Normalización de Redes, Prone, creado mediante la Ley 812 
de 2003.

Parágrafo. La Comisión de Regulación de Energía y Gas adoptará los cambios necesa-
rios en la regulación a partir de la vigencia de la presente ley, para que la contribución de 
que trata este artículo sea incorporada a la tarifa del servicio de energía eléctrica.

Artículo 69. Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles. Créase el Fondo 
de Estabilización de Precios de los Combustibles (FEPC), sin personería jurídica, adscrito 
y administrado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el cual tendrá como fun-
ción atenuar en el mercado interno, el impacto de las fluctuaciones de los precios de los 
combustibles en los mercados internacionales.

Los recursos necesarios para la constitución de este Fondo provendrán de la trans-
ferencia de parte de los recursos ahorrados por Ecopetrol S. A., a que hace referencia el 
artículo sobre el “Fondo de Estabilización Petrolera” de la presente ley.

La operatividad y funcionamiento de dicho Fondo se adelantará de conformidad con 
la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional, y en todo caso se suje-
tará a las normas y procedimientos establecidos en la Constitución Política y el Estatuto 
Orgánico de Presupuesto”.
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SECCIÓN VI
Desarrollo Empresarial

Artículo 70. Cuentas de Ahorro de Bajo Monto. Con el fin de estimular el acceso de 
la población de escasos recursos a instrumentos de ahorro, los establecimientos de crédito 
y las cooperativas facultadas para adelantar actividad financiera podrán ofrecer cuentas 
de ahorro y planes de ahorro contractual de bajo monto que se ajusten a los requisitos de 
cuantía, saldos, movimientos, comisiones y demás condiciones que sean establecidas por 
el Gobierno Nacional. Los recursos captados por medio de estos instrumentos no estarán 
sometidos a ningún tipo de inversión obligatoria.

Artículo 71. Personería jurídica y adscripción, programa para la consolidación de 
la intervención económica del Estado. En desarrollo de este Programa, dótese de perso-
nería jurídica, a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, a la Superinten-
dencia de Industria y Comercio y a la Unidad Administrativa Especial Junta Central de 
Contadores y adscríbase esta última y el Consejo Técnico de la Contaduría Pública al que 
se refiere la Ley 43 de 1990, al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Artículo 72. El numeral 6 del artículo 23 de la Ley 590 de 2000, modificado por el 
numeral 6 del artículo 15 de la Ley 905 de 2004, quedará así: 

“6. Determinar los eventos para los cuales el Fomipyme organizará o participará en fondos 
de capital de riesgo y capital semilla y los mecanismos necesarios para su funcionamiento, 
buscando atender regionalmente a las empresas y, cuando haya lugar, priorizando proyectos 
ubicados en las regiones con mayor NBI y/o liderados por población vulnerable como mujeres 
cabeza de hogar, desplazados por la violencia, comunidades de frontera y reservas campesinas”.

Artículo 73. Adición al objeto de Fomipyme. El artículo 17 de la Ley 590 de 2000, 
modificado por el artículo 12 de la Ley 905 de 2004, quedará así:

Artículo 12. Del Fondo Colombiano de Modernización y Desarrollo Tecnológico de las Mi-
cro, Pequeñas y Medianas Empresas, Fompyme. Creáse el Fondo Colombiano de Moderni-
zación y Desarrollo Tecnológico de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, Fomipyme, 
como una cuenta adscrita al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, manejada por 
encargo fiduciario, sin personería jurídica ni planta de personal propia, cuyo objeto es:
1.	 Financiar programas, proyectos y actividades para el desarrollo empresarial y tecnológico 

de las Mipymes.
2.	 Aplicar instrumentos no financieros dirigidos al fomento y promoción de las Mipymes, 

mediante cofinanciación no reembolsable de programas, proyectos y actividades; y
3.	 Ser soporte de la política de desarrollo empresarial, productivo, comercial tecnológico 

y de innovación, que adelante el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
Artículo 74. Políticas Mipyme. Los literales b) y e) del artículo 1° de la Ley 590 de 

1990 quedarán así:
b) Estimular la promoción y formación de mercados altamente competitivos, mediante el 

fomento a la permanente creación y funcionamiento de la mayor cantidad de micro, pe-
queñas y medianas empresas, Mipymes, además de asegurar la promoción y desarrollo 
de proyectos que garanticen la demanda de bienes y servicios con origen en este sector 
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productivo y/o comercial;
e) Promover la permanente formulación, ejecución y evaluación de políticas públicas fa-

vorables al desarrollo de la competitividad de las micro, pequeñas y medianas em-
presas, así como incentivar y asegurar la promoción y desarrollo de proyectos que 
garanticen el acceso a los bienes y servicios que respondan a las necesidades básicas 
de la población.
Artículo 75. El artículo 2° de la Ley 590 de 2000, modificado por el artículo 2° de la 

Ley 905 de 2004, quedará así:
Definiciones. Para todos los efectos, se entiende por micro, incluidas las famiempre-

sas, pequeña y mediana empresa, toda unidad de explotación económica, realizada por 
persona natural o jurídica, en actividades empresariales, agropecuarias, industriales, co-
merciales o de servicios, rural o urbana, que responda conjuntamente a los siguientes 
parámetros:
1.	 Número de Trabajadores Permanentes.
2.	 Valor de las Ventas Brutas Anuales y/o Activos Totales.

El Gobierno Nacional reglamentará los rangos que aplicarán para las diferentes cate-
gorías empresariales, a saber: Microempresas, Pequeñas Empresas y Medianas Empresas.

Parágrafo 1°. Los estímulos, beneficios, planes y programas consagrados en la presente 
ley se aplicarán igualmente a los artesanos colombianos y favorecerán el cumplimiento de 
los preceptos del Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades para la Mujer.

Parágrafo 2°. Las definiciones contenidas en el artículo 2º de la Ley 590 de 2000, mo-
dificado por el artículo 2º de la Ley 905 de 2004, continuarán vigentes hasta tanto entren 
a regir las normas reglamentarias que profiera el Gobierno Nacional en desarrollo de lo 
previsto en el presente artículo.

Artículo 76. Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. Créase una con-
tribución a favor de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada que tendrá 
por objeto cubrir los costos y gastos que ocasionen su funcionamiento e inversión, la cual 
estará a cargo de las personas naturales o jurídicas y los servicios sometidos a su control, 
inspección y vigilancia que se encuentran señalados en el artículo 4° del Decreto ley 356 
de 1994. Para efectos de la contribución, entiéndase por hecho generador el ejercicio de 
la actividad e industria de los servicios de vigilancia y seguridad privada que personas 
naturales y jurídicas desarrollen en el territorio nacional, en forma remunerada a favor de 
terceros o en beneficio propio, pudiendo ser dichos terceros personas jurídicas de derecho 
público o privado o personas naturales. Igualmente deberán pagar esta contribución los 
servicios autorizados para desarrollar actividades de alto riesgo e interés público y las 
personas naturales que en forma remunerada presten servicios de asesoría, consultoría o 
investigación en seguridad privada. La base gravable está constituida por el capital decla-
rado o aportes sociales declarados por los sujetos pasivos de la contribución con corte a 31 
de diciembre del año inmediatamente anterior. La tarifa será del 1,5% sobre el capital.

Para las escuelas de capacitación la base gravable está constituida por los ingresos de-
clarados por los sujetos pasivos de la contribución con corte a 31 de diciembre del año 
inmediatamente anterior y la tarifa será del 0,4% sobre el total de ingresos.

Para los departamentos de seguridad, servicios comunitarios y servicios especiales la 
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base gravable está constituida por el valor de la nómina empleada para la prestación del 
servicio de seguridad, reportada a la Superintendencia con corte a 31 de diciembre del año 
inmediatamente anterior y la tarifa será del 2% sobre el total declarado.

Para las empresas que ejerzan la actividad de arrendamiento de vehículos blindados 
la base gravable serán los ingresos que se perciban por concepto de dicha actividad y la 
tarifa se establece en el 1%.

Parágrafo. Dótese de personería jurídica a la Superintendencia de Vigilancia y Segu-
ridad Privada.

Artículo 77. Corredores Turísticos Seguros. Las rutas terrestres hacia los sitios de-
clarados por la Unesco como Patrimonio Mundial de la Humanidad tendrán un Sistema 
permanente de Seguridad y Vigilancia Especial que aseguren la movilidad encaminadas a 
estos destinos turísticos de impacto mundial.

SECCIÓN VII
Desarrollo urbano y política ambiental

Sector Desarrollo Urbano
Artículo 78. Planes de Ordenamiento y Programas de Vivienda de Interés Social. En 

los planes parciales con tratamiento de desarrollo en suelo urbano y de expansión urbana 
o en las normas urbanísticas que reglamente la urbanización de suelos urbanos sin plan 
parcial, salvo cuando se trate de uso industriales, dotacionales o institucionales, se deter-
minarán los porcentajes de suelos que deben destinarse al desarrollo de Programas de Vi-
vienda de Interés Social (VIS) o de Interés Prioritario (VIP). Los planes de ordenamiento 
territorial o los instrumentos que los desarrollen o complementen determinarán dichos 
porcentajes, los cuales no podrán ser inferiores a los que a continuación se determinen.

Municipios y distritos

Porcentaje de suelo sobre área útil del plan parcial o 
del proyecto urbanístico

Suelo de expansión 
urbana

Suelo urbanizable en el 
perímetro urbano

VIS VIP VIS VIP

Con población urbana superior a 100.000 habitantes y muni-
cipios localizados en el área de reinfluencia de los municipios 
y distritos con población urbana superior a 500.000 habitantes, 
conforme los criterios previstos en el parágrafo 1º del artículo 
91 de la Ley 388 de 1997.

25% 15% 25% 15%

En los planes parciales correspondientes o en las licencias de urbanización, según sea 
el caso, se determinará la localización y las condiciones para el desarrollo de las áreas 
útiles tendientes al cumplimiento de algunos de los porcentajes expresados. No obstante, 
el reglamento del Gobierno Nacional determinará las condiciones para la localización de 
estos suelos en otras zonas de la ciudad o para permitir su desarrollo a través de los bancos 
inmobiliarios o los fondos que creen los municipios y distritos con destino al desarrollo de 
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programas de vivienda de interés social o de interés prioritario.
En todo caso, las zonas o áreas correspondientes sólo podrán ser destinadas a este tipo 

de vivienda y deberán desarrollarse de conformidad con ese uso por sus propietarios, o 
por las entidades públicas competentes en los casos en los que se hubiera determinado la 
utilidad pública correspondiente.

Parágrafo. Los porcentajes mínimos de que trata este artículo, aun cuando no se ha-
yan incorporado en los planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen 
o complementen, son de obligatorio cumplimiento y se aplicarán a las nuevas solicitudes 
de planes parciales o de licencias de urbanización radicadas en legal y debida forma a 
partir de la reglamentación por parte del Gobierno Nacional.

Artículo 79. Macroproyectos de Interés Social Nacional. El Gobierno Nacional en 
desarrollo de la presente ley podrá definir, formular, adoptar, ejecutar y financiar los ma-
croproyectos de interés social nacional, y señalar las condiciones para su participación y 
desarrollo, con el fin de promover la disponibilidad del suelo para la ejecución de progra-
mas, proyectos u obras de utilidad pública o interés social.

Los macroproyectos de interés social nacional son el conjunto de decisiones admi-
nistrativas y actuaciones urbanísticas adoptadas por el Gobierno Nacional, en los que se 
vinculan instrumentos de planeación, financiación y gestión del suelo para ejecutar una 
operación de gran escala que contribuya al desarrollo territorial, de determinados muni-
cipios, distritos o regiones del país.

Los macroproyectos de interés social nacional constituyen determinantes de ordena-
miento de superior jerarquía para los municipios y distritos en los términos del artículo 
10 de la Ley 388 de 1997 y se entienden incorporados en sus planes de ordenamiento 
territorial. Para el efecto, las acciones urbanísticas de los municipios y distritos que se 
adopten en las áreas que hagan parte de macroproyectos de interés social nacional, serán 
concertadas con el Gobierno Nacional. En todo caso, las licencias y/o planes parciales para 
el desarrollo de los macroproyectos de interés social nacional se otorgarán con sujeción a 
las normas adoptadas en estos últimos.

Se declaran de utilidad pública e interés social la totalidad de los inmuebles ubicados 
en suelo urbano, de expansión urbana o rural, en donde el Gobierno Nacional adelante o 
participe en macroproyectos de interés social nacional para el desarrollo de los programas, 
obras y proyectos de que trata el artículo 58 de la Ley 388 de 1997.

Facúltese a las entidades del orden nacional para adquirir, mediante enajenación vo-
luntaria, inmuebles de propiedad privada o del patrimonio de entidades de derecho públi-
co y para adelantar procesos de expropiación por la vía judicial o administrativa que estén 
destinados al desarrollo de los macroproyectos de interés social nacional.

Para la ejecución de los macroproyectos de interés social nacional las autoridades na-
cionales y territoriales podrán celebrar contratos de fiducia mercantil en los que las en-
tidades del sector central y descentralizado por servicios del nivel nacional y territorial 
participantes, podrán ser fideicomitentes. Las entidades y particulares aportantes, podrán 
percibir derechos de participación del fideicomiso. El Gobierno Nacional definirá las con-
diciones generales de tales contratos.

El Gobierno Nacional realizará los ajustes pertinentes a la estructura administra-



Ley 1151 de 2007
675

tiva del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial para la adecuada 
ejecución de estos macroproyectos, sin que ello implique incremento en las apropia-
ciones presupuestales.

Artículo 80. Procedimiento para Planes Parciales. A partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, para la adopción de los planes parciales relacionados con las bases del 
Plan Nacional de Desarrollo, solamente se requerirá de los trámites previstos en los nu-
merales 1, 2, 4 y 5 del artículo 27 de la Ley 388 de 1997 y en el parágrafo 7° del artículo 1° 
de la Ley 507 de 1999.

En todo caso, la oficina de planeación, una vez radicada la solicitud de determinantes 
para la formulación del plan parcial, podrá solicitar a las demás dependencias de la admi-
nistración que se pronuncien sobre los aspectos que deben tenerse en cuenta para su for-
mulación. Igualmente, deberá solicitar el pronunciamiento de las autoridades ambientales 
sobre los aspectos que se determinen en el reglamento, con base en los cuales se adelantará 
la concertación de que trata el parágrafo 7° del artículo 1° de la Ley 507 de 1999, la cual se 
limitará a verificar que el proyecto de plan parcial cumpla con las determinantes definidas 
en la respuesta a la consulta previa.

Parágrafo 1°. La vigencia del plan parcial se señalará en el decreto en que se adopte y 
no se alterará por el hecho de que se modifique el Plan de Ordenamiento Territorial, salvo 
que los propietarios de los predios se acojan, por escrito a la nueva reglamentación. Los 
Alcaldes Municipales y Distritales podrán declarar el desarrollo prioritario de los pre-
dios o zonas destinadas a la construcción de Vivienda de Interés Social en los porcentajes 
establecidos por el artículo 88 de la ley, en el decreto del Plan Parcial respectivo o en la 
reglamentación específica que se expida sobre esta materia.

Artículo 81. Desarrollo de Programas y/o Proyectos de Renovación Urbana. Las en-
tidades municipales y distritales y las áreas metropolitanas podrán participar en el desa-
rrollo de programas y/o proyectos de renovación urbana mediante la celebración, entre 
otros, de contratos de fiducia mercantil.

Artículo 82. Adiciónese el artículo 3º del Decreto ley 555 de 2003 con el siguiente 
numeral:
	 12. Ejecutar los recursos y desarrollar las actividades necesarias para la habilitación de 

suelos urbanizados y el desarrollo de Macroproyectos de Interés Nacional de que trata 
el artículo 89 de la presente ley.

Sector Vivienda
Artículo 83. Definición de Vivienda de Interés Social. De conformidad con el artículo 

91 de la Ley 388 de 1997, la vivienda de interés social debe reunir elementos que aseguren 
su habitabilidad, estándares de calidad en diseño urbanístico, arquitectónico y de cons-
trucción. El valor máximo de una vivienda de interés social será de ciento treinta y cinco 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (135 smlm).

Parágrafo. Para efectos de la focalización de los subsidios del Estado, se establecerá un 
tipo de vivienda denominada Vivienda de Interés Social Prioritaria, cuyo valor máximo 
será de setenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (70 smlm).

Artículo 84. Ahorro programado con evaluación crediticia previa. El Gobierno Na-
cional podrá reglamentar el otorgamiento de los incentivos para las entidades debidamente 
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autorizadas que ofrezcan cuentas de ahorro programado con destino a la adquisición de 
vivienda, que vinculen de manera efectiva el ahorro con el crédito y señalará las condicio-
nes correspondientes.

Parágrafo. En los programas de vivienda de Interés Social no se exigirá la cuota de aho-
rro programado para los hogares que tengan ingresos menores a dos salarios mínimos.

Artículo 85. Vivienda Hogares Bajos Ingresos. Las autoridades estatales que tengan 
incidencia sobre la financiación de vivienda deben estudiar y evaluar el actual sistema de 
financiación de vivienda, identificando las restricciones que limitan el acceso de los ho-
gares de bajos ingresos a una vivienda digna, teniendo en consideración, entre otros, los 
siguientes aspectos:
1.	 Las condiciones macroeconómicas vigentes en relación con las existentes cuando se 

expidió la Ley 546 de 1999.
2.	 Las condiciones definidas para las operaciones de crédito vinculadas al programa de 

Banca de las Oportunidades.
3.	 El impacto de los topes a las tasas de interés y de otras condiciones financieras de los 

créditos de vivienda sobre la accesibilidad de los hogares de bajos ingresos al sistema 
de financiación de vivienda y su sostenibilidad en el tiempo, con especial énfasis en 
aquellos hogares vinculados al mercado informal de trabajo.
Con base en lo anterior, las autoridades a que se refiere el presente artículo, expedirán 

en el término de 6 meses, la normativa tendiente a superar esas limitaciones.
Artículo 86. Ejecución Proyectos Vivienda de Interés Social. Para dar cumplimiento 

al artículo 51 de la Constitución Política, de conformidad con el artículo 29 de la Ley 546 
de 1999, y a fin de estimular la oferta de vivienda para la población más vulnerable, las 
entidades públicas, incluidas las entidades territoriales, sólo podrán invertir recursos en 
vivienda de interés social prioritario.

La anterior limitación no se aplicará en el caso de inversiones en Macroproyectos de 
interés social nacional, en Programas de Subsidio Familiar de Vivienda en especie y en 
proyectos de vivienda de interés social en zonas con tratamiento de renovación urbana.

Artículo 87. Habilitación legal de títulos. Los hogares que hayan sido beneficiados 
con el Subsidio Familiar de Vivienda que otorgó el Fondo Nacional de Vivienda bajo la 
modalidad de habilitación legal de títulos, no quedarán inhabilitados para acceder a un 
subsidio para mejorar la vivienda localizada en el predio titulado.

Artículo 88. Coberturas del Fondo de Reserva para la estabilización de Carte-
ra Hipotecaria. Con el propósito de facilitar las condiciones para la financiación de 
vivienda, y sin perjuicio de las coberturas vigentes otorgadas con fundamento en el 
artículo 49 de la Ley 546 de 1999, el Banco de la República podrá ofrecer a los esta-
blecimientos de crédito, con cargo a los recursos del Fondo de Reserva para la Esta-
bilización de la Cartera Hipotecaria, las coberturas de riesgo en las condiciones que 
defina el Gobierno Nacional.

Se tendrán como ingresos del Fondo, en adición a lo previsto por el artículo 48 de la 
Ley 546 de 1999 el costo o prima que cobre el Banco de la República por ofrecer las cober-
turas de que trata el presente artículo.

Artículo 89. Libranzas para créditos de vivienda de interés social. Lo dispuesto en el 
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artículo 4° de la Ley 920 de 2004, también aplicará en el caso de las sumas que se adeuden 
a los establecimientos de crédito vigilados por la Superintendencia Financiera, por con-
cepto de vivienda de interés social y educación.

Artículo 90. Transferencias de inmuebles para VIS. Las entidades públicas del orden 
nacional y territorial de carácter no financiero que hagan parte de cualquiera de las Ramas 
del Poder Público, así como los órganos autónomos e independientes, podrán transferir 
a título gratuito a Fonvivienda o a las entidades públicas que desarrollan programas de 
vivienda de interés social de carácter territorial, departamental, municipal o Distrital, los 
bienes inmuebles fiscales de su propiedad, o la porción de ellos con vocación para cons-
trucción o el desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, de conformidad con el 
reglamento que expida el Gobierno Nacional y sin perjuicio de lo establecido en los Planes 
de ordenamiento territorial, previa presentación de una propuesta que contenga el objeto 
y término de proyecto a desarrollar, así como su viabilidad técnica, jurídica y financiera.

Los subsidios para vivienda de interés social que adjudique Fonvivienda o las entida-
des públicas que desarrollen programas de vivienda de interés social de carácter territo-
rial, departamental, municipal o Distrital, se otorgarán entre los postulantes para el plan 
que se esté adjudicando, con sujeción a los principios de economía, celeridad, eficacia, 
imparcialidad y publicidad.

Parágrafo 1°. Exceptúese del deber consagrado en el presente artículo a las sociedades 
de economía mixta y al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar cuando se trate de los 
bienes que este reciba en virtud de los dispuesto en la Ley 7ª de 1979.

Parágrafo 2°. El representante legal o quien haga sus veces y la junta directiva de la res-
pectiva entidad pública podrá en desarrollo de su autonomía administrativa y financiera 
disponer de los inmuebles destinados a los proyectos que hayan sido archivados, declara-
dos no viables y/o suspendidos indefinidamente, enajenándolos, dándolos en dación en 
pago, permutándolos, grabándolos o ejerciendo cualquier otra actividad que se derive del 
derecho de dominio.

Sector de Agua Potable y Saneamiento Básico
Artículo 91. Planes Departamentales para el Manejo Empresarial de los Servicios de 

Agua y Saneamiento. Los recursos que aporte el Gobierno Nacional a la ejecución de los 
planes departamentales para el manejo empresarial de los servicios de agua y saneamiento 
estarán condicionados al compromiso por parte de las entidades territoriales, de los recur-
sos del Sistema General de Participaciones y de regalías, así como de los compromisos de 
transformación empresarial que se deriven del diagnóstico institucional respectivo.

El Gobierno Nacional señalará la metodología para definir el nivel de compromisos a 
que se refiere el inciso anterior.

Los recursos de apoyo de la Nación al sector y los que aporten las Corporaciones Autóno-
mas Regionales, se ejecutarán en el marco de los planes a que se refiere el presente artículo.

Parágrafo. Las empresas de servicios públicos domiciliarios podrán ejecutar los proyectos 
del sector de agua potable y saneamiento básico en cumplimiento y/o desarrollo de los planes 
de que trata el presente artículo, indistintamente de las fuentes de financiación de los mismos.

Artículo 92. De las inversiones de las Corporaciones Autónomas Regionales en el Sec-
tor de Agua Potable y Saneamiento Básico. Las obras de infraestructura del sector de agua 
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potable y saneamiento básico, financiadas con recursos de las Corporaciones Autónomas 
Regionales podrán ser entregadas como aportes a municipios a Empresas de Servicios Públicos 
bajo la condición de que trata el numeral 87.9 del artículo 87 de la Ley 142 de 1994 o las nor-
mas que las modifiquen o sustituyan. En ningún caso se configurará detrimento patrimonial o 
situación similar cuando la Corporación Autónoma Regional, realice este tipo de aportes.

Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las Corporaciones Autó-
nomas Regionales no podrán tener participación en la composición accionaria, propiedad, 
administración y operación de un prestador de servicios públicos domiciliarios, con excepción 
de inversiones que hayan realizado las CAR con anterioridad a la expedición de esta ley.

Artículo 93. Distribución de los recursos de inversiones regionales en agua y saneamiento. 
Los recursos de cofinanciación de la Nación para las inversiones regionales en agua y sa-
neamiento y el desarrollo empresarial del sector, se distribuirán entre los departamentos 
teniendo en cuenta los siguientes criterios de equidad regional:
i.	 Población por atender en acueducto y alcantarillado urbano;
ii.	 Población por atender en acueducto y alcantarillado rural;
iii.	 Población con necesidades básicas insatisfechas;
iv.	 La menor capacidad de endeudamiento de los departamentos; y
v.	 Balance con los recursos del Sistema General de Participaciones y de regalías, recibidos por 

los municipios y el departamento para el sector de agua potable y saneamiento básico.
Para la identificación y selección de proyectos se realizarán audiencias públicas de 

carácter consultivo.
Artículo 94. Recursos destinados a audiencias públicas de agua potable y sanea-

miento básico. Establécese en la suma de $1.000.000.000.000 el monto de los recursos 
destinados a audiencias públicas para agua potable y saneamiento básico, suma que se 
distribuirá conforme a lo establecido en el artículo anterior. Para tal efecto, el Gobierno 
Nacional ajustará el Plan de Inversiones de que trata el artículo 7°, sin que ello implique 
incremento en su monto ni afecte las partidas calificadas como regionalizables. 400.000 
millones de pesos adicionales se destinarán a nuevos proyectos que presentarán las en-
tidades territoriales de acuerdo con criterios de equidad y racionalización que defina el 
Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Territorial.

Artículo 95. Ventanilla Única[sic] de Agua y Saneamiento. El Ministerio de Ambien-
te, Vivienda y Desarrollo Territorial es el competente para recibir y viabilizar los proyectos 
del sector de agua potable y saneamiento básico que soliciten apoyo financiero de la Na-
ción a través del mecanismo de “Ventanilla Única[sic]”.

Artículo 96. Adiciónese el numeral 34 al artículo 79 de la Ley 142 de 1994:
	 “34. Sin perjuicio de las funciones que asigna la ley a la Procuraduría General de la 

Nación y a la Contraloría General de la República, y para efectos de la suspensión de los alcaldes 
a que se refiere el artículo 99.4 de la Ley 142 de 1994, la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, informará al Presidente y a los Gobernadores sobre los casos de negligencia o de 
infracción en la aplicación de las normas relativas al pago de los subsidios y de indebida ejecución 
de los recursos del Sistema General de Participaciones para el sector”.

Artículo 97. Compromiso de recursos en la toma de posesión de prestadores de los 
servicios de acueducto, alcantarillado y aseo. En el evento de toma de posesión de una 
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empresa de servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo, por parte de la Su-
perintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, se mantendrán los compromisos en 
cuanto al giro de recursos para subsidios a la demanda por parte de la entidad territorial. 
La ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones destinados a inversión 
en infraestructura de estos servicios, se concretará en obras y proyectos establecidos en el 
Plan de Inversiones que se defina para la prestación del servicio.

Artículo 98. El numeral 73.15 de la Ley 142 de 1994, quedará así:
“73.15. Determinar cuándo una empresa oficial, pública o un municipio que presta en 

forma directa los servicios no cumple los criterios e indicadores de eficiencia que determi-
ne y ordenar al municipio la entrega de la prestación de los servicios a un tercero”.

Artículo 99. Subsidios para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo. Para 
efectos de lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 99 de la Ley 142 de 1994, para los ser-
vicios de acueducto, alcantarillado y aseo, los subsidios en ningún caso serán superiores 
al setenta por ciento (70%) del costo del suministro para el estrato 1, cuarenta por ciento 
(40%) para el estrato 2 y quince por ciento (15%) para el estrato 3.

Artículo 100. Giro de los recursos del Sistema General de Participaciones Sector 
Agua Potable. Giro de los recursos del Sistema General de Participaciones del Sector Agua 
Potable y Saneamiento Básico. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territo-
rial deberá girar los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación para 
el sector de agua potable y saneamiento básico directamente al prestador o prestadores 
de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo o a los esquemas fiduciarios que se 
prevean para el manejo de estos recursos, siempre y cuando el municipio así lo solicite y 
en los montos que este señale.

Lo anterior aplica en los casos en que el municipio haya vinculado a uno o varios 
prestadores para prestar uno o varios servicios públicos domiciliarios del sector y/o en los 
casos en que exista un convenio firmado entre el municipio y el prestador para la asigna-
ción de subsidios al Fondo de Solidaridad y redistribución de ingresos.

Los municipios que soliciten recursos de apoyo de la Nación o de los departamentos 
deberán asegurar la transferencia de recursos para subsidios a la demanda o para inver-
sión con cargo a los recursos del SGP, con el fin de garantizar el equilibrio al mecanismo 
que para el efecto se prevea. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

Artículo 101. Acceso a rellenos sanitarios y/o estaciones de transferencias. Las au-
toridades ambientales, personas prestadoras o entidades territoriales no podrán imponer 
restricciones injustificadas al acceso a los rellenos sanitarios y/o estaciones de transferencia.

Créase el incentivo para la ubicación de sitios de disposición final de residuos sólidos para 
los municipios donde ubiquen rellenos sanitarios de carácter regional. El valor de dicho in-
centivo será pagado al municipio donde se ubique el relleno sanitario por el prestador de esta 
actividad de disposición final y su tarifa será de 0,23% del smmlv por tonelada dispuesta.

La Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico definirá el meca-
nismo de inclusión del incentivo en la tarifa del usuario final del servicio de aseo, salvo 
aquellos usuarios ubicados en el municipio donde se encuentra el relleno sanitario.

Parágrafo. En aquellos casos en que el relleno sanitario se ubique en zonas limítrofes 
de varios municipios, el incentivo se distribuirá equitativamente entre estos municipios, 
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conforme al estudio de impacto ambiental que realice la autoridad ambiental 
competente.

Artículo 102. Financiación Megaproyecto río Bogotá. Los recursos provenientes del 
recaudo del porcentaje ambiental o de la sobretasa ambiental al impuesto predial, de que 
trata el parágrafo 2° del artículo 44 de la Ley 99 de 1993, para el caso de la Corporación 
Autónoma Regional de Cundinamarca, se destinarán exclusivamente a la financiación 
y/o cofinanciación del megaproyecto denominado río Bogotá, cualquiera sea el área de 
influencia de la cuenca en que se realice la inversión y siempre que se encaminen a miti-
gar los impactos negativos de las aguas residuales sobre la misma y prioritariamente a la 
cuenca media del río Bogotá.

Artículo 103. Funciones de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 
La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios mantendrá el Fondo Empresa-
rial, creado por la Ley 812 de 2003, a través de un patrimonio autónomo.

El Fondo Empresarial podrá apoyar pagos para la satisfacción de los derechos de los 
trabajadores que se acojan a los planes de retiro voluntario y, en general, de aquellos a los 
cuales se les terminen los contratos de trabajo, mediante la celebración de convenios con 
las empresas objeto de toma de posesión con fines liquidatorios-etapa de administración 
temporal y en liquidación. Así mismo, podrá apoyar el pago de las actividades profesiona-
les requeridas para prestar apoyo económico, técnico y logístico a la Superintendencia y a 
la Empresa objeto de toma de posesión.

Parágrafo. Si en algún momento las Comisiones de Regulación o la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios tuvieren excedentes, deberán transferirlos al Fondo 
Empresarial de que trata el presente artículo. Así mismo, a este Fondo ingresarán las mul-
tas que imponga la Superintendencia de Servicios Públicos dentro del ejercicio de sus 
funciones.

Artículo 104. Tarifas para Hogares Comunitarios. Para efecto del cálculo de las tari-
fas de acueducto, alcantarillado y aseo, los inmuebles de uso residencial donde funcionan 
los hogares comunitarios de bienestar y sustitutos serán considerados estrato uno (1). El 
Gobierno Nacional reglamentará la aplicación de este artículo.

Artículo 105. Nota: Este artículo fue demandado ante la Corte Constitucional y 
está pendiente de sentencia. R-6906 de julio 30 de 2007. Sanciones y procedimientos 
en servicios públicos. Las empresas deberán establecer condiciones uniformes del con-
trato, las sanciones pecuniarias que impondrán a los usuarios o suscriptores por el in-
cumplimiento de las obligaciones que el contrato de prestación de servicios impone, de 
conformidad con la ley. Así mismo, en el contrato, la empresa determinará la manera de 
establecer la cuantía de las sanciones y el procedimiento para su imposición. En todo caso, 
la actuación deberá adelantarse con las garantías propias del debido proceso.

Sector Ambiente
Artículo 106. El artículo 111 de la Ley 99 de 1993 quedará así:
“Artículo 111. Adquisición de áreas de interés para acueductos municipales. Decláranse 

de interés público las áreas de importancia estratégica para la conservación de recursos 
hídricos que surten de agua los acueductos municipales y distritales. Los departamentos 
y municipios dedicarán un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos corrientes para 
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la adquisición y mantenimiento de dichas zonas o para financiar esquemas de pago por 
servicios ambientales.

Los recursos de que trata el presente artículo, se destinarán prioritariamente a la ad-
quisición y mantenimiento de las zonas.

La administración de estas zonas corresponderá al respectivo distrito o municipio, en 
forma conjunta con la respectiva Corporación Autónoma Regional y con la participación 
opcional de la sociedad civil y de la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Par-
ques Nacionales Naturales, cuando corresponda.

Parágrafo. Los proyectos de construcción de distritos de riego deberán dedicar un por-
centaje no inferior al 1% del valor de la obra a la adquisición de áreas estratégicas para la 
conservación de los recursos hídricos que los surten de agua. Para los distritos de riego 
que requieren licencia ambiental, aplicará lo contenido en el parágrafo del artículo 43 de 
la Ley 99 de 1993.

Artículo 107. Adiciónanse los siguientes parágrafos al artículo 42 de la Ley 99 de 1993:
	 “Parágrafo 2°. Los recursos provenientes del recaudo de las tasas retributivas se des-

tinarán a proyectos de inversión en descontaminación y monitoreo de la calidad del 
recurso respectivo. Para cubrir los gastos de implementación y monitoreo, la autoridad 
ambiental competente podrá utilizar hasta el 10% de los recursos recaudados.

	 Parágrafo 3°. Los recursos provenientes del recaudo de las tasas compensatorias se 
destinarán a la protección y renovación del recurso natural respectivo, teniendo en 
cuenta las directrices del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 
Para cubrir gastos de implementación y monitoreo, la autoridad ambiental podrá uti-
lizar hasta el diez por ciento (10%) de los recaudos”.
Artículo 108. Adiciónase el siguiente parágrafo al artículo 43 de la Ley 99 de 1993.

	 “Parágrafo 2°. Los recursos provenientes del recaudo de las tasas por utilización de 
agua, se destinarán de la siguiente manera:
a)	 En las cuencas con Plan de Ordenamiento y Manejo Adoptado, se destinarán ex-

clusivamente a las actividades de protección, recuperación y monitoreo del recurso 
hídrico definidas en el mismo;

b)	 En las cuencas declaradas en ordenación, se destinarán a la elaboración del Plan de 
Ordenamiento y Manejo de la Cuenca;

c)	 En ausencia de las condiciones establecidas en los literales a) y b), se destinarán a 
actividades de protección y recuperación del recurso hídrico definidos en el instru-
mento de planificación de la autoridad ambiental competente y teniendo en cuenta 
las directrices del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.

	 Para cubrir gastos de implementación y monitoreo, la autoridad ambiental podrá uti-
lizar hasta el diez por ciento (10%) de los recaudos.

	 Los recursos provenientes de la aplicación del parágrafo 1° del artículo 43 de la Ley 99 
de 1993, se destinarán a la protección y recuperación del recurso hídrico, de confor-
midad con el respectivo Plan de Ordenamiento y Manejo de la Cuenca”.
Artículo 109. Adiciónase el siguiente parágrafo al artículo 88 de la Ley 99 de 1993:
“Parágrafo 2°. El Fonam tendrá una subcuenta denominada “Restauración de daño 

ambiental” para el manejo de los recursos a que se refiere el numeral 7 del artículo 90 de 
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la Ley 99 de 1993, así como de los recursos que por donación o a cualquier título reciba. 
Tales recursos se destinarán exclusivamente a la financiación de proyectos de inversión y 
obras de recuperación, rehabilitación y restauración de ecosistemas o áreas afectadas por 
contaminación o daños ambientales”.

Artículo 110. El parágrafo 2º del artículo 44 de la Ley 99 de 1993, modificado por el 
artículo 79 de la Ley 1110 de 2006, quedará así:

	 “Parágrafo 2°. El cincuenta por ciento (50%) del producto correspondiente al re-
caudo del porcentaje o de la sobretasa del impuesto predial y de otros gravámenes sobre la 
propiedad inmueble, se destinará a la gestión ambiental dentro del perímetro urbano del 
municipio, distrito, o área metropolitana donde haya sido recaudado el impuesto, cuando 
la población respectiva, dentro del área urbana, fuere superior a un millón de habitantes, 
exceptuando el megaproyecto del río Bogotá. Estos recursos se destinarán exclusivamente 
a inversión”.

Artículo 111. Adiciónase el siguiente parágrafo al artículo 42 de la Ley 344 de 1996.
Parágrafo 1°. El Consejo Regional Ambiental de la Sierra Nevada de Santa Marta, bajo 

la coordinación del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, formulará 
y adoptará el Plan de Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta, que obra-
rá como instrumento orientador de los planes de desarrollo regionales, departamentales, 
metropolitanos, distritales y municipales, y será determinante de los planes de ordena-
miento de las entidades territoriales con jurisdicción en la ecorregión estratégica de la Sie-
rra Nevada de Santa Marta, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 
10 de la Ley 388 de 1997.

Parágrafo 2°. El Plan de Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta 
tomará en cuenta las particularidades de los territorios indígenas y los acuerdos que se 
suscriban entre las autoridades indígenas y las entidades estatales para su formulación. 
Este plan deberá ser formulado en los siguientes 18 meses a la promulgación del Plan 
Nacional de Desarrollo.

Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional realizará el estudio de tierras de los resguardos 
indígenas de la Sierra Nevada de Santa Marta, en el marco de las políticas del Incoder, para 
determinar las necesidades de ampliación y los mecanismos para atender las mismas.

SECCIÓN VIII
Desarrollo territorial y grupos étnicos

Artículo 112. Información para la formulación de los planes de desarrollo de las 
entidades territoriales y para la preparación de informes de gestión. Los alcaldes y go-
bernadores, antes del 15 de diciembre del último año de su respectivo período de Go-
bierno, entregarán a los nuevos mandatarios la información necesaria para efectos de la 
formulación del nuevo Plan de Desarrollo y la presentación de los informes que requieran 
las entidades competentes.

Artículo 113. Plan Integral de Largo Plazo para la Población Negra, Palenquera, 
Afrocolombiana y Raizal. Se dará continuidad al proceso adelantado para la formulación 
del Plan Integral de Largo Plazo para la Población Negra, Palenquera, Afrocolombiana y 
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Raizal, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 57 de la Ley 70 de 1993 y del Conpes 
3310 de 2004. El Gobierno Nacional hará gestiones, para que a través de la Dirección de 
Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia, se estructure un proyecto que garantice la par-
ticipación a nivel regional, de tal manera que se incorporen las visiones y particularidades 
etnoculturales de las comunidades negras, palenqueras, afrocolombianas y raizales.

El Gobierno Nacional adelantará las gestiones tendientes a obtener los recursos de 
la banca multilateral y cooperación internacional con el propósito de desarrollar lo con-
templado en el inciso anterior. Así mismo, incluirá los recursos pertinentes en las Leyes 
Anuales del Presupuesto General de la Nación.

Parágrafo. Para la vigencia presupuestal de 2008 y las siguientes de este Plan de Desa-
rrollo se realizarán acciones afirmativas en los programas de gasto, en cumplimiento de lo 
estipulado en el artículo 13 de la Constitución Política.

Para efecto de lo previsto en este artículo y para la ejecución del plan integral de 
largo plazo para la población negra afrocolombiana, palenquera y raizal, el Gobierno 
Nacional incluirá los recursos pertinentes en las Leyes Anuales del Presupuesto General 
de la Nación de conformidad con las normas establecidas en el Estatuto Orgánico del 
Presupuesto. Adicionalmente el Gobierno Nacional gestionará los recursos de la Banca 
Multilateral y Cooperación Internacional, con el propósito de desarrollar el contenido 
del presente artículo.

Artículo 114. Gasto social en entidades territoriales. Las entidades territoriales deben 
hacer públicos en forma permanente el nombre de los beneficiarios de proyectos sociales 
que sean financiados con recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación, en 
los términos que fije el Gobierno Nacional.

Artículo 115. Plan integral de corto y mediano plazo para la población indígena 
Nukak Makúk. Se dará inicio a la formulación de un plan integral de corto y mediano 
plazo para la Comunidad Indígena Nukak Makúk, debido a la situación de desplazamien-
to y crisis humanitaria en que se encuentra encaminándolo a desarrollar las principales 
acciones prioritarias y urgentes:
a)	 Garantizar la prestación de servicios de salud a los grupos Nukak, a través de los pues-

tos localizados en las localidades de Mocuare, Tomachipan, Arawato, Santa Rosa y 
Cerro Cocuy para lo cual se debe realizar la asignación de personal médico necesario 
acompañada de la inversión en infraestructura y dotación;

b)	 Implementar estrategias que apunten a garantizar la seguridad alimentaria de estas 
comunidades a través de apoyo logístico y técnico para adelantar tareas de agricultura 
y de la instauración de programas de recuperación nutricional para la población;

c)	 Garantizar mediante un programa integral al interior de su territorio el retorno de los 
miembros de los grupos desplazados a su espacio original es decir el medio río Gua-
viare, Laguna Pavón.
La Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y Justicia, el Ministerio de la Pro-

tección Social y la Dirección de Etnocultura y Fomento Regional del Ministerio de la 
Cultura, coordinarán la elaboración del Plan Integral conjuntamente con la Oficina de 
Planeación de la Secretaría de Salud Departamental y las Oficinas de Planeación de los 
Municipios de San José. El retorno Acción Social de la Presidencia, dos representantes de 
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los Nukak Makúk y tres Representantes a la Cámara (dos por el departamento del Guavia-
re y la Representante por las Comunidades Indígenas), para que formulen los programas 
y proyectos sociales que mitiguen la problemática de la única tribu nómada en el mundo.

El Gobierno Nacional adelantará las gestiones tendientes a obtener los recursos de la 
Banca Multilateral y Cooperación Internacional con el propósito de adelantar y desarro-
llar lo contemplado en el inciso anterior.

SECCIÓN IX
Regalías

Artículo 116. Destinación recursos Fondo Nacional de Regalías. Los recursos que 
se apropien en cada vigencia fiscal al Fondo Nacional de Regalías, correspondiente al pa-
rágrafo tercero del artículo 1° de la Ley 141 de 1994, serán destinados principalmente a 
proyectos de inversión en el río Magdalena para la recuperación del canal navegable y 
atención de inundaciones a través de Cormagdalena y de las entidades territoriales ribe-
reñas; prevención y atención de desastres naturales o situaciones de calamidad pública a 
nivel nacional y en especial para la región de La Mojana; se priorizarán entre otros a la 
recuperación de Macizo Colombiano, y al sector educativo orientados a programas de 
ampliación de cobertura para los estratos más pobres.

Artículo 117. Ejecución de recursos de regalías por órganos públicos. Cuando a so-
licitud de la entidad territorial beneficiaria, el Consejo Asesor de Regalías, FNR, designe 
como ejecutor de los proyectos aprobados, a una entidad del orden nacional que haga par-
te del Presupuesto General de la Nación, dichos proyectos se podrán ejecutar mediante la 
celebración de un convenio interadministrativo entre el FNR y la entidad designada, con 
base en el cual se efectuarán las correspondientes operaciones presupuestales.

Artículo 118. Administración de recursos de agua potable y saneamiento básico. Los 
recursos destinados por la Nación, departamentos, distritos, municipios y autoridades 
ambientales al sector de agua potable y saneamiento básico, podrán ser girados a cuentas 
conjuntas, negocios fiduciarios y, en general, a cualquier mecanismo de administración de 
recursos constituido por la Nación, las entidades territoriales y/o las personas prestado-
ras de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo, siempre y 
cuando medie autorización expresa del representante legal de la respectiva entidad.

Artículo 119. Operaciones presupuestales sobre saldos de apropiación. En desarrollo de 
lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley 756 de 2002, el Gobierno Nacional efectuará las opera-
ciones presupuestales a que haya lugar en el presupuesto del Fondo Nacional de Regalías, con 
el fin de distribuir los saldos de apropiación presupuestal a que se refiere dicha norma.

Artículo 120. Coberturas mínimas. Las coberturas a que se refieren los artículos 14 y 
15 de la Ley 141 de 1994 en indicadores de mortalidad infantil, cobertura básica de salud 
y educación, agua potable y alcantarillado, serán las determinadas en el presente Plan Na-
cional de Desarrollo para alcanzar las metas propuestas en cada uno de los sectores.

Parágrafo. Cuando las entidades territoriales hayan cumplido con las coberturas esta-
blecidas en la ley, podrán utilizar los recursos de regalías para financiar otro sector como 
proyectos productivos-recreacionales-deportivos y otros.
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Artículo 121. Asignación y ejecución de recursos. En la asignación y ejecución de 
recursos provenientes de regalías y compensaciones y del Fondo Nacional de Regalías, las 
entidades territoriales beneficiarias deben adoptar y ejecutar las disposiciones y procedi-
mientos que en ejercicio de sus funciones para la correcta utilización de los recursos, a que 
hacen referencia los artículos 10 y 5° de las Leyes 141 de 1994 y 756 de 2002, respectiva-
mente, expida el Departamento Nacional de Planeación.

Cuando una entidad territorial beneficiaria de los recursos de regalías y compensacio-
nes y de las asignaciones del Fondo Nacional de Regalías o de recursos en depósito en el 
mismo Fondo, sea objeto de la medida de suspensión de giros, no podrá contratar, com-
prometer u ordenar el gasto con cargo a las apropiaciones financiadas con dichos recursos 
hasta tanto dicha suspensión sea levantada.

SECCIÓN X
Inversiones y finanzas públicas

Artículo 122. Equidad regional. El Gobierno Nacional propenderá por la equidad 
regional en la distribución de los recursos del Presupuesto de Inversión Nacional, de tal 
manera que en su asignación se tenga en cuenta, además de criterios contemplados en la 
Ley 152 de 1994, el esfuerzo fiscal de cada entidad territorial, la menor renta por habitante 
respecto del promedio nacional y la caracterización y topologías territoriales, de tal ma-
nera que la programación presupuestal del gasto de inversión se realice en la forma más 
general y equitativa posible. Para los efectos previstos en el presente artículo las rentas 
corresponden a las regalías directas y a los recursos propios de la entidad territorial, sin 
incluir los recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 123. Prioridad Presupuestal. Los órganos públicos del orden nacional en-
cargados de las políticas sociales, ejecutarán sus respectivos presupuestos, dando priori-
dad a la atención de la población desplazada por la violencia y a la población en extrema 
pobreza identificada por la Red para la Superación de la Extrema Pobreza, de acuerdo con 
los lineamientos definidos por el Gobierno Nacional.

Para tales efectos reportarán al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Depar-
tamento Nacional de Planeación, con el detalle y la periodicidad que estos establezcan, la 
información relacionada con la ejecución presupuestal de dichos recursos.

Artículo 124. Obligaciones territoriales. Las inversiones realizadas con recur-
sos propios de las entidades territoriales en la atención a la población desplazada, 
debidamente certificadas por las autoridades competentes, se tendrán como parte 
de pago proporcional de sus obligaciones con los fondos de cofinanciación admi-
nistrados por Findeter.

Artículo 125. Seguimiento presupuestal. Los órganos públicos ejecutores de proyec-
tos de inversión financiados o cofinanciados con recursos del Presupuesto General de la 
Nación, para efectos de la programación y seguimiento presupuestal, deben reportar al 
Departamento Nacional de Planeación, de acuerdo con los procedimientos y metodología 
que este defina para el efecto, la información que permita identificar los recursos inverti-
dos por programa en cada departamento.
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Artículo 126. Fondo de Solidaridad Pensional. Los recursos aportados por la Nación a 
la Subcuenta de Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, con destino a la atención 
de programas alimentarios de la tercera edad, se realizarán en cumplimiento de lo previsto 
en el literal c) del numeral 2 del artículo 27 de la Ley 100 de 1993, adicionado por el ar-
tículo 8° de la Ley 797 de 2003, y podrán ejecutarse a través del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, ICBF.

Artículo 127. Fondo de Programas Especiales para la Paz. En el Fondo de Programas 
Especiales para la Paz se constituirán las Subcuentas de “Programas para la Desmoviliza-
ción” y “Programas de Reincorporación a la Vida Civil”, en las cuales la ordenación del gasto, 
además de lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 368 de 1997, podrá ser delegada en otros 
funcionarios del nivel directivo, de conformidad con las normas orgánicas del presupuesto.

Artículo 128. Inversión recursos de capitalizaciones. Inversiones del 10% del pro-
ducto bruto de la enajenación de las acciones o bonos obligatoriamente convertibles en 
acciones, con exclusión de las correspondientes a las entidades financieras, se invertirán, 
por parte del Gobierno, en la ejecución de proyectos de desarrollo regional en la misma 
entidad territorial, departamental o distrital en la cual está ubicada la actividad de la em-
presa cuyas acciones se enajenen.

Parágrafo. Los proyectos que se van a desarrollar con estos recursos deben estar diri-
gidos al mejoramiento de la competitividad, saneamiento básico y estabilización de zonas 
vulnerables del ente territorial donde está ubicada la actividad de la empresa cuyas accio-
nes se enajenan, y su priorización debe ser producto de la concertación entre el bloque 
regional parlamentario del Departamento y la Comisión Regional de Competitividad.

Artículo 129. Proyectos por viabilizar. El Gobierno Nacional acompañará a las enti-
dades territoriales en el diseño y estructuración de proyectos del Anexo que, aún cuando 
no están incluidos en el presente Plan Nacional de Inversiones, sean importantes para 
contribuir al logro de una mayor competitividad, productividad e impacto social de las 
regiones, y para seguir avanzando en las metas de la agenda interna y la Visión Colom-
bia Segundo Centenario, para su posterior inclusión en el Banco de Proyectos de Inver-
sión Nacional, BPIN. Algunos de estos proyectos se financiarán con cargo al crédito de 
US$1.000 millones a que hace referencia esta ley:

Departamento de Córdoba:
•	 Se destinarán los recursos correspondientes para un proyecto de infraestructura en 

los departamentos de Córdoba y Sucre, el cual se relaciona a continuación: Estudio, 
diseño y construcción de la vía que del municipio de Sahagún, conduce al municipio 
de la Unión de Sucre, pasando por los corregimientos de las Llanadas y Sabaneta.

•	 Se destinarán los recursos correspondientes para un proyecto de infraestructura en el 
departamento de Córdoba el cual se relaciona a continuación: Estudio, diseño y cons-
trucción de la línea de agua potable Cereté-Sahagún, para abastecer de agua potable 
permanente al municipio de Sahagún.

•	 Se destinarán los recursos correspondientes para un proyecto de infraestructura en el 
departamento de Córdoba el cual se relaciona a continuación: Estudio, diseño y cons-
trucción de la vía que del municipio de Planeta Rica, conduce al corregimiento de Pica 
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Pica, en el municipio de Montelíbano, pasando por vereda Punta Verde, vereda Medio 
Rancho, corregimiento Marañonal, vereda Guarica, vereda Santa Rosa, vereda Nuevo 
Paraíso, corregimiento Centro Alegre, vereda Pueblo Rico, corregimiento Campo Bello.

•	 Se destinarán los recursos correspondientes para un proyecto de infraestructura en 
el departamento de Córdoba el cual se relaciona a continuación: Estudio, diseño y 
construcción de un puente sobre el río San Jorge, en la vía que comunica al munici-
pio de Ayapel, con el municipio de Pueblo Nuevo, y el municipio de Buenavista, en 
el corregimiento de Nueva Esperanza, municipio de Pueblo Nuevo, departamento 
de Córdoba.

•	 Doble calzada Cereté-Lorica.
•	 Transversal Lorica-Moñitos vía corregimiento de las Flores.
•	 Vía Ciénaga de Oro-Arache-Chimá-Tuchín.
•	 Proyectos de electrificación y pavimentación de las vías:
•	 Municipio de Sahagún-corregimiento Santiago Abajo.
•	 Municipio Sahagún-corregimiento Quebrada del Medio.
•	 Municipio de los Córdobas-corregimiento Barranquillita.
•	 Municipio de los Córdobas-corregimiento San Rafael.

Departamento de Antioquia
1.	 Construcción del Coliseo Polideportivo en el Instituto Agrícola del municipio de 

San Jerónimo.
2.	 Construcción del Bulevard en la zona urbana, Municipio de San Jerónimo.
3.	 Construcción y dotación del Centro de Atención Integral al Discapacitado en el muni-

cipio de Marinilla tercera etapa.
4.	 Pavimentación de la vía Nariño-La Quiebra en una extensión de 20 kilómetros.
5.	 Rectificación y pavimentación del anillo vial turístico-San Jerónimo-Sopetrán.
6.	 Puente de Occidente-Santa Fe de Antioquia.
7.	 Construcción de la variante Santa Fe de Antioquia vía al mar o carretera de Urabá. Del 

Pasto Real hasta conectar con la vía al mar.
8.	 Pavimentación de la vía Liborina-Sabanalarga.
9.	 Apertura y pavimentación de la vía Boquerón de Toyo-Abriaquí.
10.	Mantenimiento de la vía Liborina-San Diego-San José de la Montaña.
11.	Mantenimiento y construcción de la carretera Sevilla-Quirimará Rodeo-puente de esa 

río Cauca. Municipio de Ebéjico.
12.	Mantenimiento de la carretera Llano de San José de Heliconia al corregimiento de la 

Clara de Ebéjico.
13.	Pavimentación de San José del Nus-Caracolí.
14.	Pavimentación de Primavera-Anorí.
15.	Pavimentación de San José de la Montaña-Toledo.
16.	Pavimentación de la troncal a la Costa-Briceño-20 km.
17.	Pavimentación de la variante en el municipio de San Rafael.
18.	Terminar anillo vial Tarso Pueblorrico-Jericó.
19.	En Ministerio de la Protección la construcción del Centro Médico en Sucre-Olaya.



Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010:
Estado Comunitario: desarrollo para todos

688

20.	Construcción de la vía en doble calzada por la regional entre Solla y Niquía en una 
longitud de cuatro kilómetros.

21.	Municipio de Itagüí.
•	 Zanjón Santa Catalina.
•	 Terminación caño aguas negras Marandua.
•	 Vía regional costado occidental (Autopista Sur).
Municipio de Bello
•	 Intercambio vial de soya, entre los municipios de Medellín y Bello.

Municipio de San Carlos (vías terciarias).
•	 Apertura de la vía Vallejuelo-La Rápida.
•	 Mantenimiento mecánico y rutinario de la vía Juanes-Samaná-Puente Arkansas.
•	 Mantenimiento mecánico y rutinario de la vía San Carlos-Vallejuelo-Palmichal.
•	 Ampliación, rectificación y pavimentación de la vía San Carlos-Granada.

Doble calzada Medellín-Urabá.
Puerto Berrío-Bolombolo (corredor).
Yondó-La Virgen-La Y.
Troncal de la Paz (Zaragoza-Vegachí)
Vía Ituango al corregimiento Santa Rita para su adecuado mantenimiento.

Rectificación, ampliación y pavimentación de la carretera Jericó-Pueblo Rico-San 
José-Andes.

Departamento del Atlántico
1.	 Incluir en las siguientes vías secundarias del departamento del Atlántico.

a.	 Galapa-Tubará;
b.	 Aguas Vivas-Piojó-Hibacharo-Palmar de Candelaria, Cordialidad;
c.	 Cien Pesos-Tablas-Repelón;
d.	 Santa Lucía-Carretera Oriental;
e.	 Cordialidad-Pital de Megua;
f.	 La Peña-Aguada de Pablo;
g.	 Leña Gallego-Manatí;
h.	 Acceso a Puerto Caimán;
i.	 Tubará-Bajo de la Habana;
j.	 Pte. sobre el río Magdalena;
k.	 Sede Hospital de Soledad;

l.	 Prolongación vía 40.
2.	 Construcción del tanque de agua potable en el barrio Siete (7) de Abril de la ciudad de 

Barranquilla.
3.	 Construcción de 2 espolones en el corregimiento de Pradomar, en el municipio de 

Puerto Colombia.
•	 Conversión del muelle de Puerto Colombia en un gran espolón y recuperación de 

su superficie.
•	 Construcción de seis espolones en las playas de los municipios de Tubará, Juan de 

Acosto, y Piojó en el departamento del Atlántico.
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•	 Construcción de una nueva planta física para el Hospital Juan Domínguez Romero 
del municipio de Soledad en el departamento del Atlántico.

•	 Priorícese en Sabanalarga, Atlántico Programas de Saneamiento Básico y Relleno 
Sanitario, Agua y Alcantarillado.

•	 Construcción puente vehicular sobre la calle 30 en la vía Calamar-Barranquilla 
(Avenida Aeropuerto con la intersección de la entrada al municipio de Soledad). 
PR 77 + 650 ruta 2516.

Departamento del Amazonas
1.	 Construcción del alcantarillado del municipio de Leticia con posibilidades de cons-

truirlo por fases.
2.	 Sistemas de acueductos menores agua potable a comunidades ribera río Amazonas 

área de influencia municipio Leticia.
3.	 Sistemas de acueductos menores agua potable-comunidades ribera-río Amazonas y 

Loretoyaco-área de influencia municipio de Puerto Nariño.
4.	 Construcción de pavimento en concreto hidráulico de la calle 18b entre carreras 5ª y 

10ª en el municipio-departamento del Amazonas.
5.	 Construcción de pavimento en concreto hidráulico de la calle 17 entre carreras 5ª y 10ª 

en el municipio-departamento del Amazonas.
6.	 Construcción de la vía en concreto en la carretera 6ª Avenida Internacional desde la 

calle 12 vía de acceso al barrio La Esperanza del municipio de Leticia.
7.	 Construcción placa huella de la intersección de la carretera Leticia-Tarapacá.
8.	 Proyectos de infraestructura para el municipio de Puerto Nariño-departamento de Leticia.

a.	 Construcción de andenes peatonales en 15 comunidades de la jurisdicción del muni-
cipio de Puerto Nariño;

b.	 Diseño de adecuación del sendero ecológico desde el km 0 + al 4.0 + que conduce a la Co-
munidad Indígena de San Martín de Amacayacu, departamento del Amazonas-Fase I;

c.	 Construcción de andenes peatonales con fines turísticos desde el municipio de Puer-
to Nariño hasta la comunidad de Puerto Esperanza, departamento del Amazonas;

d.	 Diseño y construcción de muelle turístico para la Comunidad de San Juan de Soco 
ubicada desde el río Loreto Yacu, departamento del Amazonas.

9.	 Construcción y optimización de seis acueductos menores en las Comunidades Indíge-
nas del Resguardo Ticuna, Cocama y Yagua.

10.	Construcción y adecuación de redes de acueducto y alcantarillado en el área urbana 
del municipio de Puerto Nariño.

11.	Obras de infraestructura en la Escuela Normal de Leticia-Amazonas así:
a.	 Construcción dos plantas Bloque 1;
b.	 Sobre la calle 10 carrera 8 sección A consistente en 10 salones en el primer piso y 

12 salones en el segundo piso;
c.	 Ampliación de la segunda fase de las baterías sanitarias en dos plantas de la sección A;
d.	 Cubiertas de las canchas múltiples secciones A y B;
e.	 Perforación de dos pozos artesianos secciones A y C.
AIU 25%
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12.	Construcción placa huella de la intersección de la carretera Leticia-Tarapacá.
13.	Construcción vías urbanas municipio de Leticia.
14.	Corredor Tumaco-río Putumayo-Belen do Para (Brasil).

Departamento de Arauca
1.	 Incluir el desarrollo del tramo Saravena-Arauca, dentro del Programa de Corredores 

Arteriales Complementarios de Competitividad.
2.	 Incluir el desarrollo y pavimentación de las vías Arauquita-Aguachica-Panamá de 

Arauca y Cravo Norte-Puerto Rondón-Tame.
3.	 Pavimentación de la vía Saravena-Isla del Charo, último tramo de la troncal Villa-Gar-

zón-Saravena-carretera conocida como la Marginal de la Selva.
4.	 Construcción de la variante de la ciudad de Arauca como último tramo de la carretera 

denominada Ruta de los Libertadores.
5.	 Construcción del Puente Internacional Isla del Charo-Nula (Venezuela).
6.	 Construcción, ampliación y mejoramiento de los aeropuertos de los (siete municipios 

del departamento).
7.	 Recuperación y mantenimiento de las condiciones de navegabilidad de los ríos Arauca 

y Casanare-construcción y mantenimiento y adecuación de instalaciones portuarias 
en los municipios de Arauca, Arauquita, Saravena, Puerto Rondón y Cravo Norte.

8.	 Destaponamiento, drenaje y canalización de caños.
9.	 Desarrollo y mejoramiento de la infraestructura fluvial.
10.	Desarrollo físico y la habilitación del paso de frontera del Puente José Antonio Páez.
11.	Pavimentación de la vía Fortul-La Esmeralda.
12.	Mantenimiento de las vías terciarias.

Archipiélago de San Andrés
1.	 Para suministro de agua potable.
2.	 Para continuar con la construcción de alcantarillado.
3.	 Para la disposición final de basuras.
4.	 Para seguir adelantando la reparación y mantenimiento de la malla vial de San Andrés.
5.	 Para seguir adelantando la reparación y mantenimiento de la malla vial de Providencia.
6.	 Para invertir en la implementación de la educación bilingüe.

Departamento de Boyacá
Reordenamiento físico funcional, reforzamiento estructural, sistema de información, re-

posición tecnología, telemedicina:
1.	 Implementación sistemas de calidad, con el objeto de posesionar al Hospital de Tunja.
2.	 Pavimentación y rehabilitación de la carretera central del Norte que integra a los de-

partamentos de Boyacá, Santander y Norte de Santander, conectando a Bogotá con el 
vecino país de Venezuela.

3.	 Pavimentación de la carretera transversal de Boyacá sector Lengupa: Tunja-Miraflo-
res-Páez-Upta-Monterrey y su integración con la transversal del Norte.

4.	 Pavimentación de la ruta de la libertad, en su trayecto Belén-Socha-Sácama-La Cobuya.
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5.	 Repavimentación de la carretera central del Norte en el tramo circunvalar del munici-
pio de Santa Rosa del Viterbo-Belén, Soatá.

6.	 Mejoramiento de la vía Paipa-Palermo-Gámbita-Vado Real, departamento de Boyacá 
y Santander del Sur.
Construcción Parque Plazoleta de Convenciones ciudad de Tunja.

Construcción Acueducto Regional del Río Togüí para los municipios de Moniquirá 
y San José de Pare.

7.	 Pavimentación y rehabilitación de la vía Chiquinquirá-Buena Vista-Coper-Muzo-
Quípama-La Victoria.

8.	 Rehabilitación de la vía Chiquinquirá-Pauna; y pavimentación de la vía Pauna-San 
Pablo de Borbur-Otanche-Puerto Boyacá.

Bogotá, Distrito Capital
Dotación y material didáctico duradero para Hogares Comunitarios de Bienestar del 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
El programa desarrollo y habilidades para la vida y de competencia para niños y jóvenes 

habitantes de la calle e involucrados en la comisión de delitos y actos violentos de todo tipo.

Departamento de Bolívar
Municipio de San Pablo

•	 Construcción y adecuación muelle de San Pablo, Bolívar.
•	 Construcción del puente sobre el río Cimitarra entre los municipios de San Pablo-

Cantagallo.
•	 Ampliación y pavimentación de la carretera San Pablo-Cantagallo.
•	 Puente sobre el río Cimitarra, entre la cabecera municipal de Cantagallo y las vere-

das del Valle del Cimitarra en el sitio de Puerto Nuevo.
•	 Construcción y pavimentación carretera Cantagallo (Bolívar)-Yondó (Antioquia).

Municipio de Magangué
Magangué-Barra de Yuca.

Municipio de Simití
Pavimentación de la vía-Monte-San Pablo.

Municipio de Morales
Morales-Las Palmas.

Municipio de Mompox
Recuperación de la vía de Mompox-Bodego-Mompox, San Fernando-Margarita.

Departamento de Caldas
•	 Construcción del Acueducto Regional de Occidente etapa Risaralda-San José-

Belalcázar.
•	 Recuperación y mantenimiento de la carretera Chinchiná-Marsella tramo El 

Trébol-río San Francisco a cargo de Invías.
•	 Recuperación y mantenimiento de la carretera Anserma-Risaralda-Las Margari-

tas-Arauca a cargo de Invías.
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•	 Recuperación y mantenimiento de la carretera San José-Risaralda a cargo de Invías.
•	 Recuperación y mantenimiento de la carretera Victoria-río La Miel-Samaná a car-

go de Invías.
•	 Recuperación y mantenimiento de la carretera Aranzazu-Salamina a cargo de Invías.
Proyectos:
•	 Aeropuerto de Palestina.
•	 Puerto Multimodal de La Dorada.
•	 Vía Manizales-Honda.
•	 Pavimentación red vial interna.
•	 Pavimentación vía Aguadas-Arma-La Pintada.
•	 Pavimentación vía La Dorada-Norcasia.
•	 Estación ferroviaria y km 41 La Felisa.
•	 Puerto Tibugá y carretera al mar.
•	 Túnel de Cocolo.
•	 Autopista del Café-Medellín.
•	 Túnel de la línea.
•	 Transversal de Caldas.
•	 Nueva vía a Neira.
•	 12 km de vías entre Chinchiná y el Jazmín.
•	 Vías incluidas en el documento anexo.
•	 Malecom de La Dorada.

1. Conexión pavimentada a cabeceras municipales costo
Recuperación
•	 La Central-El Llano (Marmato).
•	 Salamina-Marulanda.
•	 Cañaveral-La Miel-Samaná.
•	 Marquetalia-Manzanares.
•	 Pácora-Aguadas.
•	 Salamina-Pácora.
Total conexión pavimento todos los municipios.

2. Recuperación pavimentos actuales
•	 Manizales-Neira.
•	 Neira-Aranzazu.
•	 Aranzazu-Salamina.
•	 Varsovia-Filadelfia.
•	 Las Margaritas-Risaralda-Cauya.
•	 Las Margaritas-El Crucero-Asia.
•	 El Crucero-Belalcázar.
•	 Dorada-Norcasia.
•	 Guarino-Manzanares.
•	 El Cruce-Pensilvania.
•	 El Cruce-Bolivia.
•	 Riosucio-Bonafont.
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Total recuperación pavimentos actuales que comunican con cabeceras.
3. Terminación transversal de Caldas

•	 Perico-Victoria.
•	 Victoria-Marquetalia.
•	 Manzanares-Marulanda.
•	 Salamina-La Merced.
•	 La Merced-La Felisa.
Total terminación transversal de Caldas.

4. Vías para el turismo y con posibilidades de cofinanciación
•	 La Esperanza-El Arbolito-Brisas.
•	 El Arbolito-Termales-La Gruta.
•	 Tres Puertas-Arauca-La Margarita.
•	 La Rochela-Palestina.
•	 Chinchiná-El Trébol.
•	 Cartagena-Curazao.
Total vías para el turismo y cofinanciadas.
Total recuperación vial primaria

Otras vías de Caldas
•	 Aguadas-La Pintada.
•	 Filadelfia-La Felisa.
•	 Norcasia-Florencia-Puente Linda.
Total otras vías de importancia.
Total red primaria y otras vías

Departamento del Caquetá
1.	 Carretera vía Paujil-Cartagena del Chairá. Km 50-Cartagena del Chairá.
2.	 Carretera vía Morelia-Valparaíso-Solita. Km 20-Valparaíso-Solita.
3.	 Carretera vía Central-La Y-San Antonio de Getuchá.
4.	 Vía La Y-Milán.
5.	 Vía Unión Peneya-Solano.
6.	 La longitud del Oriente-El Porvenir-San José de Fragua-San Vicente del Caguán-

Neiva, corredor arterial complementario de competitividad.
7.	 Rehabilitación de San José del Fragua, Florencia, San Vicente del Caguán.
8.	 Continuación, pavimentación San Vicente del Caguán, Neiva.
9.	 Rehabilitación San José del Fragua, Villa Garzón (Putumayo).
10.	Construcción carretera La Unión Peneya-Puerto Solano, departamento de Caquetá.
11.	Construcción y mantenimiento de la vía Florencia-La Fragua-Villa Garzón en los 

departamentos de Caquetá y Putumayo.
12.	Construcción de la vía Villa Garzón-Portugal-Orito en el departamento de Putumayo.
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Carretera Tramo por desarrollar

Vía: San José del Fragua (Caquetá)-Villa
Garzón (Putumayo).

Vía: San José del Fragua (Caquetá)-Villa Garzón (Putu-
mayo).

San Vicente del Caguán (Caquetá)-Neiva (Huila) San Vicente del Caguán (Caquetá)-Neiva (Huila)

Vía: el Paujil-Cartagena del Chairá Kilómetro 50-Cartagena del Chairá

Vía: Morelia-Valparaíso-Solita Kilómetro 20 Valparaíso-Solita

Vía: Central-La Y-San Antonio de Getuchá Vía: Central-La Y-San Antonio de Getuchá

Vía: La Y-Milán Vía: La Y-Milán

Vía: La Unión Peneya-Solano Vía: La Unión Peneya-Solano

Plan Maestro de Acueducto y alcantarillado de Florencia.

Departamento del Casanare
Casanare vía Guateque-Santa María-San Luis de Gaceno en Boyacá. Con las Inspec-

ciones de El Secreto y Aguaclara en Sabanalarga, cuenta con una longitud de 92 kiló-
metros, con el 66,8% en pavimento y el restante 33,2% en afirmado requiere trabajos de 
estabilización y reconstrucción de pavimento.

La ruta de los Libertadores entre los departamentos de Boyacá y Casanare, comunica 
con los municipios de Belén-Socha y Sácama-La Cabuya.

Autopista de la llanura que comunica con los departamentos de los Llanos Orientales 
(Arauca, Casanare, Meta y Vichada) partiendo del municipio de Yopal a Orocué en Casa-
nare y pasando a Puerto Carreño en Vichada.

Variante río Cravo Sur (Yopal 12 kilómetros y construcción del puente sobre el río Cravo).
Vía Chámeza-(Casanare)-Miraflores-(Boyacá).
Vía Mengua-Labranzagrande-(Boyacá)-El Morro (Casanare).
Infraestructura de transporte fluvial
Proyecto navegabilidad del río Meta construcción de un puerto en el municipio de Orocué.
Proyecto Ferrocarril del Suroriente
Construcción del Aeropuerto El Alcaraván (Aeropuerto Internacional).
Construcción de terminal de carga en el Aeropuerto del Casanare.
Infraestructura eléctrica para los departamentos que conforman la media Colombia.
Infraestructura vial

1.	 Inclúyanse recursos para el mantenimiento y pavimentación de la carretera el Sisga-
Guateque-Santamaría-San Luis-El Secreto, que necesita la pavimentación de un tramo 
de 33 kilómetros (con una longitud de 92 kilómetros-66 por ciento pavimentada y el 33,2 
por ciento en afirmado).

2.	 Inclúyanse los recursos para la construcción de la vía Sácama-La Cabuya, en la cono-
cida vía Ruta de los Libertadores.

3.	 Inclúyanse los recursos para la pavimentación y mantenimiento de la carretera El Cru-
cero- Aguazul (solución a los pasos críticos).
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4.	 Inclúyanse los recursos para la pavimentación y mantenimiento de la vía Trinidad-
Bocas del Pauto.

5.	 Inclúyanse los recursos para la pavimentación y mantenimiento de la vía Yopal-Bar-
quereña-Orocué (Casanare).

6.	 Inclúyanse recursos para la variante río Cravo Sur (12 kilómetros en Yopal-construc-
ción del puente sobre el río Cravo).

7.	 Inclúyanse recursos para la construcción y mantenimiento de la vía Chámeza (Casa-
nare)-Miraflores (Boyacá).

8.	 Inclúyanse recursos para la construcción de la vía Mengua-Labranzagrande (Boyacá)-
El Morro (Yopal-Casanare).
Navegabilidad del río Meta
Inclúyanse recursos para el proyecto de recuperación de la navegabilidad del río Meta, 

incluyendo construcción de un puerto en la orilla de Casanare (Orocué, Bocas del Pauto 
o la Hermosa), y en donde más convenga técnicamente.

Aeropuerto El Alcarabán
Inclúyanse recursos para la construcción del terminal de carga y habilitación del Aero-

puerto El Alcarabán, como aeropuerto internacional.

Departamento del Cauca
1.	 Vía férrea que integra el anillo conformado por las empresas que se crearon con oca-

sión de la Ley Páez.
2.	 Generación de energía a través de Termocauca.
3.	 Gasoducto Yumbo-Popayán incluyendo conducción y domiciliarias.
4.	 Pavimentación de la vía anillo vial del Macizo Colombiano, sector Rosas-La Sierra-La 

Vega-Santiago-Bolívar-La Lupa.
5.	 Proyecto estratégico de la vía al mar que conectará El Plateado (Argelia)-Belén-Brazo 

Seco-Guapi, como también el proyecto de la acuapista del Pacífico.
6.	 Pavimentación de la vía Totoró-Inzá-La Plata como corredor para promover la 

competitividad.
•	 Se pavimentarán las vías Popayán-Totoró-Inzá-Puerto Valencia en el departamento del 

Cauca, con condiciones de troncal incluyéndose dentro de los proyectos de corto plazo.
7.	 Ampliación a doble calzada de la vía Santander de Quilichao-Popayán.
8.	 Mejoras en la infraestructura con énfasis en el sector energético y de vías del depar-

tamento del Cauca.
9.	 Transversal[sic] del macizo Colombiano Pitalito-Isnos-Paletera-Popayán.

•	 Neiva-San Vicente del Caguán.
10.	Pavimentación del anillo vial del Macizo Colombiano sector Rosas-La Sierra-La Vega-

Santiago-Bolívar-La Lupa (Cauca).
11.	Construcción alcantarillado para evacuación de aguas residuales en la vereda Perico-

negro del municipio de Puerto Tejada.
12.	Construcción de pavimento rígido en las vías del corregimiento Yarumales, Padilla.
13.	Reestructuración del Canal Zanjón Oscuro con tubería de concreto de 36” de diá-

metro en el municipio de Puerto Tejada.
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14.	Ampliación de redes y construcción de alumbrado público de la zona rural para las 
veredas de Cantarito, Chalo, Juan Ignacio, Primavera y Agua Azul, del municipio de 
Villa Rica.

15.	Pavimentación de la vía interveredal: Juan Ignacio-Chalo-Cantarito, km 2+000 al km 
9+300, municipio de Villa Rica.

16.	Electrificación del sector urbano barrios La Laguna, Villa Ariel, Tres de Marzo y Terre-
nal, municipio de Villa Rica.

17.	Terminación de la tercera etapa del Hospital Municipal, Puerto Tejada.
18.	Continuar cofinanciando los Sistemas Integrados de Transporte Masivo (SITM) de 

Bogotá, Cali, Área[sic] Metropolitana del Valle de Aburrá, Área[sic] Metropolitana de 
Bucaramanga, Área[sic]  Metropolitana del Centro Occidente, Área[sic]  Metropolita-
na de Barranquilla, Cartagena, Soacha.
•	 Cofinanciación de los Sistemas Estratégicos de Transporte Público (SETP) de Iba-

gué, Pasto, Popayán, Neiva, Armenia, Santa Marta, Montería, Valledupar, Villavi-
cencio y Buenaventura y estudiará la cofinanciación del SITM de las ciudades de 
Cúcuta y Manizales.

19.	Pavimentación Isnos-Paletera-Popayán.

Departamento del Cesar:
•	 Mejoramiento de la vía Sincé-Valencia-Patillal-Callejón-La Ventura-San Roque-San 

Benito Abad.
•	 Pavimentación de la vía de San Diego al corregimiento de Media Luna.
•	 Traslado de la Cárcel Judicial de Valledupar a una zona que no represente riesgo para 

la población. Actualmente el centro carcelario se encuentra en el casco urbano del 
municipio de Valledupar, el Gobierno Nacional dispondrá de un término no mayor a 
24 meses para que se inicie esta obra.

•	 Construcción de la represa Los Besotes. Valledupar, la construcción deberá iniciarse 
en un término no mayor de seis (6) meses.

•	 A través del Incoder, el Gobierno Nacional, apropiará recursos necesarios para la pues-
ta en funcionamiento del Distrito de Riego de Buturama en el municipio de Aguachi-
ca-Cesar. El Gobierno Nacional, dispondrá de un término no mayor a 12 meses para 
que se inicie esta obra.

•	 Construcción de la vía Agustín Codazzi-Cuatro Vientos, en el corregimiento de El 
Paso (Cesar).

•	 El Gobierno Nacional apropiará a través de Mincultura para la culminación obras del 
Parque de la Leyenda Vallenata en Valledupar.

•	 El Gobierno Nacional, adelantará a través del Sena estudios para la construcción del Cen-
tro Multisectorial Minero del Cesar en el municipio de La Jagua de Ibirico; la construcción 
del Centro Multiminero deberá iniciarse en un término no mayor a seis (6) meses.

•	 El Gobierno Nacional adelantará los estudios necesarios, a través del Incoder y apro-
piará los recursos necesarios para la puesta en marcha del Programa de Pesca en Jaula, 
en la Ciénaga de Zapatosa.

•	 Estación de Policía corregimiento El Guamo, municipio de Chimichagua.
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•	 Pavimentación de la vía Astrea-Guamal, en los municipios del Cesar y Magdalena.
	 Proyecto Multipropósito Los Besotes: Construcción de un embalse de propósitos 

múltiples que regule los caudales del río Guatapurí, que garantice el abastecimiento de 
agua tanto al acueducto, como a un Distrito de Riego en Valledupar, y aprovechando 
la altura disponible al construir la presa y el caudal requerido para los sistemas de 
acueducto y riego, genere energía hidroeléctrica de acuerdo con las especificaciones 
técnicas adjuntas.

	 En lo que tiene que ver con las acciones tendientes al capital físico y área de transporte, 
conectividad vial, competitividad y adecuación de infraestructura para el turismo, la 
pavimentación de las vías Zapatosa-La Raya y Saloa-Las Vegas (trayecto de 36 kilóme-
tros), municipios de Pailitas, Tamalameque y Chimichagua.

	 Construcción del proyecto del Distrito de Riego de la región de Buturama, en la com-
prensión municipal de Aguachica y Gamarra.

Departamento del Chocó:
•	 Construcción y adecuación del Aeropuerto Regional del municipio del Alto Baudó.
•	 Construcción del carreteable: El Tapón-Santa Rita.
•	 Construcción del carreteable: Condoto-Santa Ana.
•	 Construcción del carreteable: San Marino-Marmolejo.
•	 Construcción del carreteable de la red vial Urabá chocoano (Ungía-Acandí).
•	 Pavimentación de la carretera Istmina-Condoto-Novita.
•	 Construcción del carreteable: Playa Roja-Curvarado.
•	 Construcción del carreteable: Playa Roja-Río Sucio.
Navegación fluvial

–	 Destaponamiento y navegabilidad de las bocas del río Atrato.
Recreación y deportes:
–	 Construcción escenarios deportivos en el departamento del Chocó.
Pavimentación de las siguientes vías:
–	 Ciudad Bolívar-La Mansa-Tutunendo.
–	 Santa Cecilia-Tadó-Nuquí.
–	 Istmina-Condoto-Novita.
–	 Construcción y terminación de la carretera Novita-Curundó.
–	 Construcción y dotación de hospitales y centros de salud, en el departamento del Chocó.
–	 Infraestructura aeroportuaria en el departamento del Chocó:
–	 Construcción de aeropuertos comunitarios

•	 Mantenimiento infraestructura aeroportuaria en el departamento del Chocó.
•	 Con recursos del Fondo Nacional de Regalías ejecútese el proyecto de destaponamien-

to en el río Atrato departamento del Chocó.

Departamento de Cundinamarca:
•	 Inclúyase una partida correspondiente para la pavimentación de la vía carreteable en-

tre los sitios Prado y La Victoria, en el municipio de El Colegio.
•	 Para efectos de lograr la competitividad en las exportaciones del carbón, adiciónese 
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una partida para continuar la construcción y pavimentación de la vía troncal del carbón, 
en el tramo Ubaté-Cucunubá-Tierra Negra-Tausa.

•	 Ampliación y mejoramiento del Estadio de Fútbol del municipio de Facatativá, y del 
Estadio de Fútbol del municipio de Apulo.

•	 Construcción, ampliación y dotación de los establecimientos educativos oficiales del 
departamento de Cundinamarca.

•	 Dotación hogares comunitarios y jardines infantiles del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar.

Construcción doble calzada Bogotá-Villeta-Puerto Salgar (concesión).
Troncal del Magdalena:
Gambao-Puerto Bogotá-Puerto Salgar (Parcial Plan 2500)
Troncal del Guavio:
Guasca-Gachetá-Ubalá-Palomas-Mámbita (Parcial Plan 2500)
Troncal de La Esmeralda:
Puente Capital-Villa Gómez-Río Miero-Boyacá
Troncal del Café:
Silvania-Tibacuy-Viotá (Parcial Plan 2500)
Sibaté, La Aguadita-San Miguel-Fusagasugá (ampliación y mejoramiento).
Subachoque-El Rosal-Facatativá (ampliación y mantenimiento).
Hato Grande-Cajicá-Tabio-Tenjo-Siberia-Tenjo-La Punta (ampliación y mejoramiento).
Chía (conexión de las dos concesiones).
Facatativá (construcción variante).
Troncal del Carbón:
Ubaté-Cucunubá (Parcial Plan 2500).
Troncal del Rionegro:
La Palma-Yacopí (Parcial Plan 2500).
•	 Aeropuerto Alterno Santiago vía (Flandes)
•	 Universidad de Cundinamarca (ampliación y dotación).
•	 Ampliación, conservación y dotación del Hospital San Rafael de Girardot.
•	 Construcción del Acueducto La Mesa-Anapoima.
•	 Ampliación y dotación Universidad de Cundinamarca, sede Girardot.
•	 Construcción, ampliación y mantenimiento de escenarios deportivos y parques re-

creativos de los municipios de Girardot, Agua de Dios y Puerto Salgar.
•	 Construcción y mejoramiento acueductos veredales municipios de Tocaima, La Mesa, 

Viotá y Anapoima.
•	 Plan Maestro de Alcantarillado municipio de Suesca.
Tren cercanías:
–	 Bogotá-Facatativá.
–	 Bogotá-Zipaquirá.
–	 Bogotá-Soacha.
•	 Mejoramiento y terminación vía Silvania-Los Puentes-Vermejal, departamento de 

Cundinamarca.
•	 Construcción variante Facatativá.
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•	 Ampliación y mejoramiento vía El Rosal-Facatativá.
•	 Pavimentación de la vía que comunica a los municipios de Guaduas, Chaguaní y San 

Juan de Rioseco.
•	 Pavimentación vía Los Alpes-Quipile.
•	 Pavimentación Gachetá-Gama.
•	 Pavimentación Caparrapí-Dindal (cruce ruta del Sol).
•	 Pavimentación Pulí-Talipa-Troncal del Magdalena.
•	 Pavimentación Caparrapí-Dindal; Pulí-Talipa-Paquilo; Gachetá-Gama (Cundinamarca).
•	 Pavimentación de la vía Sisga-Guateque-Sta. María-El Secreto (Bogotá).
•	 Mejoramiento vía Anolaima-Cachipay.
•	 Ampliación y dotación Universidad de Cundinamarca, Sede Facatativá.
•	 Ampliación, conservación, y dotación Hospital San Rafael, Facatativá.
•	 Construcción y mantenimiento embalse de Facatativá.
•	 Construcción embalse municipio de Subachoque.
•	 Construcción de escenarios deportivos en el municipio de Apulo-Cundinamarca.
•	 Asígnese a la Universidad Pedagógica Nacional, la suma de 500 mil millones de pesos, 

distribuidos así:
–	 200 mil millones de pesos, en el primer año (2008).
–	 150 mil millones en el segundo año (2009).
–	 y 150 mil millones de pesos para el tercer año (2010).
•	 Redistribución de las partidas dentro del presupuesto de educación del Plan Pluri-

anual de Inversiones así:
–	 Amazonia: 1.326.910.000.000
–	 Bogotá: 4.605.320.000.000
–	 Centro Oriente: 9.914.965.000.000
–	 Costa Atlántica: 10.454.339.000.000
–	 Occidente: 14.925.000.000.000
–	 Orinoquia: 2.080.813.000.000
–	 Nacional: 2.264.105.000.000.
–	 Conservándose el equilibrio financiero al mantenerse el total en el sector educación de 

45.572.379.000.000.
•	 Dotación y material didáctico duradero para hogares comunitarios de bienestar del 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
•	 El Programa Desarrollo y Habilidades para la Vida y de competencia para niños y 

jóvenes habitantes de la calle e involucrados en la comisión de delitos y actos violentos 
de todo tipo.

•	 Pavimentación Caparrapí-Dindal; Pulí-Talipa-Paquilo; Gachetá-Gama.
•	 Pavimentación de la vía Sisga-Guateque-Santa María-El Secreto.
1.	 Mejoramiento y recuperación anillo vial de la red terciaria, La Isla-Palacios, Santa Lu-

cía vía San Juan, Santa Lucía-Batán, Palacios Bochica, Sardinas-Mesitas, Santa Lucía-
El Carmen y Jordán-Piamonte del municipio de Fusagasugá.

2.	 Recuperación y mejoramiento del anillo vial de la red rural terciaria vereda Subia del 
municipio de Silvania, Cundinamarca.
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3.	 Mejoramiento vías el Mango-Taticito-Cáceres, Dindal-Chorrillo del municipio de Ca-
parrapí, Cundinamarca, las cuales pertenecen a la red terciaria.

4.	 Mejoramiento de la vía Guaduero-Dindal-Caparrapí, del municipio de Caparrapí, 
Cundinamarca.

5.	 Mantenimiento vía El Prado-La Victoria, municipio de El Colegio.
6.	 Mejoramiento vías terciarias, la carretera Alto de la Mula-San Ramón, con el Código 

39054 y la carretera el Pin-La Victoria del municipio de El Colegio, Cundinamarca.
7.	 Reconstrucción y adecuación del puente vehicular sobre el río Humea vía Medina 

Santa Teresa del municipio de Medina, Cundinamarca.
8.	 Construcción puente sobre el río Negro, sector Los Indios (veredas Las Balsas, Naco-

pai y Campoalegre) del municipio de Puerto Salgar, Cundinamarca.
9.	 Mejoramiento vía principal Gachetá-Gama-Gachalá del municipio de Gama, 

Cundinamarca.

Departamento de Guainía
Infraestructura vial
1.	 Mejoramiento de la vía Puerto López-Puerto Gaitán (Meta),-Santa Rita (Vichada).
2.	 Continuación de la pavimentación y obras civiles de la vía Inírida-Caño Vitina-Huesito-

Puerto Caribe (Guainía).
Aeropuertos
1.	 Instalaciones de radio ayudas para el transporte aéreo en el Aeropuerto César Gaviria 

Trujillo (Inírida).
2.	 Caracterización de aeropuerto internacional, el Aeropuerto César Gaviria Trujillo (Inírida).
3.	 Mejoramiento de la vía Puerto López-Puerto Gaitán (Meta) Santa Rita (Vichada).
4.	 Continuación de la pavimentación y obras civiles de la vía Inírida-Caño Vitina-Huesi-

to-Puerto Caribe, departamento del Guainía.
5.	 Instalación de radio ayudas para el transporte aéreo en el Aeropuerto César Gaviria 

Trujillo, municipio de Inírida, departamento de Guainía.
6.	 Caracterización de aeropuerto internacional, el Aeropuerto César Gaviria Trujillo, 

municipio de Inírida-Guainía.
Educación Superior y Tecnológica
1.	 La creación de un Fondo de Educación Superior para las regiones de la Orinoquia y la 

Amazonia.
2.	 Fortalecer económicamente a las regionales del Sena, en la Amazonia y Orinoquia.
Infraestructura eléctrica
1.	 En los municipios capitales y donde no existen vías terrestres hacia el interior del país. 

Con recursos financieros del Fazni y Faer, se realicen los estudios respectivos y solu-
cionarán definitivamente implementando programas y proyectos que utilicen fuentes 
de energías alternativas.

Proyectos agroindustriales masivos
1.	 El Gobierno Nacional, a través de los entes territoriales, emprenderán acciones orien-

tadas a incentivar y promover el empleo mediante programas de proyectos productivos 
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como el caucho, el cacao, la palma africana, la higuerilla y el marañón en los departa-
mentos de Amazonas, Vaupés y Guainía.

Turismo y deporte
1.	 El Gobierno a través de los entes territoriales promocionará y fomentará el ecoturismo 

en los departamentos de Vaupés y Guainía, asignando los recursos financieros corres-
pondientes para el cumplimiento de los objetivos propuestos.

2.	 Asignar recursos financieros para la realización de los Juegos Autóctonos de la Orino-
quia y la Amazonia Colombiana.

Salud y educación
•	 Asignar recursos financieros para la remodelación y dotación de los puestos, centros 

de salud, así como para los centros educativos del área rural de los departamentos de 
Amazonas, Vaupés y Guainía.

Medio ambiente
1.	 Asignar recursos financieros para la conservación, cuidado y preservación de la biodi-

versidad, reforestando las áreas de reserva con la siembra de bosques con sistemas de 
producción y tecnologías limpias para la venta de servicios ambientales en los depar-
tamentos de Amazonas, Guainía, Guaviare, Vichada y Vaupés.

Departamento de La Guajira
•	 Incluir en el presupuesto nacional, una partida de 25.000.000.000 millones de pesos, 

para cristalizar la construcción del Parque Recreacional Cuna de Acordeones.
•	 Construcción de la vía Cuestecita-Albania-Carraipia-Maicao.
•	 Construcción de la vía La Florida-Tomarrazón-Distracción.
•	 Construcción de la Universidad Wayúu.
•	 Creación y construcción del Cenaf (Centro Nacional de Atención de Fronteras).
•	 Priorizar la vía Riohacha-Cuestecitas-Maicao.
•	 Construcción de la vía Urbilla-Bahía Portete.
•	 Proyecto ampliación de la capacidad portuaria Puerto Brisa S. A.
•	 Proyecto ampliación de la capacidad portuaria Puerto Nuevo, Bahía Portete-Urbilla.

Departamento del Guaviare
Infraestructura vial
1.	 Pavimentación de la vía Fuente de Oro (Meta)-La Libertad (municipio El Retorno-

Guaviare).
2.	 Ampliación del Aeropuerto Jorge Enrique González-Torre de San José del Guaviare.
3.	 Ampliación de la capacidad en doble calzada de los corredores viales, Troncal del Llano, 

Ruta 65-Venezuela, Arauca, Casanare, Meta, Guainía, Caquetá, Putumayo y Ecuador.
4.	 En el marco de corredores viales complementarios el correspondiente a San José-

El Retorno, se requiere ampliarlo hasta el municipio de Calamar, es decir, San 
José-Calamar. 

Infraestructura del transporte
Fluvial
Navegación de río Guaviare.
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Infraestructura eléctrica
•	 Incluir al departamento de Guaviare, específicamente a las inspecciones y caseríos 

en las estrategias establecidas en el PND, como la modernización del servicio, co-
bertura y calidad, energía eléctrica para las zonas no interconectadas, en el Plan 
Indicativo de Expansión de Cobertura.

•	 En el marco de los corredores anteriores complementarios de competitividad, aparece 
incluida la vía San José-El Retorno, solicitamos se amplíe dicho corredor de San José-
El Retorno-Calamar, extensión de 70 km.

•	 Dentro del Programa de Infraestructura de Redes Eléctricas donde el Gobierno Nacio-
nal fortalecerá la electrificación rural en zonas de difícil acceso, solicitamos incluir las 
inspecciones, caseríos, y/o centros poblados de los municipios de San José, El Retorno, 
Calamar, del departamento del Guaviare.

•	 Normalización del servicio, expansión de cobertura y calidad para las zonas no inter-
conectadas, y generación de energía alternativa para el municipio de Miraflores.

Departamento del Huila
•	 Pavimentación de la vía: Santa Rosa de Viterbo-Belén-Soatá (Boyacá).
•	 Garzón-Miraflores-Guadalupe (Huila).
•	 Pavimentación vía La Plata-Pital-Tarqui-Maito-El Viso (Huila).
•	 Pavimentación vía Pitalito-Oporapa-La Argentina-La Plata (Huila).
•	 Pavimentación vía Nariño-La Quiebra (Antioquia).
•	 Construcción del Distrito de Riego de los Llanos de la Virgen del municipio de Garzón 

(Huila).
•	 Restauración, mantenimiento y puesta en operación de los aeropuertos regionales ubi-

cados en los municipios de Garzón y Pitalito en el Sur del Huila.
•	 Construcción puente de doble calzada sobre la Avenida Pastrana del municipio de 

Pitalito (Huila).
•	 Cofinanciación para la construcción del Coliseo Cubierto y Centro de Convenciones 

y Cultura del Municipio de Garzón (Huila).

Departamento del Magdalena
•	 Programa, recuperación de la Ciénaga Grande, el siguiente proyecto: recuperación 

mantenimiento y conservación de los caños del Complejo de Taico Estaurino del río 
Magdalena en el departamento de Magdalena.

•	 Construcción planta transformación de maderas tropicales corregimiento de Tarapacá 
(Amazonas).

•	 Reubicación Aeropuerto Simón Bolívar de Santa Marta.
•	 Construcción de la vía paralela al río Magdalena desde Palermo hasta Salamina y de 

Salamina hasta Plato (Magdalena).
•	 Masificación del gas doméstico para los municipios del Piñón, Pivijay, Cerro de San 

Antonio, Chivolo, Tenerife, Plato, Zapayán, Concordia, Pedraza.
•	 Riego de la zona centro que abarca 40.000 hectáreas para el desarrollo del cultivo de 

palma africana, caña de azúcar, frutales y reforestación.
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Transporte:
Plan Vial del Norte:
–	 Tramo Mamatoco-Puerto de Santa Marta (2ª calzada).
–	 Tramo Mamatoco-Peaje Neguanje.
–	 Paralela al río Magdalena, tramo Palermo-Plato.
Ruta Caribe
Subtotal
Agropecuario:
–	 Distrito de Riego de Caño Schiller.
–	 Distrito de Riego Subregión Sur.
–	 Mejoramiento Distritos de Riego de la Zona Bananera.
–	 Obras de protección para el Distrito de Riego Caño Schiller
Subtotal
Turismo:
–	 Construcción cable aéreo Parque Tayrona.
–	 II Fase Plan Centro Histórico Santa Marta.
–	 Plan Centro Histórico Ciénaga II Etapa
Subtotal
Energía y gas:
–	 Masificación gas natural doméstico II Fase.
Subtotal
Total
1.	 Isnos-Paletará-Popayán (Huila-Cauca).
2.	 El Empate-San José-San Bernardo La Cruz (Nariño).
3.	 Sta. Cecilia-Tadó-Nuquí (Chocó).
4.	 San José-Calamar (Guaviare).
5.	 El Porvenir-San José de Fragua-San Vicente del Caguán-Neiva (Putumayo-Caquetá-

Huila).

Departamento de Nariño
•	 Pavimentación y rectificación de la vía El Empate-San Bernardo-La Cruz-San Pablo-

Florencia-Higuerones (Nariño).
•	 Pavimentación de la vía Panamericana-San Lorenzo (Nariño).
•	 Pavimentación de la vía El Tambo-Motilón-vía Circunvalar (Nariño).
•	 Pavimentación de la vía El Rosario-carretera Panamericana (Nariño).
•	 Reposición del sistema de redes de distribución del acueducto de Tumaco en la zona 

Insular y su proyección para el nuevo Tumaco.
•	 Estudio, diseño y construcción del acueducto por gravedad para Tumaco.
•	 Construcción del tramo Espriella-Mataje de la vía Esmeraldas-Tumaco.
•	 El megaproyecto de reubicación de San Andrés de Tumaco en la zona continental 

definida por el POT como nuevo Tumaco.
•	 Reconstrucción y construcción de las vías de evacuación o puentes peatonales de los 

barrios palafíticos del municipio de Tumaco.
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•	 Plan Maestro de Acueducto y Alcantarillado-municipio de Ipiales.
•	 Plan Maestro de Acueducto y Alcantarillado-municipio del Tablón de Gómez.
•	 La inclusión de todas las obras definidas en la Ley Sucre y la Ley Bolívar.
•	 Teleférico laguna de la Cocha.
•	 Puente Deprimido-sector Caracha vía Panamericana-ciudad de Pasto.
•	 Construcción del gasoducto para el departamento de Nariño o el subsidio de trans-

porte de gas natural de acuerdo con la Ley de Fronteras.
•	 Sistema de transporte masivo para la ciudad de Ipiales.
•	 Puente vehicular en el sector de las Banderas-vía Panamericana de la ciudad de Pasto.
•	 Teatro Municipal y Centro de Convenciones-Ipiales.
•	 Terminación Estadio-Ipiales.
•	 Construcción de la red de transportes de gas natural desde Yumbo hasta Ipiales, y de la co-

rrespondiente distribución domiciliaria para el sector residencial y el sector industrial.
•	 Terminación de la vía Tumaco-Esmeraldas.

Departamento de Risaralda
Reparación de las vías:
–	 Pereira-Alcalá.
–	 Pereira-Marsella.
–	 La María-Santuario.
–	 Cachipay-Balboa.
–	 Remolinos-Belén-Mistrató.
Terminación de la pavimentación de las vías:
–	 Taparcal-La Isla en Belén de Umbría.
–	 Quinchía-Irra.
–	 El Español- Marsella.

Departamento Norte de Santander
1.	 Doble Calzada: Cúcuta-Pamplona-Bucaramanga.
2.	 Ampliación (Puente Unión) Puerto Santander.
3.	 Ampliación puentes internacionales: Simón Bolívar y Francisco de Paula Santander.
4.	 Construcción de rehabilitación y mantenimiento de la vía Astilleros-Tibú-Conven-

ción-Guamalito-La Mata.
5.	 Construcción, rehabilitación y mantenimiento vía central del Norte, en trayecto Pam-

plona-Chitagá-Presiente-Málaga.
6.	 Construcción Puente Internacional Tienditas.
7.	 Construcción, rehabilitación y mantenimiento de la vía Cúcuta-Ocaña-Aguas Claras-

Puerto Capulco.
8.	 Los estudios, diseños y construcción de las siguientes vías serán incluidas dentro del 

Programa de Gestión Vía Departamental.
–	 Vía El Cruse-Piedecuesta-San Calixto.
–	 Vía Las Mercedes-Teorema San Calixto.
–	 Vía Río de Oro-Otare-El Carmen.
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–	 Vía La Playa-Aspasica-Hacarí.
–	 Vía Primavera-Cachira.
–	 Vía La San Juana-Bucarasica.
–	 Vía Alto El Pozo-Villacaro.
–	 Vía Cachira-El Carmen de Nazareth-Gramalote.
–	 Vía Chinacota-Ragonvalia-Herrán.
9.	 Construcción de obras de optimización, adecuación y expansión de infraestructura 

de alcantarillado del municipio de Ocaña, correspondiente a intersectores y colecto-
res principales, planta de tratamiento de aguas residuales y sistemas complementarios 
para el saneamiento de corrientes y el drenaje urbano.

10.	Implementación del Centro Multisectorial del Sena en el municipio de Ocaña.
11.	Construcción y adecuación del Aeropuerto de Carga Hacaritama.

Departamento del Putumayo
Infraestructura vial
1.	 Variantes San Francisco-Mocoa.
2.	 Troncal del Magdalena:
–	 Pavimentación del trayecto entre Santana-El Yarumo-La Hormiga-La Dorada-Puente 

Internacional San Miguel.
3.	 Troncal del Oriente
4.	 Construcción vía Villagarzón-Portugal-Orito.
Aeropuertos
1.	 Aeropuerto Cananguchal.
2.	 Aeropuerto Valle del Guamuez.
Puertos
1.	 Muelle de La Esmeralda.
2.	 Muelle Puerto Colón.
Abastecimiento energético. Masificación del gas domiciliario
–	 Construcción del Gasoducto Neiva-Popayán-Pasto.
–	 Construcción del Gasoducto Neiva-Pitalito y desde allí hacia Florencia, Caquetá y 

Mocoa, Putumayo.

Departamento del Quindío
1.	 Túnel de la Línea (Túnel II Centenario).
2.	 Desarrollo de las variantes: occidental que viene de las dobles calzadas La Paila y Perei-

ra entre la ciudad de Armenia. Y otra Oriental que una las dobles calzadas que vienen 
de La Paila y de Pereira (Autopistas del Café).

3.	 Mirador panorámico cordillerano: tramo Calarcá-Quebradanegra; Quebradanegra-
Córdoba; Córdoba-Pijao; Pijao-Génova; La Mariela-Batallón de Alta Montaña.

4.	 Acueducto Regional o Reservatorio de Aguas.
5.	 Teleférico La Secreta-Peñas Blancas.
6.	 Terminal Turístico La Estación.
–	 Construcción espejo de agua, río Santo Domingo, municipio de Calarcá.
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–	 Construcción doble calzada comprendida entre los municipios de Calarcá-Armenia-
Montenegro-Quimbaya.

–	 Ampliación y construcción eje vial que comprenden los Parques Temáticos del Café-
Valle de Cocora y Panaca que circundan los municipios de La Tebaida-Corregimien-
to de Pueblo Tapao-municipio de Montenegro-municipio de Circasia y municipio 
de Salento.

Departamento de Santander
1.	 La pavimentación de 41 km de la vía cabecera municipal El Carmen-Sabanales-Yami-

ra- Campo Veinte Tres-Troncal del Magdalena Medio.
2.	 Pavimentación de la vía de acceso el Carmen de Chucurí troncal Magdalena Medio-

municipio del Carmen de Chucurí, departamento de Santander.
3.	 Mejoramiento y pavimentación de la vía Floridablanca-Elechales kilómetro 18 del de-

partamento de Santander.
4.	 Construcción de la Planta Térmica a Carbón de San Luis, la cual estará ubicada en el 

municipio del Carmen.
5.	 Ampliación y optimización del Acueducto Metropolitano de Bucaramanga.
6.	 Conservación, restauración y manejo sostenible de ecosistemas forestales en las cuen-

cas hidrográficas abastecedoras de sistemas de acueductos rurales y urbanos de los 
municipios de Bucaramanga, Floridablanca, Piedecuesta, Rionegro, Girón, Lebrija, 
Tona y El Playón, del área de jurisdicción de la CDMB.

7.	 Recuperación y protección de las quebradas La Mojarra, Zapamanga, Trasuratoque y 
La Calavera del municipio.

8.	 De Floridablanca, áreas de influencia de la CDMB.
9.	 Establecimiento y manejo de plantaciones forestales en el área de jurisdicción de la 

CDMB.
10.	Establecimiento y manejo de coberturas vegetales en el Distrito de Manejo Integrado, 

DMI, Bucaramanga-Girón.
11.	Construcción de obras de optimización, adecuación y expansión de infraestructura de 

alcantarillado de Bucaramanga, Floridablanca y Girón, correspondiente a intersectores 
y colectores principales, planta de tratamiento de aguas residuales y sistemas 
complementarios para el saneamiento de corrientes y el drenaje urbano.

12.	Terminación y optimización de la planta de tratamiento de aguas residuales de 
río Frío.

13.	Mejoramiento de la malla vial del municipio de Floridablanca.
14.	Plan Maestro de Alcantarillado de Barrancabermeja.
15.	Ampliación y optimización del Acueducto Metropolitano de Bucaramanga.
16.	Mejoramiento de la malla vial del municipio de Floridablanca.
17.	Plan Maestro de Alcantarillado de Barrancabermeja.
18.	Terminación de la troncal de Carare-Cimitarra-Landázuri-Vélez.
19.	Construcción del puente sobre el río Orta, municipio de Cimitarra.
20.	Terminación de la pavimentación de la vía la Troncal-Puerto Parra.
21.	Construcción del puente de provincias de los municipios de Rionegro-Sabana de Torres.
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•	 Construcción acueducto regional para los municipios de Barbosa, San Benito, Vélez, 
Güepsa y Puente Nacional.

•	 Pavimentación vía Barichara-Galán-Zapatoca-Bucaramanga.

Departamento de Sucre
1.	 Construcción de la urbanización El Renacimiento Etapa IV-Corozal-Sucre.
2.	 Mejoramiento de la vía Sincé-Valencia-Patillal-Callejón-La Ventura-San Roque-San 

Benito Abad.
Acueducto y saneamiento básico
3.	 Canalización y mejoramiento ambiental del Arroyo Grande de Corozal, comprendido 

entre el puente de las Tinas hasta el puente de Pileta y desde el Puente de Betulia hasta 
el barrio Los Cerezos en Corozal-Sucre.

4.	 Construcción del tramo final del emisario y sistema de tratamiento mixto (planta de 
tratamiento y lagunas) de Corozal, Sucre.

5.	 Construcción de obras para la optimización del sistema de alcantarillado y tratamien-
to de aguas residuales del municipio de Sincé, Sucre.

6.	 Pavimentación de la vía que conduce del municipio de Sincé al municipio de Buena-
vista. (Sincé-Granada-Buenavista).

7.	 Mejoramiento de la vía que conduce del municipio de Galeras, municipio de Buena-
vista, en el departamento de Sucre. (Galera Cocorote-La Vivienda-Buenavista).

8.	 Mejoramiento de camino El Roble-Sincelejo-sector El Roble-Corneta (municipio El 
Roble, Sucre).

9.	 Mejoramiento de la vía Varsovia-Manica-Gualón-Palmira, del municipio de Tolú 
Viejo, Sucre.

10.	Mejoramiento y mantenimiento de la vía Morroa-Tumbatoro, del municipio de Mo-
rroa, Sucre.

11.	Rehabilitación ambiental del caño Mojana, municipio Sucre-Sucre.
12.	Financiación de la construcción y dotación del Hospital Regional de San Marcos (Sucre).
13.	Pavimentación de la vía que conduce del municipio de Sincelejo al Corregimiento 

Cruz del Beque.

Departamento del Tolima
•	 Chaparral Rioblanco 3 kilómetros
•	 El Neme Planadas 79 kilómetros
•	 Alpujarra-Dolores-Prado 31.4 kilómetros
•	 Líbano-Villahermosa 13 kilómetros
•	 San Jerónimo-Casablanca 15 kilómetros
•	 Herveo-Casablanca 18 kilómetros
•	 Junín-Santa Isabel 6 kilómetros
•	 San Luis-Guamo 15 kilómetros
•	 Chicoral-San Francisco 5 kilómetros
Municipio de Herbeo:
–	 Ampliación y pavimentación carretera Las Delgaditas-Herbeo.
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–	 Cubierta cancha múltiple Colegio Oficial Marco Fidel Suárez.
–	 Cubierta instalaciones ICBF.
–	 Construcción y mantenimiento puente vehicular sobre el río Sabandija-Armero-Gua-

yabal-El Jardín-vereda Maracaibo.
–	 Mantenimiento vías terciarias municipio de Armero, Guayabal.
–	 Construcción y mejoramiento acueducto de Armero, Guayabal.
–	 Pavimentación carretera Ibagué (barrio El Salado)-Corregimiento de San Bernardo.
–	 Construcción de la variante de El Espinal, departamento del Tolima.

Departamento del Valle del Cauca
1.	 Corregimiento El Naranjal-Corregimiento Primavera. 12.20 km.
2.	 Corregimiento El Naranjal-El Crucero-municipio Trujillo. 19.90 km.
3.	 Corregimiento Salónica-corregimiento Andinápolis. 8.45 km.
4.	 Corregimiento Andinápolis-corregimiento Venezia. 5.90 km.
Total 46.45 km.
5.	 Terminación de carretera Zarzal-Limones tramo k0+980 al k1+817 municipio de Zarzal.
6.	 Terminación, pavimentación carretera intersección La Uribe-Armenia tramo k11+415 

al k11+680 municipio de Zarzal.
7.	 Construcción coliseo cubierto barrio Pama, municipio de Zarzal.
8.	 Construcción Piscina Semiolímpica, municipio de Zarzal.
9.	 Iniciar, adelantar y culminar la segunda fase del dragado del canal de acceso, el cual 

debe llegar hasta los 14.5 metros. (Valle).
10.	Vía en el Trayecto Mulaló-Dagua.
11.	Puertos secos y terminales de carga, nodos logísticos, centro de actividad logística en 

Buga, inversión privada.
12.	Construcción de la vía Santa Ana (Cartago), Sotará (Pereira).
13.	Construcción de la variante férrea de 5 kilómetros hacia el Aeropuerto de Santa Ana 

en Cartago.
14.	Proyecto de modernización y reestructuración Museo La Tertulia.
15.	Construcción de un centro de bienestar de fauna silvestre en el suroccidente colombiano 

con base en el Zoológico de Cali.
16.	Construcción del Centro de Eventos Valle del Pacífico.
17.	Variante Férrea Loboguerrero-Buga.
18.	Vía el Billar desde la carretera principal de Ansermanuevo a Argelia.
19.	Vía La Pedrera-El Vergel de Ansermanuevo.
20.	Vía Ansermanuevo-La Puerta-El Roble.
21.	Vía Obando-La Olga-Villarrodas.
22.	Partida de la vía Alcalá para Medin.
23.	Vía Calima variante Yotoco a municipio Calima.
24.	Vía antigua salida La Unión-Roldanillo.
25.	Vía Confamiliar-Barrio Alcázares en municipio Cartago.
26.	Toro-Patiobonito-La Quebra en la vía Versalles.
27.	Vía El Cairo-La Guaradia.
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28.	Coliseo Ansermanuevo-Graderías Estadio Obando, Patinódromo La Unión,
Polideportivo Teoclides Aragón de Calima.
Proyectos de infraestructura vial para el Valle del Cauca
–	 San Bernardo-Tocota (Municipio de Dagua).
–	 Primavera-El Naranjal (Municipio de Bolívar).
–	 Tuluá-Pitacho-La Marina.
–	 Pradera-Palmira.
–	 Guacarí-Carangua.
–	 Puente en la vía Yotoco-Crucero-El Dorado.
–	 Corregimiento San Fernando-Bolívar.
–	 Guacas-Guacarí.
–	 Sonso-Guacarí.
–	 Camino El Monte-Andalucía.
–	 Zanjón de Piedra-Zabaleta (Municipio de Andalucía).
–	 La Palmera-Tres Esquinas-Tuluá.
–	 Terminación Doble Calzada Avenida Ciudad de Cali.
–	 Ampliación Calzada Pance.
–	 Protección de Jarillón del río Cauca desde el Pizamos hasta el Paso del comercio.
–	 Puente Tierra-El Dorado (Municipio Yotoco).
–	 Bugalagrande-Mestizal.
–	 Vallejuelo-Limones (Municipio de Zarzal).
–	 Puente en el barrio La Independencia (Municipio de Buenaventura).
–	 Agua Clara-Puente Papayal (Municipio de Tuluá).
–	 Cruce Av. Ciudad de Cali con Carrera 1ª (entrada por Palmira).
–	 Tres Esquinas-Puente Totoro, municipio de Sevilla.
–	 Vía Coloradas-Sevilla.
–	 Corregimiento Rozo-Sector El Recreo (Municipio de Palmira).
–	 Vía Cuatro Vientos Codazzi.
–	 Vía Galicia-Paila Arriba-Bugalagrande (Pavimento).
–	 Terminación Coliseo Cubierto-Campoalegre-Andalucía.

Departamento de Vaupés
•	 Construcción del carreteable tramo Bogotá-Chachivera-Monforth de la carretera Mitú.
•	 Monforth en longitud aproximada de 47 kilómetros.
•	 Pavimentación en concreto anillo vial municipio de Mitú (tramo faltante) en longitud 

aproximada de 3.4 kilómetros.
•	 Adecuación de pistas de aterrizaje de las Comunidades de Yavarate, Piracuara, Mon-

forth, Puerto Solano, Acaricuara, Trinidad de Tiquie y Los Angeles.
Es un proyecto de transporte integrado multimodal dado que se combinará el 

transporte por el cauce del río Vaupés con el modo carretero con el fin de comunicar 
el departamento con el centro del país y con la República del Brasil, adecuando o 
construyendo tres tramos carreteables en los sectores donde hay presencia de rápidos 
o cachiveras.
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Ampliación y reposición de equipos electrógenos en las Comunidades Indígenas de 
los municipios y corregimientos departamentales.

Departamento de Vichada
1.	 Mejoramiento vía Puerto Carreño-Casuarito-Pto. Nariño.
2.	 Mejoramiento vía Puerto Carreño-Monserrate-Nueva Antioquia-La Primavera-Guacacías.
3.	 Mejoramiento vía La Primavera-Matiyure-Buena Vista.
4.	 Mejoramiento vía La Primavera-San Teodoro-Cumaribo.
5.	 Mejoramiento vía La Primavera-Santa Rosalía-Guacacías.
6.	 Mejoramiento vía Santa Rosalia-San Teodoro.
7.	 Mejoramiento vía Guacacías, Cumaribo-Santa Rita-Puerto Nariño.
8.	 Mejoramiento navegabilidad río Meta-La Hermosa Casanare-Puerto Carreño, Vichada.
9.	 Mejoramiento vía Sogamoso-Paz de Ariporo-El Totumo- La Hermosa (Boyacá-Casanare).
10.	Construcción puente internacional sobre el río Orinoco, en el sitio denominado Ven-

tanas, Puerto Carreño, Vichada.
11.	Interconexión al Sistema Eléctrico Nacional entre el departamento de Casanare y San-

ta Rosalía, Vichada.
12.	Interconexión al Sistema Eléctrico Nacional entre el departamento de Casanare y La 

Primavera, Vichada.
13.	Construcción sistemas de energía limpio y/o alternativa en los municipios de la Pri-

mavera, Santa Rosalía y Cumaribo.
14.	Construcción rural de 4.200 sistemas individuales de captación de agua potable en el 

municipio de Cumaribo, Vichada.
15.	Construcción rural de 500 sistemas individuales de captación de agua potable en el 

municipio de Santa Rosalía, Vichada.
16.	Construcción rural de 1.000 sistemas individuales de captación de agua potable en el 

municipio de Puerto Carreño, Vichada.
17.	Construcción de alcantarillado de aguas lluvias para el municipio de La Primavera, 

Vichada.
18.	Construcción de alcantarillado de aguas lluvias para el municipio de Cumaribo, Vichada.
19.	Construcción de alcantarillado de aguas lluvias para el municipio de Santa Rosalía, 

Vichada.
20.	Construcción de unidades sanitarias, municipios de Puerto Carreño, Cumaribo y San-

ta Rosalía.
21.	Recuperación y protección de fuentes hídricas del departamento del Vichada.
22.	Apoyo a proyectos productivos de generación de biocombustibles, mejoramiento de 

praderas y de pie de cría, tecnificación de hato ganadero.
23.	Construcción y remodelación de red hospitalaria, departamento de Vichada.
24.	Construcción y remodelación de colegios y centros educativos, departamento de Vichada.
25.	Mejoramiento de vivienda en los municipios de Puerto Carreño, La Primavera, Santa 

Rosalía y Cumaribo.
26.	Construcción de vivienda nueva en los municipios de Puerto Carreño, La Primavera, 

Santa Rosalía y Cumaribo.
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27.	El Gobierno Nacional financiará la construcción de muelles y embarcaderos en zo-
nas de difícil acceso y de alta presencia indígena, donde el transporte fluvial sea el 
principal medio de transporte, dando prioridad a la construcción de los muelles y 
embarcaderos de La Primavera y nueva Antioquia en el departamento del Vichada, La 
Hermosa y Orocué en el departamento del Casanare.

	 El Gobierno Nacional a través del Departamento Nacional de Planeación incorporará 
los recursos necesarios en el presupuesto nacional para garantizar este propósito. 

28.	Interconexión eléctrica entre Trinidad, Casanare y los municipios de Santa Rosalía 
y Primavera.

29.	Apertura de la vía Cumaribo-Santa Rosalía.
30.	Ampliación, mejoramiento, repavimentación y adecuación de los aeropuertos en los 

municipios de La Primavera, Santa Rosalía y Cumaribo.
31.	Construcción hospitales nuevos en La Primavera y Cumaribo, dotación de equipos 

médicos, dotación laboratorio salud pública, medicamentos e insumos, ambulancias, 
equipos médicos mediana complejidad, sala de urgencias y equipos de telemedicina.

32.	Muelles y embarcaderos en el río Meta en La Primavera y nueva Antioquia.
33.	Extiéndase el proyecto actual Puerto Carreño-Juriepe a Puerto Carreño-Nueva Antio-

quia-La Primavera.
34.	Construcción manga coleo, municipio de La Primavera.
35.	Mejoramiento y pavimentación de las vías urbanas en la cabecera municipal del mu-

nicipio de Primavera.
36.	Vía la Paz de Ariporo-El Totumo-La Hermosa (departamento de Casanare).
37.	Extiéndase el proyecto actual Puerto Carreño-Juriepe a Puerto Carreño-Nueva Antio-

quia-La Primavera.
38.	Construcción de muelles y embarcaderos de La Primavera y Nueva Antioquia en el 

departamento de Vichada, La Hermosa y Orocué en el departamento de Casanare.
39.	Vía Sogamoso-Sácama-Paz de Ariporo-El Totumo, La Hermosa en el departamento de 

Boyacá y Casanare.
40.	Construcción del puente internacional en las bocas del río Meta, Puerto Carreño- Co-

lombia y Puerto Páez-Venezuela.
Media Colombia
1.	 Se destinarán recursos para la reparación de centros educativos departamentales.
2.	 Mejorar la presencia del Sena, a través de diferente Programa de Formación Tecnológica.
3.	 En la evaluación de las propuestas económicas que sustente la contratación de presta-

ción de servicios educativos públicos con entidades privadas, se garantizará que por lo 
menos el 50% de dicho contrato se invierta en los rubros de contratación de personas 
docentes, construcción, adecuación, mantenimiento, y reparación de infraestructura 
física y formación de docentes en instituciones públicas.

4.	 Otorgar el 5% a padres de cada niño que efectivamente se mantenga en el sistema 
educativo, como incentivo a la permanencia, en ningún caso este subsidio superará el 
20% de un smlv por familia.
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5.	 El requisito de codeudor establecido para los créditos educativos no aplicará para los jó-
venes de los estratos 1, 2 y 3 del Sisbén, que hayan egresado de instituciones de educación 
superior ubicadas en los departamentos de la Media Colombia.

6.	 Implementar incentivos para las instituciones de educación superior que establezcan 
sedes en los departamentos de la Media Colombia.

7.	 Condonar los créditos educativos a aquellos estudiantes egresados que pertenezcan a 
los estratos 1 y 2 de los departamentos de la Media Colombia que regresen a prestar 
servicio a la comunidad en las instituciones públicas o privadas.

8.	 Garantizar que los recursos de ampliación de cobertura, incluidos los del Fondo Na-
cional de Regalías lleguen en la vigencia fiscal correspondiente.

9.	 El Gobierno Nacional deberá incluir en los Programas de Vivienda de Interés Social 
un Programa Especial para las Comunidades Indígenas.

10.	El Gobierno Nacional destinará recursos para la implementación y dotación hospita-
les de niveles 1 y 2.

11.	Del total de usuarios con servicio de energía en zonas no interconectadas el 30% deberá 
corresponder a usuarios de la Media Colombia.

12.	Del total de familias beneficiadas en el Programa de Adjudicación de Tierra, el pro-
yecto de apoyo a las alianzas productivas y el programa de apoyo a las microempresas 
rurales, el 30% deberá corresponder a familias de la Media Colombia.

13.	En los municipios, capitales y donde existan vías terrestres hacia el interior del país, 
con recursos financieros del Fazni y Faep, se realizarán los estudios respectivos y 
soluciones definitivas implementando programas y proyectos que utilicen fuentes de 
energía alternativa.

14.	El Gobierno Nacional adelantará los programas que permitan optimizar el servicio de 
energía eléctrica en términos de potencia, continuidad y economía en sectores donde 
no es viable conectarlas con el fluido eléctrico.

15.	Crear la Corporación Regional del Turismo para los departamentos que integran la 
Media Colombia.

16.	Fortalecer la infraestructura turística y las cadenas de servicio turísticos departamentales.
17.	Asignar recursos financieros para la realización de los Juegos Autóctonos de la Media 

Colombia.
Inclúyase dentro del Programa “Vías para la Competitividad” las vías:
1.	 Isnos-Paletará-Popayán.
2.	 Anillo vial del Macizo Colombiano sector Rosas-La Sierra-La Vega-Santiago-Bolívar- 

La Lupa.
3.	 El Empate-San Bernardo-La Cruz-San Pablo-Florencia-Higuerones.
4.	 Proyecto estratégico de la vía al mar Plateado Argelia-Belén-Brazo Seco Guapí.
5.	 Vía El Porvenir-San José De Fragua-Florencia-San Vicente-Neiva.

Artículo 130. Banco de Proyectos. En el marco de la Agenda Interna y la Visión Co-
lombia Segundo Centenario se han identificado los siguientes corredores arteriales com-
plementarios, los cuales son fundamentales para contribuir al logro de una mayor compe-
titividad, productividad, e impacto en las regiones.
•	 Vía Longitudinal del Oriente: Tramo el Porvenir-San José del Fragua-Florencia-San.
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•	 Vicente del Caguán-Neiva.
•	 Vía Transversal de Boyacá: Tramo Aguazul-Toquilla- El Crucero.
•	 Vía Transversal del Carare: Tramo Landázuri-Cimitarra.
•	 Vía Troncal Central del Norte (Tunja-Cúcuta): Tramo La Palmera-Málaga-Presidente.
•	 Vía Transversal de Boyacá: Tramo Chiquinquirá-Pauna-Borbur-Otanche-Dos y Me-

dio- Puerto Boyacá.
•	 Vía Transversal Medellín-Quibdó: Tramo C. Bolívar-La Mansa-Quibdó.
•	 Vía Transversal del Sur: Tramo Popayán Totoró-Inzá-La Plata.
•	 Vía Mocoa-San Miguel: Tramo Mocoa Puerto Asís-Santa Ana-San Miguel.
•	 Vía Troncal del Nordeste: Tramo Vegachí-Segovia-Zaragoza
•	 Vía alterna al Llano: Tramo el Sisga-Machetá-El Secreto.
•	 Vía Longitudinal del Magdalena: Tramo El Burro-Tamalameque (puente en construc-

ción) y Santa Ana-La Gloria.
•	 Vía Longitudinal de Bolívar: Tramo Yondó-Cantagallo-San Pablo- Simití.
•	 Vía Troncal Norte de Nariño: Tramo Buesaco-El Empate-La Unión-Higuerones.
•	 Vía Corredor de La Guajira Central: Tramo Riohacha-La Florida-Tomarrazón Cueste-

citas-Maicao.
•	 Vía Transversal Cafetera: Tramo Honda- Manizales.
•	 Vía Transversal de La Macarena: Tramos Baraya-Colombia-El Dorado y La Uribe-San 

Juan de Arama.
•	 Vía Panamericana del Darién: Tramo Lomas Aisladas-Cacarica (incluido Puente Atrato).
•	 Vía Cúcuta-La Fría (Venezuela): Tramo Agua Clara-Guaramito.
•	 Vía Tumaco-Esmeraldas: Tramo K 14 + 900-Río Mataje (incluidos 5 puentes).
•	 Vía Villavicencio-El Retorno: Tramo Granada-San José del Guaviare-El Retorno.
•	 Vía Transversal de La Mojana: Tramo Majagual-Magangué.
•	 Vía corredor Piedemonte Llanero: Tramo Yopal-Arauca.
•	 Vía Marginal del Caribe: Tramo San Bernardo del Viento-Monitos-Puerto Escondido-

Arboletes- Necoclí
•	 Vía Transvesal del Catatumbo: Tramo Tibú-Convención-Ayacucho-La Mata.
•	 Vía Troncal del Viento: Tramo Manaure-Cabo de la Vela.
•	 Vía Corredor Brasil-Pacífico (Pasto-Mocoa): Tramo Pasto-Encano-Santiago-San Francisco 

(Variante San Francisco)-Mocoa.
•	 Vía Transversal Central del Pacífico: Tramo La Virginia-Las Animas-Nuquí.
•	 Vía Anillo del Macizo Colombiano: Tramo Rosas-La Sierra-La Vega-Santiago-Bolívar-

La Lupa.
•	 Vía Carretera de la Soberanía (Cúcuta-Arauca): Tramo La Lejía-Saravena.
•	 Vía Carretera La Virginia-Irrá: Tramo La Virginia-La Miranda-Irrá.
•	 Vía Transversal Sahagún-La Unión.
•	 Vía Transversal Pacífico Caucano: El Plateado-Belén.
•	 Vía Villavicencio-Calamar: Tramo, San José del Guaviare-Calamar.
•	 Vía El Empate, San José, San Bernardo, La Cruz San Pablo (departamento de Nariño)-

Florencia, Iguerones (departamento del Cauca).
•	 Vía Pradera-Palmira.
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•	 Mulalo-Loboguerrero.
•	 Los Curos-Málaga-Santander.

En el marco de la agenda interna y la visión Colombia Segundo Centenario se han 
identificado los siguientes corredores arteriales complementarios, los cuales son funda-
mentales para contribuir al logro de una mayor competitividad, productividad, e impacto 
en las regiones: Paletará (Cauca)-Isnos-Huila.

Sistema de autopistas en doble calzada, definido en la agenda de competitividad con 
los siguientes corredores:
•	 Caucasia-Montería-Cereté-Lorica-La Y-Sincelejo-Cartagena-Barranquilla-Sta Marta.
•	 Ruta del Sol: Bogotá-Puerto Salgar-San Roque-Bosconia-Valledupar-Y de Ciénaga.
•	 Bogotá-Buenaventura: Bogotá-Ibagué-Armenia-Buga-Buenaventura.
•	 Venezuela-Pacífico: Cúcuta-Bucaramanga.-La Fortuna-Puerto Berrío-Valle de Aburrá-
•	 Eje Cafetero-Empalme Autopista del Valle del Cauca-Popayán.
•	 Eje Llanos Orientales-Bogotá-Valle de Aburrá-Urabá-Darién.
•	 Sincelejo-Toluviejo.

Inclúyanse la repotenciación a sistemas de dobles calzadas de los siguientes corredores 
concesionados en calzada sencilla, con desarrollo progresivo según los recursos fiscales.
•	 Bucaramanga-Chiquinquirá-Zipaquirá (Comuneros).
•	 Neiva-Pitalito.
•	 Rumichaca-Pasto.
•	 Santa Marta-Riohacha.
•	 Autopistas del Llano.
Autopistas de competitividad:

El sistema de autopistas en doble calzada, dividido en la agenda de competitividad, con 
los siguientes corredores:
•	 Caucasia-Montería-Cereté (Lorica)-La Y-Sincelejo-Cartagena-Barranquilla-Santa 

Marta.
•	 Ruta del Sol: Bogotá-Puerto Salgar-San Roque-Bosconia-(Valledupar)-Y de Ciénaga.
•	 Bogotá-Buenaventura: Bogotá-Ibagué-Armenia-Buga-Buenaventura.
•	 Venezuela-Pacífico: Cúcuta-Bucaramanga-La Fortuna-Puerto Berrío-Valle de Aburrá-
•	 Eje Cafetero-empalme Autopista del Valle del Cauca-Popayán.
•	 Eje Llanos Orientales-Bogotá-Valle de Aburrá-Urabá-Darién.
•	 Sincelejo- Toluviejo.

Inclúyase la repotenciación a sistemas de dobles calzadas de los siguientes corredores 
concesionados en calzada sencilla, con desarrollo progresivo según los recursos fiscales.
•	 Bucaramanga-Chiquinquirá-Zipaquirá (Comunero).
•	 Neiva-Pitalito.
•	 Rumichaca-Pasto.
•	 Santa Marta-Riohacha.
•	 Autopista del Llano.

Parágrafo. Los corredores de las autopistas de competitividad se consideran vitales 
para el desarrollo nacional y regional y son indispensables para el éxito del comercio exte-
rior ante la globalización. Los recursos requeridos para la concreción de este plan decenal 
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de autopistas, se fundamentará en la iniciativa privada y se apoyará en recursos fiscales prio-
rizados en el plan de endeudamiento nacional, los que garantizará el Gobierno Nacional.

En aras de la equidad regional, para los siguientes departamentos: Amazonas, Bogotá, 
Cundinamarca, Guainía, Quindío, San Andrés, Vaupés, Vichada y Guaviare se revisarán 
las iniciativas contempladas en la Agenda Interna, para identificar cuáles son los proyectos 
que más contribuyen al logro de una mayor competitividad y productividad regional.

Los proyectos a que se refiere el presente artículo serán parte integral del PND y son 
considerados como prioritarios en la agenda interna, por lo tanto se apoyará los estudios 
de preinversión de los mismos, con el objeto de tener proyectos estructurados para su 
posterior inclusión en el Banco de Proyectos de Inversión Nacional. La ejecución de estos 
proyectos se realizará de acuerdo con la financiación establecida en el presente Plan de 
Inversiones y la existencia de recursos adicionales, garantizando que no se cause desequi-
librio fiscal por su financiamiento.

Parágrafo. En el marco de la agenda interna se continuarán desarrollando evaluaciones 
de proyectos encaminados al logro de una mayor competitividad, productividad e impacto 
en las regiones, estas harán parte del Banco de Proyectos de Inversión Nacional, BPIN, y su 
ejecución se adelantará siempre y cuando su financiación no cause desequilibrio fiscal.

Parágrafo. Se priorizará el puente sobre el río Magdalena en Barranquilla en el corredor 
Cartagena-Barranquilla-Santa Marta en sistema de doble calzada.

Artículo 131. Fondo de Estabilización Petrolera. A partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, Ecopetrol S. A. no estará obligada a efectuar ahorros en el Fondo de 
Estabilización Petrolera, FAEP, de que trata la Ley 209 de 1995. El Gobierno Nacional 
reglamentará la materia.

Los ahorros que a la fecha de la entrada en vigencia de la presente ley haya efectuado 
Ecopetrol S. A. en el FAEP son de propiedad de la Nación y serán transferidos a la Direc-
ción General de Crédito Público y del Tesoro Nacional, de acuerdo con la reglamentación 
que para el efecto expida el Gobierno Nacional.

Artículo 132. Evaluación de gestión y resultados. De conformidad con lo dispues-
to en el artículo 29 de la Ley 152 de 1994, en relación con el diseño y organización de 
los sistemas de evaluación de gestión y de resultados, se crea el Comité Intersectorial de 
Evaluación de Gestión y Resultados, como una instancia para establecer las prioridades de 
evaluación de programas, aprobar las metodologías y su alcance, y considerar los resultados 
que puedan contribuir a mejorar los procesos de formulación de políticas. El Departa-
mento Nacional de Planeación diseñará mecanismos para una eficiente utilización de la 
información correspondiente.

El Gobierno Nacional reglamentará la conformación y funciones del Comité Intersec-
torial de Evaluación.
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CAPITULO V
Disposiciones finales

Artículo 133. Unidad Ejecutora Especial. Para efectos presupuestales el Consejo Na-
cional Electoral será Unidad Ejecutora Especial cuya programación y seguimiento presu-
puestal deberá reportarse al Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección General 
del Presupuesto Público Nacional, de acuerdo con los procedimientos y metodología pre-
viamente definidos. El Gobierno Nacional, antes del 31 de julio del presente año, emitirá 
el decreto con los ajustes correspondientes para cumplir sus objetivos.

Artículo 134. Fortalecimiento del ejercicio del control fiscal. El límite de gastos pre-
visto en el artículo 9° de la Ley 617 de 2000 para la vigencia de 2001, seguirá calculándose 
en forma permanente. Las cuotas de fiscalización correspondientes al punto dos por ciento 
(0,2%) a cargo de las entidades descentralizadas del orden departamental, serán adicionadas 
a los presupuestos de las respectivas contralorías departamentales. Entiéndase esta como la 
única fórmula para el cálculo del presupuesto de las contralorías departamentales.

Parágrafo. El presupuesto de las contralorías municipales y distritales seguirá calcu-
lándose conforme a las disposiciones legales vigentes.

Artículo 135. Cuota de auditaje. Las transferencias que la Nación hace a las Entidades 
Territoriales pertenecientes a las antiguas Comisarías, por mandato de los artículos 309 y 
359 de la Constitución Nacional, no serán objeto de cobro de tasa, contribución o cuota 
de auditaje por parte del Ente de Control Fiscal Departamental.

Artículo 136. Organismos comunales. En aras de fortalecer, el Plan Nacional de Desa-
rrollo “Estado Comunitario Desarrollo para Todos 2006-2010” estimulará los organismos 
comunales mediante los distintos mecanismos de participación ciudadana y comunitaria 
en los diferentes niveles territoriales, en desarrollo de la Ley 743 de 2002.

Artículo 137. Nueva sede del Congreso. Adquisición de predios, estudios, diseños, 
construcción y dotación de la Nueva Sede del Congreso de la República.

Artículo 138. Modifícase el artículo 7º del Decreto ley 555 de 2003. 
	 “Designación del Director Ejecutivo. El Director Ejecutivo será designado por el 

Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial”.
Artículo 139. Habilitación de predios. Para el caso de aquellos inmuebles, poseídos u 

ocupados por entidades públicas, en donde el titular del derecho de Dominio sea la Na-
ción, el Gobierno Nacional o cualquier otra denominación que haga referencia al Estado 
Colombiano y que no permita identificar la entidad pública titular del derecho de domi-
nio, el Gobierno Nacional, mediante decreto, establecerá el procedimiento para formalizar 
la respectiva propiedad en favor de la entidad pública poseedora u ocupante.

En el caso en que no exista posesión y/u ocupación, la Comisión Intersectorial de 
Gestión de Activos Fijos Públicos, o quien haga sus veces, realizará el estudio de títulos 
correspondiente. Cuando se determine que el bien objeto de estudio es de los enunciados 
en el inciso anterior, el Gobierno Nacional, mediante decreto, establecerá el procedimien-
to para formalizar la respectiva propiedad.

Artículo 140. De conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 150 
de la Constitución Política, revístase al Presidente de la República de precisas facultades 
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extraordinarias para que en el término de seis meses contados a partir de la publica-
ción de la presente ley, expidan normas con fuerza de ley para crear cargos de Procura-
dores Judiciales y Sustanciadores, que deben ejercer funciones de Ministerio Público, 
de conformidad con la Ley 975 de 2005, así como aquellos que deben actuar ante los 
jueces administrativos.

Parágrafo. La Procuraduría General de la Nación enviará los estudios pertinentes so-
bre los cargos a crear en desarrollo de esta facultad.

Artículo 141. Centro de Altos Estudios Legislativos. Cuyo objeto principal será rea-
lizar investigaciones y actividades de formación, asesoría, capacitación y divulgación en 
asuntos propios de las actividades de la Rama Legislativa. El Centro tendrá sede en las 
instalaciones del edificio Nuevo del Congreso. El Centro tendrá el apoyo institucional de 
la Escuela Superior de Administración Pública y la participación del proyecto ARCA/Ar-
ticulación Congreso Academia).

Artículo 142. El Gobierno Nacional deberá presentar a más tardar dentro de los seis 
meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el proyecto de ley que regla-
mente los beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005.

Derógase el artículo 95 de la Ley 795 de 2003.
Artículo 143. El numeral 87.9 del artículo 87 de la Ley 142 de 1993 quedará así:  87.9 Las 

entidades públicas podrán aportar bienes o derechos a las empresas de servicios públicos 
domiciliarios, siempre y cuando su valor no se incluya en el cálculo de las tarifas que ha-
yan de cobrarse a los usuarios y que en el presupuesto de la entidad que autorice el aporte 
figure este valor. Las Comisiones de Regulación establecerán los mecanismos necesarios 
para garantizar la reposición y mantenimiento de estos bienes.

Lo dispuesto en el presente artículo no es aplicable cuando se realice enajenación o 
capitalización respecto de dichos bienes o derechos. 

Artículo 144. En la ejecución del programa de adquisición de tierras para las comu-
nidades indígenas, el Incoder dará prioridad a la adquisición de los predios que hayan 
sido invadidos u ocupados por vías de hecho por dichas comunidades antes del 15 de 
septiembre de 2006, con la única finalidad de sanear su propiedad y ser transferida a las 
respectivas comunidades indígenas. Dichas adquisiciones serán canceladas de conformi-
dad con lo establecido en la Ley 160 de 1994.

Las circunstancias de invasión, ocupación de hecho o perturbación de la propiedad, 
se acreditarán con las certificaciones que expidan las autoridades judiciales o de policía, 
según el caso.

Parágrafo. Los recursos que tiene asignado el Gobierno Nacional para la compra de 
tierras indígenas, serán priorizados para la compra de predios invadidos, antes del 15 de 
septiembre de 2006.

Los anteriores se asignarán estrictamente con relación al orden cronológico de la ma-
yor antigüedad de la posesión. Se deberá presentar un informe semestral de la ejecución 
ante el Consejo Directivo del Incoder.

Artículo 145. El Gobierno Nacional incluirá en el programa de erradicación de la po-
breza extrema, prioridad especial, que permita atender de manera inmediata la situación 
de Indigencia y Pobreza en el municipio de Buenaventura (Valle del Cauca).
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Dicha prioridad deberá contener una agenda que conlleve a resolver los problemas y 
deficiencia en salud, educación, empleo, saneamiento básico.

Esta prioridad deberá ser implementada 6 meses después de entrada en vigencia esta ley.
Artículo 146. El Gobierno Nacional establecerá un manual de tarifas mínimas de obli-

gatoria aplicación para las empresas administradoras de planes de beneficios y los pres-
tadores de servicios de salud públicos y privados, para la compra y venta de actividades, 
intervenciones, procedimientos en salud y servicios hospitalarios, contenidos en el Plan 
Obligatorio de Salud del Régimen Contributivo y el Régimen Subsidiado.

Parágrafo. Las tarifas mínimas serán fijadas en salarios mínimos diarios vigentes, y 
deberán ser expedidas a más tardar a los 6 meses de expedida la presente ley.

Artículo 147. Facultades extraordinarias. De conformidad con lo dispuesto en el nu-
meral 10 del artículo 150 de la Constitución Política, revístase al Presidente de la República 
de precisas Facultades Extraordinarias para que, en el término de seis (6) meses contados a 
partir de la publicación de la presente ley, expida normas con fuerza de ley para modificar 
previo estudio técnico realizado por el Gobierno Nacional en coordinación con la Fiscalía 
General de la Nación y, considerando las disponibilidades presupuestales, la planta de la 
Fiscalía General de la Nación, mediante la creación, supresión o fusión de cargos.

La temporalidad o permanencia de las modificaciones a la planta de personal que se 
realicen, en desarrollo de las facultades aquí previstas, debe ser definida de manera expre-
sa en los decretos-ley correspondientes.

Los gastos que se deriven de la planta de personal de carácter transitorio en desarrollo 
de esta facultad, no se contabilizarán para los límites de gastos de funcionamiento.

Artículo 148. Educación. El Gobierno Nacional directamente o por conducto del Icetex, 
podrá celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idonei-
dad con el fin de establecer líneas especiales de crédito para apoyar programas de maestría y 
doctorado acordes con el Plan Nacional y los Planes Secciónales de Desarrollo.

Tratándose de líneas administradas por el Icetex, las mismas se manejarán de acuerdo 
con los reglamentos vigentes de dicha entidad y las demás disposiciones que expida para 
tal efecto.

Artículo 149. La priorización de los recursos asignados para vías departamentales y 
municipales, deberá realizarse en audiencia pública de manera conjunta con las Goberna-
ciones y las bancadas regionales.

Artículo 150. Nota: Este artículo fue demandado ante la Corte Constitucional y 
está pendiente de sentencia. R-6906 de julio 30 de 2007. Con el propósito de establecer 
la actualización estructural en el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del marco 
de ejecución del Plan Nacional de Desarrollo, el Gobierno Nacional tendrá facultad por 
el término de seis (6) meses a partir de la sanción de la presente ley, para adelantar los 
ajustes necesarios que se requieran, a fin de optimizar el servicio exterior en su estructura 
orgánica interna y externa, manuales de funciones y requisitos, escala salarial y Carrera 
Diplomática y Consular.

Artículo 151. Para acelerar y asegurar el acceso universal a las Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones (TIC) en todos los servicios de Telecomu-
nicaciones incluidos la radiodifusión sonora y la televisión, los propietarios de la 
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infraestructura (Postes, Ductos y Torres) de los Servicios Públicos Domiciliarios y 
las Empresas Prestadoras del Servicio de Televisión por Cable, deberán permitir su 
uso siempre y cuando se tenga la disponibilidad correspondiente, sea técnicamente 
viable y exista previo acuerdo entre las partes sobre la contraprestación económica 
y condiciones de uso.

La Comisión de Regulación de Telecomunicaciones o la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas, según el caso regulará la materia. Las Comisiones Regulatorias en un tér-
mino de 6 meses, definirán la metodología objetiva, que determine el precio teniendo 
como criterio fundamental la remuneración de costos más utilidad razonable.

Artículo 152. Programa de promoción del mercado de valores como alternativa de 
financiación empresarial. Se diseñará un programa para la profundización del mercado 
de valores como alternativa real de financiamiento de las empresas que operan en el te-
rritorio nacional. Este programa estará a cargo del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. El programa tendrá como mínimo 
los siguientes componentes:
•	 Racionalización y simplificación de trámites.
•	 Costos de acceso.
•	 Régimen de Inversión Extranjera.
•	 Requisitos de Información para participar como emisor en el mercado de valores.
•	 Homogeneización de títulos de renta fija.
•	 Cultura empresarial para la financiación.
•	 Incentivos para la investigación y desarrollo de nuevos servicios.
•	 Financiación de Pymes y Mipymes.

El Programa contará con un Consejo Directivo conformado por el Ministerio de Co-
mercio, Industria y Turismo o su Delegado y los Representantes Gremiales de los agentes 
del mercado. El Consejo Directivo trabajará en coordinación con el Sistema Nacional de 
Competitividad y la Agenda Interna.

Artículo 153. Proyectos Gasto Social. Para Proyectos de Gasto Público Social en los 
sectores de Educación, Salud, Agua Potable y Saneamiento Básico, contenidos en el pre-
sente Plan de Desarrollo, que requieran para su ejecución cofinanciación por parte de las 
entidades territoriales, la asamblea o Concejo respectivo, a iniciativa del gobierno local, 
previa aprobación por parte del Confis Territorial o el órgano que haga sus veces, podrá 
en el último año de Gobierno autorizar vigencias futuras ordinarias o excepcionales. Lo 
anterior con el fin de garantizar el cumplimiento de las metas de cobertura en materia de 
gasto social previstas en el presente Plan.

Artículo 154. Restricción a los gastos de funcionamiento. Para dar cumplimiento al 
presente Plan, se exceptúan de las restricciones a los gastos de funcionamiento, aquellos 
destinados a Defensa, Justicia y Ministerio Público.

Artículo 155. De la Institucionalidad de la Seguridad Social y la Administración del 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida. Con el fin de garantizar la actividad 
de aseguramiento en pensiones, salud y riesgos profesionales en condiciones de sostenibi-
lidad, eficiencia y economía, se mantendrá una participación pública en su prestación. Para 
el efecto, se autoriza a las entidades públicas para que se asocien entre sí o con particulares 
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para la constitución de sociedades que administran estos riesgos o participen en el capital 
de las existentes o para que las entidades públicas enajenen alguno o algunos de los nego-
cios a otras entidades públicas o que los particulares inviertan o participen en el capital de 
las entidades públicas.

Adicionalmente créase una empresa industrial y comercial del Estado del orden na-
cional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, 
vinculada al Ministerio de la Protección Social, denominada Administradora Colombiana 
de Pensiones, Colpensiones, cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen 
de prima media con prestación definida incluyendo la administración de los beneficios 
económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005, de acuerdo con lo que 
establezca la ley que los desarrolle.

Colpensiones será una Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, de carácter público del orden nacional, para lo cual el Gobierno, en ejercicio 
de sus facultades constitucionales, deberá realizar todas las acciones tendientes al cum-
plimiento de dicho propósito, y procederá a la liquidación de Cajanal EICE, Caprecom y 
del Instituto de Seguros Sociales, en lo que a la administración de pensiones se refiere. En 
ningún caso se podrá delegar el reconocimiento de las pensiones.

Esta Empresa tendrá domicilio en Bogotá, D. C., su patrimonio estará conformado por 
los ingresos que genere en desarrollo de su objeto social y por los aportes del Presupuesto 
General de la Nación, los activos que le transfieran la Nación y otras entidades públicas 
del orden nacional y los demás ingresos que a cualquier título perciba. Tendrá una Junta 
Directiva que ejercerá las funciones que le señalen los estatutos. La Administración de la 
empresa estará a cargo de un Presidente, nombrado por la Junta Directiva. La Junta esta-
rá conformada por tres miembros, el Ministro de la Protección Social o el Viceministro 
como su delegado, quien lo presidirá; el Ministro de Hacienda y Crédito Público o su 
delegado y un Representante del Presidente de la República.

Artículo 156. Gestión de Obligaciones Pensionales y Contribuciones Parafiscales de 
la Protección Social. Créase la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, UGPP, adscrita al Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
independiente. Esta Unidad Administrativa tendrá a su cargo:
i.	 El reconocimiento de derechos pensionales, tales como pensiones y bonos pensio-

nales, salvo los bonos que sean responsabilidad de la Nación, así como auxilios fune-
rarios, causados a cargo de administradoras del Régimen de Prima Media del orden 
nacional, y de las entidades públicas del orden nacional que hayan tenido a su cargo el 
reconocimiento de pensiones, respecto de las cuales se haya decretado o se decrete su 
liquidación. Para lo anterior, la entidad ejercerá todas las gestiones inherentes a este 
numeral, tales como la administración de base de datos, nóminas, archivos y asigna-
ciones al Gobierno Nacional en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003;

ii.	 Las tareas de seguimiento, colaboración y determinación de la adecuada, completa y 
oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la Protección Social. 
Para este efecto, la UGPP recibirá los hallazgos que le deberán enviar las entidades que 
administran sistemas de información de contribuciones parafiscales de la Protección 
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Social y podrá solicitar de los empleadores, afiliados, beneficiarios y demás actores 
administradores de estos recursos parafiscales, la información que estime conveniente 
para establecer la ocurrencia de los hechos generadores de las obligaciones definidas 
por la ley, respecto de tales recursos. Esta misma función tendrán las administraciones 
públicas. Igualmente, la UGPP podrá ejercer funciones de cobro coactivo en armonía 
con las demás entidades administradoras de estos recursos.
La Unidad tendrá sede en Bogotá, D. C., y su patrimonio estará constituido por los 

aportes del Presupuesto General de la Nación, los activos que le transfieran la Nación y 
otras entidades públicas del orden nacional y los demás ingresos que a cualquier título 
reciba. La Unidad tendrá un Director de Libre Nombramiento y Remoción del Presidente 
de la República.

De conformidad con el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, revístese 
al Presidente de la República de facultades extraordinarias, por el término de seis (6) me-
ses, contados a partir de la fecha de publicación de la presente ley, para expedir normas 
con fuerza de ley que determinen las funciones y el sistema específico de carrera para los 
empleados de la entidad. En el ejercicio de estas facultades, el Gobierno tendrá en cuenta 
las características particulares de cada uno de los subsistemas que conforman Sistema de 
Seguridad Social Integral y armonizará las funciones de cobro persuasivo y coactivo asig-
nadas a las entidades administradoras de recursos parafiscales y a la UGPP, para lo cual 
podrá disponer la manera como se utilizarán las bases de datos e información que estén a 
cargo de las entidades, administradoras y entes de control y vigilancia del Sistema.

La UGPP ejercerá sus funciones de acuerdo con lo que defina la reglamentación que 
en el ejercicio de sus potestades constitucionales expida el Gobierno Nacional, la cual 
deberá tener en cuenta el objeto y funciones que correspondan a la Administradora de 
Régimen de Prima Media a que se refiere el artículo anterior, y a las que la Unidad Admi-
nistrativa Especial le corresponda.

El ejercicio de las funciones de determinación y cobro de contribuciones de la Protec-
ción Social por parte de cada una de las entidades integrantes del sistema y de la UGPP, se 
tendrá en cuenta lo siguiente:
1.	 Todas las entidades que administran contribuciones parafiscales de la Protección Social 

estarán obligadas a adelantar las acciones de cobro persuasivo que tienen en sus compe-
tencias. Así mismo, cuando el empleador o afiliado cotizante ha omitido liquidar y pagar 
o lo ha hecho incorrectamente, dichas entidades están en la obligación de adelantar pro-
cedimientos persuasivos para que se cumpla con las obligaciones en debida forma.

2.	 Una vez agotada la fase de cobro persuasivo, las entidades que tengan la facultad de 
adelantar cobro coactivo deberán realizar esta actuación.

3.	 Las entidades integrantes del sistema que no puedan adelantar cobro coactivo debe-
rán acreditar ante la UGPP haber agotado todas las instancias y acciones persuasivas 
pertinentes para el cobro, que señale el reglamento, sin haberla obtenido. En tal caso la 
UGPP adelantará el proceso de cobro correspondiente.

4.	 Cuando a pesar de la solicitud a que se refiere el numeral 1, el empleador o el afiliado 
cotizante no hayan hecho la liquidación correspondiente o no hayan corregido la 
liquidación incorrecta, se procederá así:
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a.	 Las entidades administradoras de carácter público procederán a efectuar una liqui-
dación oficial en la cual se determine el valor de las contribuciones cuya liquida-
ción y pago se han omitido o se han efectuado incorrectamente;

b.	 Las entidades administradoras que no tengan carácter público, deberán informarlo 
a la UGPP para que esta proceda a expedir el acto de liquidación oficial correspon-
diente. Para realizar la liquidación a que se refiere este numeral las administradoras 
públicas y la UGPP tendrán las facultades a que se refiere el artículo 664 y demás 
normas concordantes del Estatuto Tributario.

5.	 En todo caso, cualquier entidad de sistema de seguridad social integral podrá celebrar 
convenios con la UGPP para adelantar las gestiones de determinación y cobro de las 
contribuciones de la Protección Social. Las entidades que acuden a la UGPP para estos 
fines deberán asumir el costo de la gestión.
Previamente a la expedición de la liquidación oficial deberá enviarse un requerimiento 

de declaración o corrección, el cual deberá ser respondido dentro de los tres (3) meses 
siguientes a su notificación por correo. Si no se admite la propuesta efectuada en el re-
querimiento, se procederá a proferir la respectiva liquidación oficial dentro de los seis (6) 
meses siguientes. Contra la liquidación oficial procederá el recurso de reconsideración, 
el cual podrá interponerse dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación de la 
liquidación oficial y la resolución que lo decida, que deberá proferirse en el máximo de un 
(1) posterior a la interposición de recursos, agotará vía gubernativa.

En lo previsto en este artículo, los procedimientos de liquidación oficial se ajustarán a 
lo establecido en el Estatuto Tributario, Libro V, Títulos I, IV, V y VI. Igualmente, adelan-
tará el cobro coactivo de acuerdo con lo previsto en la Ley 1066 de 2006.

En las liquidaciones oficiales se liquidarán a título de sanción intereses de mora la 
misma tasa vigente para efectos tributarios.

Artículo 157. Incluir en las bases del Plan Nacional de Desarrollo que la política de 
aprovechamiento de las TIC seguirá también los principios de:
•	 Igualdad de oportunidades para la micro, pequeña y mediana empresa.
•	 Competitividad y libertad de mercado.
•	 Acceso simétrico a los recursos del Estado.
•	 Políticas regulatorias que otorguen igualdad de oportunidades a las empresas del sector.

Artículo 158. Megaproyecto Distrito Multipropósito Los Besotes. Declárese estratégica 
y de utilidad pública la construcción del embalse Multipropósito Los Besotes para regular 
los caudales del río Guatapurí que garantice el abastecimiento de agua al acueducto y a un 
distrito de riego en Valledupar. El Gobierno priorizará y garantizará la realización de este 
proyecto que deberá iniciar en un término no mayor a doce (12) meses.

Artículo 159. Megaproyecto del Distrito de Riego de Ranchería. Declárese estratégica y 
de utilidad pública la culminación de la segunda fase del Megaproyecto de Riego de Ranchería 
consistente en las obras de construcción de los distritos de San Juan del Cesar y Ranchería. El 
Gobierno priorizará la culminación de dicho proyecto para lo cual realizará todos los estudios, 
contrataciones y demás acciones tendientes a llevar hasta su fin dicha construcción.
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Artículo 160. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su publicación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el inciso segundo del 
artículo 63 de la Ley 788 de 2002, así como las demás disposiciones vigentes sobre el mon-
to de la contribución cafetera a que se refiere la misma ley, el parágrafo del artículo 4° de 
la Ley 785 de 2002, el numeral 5 del artículo 2° de la Ley 549 de 1999, el artículo 3° del 
Decreto 3752 de 2003 y el artículo 79 de la Ley 1110 de 2006 y el inciso 3° del artículo 78 
de la Ley 1111 de 2006. Continúan vigentes los artículos 13, 14, 20, 21, 38 reemplazando 
la expresión “el CNSSS” por “la Comisión de Regulación en Salud”, 43, 51, 59, 61, el pará-
grafo del artículo 63, 64, 65 para el servicio de gas natural 69, 71, 75, 81, 82, 86, 92, 99, 103, 
110, 121 y 131, de la Ley 812 de 2003.

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Dilian Francisca Toro Torres.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

PRESIDENCIA DEL CONGRESO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 24 de julio de 2007

En cumplimiento de lo ordenado en los artículos 166 y 168 de la Constitución Política 
de Colombia, desarrollados por los artículos 199 y 201 de la Ley 5ª de 1992 (Reglamento 
del Congreso), los cuales determinan que:

	 “Artículo 166. El Gobierno dispone del término de seis días para devolver con objeciones 
cualquier proyecto cuando no conste de más de veinte artículos; de diez días, cuando el 
proyecto contenga de veintiuno a cincuenta artículos; y hasta de veinte días cuando los 
artículos sean más de cincuenta.

	 Si transcurridos los indicados términos, el Gobierno no hubiera devuelto el proyecto con 
objeciones, el Presidente deberá sancionarlo y promulgarlo.

	 Si las Cámaras entran en receso dentro de dichos términos, el Presidente tendrá el deber 
de publicar el proyecto sancionado u objetado dentro de aquellos plazos”.
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	 “Artículo 168. Si el Presidente no cumpliere el deber de sancionar las leyes en los términos 
y según las condiciones que la Constitución establece, las sancionará y promulgará el 
Presidente del Congreso”.

	 Establecidos los presupuestos del artículo 166 de la Constitución Política y de las nor-
mas concordantes, la Presidenta del Congreso de la República imparte sanción al texto 
de ley “por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010”

	 REPUBLICA DE COLOMBIA-CONGRESO NACIONAL

	 Publíquese y ejecútese.

	 Dada en Bogotá, D. C., a los veinticuatro (24) días del mes de julio del año dos mil 
siete (2007).

	 La Presidenta del Congreso,
	 Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
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